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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los JueCes licenciados 
Juan Tomás Mejía, Primer Sustituto de Presidente, en fun-
ciones de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Morel, 
'Ambrosio Alvarez Aybar , y Néstor Contín Aybar, asisti- 
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dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo,• 
hoy día tres del mes de Agosto de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 90 9  de la Restau-

ración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú 

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Al-

tagracia Sanz Espejo, dominicano, mayor de edad; soltero, 
chófer, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, por- - 

tador de la cédula personal de identidad número 8898, se`-' 
rie 48, renovada para el año 1952, en que se inició el pro-
ceso, con el sello de R. I. No. 35629, como parte condenada 
correccionalmente, y por la Munné y Cía., C. por A. compa-
ñía comercial con domicilio en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, como parte también condenada como ci-
vilmente responsable, contra sentencia penal de la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo de fecha treinta de abril de 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indi- 

ca luego; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Lic. J. R. Cordero Infante, portador de la 

dula personal número 214, serie 1 1, renovada con el seli 

No. 1750, abogado de los recurrentes, en la lectura de s 

conclusiones; 

Oído el Dr. J. M. Pellerano G., portador de la céd 

número 49307, serie 1 1, renovada .  con el sello No. 2033 

abogado de la parte civil interviniente que después se 

menciona, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de declaración del presente recurso le-

vantada en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimientó 

del Lic. J. R. Cordero Infante, abogado de los,recurrentel
•  

Visto el escrito de ampliación de los términos del re-
urso, presentado por el Lic. J. R. Cordero Infante, aboga-
o de los repetidos recurrentes; 

Visto el escrito de intervención voluntaria presentado 
por el Dr. Juan M. Pellerano G., abogado de la parte ci-
vil, Lourdes Ureña Pereyra, dominicana, mayor de edad, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la ciu-
dad de Santiago de los Caballeros, portadora de la cédula 
personal número 23969, 'serie 31, renovada con el sello 
No. 1286204; 

La Suprema porte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 3 (párrafo 4 9) de la Ley 
2022, del año 1949; 1384 del Código Civil; 19 24, 27 (pá-
rrafo 5 9), 47 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
que sigue: A) "que, en fecha diez y siete del mes de Abril 
del año mil novecientos cincuenta y dos, el 2do. Tte. de 
la P. N., señor Alejandro César Lugo levantó un acta que 
dice así: 'En Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
Capital de la República Dominicana, a los diez y siete días 

' del mes de abril del año mil novecientos cincuenta y dos, 
siendo las doce horas y veinticinco minutos de la tarde, 
ante mí, Alejandro César Lugo, 2do. Tte. de la P. N., 
encontrándome en el ejercicio de mis funciones, como 
Comdte. del Dest. P. N. "Braulio Alvarez", fué conduci-
do a este Despacho P. N. por el 'Raso Roberto Antonio N, 
Ureña Diloné, 2da. Cía. P. ., el nombrado José Altagra-
cia Sanz Espejo, dominicas , mayor de edad, soltero, chó-
fer, cédula personal de identidad núm. 8898-48, y licen-
cia para manejar vehículos de motor núm. 20478, domici-
liado y residente en la calle Pimentel No. 21 de esta ciu-
dad, por el hecho de que más o menos a las 11.45 A. M. 
mientras conducía el carro placa privada No. 5080 pro- 
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mientras conducía el carro placa privada No. 5080 pro- 

1353 



  

1354 
	 BOLETÍN JUDICIAL 

   

BOLETIN JUDICIAL 	 1355 

 

piedad de la Casa Munné y Cía., C. por A., de esta ciudad, 
por la calle Juan Bautista Vicini, en dirección de Sur a 
Norte, al llegar a la esquina "Barahona", uno de los neu- 
máticos del lado derecho, pisó una botella, la cual al es- 
trellarse, un vidrio alcanzó a la señora Lucía (o Lourdes) 

. . Ureña, dominicana, mayor de edad, soltera, quehaceres 

"

domésticos, no porta cédula personal de identidad, quien 
-transitaba por la acera en la misma dirección, ocasionán-
dole una herida de algún cuidado, en la pierna izquierda, 
motivo por el cual fué conducida inmediatamente al hos-
pital William Morgan de esta ciudad, donde quedó in-
ternada"; B) que sobre el caso dictó la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo el veintiuno de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y dos, después de conocer re-
gularmente del caso, una sentencia cuyo dispositivo se 
encuentra inserto en el de la impugnada en casación que 
más adelante se dirá; C), que los actuales recurrentes, 
condenados por el fallo mencionado, interpusieron recurso 
de alzada contra el mismo, y la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo conoció de tal recurso en audiencia pú-
blica del veintinueve "de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la que el abogado de la parte civil con-
cluyó así: 'Honorables Magistrados: Por todos estos mo-
tivos, y los demás que vuestros elevados espíritus de 
Justicia tengan a bien suplir, la señora Lourdes Ureña 
Pereyra, de generales que constan, os solicita muy respe-
tuosamente, por nuestra mediación, que os plazca fallar: 
PRIMERO: rechazar los presentes recursos de apelación 
por improcedentes y mal fundados; SEGUNDO: confir-
mar la sentencia recurrida en cuanto se refiere a sus in-
tereses civiles, basándose siempre en la responsabilidad 
de amo a comitente, porque el señor José Altagracia Sanz 
Espejo, fué a) imprudente al ver una botella y pisarla con 
una de las ruedas del vehículo; b) negligente y torpe al 

110 haber podido evadir el pisar la botella que ocasionó 
el accidente; c) imprudente al transitar por una calle que 
según él estaba en mal estado por estarse realizando en 
ella trabajos; TERCERO: condenar al señor José Altagra- 
cia Sanz Espejo y a la Munné y Cía., C. por A., al pago 
solidario de las costas civiles, ordenando su distracción en 
provecho del abogado infrascrito, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad'; el abogado del prevenido y 
de la persona civilmente responsable presentó estas con- 
clusiones: Por esas razones, por las que han sido expues- 
tas oralmente y por las que sin duda supliréis con vues- 
tra cultura jurídica, el señor José Altagracia Sanz Espejo, 
chófer, con cédula No. 8898, serie 48, sello 35629, en su 
calidad de prevenido, y los señores Munné & Co., C. por 
A., compañía .comercial de este domicilio, en su calidad 
de persona civilmente responsable puesta en causa, conclu-
yen pidiéndoos, muy respetuosamente: en lo que respec-
ta el prevenido José Altagracia Sanz Espejo: PRIMERO: 
que admitáis su apelación contra la sentencia recurrida 
en tiempo hábil y, consecuentemente, la revoquéis ya que 
el hecho de que se trata no puede ser calificado de he-
ridas por imprudencia, por tratarse de un hecho casual o 
fortuito, ya que fué un objeto extraño lo que produjo la 
herida, a la víctima al rebotar una botella al contacto 
de los neumáicos traseros del vehículo que manejaban, bo-
tella que fué defendida de los neumáticos delanteros, en 
una calle con hoyos sucesivos, marchando su vehículo a 
moderada velocidad, hecho este imprevisible; y que recha-
céis la indemnización pedida por la parte civil; en cuanto 
a la parte civilmente responsable, la Munné & Co., C. 
por A., SEGUNDO: que la adm.itáis en apelación contra la 
referida sentencia, rechacéis por improcedente y mal fun-
dada la demanda de la parte civil constituída señora Lour-
des Ureña Pereyra, y revoquéis la sentencia de la Pri-
mera Cámara Penal de fecha 21 de noviembre del año 
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1952, en razón de que: a) porque el vehículo que conducía 
el chófer José Altagracia Sanz Espejo, marchaba a velo-
cidad reglamentaria y el hecho casual o fortuito de que 
un objeto extraño causó una herida a una persona que 
transitaba por una acera fuera del alcance del automó-
vil, al rebotar una botella al contacto de los neumáticos 
del automóvil que conducía el prevenido, es un caso im-
previsible que no pone responsabilidad alguna a -cargo 
del propietario del vehículo, porque no hay lazo de caus-
lidad en el hecho fortuito. V. Mazeaud, t. II, No. 1262, in 
fine; 1429); b) porque el hecho constitutivo del caso fortui-, 
to es imprevisible no solamente para el prevenido sino 
también para la víctima. "Hay imprevisibilidad desde q 
no existe ninguna razón especial de pensar que el aco 

tecimiento se produciría -  1Mazeaud op. cit. No. 1597 ►  

es imposible que el chófer previera que el objeto que 
desechó con las ruedas delanteras de su vehículo, por 
defensa que tenía con las ruedas traseras y que rebota 
do ese objeto por el lugar con que lo pisara el neumátít.I.I . 

 alcanzara a una señora que caminaba por la acera cercaJ 
na por donde pasó dicho vehículo; c) porque en la esp.- 
cie, el casó fortuito lo constituye la botella que rebotf.: , 

 al ser pisada pdr el neumático que ya no estaba bajo 
vista del conductor del automóvil; y no lo malo de la me< 

lle o del camino; y que fué esto último lo que indujo al.' 
juez a quo dictar. en violación del derecho, el fallo con-. 
denatorio contra el cual se ha recurrido; d) porque se ha es- • 
tablecido en el plenario que la calle Juan Bautista Vicinr, 
al momento de transitar dicho vehículo por ella, itenía h,.- 
yos sucesivos en su superficie y pilas de tierra, consecuen-
cia de los trabajos de acueducto que se estaban reali-
zando; TERCERO: en cuanto a las costas, los concluyen -

tes renuncian a ellas"; y el Ministerio Público concluyó. 
en su dictamen, del modo siguiente: 'Somos de opinión: ,  

PRIMERO: que. se  declaren regular y válido, en cuanto a  
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ja  forma, el presente recurso o los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: se confirme la sentencia apelada 
en todas sus partes; y TERCEBO: se condene al preve-
nido José Altagracia Sanz Espejo al pago de las costas, 
dejando el aspecto civil a vuestra soberana apreciación"; 

Considerando que, en fecha treinta de abril de mil no-
vecientos cincuenta y tres, la ya indicada Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, pronunció en audiencia pública 
la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a 
continuación se transcribe: "FALLA: PRIMERO: Declara 

:regulares en cuanto a la forma, los recursos de apelación; 
Í. SEGUNDO Confirma la sentencia apelada dictada por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veintiuno 
del mes de noviembre del año mil novecientos cincuen-
ta y dos, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRI-
MERO: que debe desestimar y desestima el pedimento de 
reenvío, por infundado; SEGUNDO: que debe declarar y 
declara a José Altagracia Sanz Espejo, culpable del de-
ito de haber violado la Ley 2022 en perjuicio de la se-

ra. Lourdes Ureña Pereyra, ocasionándole una herida 
curó después de 10 y antes de 20 días, y en consecuen-

se le condena a sufrir tres meses de prisión correccio-
nal y a pagar una multa de 50 pesos,. compensable esta 
multa a razón de un día de prisión por cada peso dejado 
de pagar; TERCERO: que debe declarar y declara buena y 
válida la constitución en parte civil hecha por la señora 
Lourdes Ureña Pereyra contra Munné & Cía., C. por A.. 
ésta en su calidad de comitente del chófer inculpado Jo-
sé Altagracia Sanz Espejo, y en consecuencia, condena a 
Munné y Cía., C. por A., a pagarle a la señora Lourdes 
Ureña Pereyra, la suma de $200 pesos a título de indem-
nización por los daños y perjuicios sufridos por ella a con-
Secuencia de la falta delictual cometida por el inculpado 
Sanz Espejo; CUARTO: ordena la cancelación de la li- 
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yos sucesivos en su superficie y pilas de tierra, consecuen - 

cia de los trabajos de acueducto que se estaban reali- 
zando; TERCERO: en cuanto a las costas, los concluyen - 

tes renuncian a ellas"; y el Ministerio Público concluyo 
en su dictamen, del modo siguiente: 'Somos de opinión . 

PRIMERO: que, se declaren regular y válido, en cuanto a 
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la forma, el presente recurso o los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: se confirme la sentencia apelada 
en todas sus partes; y TERCEW: se condene al preve-
nido José Altagracia Sanz Espejo al pago de las costas, 
dejando el aspecto civil a vuestra soberana apreciación"; 

Considerando que, en fecha treinta de abril de mil no-
vecientos cincuenta y tres, la ya indicada Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, pronunció en audiencia pública 
la sentencia ahora impugnada, con el dispositivo que a 
continuación se transcribe: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regulares en cuanto a la forma, los recursos de apelación; 
SEGUNDO Ir Confirma la sentencia apelada dictada por la 
Primera Camara Penal del Juzgado de primera Instancia 

el Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha veintiuno 
I mes de noviembre del año mil novecientos cincuen-
y dos, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRI-

ERO: que debe desestimar y desestima el pedimento de 
nvío, por infundado; SEGUNDO: que debe declarar y 

celara a José Altagracia Sanz Espejo, culpable del de-
to de haber violado la Ley 2022 en perjuicio de la se-
ra. Lourdes Ureña Pereyra, ocasionándole una herida 

curó después de 10 y antes de 20 días, y en consecuen-
se le condena a sufrir tres meses de prisión correccio-
y a pagar una multa de 50 pesos, compensable esta 
a a razón de un día de prisión por cada peso dejado 

pagar; TERCERO: que debe declarar y declara buena y 
"da la constitución en parte civil hecha por la señora 

Lourdes Ureña Pereyra contra Munné & Cía., C. por A.. 
ésta en su calidad de comitente del chófer inculpado Jo-
sé Altagracia Sanz Espejo, y en consecuencia, condena a 
Munné y Cía., C. por A., a pagarle a la señora Lourdes 
Ureña Pereyra, la suma de $200 pesos a título de indem-
nización por los daños y perjuicios sufridos por ella a con-
secuencia de la falta delictual cometida por el inculpado 
Sanz Espejo; CUARTO: ordena la cancelación de la IP 
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cencia por tres meses a partir de la extinción de la pe na 

 impuesta; QUINTO: que debe condenar y condena a Mun-
né y Cía., C. por A., persona civilmente responsable q ue 

 sucumbe, al pago de las costas, civiles, ordenándose la 
distracción de ellas en provecho del abogado J. M. p es 
llerano por afirmar haberlas avanzado; SEXTO: que de-
be condenar y condena a José Altagracia Sanz Espejo, al 
pago de las costas'; TERCERO: Condena al prevenido J. 
sé Altagracia Sanz Espejo y a la Munné y Cía., C. por A., 
persona civilmente responsable, al primero al pago de las 
costas penales; y a ambos al pago solidario de las costas 
civiles del presente recurso de apelación, con distracción 
en provecho del Dr. Juan Manuel Pellerano G., quien 

afirma haberlas avanzado"; 
Considerando que el acta de declaración del recurso 

que se examina no presenta medios determinados en que 
éste se apoye; y en el escrito presentado después por el 
abogado de los recurrentes, se expresa que "la sentencia 
impugnada ha hecho una incorrecta apreciación de los he-
chos y, sobre todo una muy errada aplicación de la ley 
y muy señaladamente de los principios"; que con esto se 
debe admitir que, aunque subsiste el carácter general del 
recurso, se alega, especialmente, la violación, por falsa 
aplicación, de los artículos 3, párrafo 4Q, de la Ley No. 
2022, del año 1949, y 1384 del Código Civil, citados en 
los fundamentos legales del fallo; 

Considerando que para la correcta aplicación del ar-
tículo 3 de la Ley No. 2022, del año 1949, se requiere la 
comprobación de que el prevenido de quien se trate sea 
causante involuntario de los golpes o heridas sufridos por 
la víctima, por la "torpeza, imprudencia, inadvertencia, 
negligencia o inobservancia de los reglamentos" en que 

haya incurrido el primero; que en la especie, en la cual, 
según el fallo atacado, se trata de que había hoyos ere 
la calle en que ocurrió el suceso, porque dicha calle esta- 

ba en reparación; de que había una botella vacía tirada 
o abandonada en la vía, que el chófer trató de no pisar, 

pero que no logró hacerlo con las ruedas traseras de su 
vehículo, de que, al chocar tales ruedas traseras con la 

mencionada 
 

encl 1  ci°1  nL' y ao Lourdes (o Luisa) Ureña Pereyra, ocasionándole 
da botella, ésta saltó en la dirección en que tran- 

sitaba 
 herida que curó poco después de 10 y antes de 20 

días', era indispensable, para poder atribuir al chófer la 
causa involuntaria de dichas heridas, establecer que todas 
las circunstancias del hecho concurrían para evidenciar 
la "torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o in-
observancia de los reglamentos", y no, únicamente, la po-
sibilidad de lo mismo; que al no establecer, el fallo de que 
se trata, si la reparación en que se encontraba la calle don-
de ocurrió el suceso, dejaba espacio suficiente para que 
el chófer hubiese realizado alguna maniobra que evitara 
lo ocurrido, o si el carro marchaba con una velocidad ex-
cesiva, o si el repetido chófer realizó alguna acción anor-
mal o dejó de realizar alguna que fuera necesaria y posi-
sible para evitar el accidente, no bastaba, como motiva-
ción para el establecimiento de la culpabilidad del preve-
nido y la negación de que se tratase de un caso atribuible 

- a hechos de terceros o a fuerza mayor, decir que dicho 
prevenido vió la botella que había en el camino, sin pre-
cisar que esto fué a una distancia que le permitía dete-
nerse, ni que hubiese faltado una previsibilidad que no 
se puntualice en qué hubiera podido consistir; que asi-
mismo, para atribuir al comitente del chófer la responsa-
bilidad en virtud de la cual la decisión pronuncie contra 
dicho comitente condenaciones civiles, era necesario que 
no hubiese en dicho fallo las deficiencias de motivación 
que quedan señaladas respecto de la imputabilidad del su-
ceso al repetido chófer; que, por todo lo dicho, la decisión 
de que se trata ha incurrido, en todos sus aspectos, en 
el vicio de falta de fundamentos de hecho y de derecho; 
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cencia por tres meses a partir de la extinción de la pe ná 

impuesta; QUINTO: que debe condenar y condena a Mun.. 
né y Cía., C. por A., persona civilmente responsable qu e 

 sucumbe, al pago de las costas, civiles, ordenándose la 
distracción de ellas en provecho del abogado J. M. p e_ 

llerano por afirmar haberlas avanzado; SEXTO: que de-
be condenar y condena a José Altagracia Sanz Espejo, al 
pago de las costas'; TERCERO: Condena al prevenido Jo- 

Sé Altagracia Sanz Espejo y a la Munné y Cía., C. por A., 
persona civilmente responsable, al primero al pago de las 
costas penales; y a ambos al pago solidario de las costas 
civiles del presente recurso de apelación, con distracción 
en provecho del Dr. Juan Manuel Pellerano G., quien 

afirma haberlas avanzado"; 
Considerando que el acta de declaración del recurso 

que se examina no presenta medios determinados en que 
éste se apoye; y en el escrito presentado después por el 
abogado de los recurrentes, se expresa que "la sentencia 
impugnada ha hecho una incorrecta apreciación de los he-
chos y, sobre todo una muy errada aplicación de la ley 
y muy señaladamente de los principios"; que con esto se 
debe admitir que, aunque subsiste el carácter general del 
recurso, se alega, especialmente, la violación, por falsa 
aplicación, de los artículos 3, párrafo 4 9 , de la Ley No. 

2022, del año 1949, y 1384 del Código Civil, citados en 
los fundamentos legales del fallo; 

Considerando que para la correcta aplicación del ar-
tículo 3 de la Ley No. 2022, del año 1949, se requiere la 
comprobación de que el prevenido de quien se trate sea 
causante involuntario de los golpes o heridas sufridos por 

la víctima, por la "torpeza, imprudencia, inadvertencia, 
negligencia o inobservancia de los reglamentos" en que 

haya incurrido el primero; que en la especie, en la cual, 

según el fallo atacado, se trata de que había hoyos ert 

la calle en que ocurrió el suceso, porque dicha calle esta- 

 

ba  en reparación; de que había una botella vacía tirada 

o abandonada en la vía, que el chófer trató de no pisar, 
ro  que no logró hacerlo con las ruedas traseras de su 

de que, al chocar tales ruedas traseras con la 

mencionada y  a da botella, ésta saltó en la dirección en que tran-
sitaba Lourdes (o Luisa) Ureña Pereyra, ocasionándole 
"una herida que curó poco después de 10 y antes de 20 
días', era indispensable, para poder atribuir al chófer la 
causa involuntaria de dichas heridas, establecer que todas 
las circunstancias del hecho concurrían para evidenciar 
la "torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o in-
observancia de los reglamentos", y no, únicamente, la po-
sibilidad de lo mismo; que al no establecer, el fallo de que 
se trata, si la reparación en que se encontraba la calle don-
de ocurrió el suceso, dejaba espacio suficiente para que 
el chófer hubiese realizado alguna maniobra que evitara 
lo ocurrido, o si el carro marchaba con una velocidad ex-
cesiva, o si el repetido chófer realizó alguna acción anor-
mal o dejó de realizar alguna que fuera necesaria y posi-
sible para evitar el accidente, no bastaba, como motiva-
ción para el establecimiento de la culpabilidad del preve-
nido y la negación de que se tratase de un caso atribuible 
'a hechos de terceros o a fuerza mayor, decir que dicho 
prevenido vió la botella que había en el camino, sin pre-
cisar que esto fué a una distancia que le permitía dete-
nerse, ni que hubiese faltado una previsibilidad que no 
se puntualice en qué hubiera podido consistir; que asi-
mismo, para atribuir al comitente del chófer la responsa-
bilidad en virtud de la cual la decisión pronuncie contra 
dicho comitente condenaciones civiles, era necesario que 
no hubiese en dicho fallo las deficiencias de motivación 
que quedan señaladas respecto de la imputabilidad del su-
ceso al repetido chófer; que, por todo lo dicho, la decisión 
de que se trata ha incurrido, en todos sus aspectos, en 
el vicio de falta de fundamentos de hecho y de derecho; 
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Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia 

la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha trei 
la de abril de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo di 
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente f 
llo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de San C r . 

tóbal; SEGUNDO: condena a la parte civil intervinien 
calidad que está justificada, al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo Rom 
— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay. 
bar.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Sec 

tario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada po 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. 5 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953. 

ntenc ia  Impugnada: Juzgado de Paz de la Común de Monseñor 
Nouel, de fecha 5 de mayo de 1953. 

teria: Penal. 

urrente: Miguel Antonio Román Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini,'Presidente; Juan= Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; ,Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Manuel A. Amiama, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cinco del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 110 9  de la Independencia, 90 9  de la Restaura-
ción y 249 de Ia Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Antonio Román Fernández, dominicano, mayor de edad, 
casado, agricultor, domiciliado y residente en Jima, dé la 
común de Monseñor Nouel, 4e  la provincia de La Vega, 
portador de la cédula persona de identidad número 211, 
,serie 47, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
pediente, contra sentencia del Juzgado de Paz de la común 
de Monseñor Nouel de fecha cinco de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica luego; . 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General. 

la  República; 
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Por tales motivos, PRIMERO: casa la sentencia de 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha trein, 
ta de abril de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; SEGUNDO: condena a la parte civil intervinient e . 
calidad que está justificada, al pago de las costas. 

(Firmados): J. Tomás Mejía.— Miguel Ricardo Román 
— Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— A. Alvarez Ay. 
bar.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en kl 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gener 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de la Común de Monseñor 
Nouel, de fecha 5 de mayo de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Antonio Román Fernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de. 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; ,Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Manuel A. Amiama, Ambrosio Alvarez Aybar, 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cinco del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 ' de la Independencia, 909  de la Restaura-
ción y 249 de Ia Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel 
Antonio Román Fernández, dominicano, mayor de edad, 
casado, agricultor, domiciliado y residente en Jima, dé la 
común de Monseñor Nouel, die la provincia de La Vega, 
portador de la cédula persona de identidad número 211, 

( serie 47, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
pediente, contra sentencia del Juzgado de Paz de la común 
de Monseñor Nouel de fecha cinco de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica luego; . 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República.; 
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tribunales o juzgados inferiores", los que pueden ser im-
pugnados en casación; que, en consecuencia, al tratarse, 
en el presente caso, de un recurso de casación dirigido 
contra una sentencia que era apelable, dicho recurso no 
puede ser admitido; 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Miguel Antonio Román Fernán-
dez, contra sentencia del Juzgado de Paz de la común de 
Monseñor Nouel de fecha cinco de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y« tres, cuyo dispositivo se encuentra copia-
do en otro lugar del presente fallo, y condena a dicho re-
currente al pago de los costos. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— Manuel A. Amia-
ma.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.- Néstor Con-
tín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicáda por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
 la Secretaría del Juzgado de Paz a quo, a requerimiento 
 del recurrente, el ocho de mayo de mil novecientos cia. 

cuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 167 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 4. 
Considerando que el dispositivo de la sentencia del 

Juzgado de Paz de Monseñor Nouel del cinco de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, impugnada en casación, 
es el siguiente: "FALLA: Que debe condenar como por la 
presente condena al nombrado Miguel Antonio Román y 
Fernándei, al pago de una multa de un peso y al pago de 
las costas, por el hecho de ddjar pastar animales de su pro-
piedad dentro de la propiedad del señor Isauro Reyes.— 
2do. Que debe condenar y condena al Señor Ramón An-
tonio Fernández (sic) al pago de los daños ocasionados por 
su ganado al Señor Isauro Reyes valorados en RD$12.00"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 167 
del Código de Procedimiento Criminal, "las sentencias pro-
nunciadas en materia de simple policía, podrán ser impug-
nadas 

 
 por la vía de la apelación, cuando por ellas se im- 1 

 pusiere la pena de arresto, o cuando las multas, restitucioj 
nes y otras reparaciones civiles excedieran la suma d 
dos pesos, además de las costas"; que, en la especie, la 
multa de un peso impuesto al recurrente, junto con el mon-
to de los daños, ascendentes a doce pesos, a cuyo pago 
fué condenado el repetido recurrente, constituyen una su-' 
ma mucho mayor que la de dos pesos señalada en el cánon 
legal arriba citado; que, consecuentemente, la sentencia 
ahora atacada era apelable; y 

Considerando que según el artículo 1 9  de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, son los fallos pronuncia - 

ALdos en última instancia "por las Cortes de Apelación, Y 

f 

• 
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Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
 la Secretaría del Juzgado de Paz a quo, a requerimient o 

 del recurrente, el ocho de mayo de mil novecientos ein, 

cuenta y tres; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 167 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 1 9  y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

de Casación; 
Considerando que el dispositivo de la sentencia del 

Juzgado de Paz de Monseñor Nouel del cinco de mayo de 
mil novecientos cincuenta y tres, impugnada en casación, 
es el siguiente: "FALLA: Que debe condenar como por la 
presente condena al nombrado Miguel Antonio Román y 
Fernández, al pago de una multa de un peso y al pago de 
las costas, por el hecho de ddjar pastar animales de su pro-
piedad dentro de la propiedad del señor Isauro Reyes.— 
2do. Que debe condenar y condena al Señor Ramón An-
tonio Fernández (sic) al pago de los daños ocasionados por 
su ganado al Señor Isauro Reyes valorados en RD$12.00"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 167 
del Código de Procedimiento Criminal, "las sentencias pro-
nunciadas en materia de simple policía, podrán ser impug-
nadas por la vía de la apelación, cuando por ellas se im-
pusiere la pena de arresto, o cuando las multas, restitucio= 
nes y otras reparaciones civiles excedieran la suma d 
dos pesos, además de las costas"; que, en la especie, 
multa de un peso impuesto al recurrente, junto con el mon-
to de los daños, ascendentes a doce pesos, a cuyo pago 
fué condenado el repetido recurrente, constituyen una su-
ma mucho mayor que la de dos pesos señalada en el cánon 
legal arriba citado; que, consecuentemente, la sentencia 
ahora atacada era apelable; y 

Considerando que según el artículo 1 9  de la Ley so- 
• bre Procedimiento de Casación, son los fallos pronuncia - 

dos en última instancia "por las Cortes de Apelación, y,  

tribunales o juzgados inferiores", los que pueden ser im-
pugnados en casación; que, en consecuencia, al tratarse, 
en  el presente caso, de un recurso de casación dirigido 
contra una sentencia que era apelable, dicho recurso no 
puede ser admitido; 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Miguel Antonio Román Fernán-
dez, contra sentencia del Juzgado de Paz de la común de 
Monseñor Nouel de fecha cinco de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y, tres, cuyo dispositivo se encuentra copia-
do en otro lugar del presente fallo, y condena a dicho re-
currente al pago de los costos. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Raf. Castro Rivera.— Juan A. Morel.— Manuel A. Amia-
ma.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.- Néstor Con-
tín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de 
25 de mayo de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guillermo Mauriz.— Abogado: Dr. Antonio José 
' llón Chávez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte 
Justicia, regularmente Constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tómás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ju 
A. Morel, Manuel A. Amiama, Ambrosio Alvarez Aybar,. 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cinco del mes de agosto de mil novecientos cincuenta v 
tres, años 110 9  de la Independencia, 90 9  de la Restaura-

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guiller-
mo Mauriz, español, industrial, mayor de edad, soltero, do-
miciliado y residente en Villa Isabel, Provincia de Monte 
Cristy, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 25352, serie 31, sello No. 696 para el año mil novecien -

tos cincuenta y tres, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santiago, de fecha veinticinco de mayo de mil 
novecienos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más. 

adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Antonio Grullón Chávez, portador de la 
cédula personal de identidad número 2719, serie 41, sello 
número 3783, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
al de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, de fecha dos de junio de mil 
novecientos cicuenta y tres, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;  

Visto el memorial presentado el diecisiete de julio de 
mil novecientos cincuenta y tres por el Dr. Antonio José 
Grullón Chávez, abogado constituido por el recurrente, en 
el cual se alega especialmente el siguiente medio: "Viola-
ción del artículo 189 del Código de Procedimieento Crimi-
nal combinado con el 1315 del Código Civil en cuento se 
pretende deducir prueba alguna contra el recurrente en 
virtud de una carta no emanada de éste sino" fabricada por 
Marina González y usada por ésta en interés de obtener 
situaciones inesperadas"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 2 y 4, párrafos III y IV, 
de la Ley No. 2402, de 1950; 189 y 194 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, 1315 del Código Civil y 1 y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) "que en fecha catorce del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y uno, compareció 
ante el Cuartel de la Policía Nacional de Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santó Domingo, la señora Marina González, y 
presentó querella contra el nombrado Guillermo Mauriz, 
`por el hecho de que éste no cumple con su deber como 
padre del menor Duarte, de 1 año once meses de edad-, que 
ha procreado con la querellante, por lo cual ésta exige se 
le fije una pensión de veinte pesos oro (RD$20.00) men-
suales, para poder atender la manutención del menor"; b) 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de 
25 de mayo de 1953. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Conte 
Justicia, regularmente Constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, S 
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Manuel A. Amiama,- Ambrosio Alvarez Aybar 
Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias.. 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
cinco del mes de agosto de mil novecientos cincuenta v 
tres, años 110 9  de la Independencia, 909  de la Restaura-

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guiller-
mo Mauriz, español, industrial, mayor de edad, soltero, do-
miciliado y residente en Villa Isabel, Provincia de Monte 
Cristy, portador de la cédula personal de identidad núme-
ro 25352, serie 31, sello No. 696 para el año mil novecien-

tos cincuenta y tres, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santiago, de fecha veinticinco de mayo de mil 
novecienos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más , 

 adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Antonio Grullón Chávez, portador de la 
cédula personal de identidad número 2719, serie 41, sello 
número 3783, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
al de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
ecretaría de la Corte a qua, de fecha dos de junio de mil 

novecientos cicuenta y tres, en la cual no se invocá nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial presentado el diecisiete de julio de 
mil novecientos cincuenta y tres por el Dr. Antonio José 
Grullón Chávez, abogado constituido por el recurrente, en 
el cual se alega especialmente el siguiente medio: "Viola-
ción del artículo 189 del Código de Procedimieento Crimi-
nal combinado con el 1315 del Código Civil en cuento se 
pretende deducir prueba alguna contra el recurrente en 
virtud de una carta no emanada de éste sino' fabricada por 
Marina González y usada por ésta en interés de obtener 
situaciones inesperadas"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 2 y 4, párrafos III y IV, 
de la Ley No. 2402, de 1950; 189 y 194 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, 1315 del Código Civil y 1 y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) "que en fecha catorce del mes de diciem-
bre del año mií novecientos cincuenta y uno, compareció 
ante el Cuartel de la Policía Nacional de Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santó Domingo, la señora Marina González, y 
presentó querella contra el nombrado Guillermo Mauriz, 
`por el hecho de que éste no cumple con su deber como 
padre del menor Duarte, de 1 año once meses de edad; que 
ha procreado con la querellante, por lo cual ésta exige se 
le fije una pensión de veinte pesos oro (RD$20.00) men-
suales, para poder atender la manutención del menor"; b) 

Materia: Penal. 

Recurrente: Guillermo Mauriz.— Abogado: Dr. Antonio José 
llón Chávez. 



1366 	 BOLETIN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 1367 

"que remitido el expediente al Juez de Paz de la común de 
Villa Isabel, provincia de Monte Cristy, para fines de con-
ciliación, ésta no se realizó en razón de que el señor Gui-
llermo Mauriz declaró que él no era el padre del referi-
do menor, y que, por consiguiente, no asignaba pensión al-
guna, de todo lo cual se levantó el acta . correspondiente, 
en fecha diez y nueve de enero del año mil novecientos 
cincuenta y dos, copia certificada de la cual figura en el 
expediente"; c) "que remitido el expediente de que se tra-
ta al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Monte Cristy, éste funcionario apoderó del caso, por la 
vía directa, al Juzgado de Primera Instancia de dicho Dis-
trito Judicial, y fué decidido por su sentencia dictada en 
atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, de la cual es el 
dispositivo siguiente: 'FALLA: PRIMERO: que debe des-

cargar y descarga, - al nombrado Guillermo Mauriz, de ge• 
nerales conocidas, del delito de violación a la Ley No. 
2402, en perjuicio del menor Duarte González, procreado 
con la señora Marina González, por insuficiencia de prue-
bas, declarándose las costas de oficio' "; d) "que disconfor-
me con esa sentencia la querellante Marina González, in-
terpuso recurso de apelación contra ella, según se eviden-
cia por el acta levantada por el secretario del Tribunal a 
quo, copia certificada de la cual figura en el expediente"; 
e) que cumplidas las formalidades legales, fué fijada la 
audiencia pública de la Corte a qua del día quince del mes 
de diciembre del año mil novecientos cincuenta y dos, a 
las nueve horas de la mañana, para conocer de dicho re-
curso; y en esa audiencia dictó sentencia de reenvío, cu-
yo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Reen-
vía para una fecha que será fijada oportunamente, la cau-
sa seguida en apelación al nombrado Guillermo Mauriz, 
acusado del delito de violación a la Ley No. 2402, en agra-
vio de un menor procreado con la señora querellante Ma- 

rina González, del cual fué descargado por sentencia de 
fecha veintiuno de octubre del año en curso (1952), dicta-
da  por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Monte Cristy; SEGUNDO: Reserva las costas pa-
ra que sigan la suerte de lo principal"; f) "que nuevamen-
te fué fijada la audiencia pública del día seis de febrero 
del año en curso (1953), a las nueve horas de la mañana, 
para conocer del expresado recurso de apelación; y en esa 
audiencia dictó sentencia de reenvío, cuyo dispositivo di= 
ce así: 'FALLA: PRIMERO: Reenvía para una fecha que 
será fijada oportunamente, la prosecución de la vista de 
la presente causa, a fin de citar de nuevo a la apelante, 
señora Marina González, quien no ha comparecido a esta 
audiencia, así como al procesado y los demás testigos que 
figuran en el proceso, y a Víctor Mauriz; y SEGUNDO: 
Reserva las costas para que sigan la suerte de lo princi-
pal' "; g) que nuevamente fué fijada la audiencia pública 
de la Corte a qua, del día doce de marzo del corriente año, 
a las nueve de la mañana, para la prosecución de la vista 
de la presente causa, concluyendo el Magistrado Procura-
dor General en esta forma: lo. que se admita en la for-
ma, el recurso de apelación; 2o. que se confirme la sen-. 
tencia apelada en todas sus partes, y 3o. que se declaren 
de oficio las costas'; y los abogados constituídos por el 
prevenido, doctores Antonio José Grullón Chávez y Táci-
to Mena Valerio, en la forma que se ha expresado en otra 
parte de esta sentencia, aplazándose el fallo para una de 
las próximas audiencias"; h) que en fecha trece de marzo 
del año en curso, la Corte a qua dictó sentencia con el si-
guíenle dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ordeíía la re-
apertura de los debates, para disponer una mejor sustan-
ciación del proceso a cargo del prevenido Guillermo Mau-
riz; SEGUNDO: Para estos fines, ordena que el testigo 
Víctor Mauriz, sea citado a comparecer por ante esta Cor-
te, a la audiencia del día veinte y nueve del mes de abril 
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"que remitido el expediente al Juez de Paz de la común de 
Villa Isabel, provincia de Monte Cristy, para fines de con-
ciliación, ésta no se realizó en razón de que el señor Gui- 
llermo Mauriz declaró que él no era el padre del referi-
do menor, y que, por consiguiente, no asignaba pensión al-
guna, de todo lo cual se levantó el acta .correspondiente, 

eri fecha diez y nueve de enero del año mil novecientos 

cincuenta y dos, copia certificada de la cual figura en el 
expediente"; c) "que remitido el expediente de que se tra-
ta al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Monte Cristy, éste funcionario apoderó del caso, por la 
vía directa, al Juzgado de Primera Instancia de dicho Dis-
trito Judicial, y fué decidido por su sentencia dictada en 
atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y dos, de la cual es el 
dispositivo siguiente: 'FALLA: PRIMERO: que debe des-

cargar y descarga, -  al nombrado Guillermo Mauriz, de ge• 
nerales conocidas, del delito de violación a la Ley No. 
2402, en perjuicio del menor Duarte González, procreado 
con la señora Marina González, por insuficiencia de prue-
bas, declarándose las costas de oficio' "; d) "que disconfor-
me con esa sentencia la querellante Marina González, in-
terpuso recurso de apelación contra ella, según* se eviden-
cia por el acta levantada por el secretario del Tribunal a 
quo, copia certificada de la cual figura en el expediente"; 
e) que cumplidas las formalidades legales, fué fijada la 
audiencia pública de la Corte a qua del día quince del mes 
de diciembre del año mil novecientos cincuenta y dos, a 
las nueve horas de la mañana, para conocer de dicho re-
curso; y en esa audiencia dictó sentencia de reenvío, cu-
yo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Reen-
vía para una fecha que será fijada oportunamente, la cau-
sa seguida en apelación al nombrado Guillermo Mauriz, 
acusado del delito de violación a la Ley No. 2402, en agra-
vio de un menor procreado con la señora querellante Ma- 
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rina González, del cual fué descargado por sentencia de 
fecha veintiuno de octubre del año en curso (1952), dicta- 
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
dicial de Monte Cristy; SEGUNDO: Reserva las costas pa- 
ra que sigan la suerte de lo principal"; f) "que nuevamen- 
te fué fijada la audiencia pública del día seis de febrero 
del año en curso (1953), a las nueve horas de la mañana, 
para conocer del expresado recurso de apelación; y en esa 
audiencia dictó sentencia de reenvío, cuyo dispositivo di- , 

 ce así: 'FALLA: PRIMERO: Reenvía para una fecha que 
será fijada oportunamente, la prosecución de la vista de 
la presente causa, a fin de citar de nuevo a la apelante, 
señora Marina González, quien no ha comparecido a esta 
audiencia, así como al procesado y los demás testigos que 
figuran en el proceso, y a Víctor Mauriz; y SEGUNDO: 
Reserva las costas para que sigan la suerte de lo princi-
pal' "; g) que nuevamente fué fijada la audiencia pública 
de la Corte a qua, del día doce de marzo del corriente año, 
a ,las nueve de la mañana, para la prosecución de la vista 
de la presente causa, concluyendo el Magistrado Procura-
dor General en esta forma: lo. que se admita en la for-
ma, el recurso de apelación; 2o. que se confirme la sen-
tencia apelada en todas sus partes, y 3o. que se declaren 
de oficio las costas'; y los abogados constituidos por el 
prevenido, doctores Antonio José Grullón Chávez y Táci-
to Mena Valerio, en la forma que se ha expresado en otra 
parte de esta sentencia, aplazándose el fallo para una de 
las próximas audiencias"; h) que en fecha trece de marzo 
del año en curso, la Corte a qua dictó sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ordena la re-
apertura de los debates, para disponer una mejor sustan-
ciación del proceso a cargo del prevenido Guillermo Mau-
riz; SEGUNDO: Para estos fines, ordena que el testigo 
Víctor Mauriz, sea citado a comparecer por ante esta Cor-
te, a la audiencia del día veinte y nueve del mes de abril 
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próximo venidero, a las nueve 'horas de la mañana, aún 
por la vía de la conducencia(en la cual se conocerá de nue-
vo de dicha causa, para cuyo objeto se fija mediante la 
presente decisión; ordenando asimismo, que tanto el pre-
venido Guillermo Mauriz así como la querellante Marina 
González, sean citados a comparecer a dicha audiencia y 
ésta última conduzca al menor 'de cuyo interés se trata, 
para los fines que puedan ser procedentes; TERCERO: 
Dispone que, por el Procurador General de esta Corte, las 
anteriores disposiciones sean cumplidas; y CUARTO: De-
clara reservadas las costas, para que sigan la suerte de lo 
principal"; i) "que el día y hora fijados para la continua-
ción de la causa de que se trata, fué oído en su deposición 
el testigo Víctor Mauriz, ratificando los abogados del pre-
venido sus conclusiones de fecha doce de marzo del año 
en curso y el Magistrado Procurador General, en la for-
ma que se ha expresado en otra parte de esta sentencia, 
aplazándose el fallo para una de las próximas audiencias"; 
j) que en fecha doce del mes de mayo del año en curso, 
la Corte a qua dictó sentencia ordenando nuevamente la 
reapertura de los debates, para interrogar a la señora Ma-
rina González, en relación con el documento de fecha on-
ce del mes de mayo del año en curso depositado en esa 
Corte, en esa misma fecha; fijando las audiencia pública 
del día veintidós de ese mismo mes y año, a las nueve ho-
ras de la mañana, para la prosecución de la vista de la 
causa seguida en apelación al procesado Guillermo Mau-
riz; Ordenando la citación de dicha señora, así como la del 
procesado mencionado para asistir a la mencionada au-
diencia; y, reservando las costas; k) que el día y hora fi-
jados para la prosecución de la vista de la causa el repre-
sentante del Ministerio Público concluyó del siguiente mo-
do: "que él mantiene su dictamen, presentado eh la au- 
diencia pública del día veintinueve del mes de abril de 
este año y el cual dice así: lo. Que se admita en la forma 
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el recurso de apelación; 2o. que se revoque la sentencia 
recurrida, y que la Corte, obrando por propia autoridad, 
declare, que el prevenido Guillermo Mauriz, es el padre 
del menor Duarte, cuya paternidad se investiga, y conse-
cuentemente, se le condene a dos años de prisión correc-
cional, como autor del delito de violación a la Ley No. 
2402, y se le fije una pensión de diez pesos oro, mensua-
les, que deberá pagar a la madre querellante, para ayudar 
al sostenimiento del expresado menor; y 3o. que se conde-
ne al pago de las costas"; 1) que sobre el fondo del recur-
so de apelación interpuesto por Marina González, la Corte 
a qua dictó la sentencia ahora impugnada, con el siguien-
te dispositivo; "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia dal 
Distrito Judicial de Monte Cristy, el veiniuno de octubre 
de mil novecientos cincuenta y dos, la cual descargó al 
nombrado Guillermo Mauriz, de generales conocidas, del 
delito de violación a la Ley No. 2402, en agravio del menor 
Duarte González, procreado con la señora Marina Gonzá-
lez, por insuficiencia de pruebas de que fuera el padre de 
dicho menor, y actuando por contrario imperio, a) conde-
na al mencionado prevenido a sufrir la pena de dos años 
de prisión correccional como autor del indicado delito; b) 
fija en la cantidad de diez pesos la pensión que Guillermo 
Mauriz, debe pagar a la madre querellante para subvenir 
a las necesidades del referido menor y e) ordena la ejecu-

'' ción provisional de la presente sentencia; y TERCERO: 
Condena al prevenido Guillermo Mauriz, al pago de las 
costas de ambas instancias"; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido como 
resultado de la ponderación' de las pruebas administradas 
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el pre-
venido Guillermo Mauriz, a pesar de su esfuerzo en negar-
lo, es el padre del menor Duarte González; b) que esta pa- 
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próximo venidero, a las nueve 'horas de la mañana, aún 
por la vía de la conducencia(en la cual se conocerá de nue-
vo de dicha causa, para cuyo objeto se fija mediante la 
presente decisión; ordenando asimismo, que tanto el pre-
venido Guillermo Mauriz 'así como la querellante Marina 
González, sean citados a comparecer a dicha audiencia y 
ésta última conduzca al menor .de cuyo interés se trata, 
para los fines que puedan ser procedentes; TERCERO: 
Dispone que, por el Procurador General de esta Corte, las 
anteriores disposiciones sean cumplidas; y CUARTO: De-
clara reservadas las costas, para que sigan la suerte de lo 
principal"; i) "que el día y hora fijados para la continua-
ción de la causa de que se trata, fué oído en su deposición 
el testigo Víctor Mauriz, ratificando los abogados del pre-
venido sus conclusiones de fecha doce de marzo del año 
en curso y el Magistrado Procurador General, en la for-

1► 1 ma que se ha expresado en otra parte de esta sentencia, 
aplazándose el fallo para una de las próximas audiencias"; 
j) que en fecha doce del mes de mayo del año en curso; 
la Corte a qua dictó sentencia ordenando nuevamente 11 
reapertura de los debates, para interrogar a la señora Ma-
rina González, en relación con el documento de fecha on-
ce del mes de mayo del año en curso depositado en esa 
Corte, en esa misma fecha; fijando la ,  audiencia pública 

del día veintidós de ese mismo mes y año, a las nueve ho-
ras de la mañana, para la prosecución de la vista de la 
causa seguida en apelación al procesado Guillermo Mau-
riz; Ordenando la citación de dicha señora, así como la del 
procesado mencionado para asistir a la mencionada au-
diencia; y, reservando las costas; k) que el día y hora fi-
jados para la prosecución de la vista de la causa el repre-
sentante del Ministerio Público concluyó del siguiente mo-
do: "que él mantiene su dictamen, presentado eh la au-
diencia pública del día veintinueve del mes de abril de 
este año y el cual dice así: lo. Que se admita en la forma 

el recurso de apelación; 2o. que se revoque la sentencia 
recurrida, y que la Corte, obrando por propia autoridad, 
declare, que el prevenido Guillermo Mauriz, es el padre 
del menor Duarte, cuya paternidad se investiga, y conse-
cuentemente, se le condene a dos años de prisión correc-
cional, como autor del delito de violación a la Ley No. 
2402, y se le fije una pensión de diez pesos oro, mensua-
les, que deberá pagar a la madre querellante, para ayudar 
al sostenimiento del expresado menor; y 3o. que se conde-

e al pago de las costas"; 1) que sobre el fondo del recur-
de apelación interpuesto por Marina González, la Corte 

qua dictó la sentencia ahora impugnada, con el siguien-
e dispositivo; "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma 
1 presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la 

sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia dal 
Distrito Judicial de Monte Cristy, el veiniuno de octubre 
'de mil novecientos cincuenta y dos, la cual descargó al 
nombrado Guillermo Mauriz, de generales conocidas, del 
delito de violación a la Ley No. 2402, en agravio del menor 
Duarte González, procreado con la señora Marina Gonzá-
lez, por insuficiencia de pruebas de que fuera el padre de 
dicho menor, y actuando por contrario imperio, a) conde-
na al mencionado prevenido a sufrir la pena de dos años 
de prisión correccional como autor del indicado delito; b) 
fija en la cantidad de diez pesos la pensión que Guillermo 
Mauriz, debe pagar a la madre querellante para subvenir 
a las necesidades del referido menor y e) ordena la ejecu-
ción provisional de la presente sentencia; y TERCERO: 
Condena al prevenido Guillermo Mauriz, al pago de las 
costas de ambas instancias"; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido como 
resultado de la ponderación' de las pruebas administradas 
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el pre-
venido Guillermo Mauriz, a pesar de su esfuerzo en negar-
lo, es el padre del menor Duarte González; b) que esta pa- 
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ternidad resulta de las declaraciones constantes y firmes 
de dicha querellante al indicar que tuvo contactos carna-
les con el prevenido Guillermo Mauriz, en una fecha que 
coincide con la que el niño de cuyo interés se trata debió 
ser engendrado; c) que la persona que se indicó en la pri-
mera audiencia como presunto padre del referido menor, 
o sea Víctor Mauriz, hermano de Guillermo, declaró que 
jamás había tenido contactos carnales con la querellante 
y que en tal virtud no podía ser Víctor el padre del me-
nor; d) que la querellante no podía tener mayor interés en 
señalar a Guillermo que a Víctor como padre del menor 
Duarte, puesto que ambos hermanos trabajan juntos, son 
solteros, y ambos tienen la misma o parecida posición eco-
nómica; e) que el parecido físico del menor con Guillermo 
Mauriz es tan radical y absoluto que contemplando al uno 
se recuerda al otro; f) que la querellante, reconociendo 
que había firmado un documento en el cual decía que Gui-
llermo Mauriz no era el padre del menor, declaró final-
mente ante la Corte a qua, presente en ésta el procesado, 
que desmentía dicho documento y que Guillermo Mauriz 
era realmene el padre del menor; g) que la señora Marina 
González declaró, sin réplica ni protesta del recurrente, 
que éste no le había prestado ninguna ayuda económica 
para el sostenimiento del menor, por lo cual se querellaba 
contra él para los fines de la Ley No. 2402, del mes de 
junio del año 1950; 

Considerando respecto del medio especialmente pro-
puesto por el recurrente, que la Corte a qua no ha violado 
el artículo 189 del Código de Procedimiento Criminal por-
que al decidir este caso se ha atenido a las pruebas que 
fueron aportadas al debate y apreciadas soberanamente 
por ella; que dicha Corte no ha violado tampoco el artícu 
lo 1315 del Código Civil, puesto que la obligación de los 
padres de ayudar a la subsistencia de sus hijos menores 
queda creada desde que se establece el hecho de la pater- 

 

nidad; que del examen de la sentencia impugnada no re-
sulta que la Corte a qua formara su convicción de que Gui-
llermo Mauriz es padre del menor Duarte González por el 
doctnento'que la señora Marina González escribió prime-
ro y desmintió luego en la audiencia, sino por los hechos 
que se han transcrito, cuya apreciación está fuera de toda 
censura; 

Considerando que, finalmente, los hechos reconocidos 
y admitidos en la sentencia impugnada justifican la apli-
cación que ha hecho la Corte a qua de la Ley No. 2402, de 
1950, y demás disposiciones legales citadas en su senten-
cia; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en todos sus demás aspectos no contiene ningún vicio que 
justifique su casación; 
' Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Guillermo Mauriz contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha veinti-
cinco de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se ha transcrito antes; y SEGUNDO: Condena 
al recurrene al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Manuel A. Amiama.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado) ) Ernesto Curiel hijo. 
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coincide con la que el niño de cuyo interés se trata debió 
ser engendrado; c) que la persona que se indicó en la pri-
mera audiencia como presunto padre del referido menor, 
o sea Víctor Mauriz, hermano de Guillermo, declaró que 
jamás había tenido contactos carnales con la querellante 
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nor; d) que la querellante no podía tener mayor interés en 
señalar a Guillermo que a Víctor como padre del menor 
Duarte, puesto que ambos hermanos trabajan juntos, son 
solteros, y ambos tienen la misma o parecida posición eco-
nómica; e) que el parecido físico del menor con Guillermo 
Mauriz es tan radical y absoluto que contemplando al uno 
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puesto por el recurrente, que la Corte a qua no ha violado 
el artículo 189 del Código de Procedimiento Criminal por-
que al decidir este caso se ha atenido a las pruebas que 
fueron aportadas al debate y apreciadas soberanamente 
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nidad; que del examen de la sentencia impugnada no re-
sulta que la Corte a qua formara su convicción de que Gui-
llermo Mauriz es padre del menor Duarte González por el 
docurnento'que la señora Marina González escribió prime-
ro y desmintió luego en la audiencia, sino por los hechos 
que se han transcrito, cuya apreciación está fuera de toda 
censura; 

Considerando que, finalmente, los hechos reconocidos 
y admitidos en la sentencia impugnada justifican la apli-
cación que ha hecho la Corte a qua de la Ley No. 2402, de 
1950, y demás disposiciones legales citadas en su senten-
cia; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en todos sus demás aspectos no contiene ningún vicio que 

- justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Guillermo Mauriz contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha veinti-
cinco de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se ha transcrito antes; y SEGUNDO: Condena 
al recurrene al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Manuel A. Amiama.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario  General, 
que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 12 de diciembre de 1952. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: La Metro Export Company.— Abogados: Licdos. 
Manuel Joaquín Castillo C. y Milciades Duluc C. 

Intimado: Bienvenido Gutiérrez.— Abogado: Dr. José Rafael Mo-
lina Ureña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo,. 
Distrito de Santo Domingo, hoy día cinco de del mes de 
agostos de mil novecientos' cincuenta- y tres, años 110 9  de 

la Independencia, 90 9  de la Restauración y 24 4  de la Era 

de. Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Metro 
Export Company, sociedad comercial, con domicilio en 
Whitehall Street, New York, Estados Unidos de Norte 
América, representada en la República Dominicana por su 
agente vendedora señora Alice J. Padron de Figueroa, con 
domicilio y residencia en Ciudad Trujillo, provista de la 
cédula personal de identidad número 20803, serie 1, re-
novada con sello número 1948, contra sentencia de la Cor- 

te  de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha doce de di- 
ciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Milcíades Duluc C., por sí y por 
el Licenciado Manuel Joaquín Castillo C., abogados de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el doctor José Rafael Molina Ureña, abogado del 
señor Bienvenido Gutiérrez, dominicano, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 5827, serie 1, con sello de reno- 
vación número 544, parte intimada, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial introductivo del recurso, de fecha 
diez y siete de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
suscrito por los licenciados Manuel Joaquín Castillo C. y 
Milcíades* Duluc C., portadores de las cédulas personales 
de identidad números 3805 y 6919, series ira. y 3ra., re-
novadas con sellos números 7808 y 400, respectivamente; 

Visto en memorial de defensa, de fecha veinticuatro 
de abril de mil novecientos cincuenta y tres„ suscrito por 
el doctor José Rafael Molina Ureña, portador de la cédu- 
la personal de identidad número 10228, serie 25, renovada 
con sello número 13727; 

Visto el memorial de defensa, de fecha veinticuatro 
ocho de junio de mil novecientos cincuenta y tres, y el 
escrito de ampliación de la parte intimada, de fecha vein-
ticuatro de abril del mismo año; 

La Suprema Corte de justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1134 del Código Civil, 133 
del Código de Procedimiento Civil, y 1, 24 y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
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Distrito de Santo Domingo, hoy día cinco de del mes d 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por la Met 
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novada con sello número 1948, contra sentencia de la Cor 
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te de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha doce de di- 
,eiembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Licenciado Milcíades Duluc C., por sí y por 
-el Licenciado Manuel Joaquín Castillo C., abogados de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el doctor José Rafael Molina Ureña, abogado del 
señor Bienvenido Gutiérrez, dominicano, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 5827, serie 1, con sello de reno- 
vación número 544, parte intimada, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial introduotivo del recurso, de fecha 
diez y siete de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, 
suscrito por los licenciados Manuel Joaquín Castillo C. y 
Milcíades* Duluc C., portadores de las cédulas personales 
de identidad números 3805 y 6919, series ira. y 3ra., re- 
novadas con sellos números 7808 y 400, respectivamente; 

Visto en memorial de defensa, de fecha veinticuatro 
de abril de mil novecientos cincuenta y tres,.suscrito por 
1 doctor José Rafael Molina Ureña, portador de la cédu- 
a personal de identidad número 10228, serie 25, renovada 
on sello número 13727; 

Visto el memorial de defensa, de fecha veinticuatro 
o de junio de mil novecientos cincuenta y tres, y el 
ito de ampliación de la parte intimada, de fecha vein-
atro de abril del mismo año; 

La Suprema Corte de justicia, después de haber de- 
ado, y vistos los artículos 1134 del Código Civil, 133 
Código de Procedimiento Civil, y 1, 24 y 71 de la 
sobre Procedimiento de Casación; 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
fecha 12 de diciembre de 1952. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: La Metro Export Company.— Abogados: Licdos. 
Manuel Joaquín Castillo C. y Milciades Duluc C. 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta. 
lo que sigue: a) que en fecha trece del mes de febrero 
de mil novecientos cincuenta y uno y el señor Bienvenido 
Gutiérrez formuló un pedido a la Metro Export Company 
por 100 ,,sacos Parafina Semi-Refinada: en sacos de 50 
kilos —133/ 35—F.A.M.P.— RD$8.80 por quintal. F. 0. 8. 

New Orleans; b) que el Intérprete Judicial del Distrito de 
Santo Domingo hizo una tradugción que dice así: "Metro 
Export Company. 15 /Whitehall Street. —New York 4, 
E. U. A.— Confirmación de orden. Nuestro No. 2362.— Su 
No. 118. Nueva York, Febrero 19 de 1951. Señor Bien-
venido Gutiérrez, Benito González 131, Ciudad Trujillo, 
Rep. Dominicana.— Caballero: Confirmamos haber acep-
tado la siguiente orden de Ud.: Cantidad 100 sacos o carto-
nes de 50 kilos c/u. Artículo: Parafina semirefinada.— 
Calidad: 133/35 F. A. M. P.— Precio: 58.80 por 100 libras. 
Entrega: Al costado del Buque Houston Texas. Embarque: 
Dentro de dos semanas.— Pago); Giro a la vista a presen-
tación de los documentos de embarque por mediación de 

The Royal Bank of Nova Scotia. Recomendaciones: (—) 
Suyo sinceramente: Metro Export Company (firma ilegi-
ble). Febrero 24, 1951"; c) que previa intimación de pago 
y puesta en mora héchale al señor Bienvenido Gutiérrez 
en fecha trece de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y uno, la Metro Export Company emplazó en fecha 27 
de noviembre del mismo año a Bienvenido Gutiérrez a 

comparecer a la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo a fin de que: "por los motivos expuestos  lro-
oír al señor Bienvenido Gutiérrez, pedir y ser condenado 
a la ejecución del contrato de fecha trece de febrero de 

1951, confirmado el 19 del mismo mes y año.— 2do. conde-
narlo, como consecuencia al pago inmediato y sin término 
en favor de la Metro Export Company, comerciante, de la 

suma de Un Mil Ciento Noveintiséis Pesos y Seis Centa - 

vos, moneda de curso legal (RD$1,196.06), importe de un 
ciento de sacos de parafina y que fueron despachados a 
Petición del primero, pago contra entrega de documentos, 
3ro. ordenar que el pago deberá efectuarse previa entrega 
de documentos, relativos aI retiro de la mercancía. 4to. 
condenar al deudor a los daños y perjuicios, por el retar-
do, en el cumplimiento de su obligación.— 5to. condenar-
lo al pago de las costas. Bajo reserva, aún de modificar 
las presentes conclusiones"; d) que en fecha veintiocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, diotó una sentencia, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: No Acoge, por improcedente, las con-
clusiones de la parte demandada Bienvenido Gutiérrez y 
Acoge, por ser justas y reposar en prueba legal, las con-
clusiones de la parte demandante "Metro Export Compa-
ny", en su demanda en ejecución de contrato y otros fi-
nes; SEGUNDO: Condena al demandado a ejecutar el con-
trato de venta intervenido con el demandante, respecto a 
a 100 sacos de parafina Semi-Refinada, con punto de fu-
sión de 133/135° Farenheit de fecha 13 de febrero de 1951, 
condenándolo a pagarle el precio de dicha mercancía que 
asciende al precio de Un Mil Ciento Neveintiseis Pesos 
con Seis Centavos (RD$1,196.06), más los gastos acceso-
rios correspondientes; TERCERO: Lo Condena, igualmen-
te, al pago de los intereses legales de dicha suma a partir 
del día de la intimación de pago y puesta en mora; CUAR-
TO: Lo Condena, también, a las costas, distraídas a favor 
del abogado Licenciado Manuel de Jesús Pérez Morel, 
quien afirma haberlas adelantado parcialmente"; e) que se- 
gún acto de fecha diecisiete de abril de mil novecientos 
Cincuenta y dos Bienvenido Gutiérrez interpuso recurso 
de apelación contra la precedente sentencia, desistiendo 
Posteriormente por acto de fecha nueve de mayo del mis- 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta 
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oír al señor Bienvenido Gutiérrez, pedir y ser condenado 
a la ejecución del contrato de fecha trece de febrero de 
1951, confirmado el 19 del mismo mes y año.— 2do. conde-
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suma de Un Mil Ciento Noveintiséis Pesos y Seis Cerda' 

BOLETIN JUDICIAL 	 1375 

vos, moneda de curso legal (RD$1,196.06), importe de un 
ciento de sacos de parafina y que fueron despachados a 
Petición del primero, pago contra entrega de documentos, 
3ro. ordenar que el pago deberá efectuarse previa entrega 
de documentos, relativos al retiro de la mercancía. 4to. 
condenar al deudor a los daños y perjuicios, por el retar-
do, en el cumplimiento de su obligación.— 5to. condenar-
lo al pago de las costas. Bajo reserva, aún de modificar 
las presentes conclusiones"; d) que en fecha veintiocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y dos la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
merciales, diotó una sentencia, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: No Acoge, por improcedente, las con-
clusiones de la parte demandada Bienvenido Gutiérrez y 
Acoge, por ser justas y reposar en prueba legal, las con-
clusiones de la parte demandante "Metro Export Compa-
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del día de la intimación de pago y puesta en mora; CUAR-
TO: Lo Condena, también, a las costas, distraídas a favor 
del abogado Licenciado Manuel de Jesús Pérez Morel, 
quien afirma haberlas adelantado parcialmente"; e) que se-
gún acto de fecha diecisiete de abril de mil novecientos 
Cincuenta y dos Bienvenido Gutiérrez interpuso recurso 
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Posteriormente por acto de fecha nueve de mayo del mis- 
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mo año, mediante el cual apeló de nuevo contra la indic a 

 da sentencia; 

Considerando que la Corte a qua ordenó, a petició n 
 del Sr. Gutiérrez, la celebración de un experticio y de un 

 informativo y fundó su decisión en los resultados de la 
primera medida prescrita, esto es, en el análisis efectua-
do por la Sección de Química General del Laboratorio N a. 

.cional en fecha dieciocho de septiembre de mil novecien. 
tos cincuenta y dos, que dice así: "Laboratorio Nacional-- 
Núm. 2423.— Sección de Química General.— El análisis 
del producto enviado como parafina, solicitado por Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo el 12 de agosto de 1952 
ha dado el resultado siguiente: La parafina es una subs-
tancia sólida, inodora e insípida (cuando es pura), está 
constituída por Hidrocarburos Saturados de fórmula gene-
ral CnH2n + 2. Según la variedad funden generalmen-

te entre 38 9  y 609C ( 100.40 a 1409F), siendo las varieda-

des de punto de fusión más altos muy consistentes a la 
temperatura ordinaria. Las parafinas más consistentes se 
emplean en la fabricación de bujías, las variedades más 
blandas se utilizan en algunos países en la fabricación de 
fósforos (palillo encerado). También se utiliza para imper-

meabilizar telas, papel para envolver y cartuchos, para 

revestir interiores de vasijas etc. La ceresina es una ma-

sa blanda sólida de estructura microcristalina y está cons-

tituída también por Hidrocarburos Saturados de fórmula 

general CnH2n + 2. Funden entre 48 9  y 1159C (118. 

2399F) las calidades buenas funden entre 68 9  á 759C. do 

49  á 1839F). La de petróleo entre 60 y 85 9C. (1409  á 1859 

 De acuerdo con lós resultados obtenidos en el análisis: 
dice de Saponificación  0; Indice de Yodo... . 5 ; 

Punto de Fusión ... 56 a 579C (133 á 135 9F). Este pro-

ducto está constituido por Hidrocarburos Saturados; ri° 
habiéndose enconrado la presencia de estearina, ni de cera 
de carnauba, productos que suelen mezclarse con la para" 
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fina . Tratando el producto objeto del análisis con éter en 
frío, se logró separar dos porciones distintas A y B. La 
porción A (2/3 partes) amarillenta, untuosa, y de 'punta-
de fusión 51 9C (123, 89F) similar a las parafinas. La por-
ción B (1/3 parte) blanca, cerea y de punto de fusión 
689C (154.49  F), similar a las ceresinas. Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, 18 de septiembre de 1952. 

, (fdo.)— Ilegible-Jefe de la Sección de Química. (firma ile-
gible). Empleado Técnico"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en la forma, el recurso de apelación de-
ducido por el señor Bienvenido Gutiérrez; SEGUNDO: De-
clara 

 
 regulares y válidos en cuanto a la forma todas las 

medidas de instrucción ordenadas por sentencia de esta 
Corte, de fecha 30 de junio del año 1952 y realizadas en 
las fechas indicadas más arriba; TERCERO: Revoca la sen-
tencia contra la cual se apela, dictada por la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veintiocho 
de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispo-
sitivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y, 
obrando por propia autoridad: a) declara rescindido, por 
falta de entrega de la cosa objeto del contrato, de la ca-
lidad establecida, el intervenido entre la Metro Export 
Company, como vendedora y el señor Bienvenido Gutié-
rrez como comprador, en fecha trece de Febrero del mil 
novecientos cincuenta y uno; b) descarga al señor Bien-
venido Gutiérrez de las condenaciones contenidas en su 
contra en la sentencia apelada; y c) rechaza en consecuen-
cia la demanda originariamente intentada por la Metro 
Export Company contra el señor Bienvenido Gutiérrez; 
CUARTO: Condena a la Metro Export Company al pago. 
de las costas de ambas instancias, ordenando su distrac- 
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mo año, mediante el cual apeló de nuevo contra la indic a.. 

,da sentencia; 
Considerando que la Corte a qua ordenó, a petició n 

 del Sr. Gutiérrez, la celebración de un experticio y de un 
 informativo y fundó su decisión en los resultados de la 

.primera medida prescrita, esto es, en el análisis efectua-
do por la Sección de Química General del Laboratorio Na-
cional en fecha dieciocho de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, que dice así: "Laboratorio Nacional-
Núm. 2423.— Sección de Química General.— El análisis 
del producto enviado como parafina, solicitado por Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo el 12 de agosto de 1952 
ha dado el resultado siguiente: La parafina es una subs-
tancia sólida, inodora e insípida (cuando es pura), está 
.constituída por Hidrocarburos Saturados de fórmula gene-
ral CnH2n + 2. Según la variedad funden generalmen-
te entre 38 9  y 609C (100.40 a 1409F), siendo las varieda-
des de punto de fusión más altos muy consistentes a la 
temperatura ordinaria. Las parafinas más consistentes se 
emplean en la fabricación de bujías, las variedades más 
blandas se utilizan en algunos países en la fabricación de 
fósforos (palillo encerado). También se utiliza para imper-
meabilizar telas, papel para envolver y cartuchos, para 
revestir interiores de vasijas etc. La ceresina es una ma-
sa blanda sólida de estructura microcristalina y está cons-

. tituída también por Hidrocarburos Saturados de fórmula 
general CnH2n + 2. Funden entre 48 9  y 115°C (1184' á 

2399F) las calidades buenas funden entre 68 9  á 75°C. 1154.- 

49  á 183°F). La de petróleo entre 60 y 85°C. (140 9  á 185°F• 

De
.  acuerdo con los resultados obtenidos en el análisis: In-

dice de Saponificación  0; Indice de Yodo... 0. 
Punto, de Fusión ... 56 a 57°C (133 á 135 9F). Este pro-

ducto está constituido por Hidrocarburos Saturados; no 
habiéndose enconrado la presencia de estearina, ni de cera 

de carnauba, productos que suelen mezclarse con la par 

fina. Tratando el producto objeto del análisis con éter en 
frío, se logró separar dos porciones distintas A y B. La 
porción A (2/3 partes) amarillenta, untuosa, y de 'punto 
de fusión 51°C (123, 8°F) similar a las parafinas. La por-
ción B (1/3 parte) blanca, cerea y de punto de fusión 
689C (154.49  F), similar a las ceresinas. Ciudad Trujillo, 
Distrito de Santo Domingo, 18 de septiembre de 1952. 
(f Ilegible-Jefe de la Sección de Química. (firma ile-
gible). Empleado Técnico"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en la forma, el recurso de apelación de-
ducido por el señor Bienvenido Gutiérrez; SEGUNDO: De- -
clara regulares y válidos en cuanto a la forma todas las 
medidas de instrucción ordenadas por sentencia de esta 
Corte, de fecha 30 de junio del año 1952 y realizadas en 
las fechas indicadas más arriba; TERCERO: Revoca la sen-
tencia contra la cual se apela, dictada por la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha veintiocho 
de marzo de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo Dispo-
sitivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y. 
obrando por propia autoridad: a) declara rescindido, por 
falta de entrega de la cosa objeto del contrato, de la ca-
lidad establecida, el intervenido entre la Metro Export 
Company, como vendedora y el señor Bienvenido Gutié-
rrez como comprador, en fecha trece de Febrero del mil 
novecientos cincuenta y uno; b) descarga al señor Bien-
venido Gutiérrez de las condenaciones contenidas en su-
contra en la sentencia apelada; y c) rechaza en consecuen-
cia la demanda originariamente intentada por la Metro 
Export Company contra el señor Bienvenido Gutiérrez; 
CUARTO: Condena a la Metro Export Company al pago, 
de las costas de ambas instancias, ordenando su distrae- 
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ción a favor del Dr. J. R. Molina Ureña, por haber decla-
rado que las ha avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la parte recurrente invoca los si.. 
guientes medios de casación: "Primer medio: Violación 
de los artículos 1134 y 1184 del Código Civil"; "Segundo 
medio: Violación de los artícillos 1582 y 1583 del Código 
Civil"; "Tercer medio: Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimieno Civil, por falta de motivos.— Falta 

de base legal"; 
Considerando, en cuanto al primer medio, que la Cor-

te a qua al interpretar el análisis del Laboratorio Nacio-
nal expresa que ha quedado " establecido, sin lugar 
a dudas que la mercancía que la vendedora pretendía que 
el comprador aceptara como la cosa vendida no era de 
la calidad convenida, en razón de que, en el caso, con la 
mercancía enviada para fines de entrega, se ha operado 
una mezcla de parafina con ceresina perjudicial al pro-
ducto y que, en definitiva no es la cosa objeto del con-
trato"; que esta afirmación desnaturaliza el mencionado 
análisis y conduce por ello a la violación del artículo 1134 
del Código Civil ya que la cosa que la Metro Export Com-
pany envió al comprador Bienvenido Gutiérrez, en ejecu-
ción del pedido de fecha trece de febrero de mil novecien-
os cincuena y uno, corresponde a una substancia cuyo pun-
to de fusión es de 133/135 9F. e integrada de 2/3 partes 
de parafina y de 1/3 de ceresina, ambos componentes cata-
logados científicamente como parafinas, esto es, como hi-
drocarburos saturados de la fórmula general CnH2n 2; 
que, en consecuencia, al no haberse establecido que la co-
sa entregada fuera una mezcla de substancias diferentes 
de las parafinas, sino, por lo contrario, una materia inte-
grada de cuerpos correspondientes a la .misma estructura 
química de los hidrocarburos saturados de la fórmula Cn-

H2n 2, a Corte a qua ha violado el artículo 1134 del 

Código Civil al declarar "rescindido, por falta de entre- 
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ga de la cosa objeto del contrato, de la calidad establecida, 
el intervenido entre la Metro Export Company, como ven-
dedora y el señor Bienvenido Gutiérrez como comprador, 
en fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y uno"; 

Por tales motivos, y sin necesidad de examinar los 
demás medios de casación, PRIMERO: Casa la sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha do-
ce de dicieMbre de mil novecientos cincuenta y dos, cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, 
y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, y SEGUNDO: Condena a la parte intimada al pago de 
las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Licenciados Manuel Joaquín Castillo C. y Milcíades Duluc 
C., quienes afirman haberlas avanzado. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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ción a favor del Dr. J. R. Molina Ureña, por haber decla-
rado que las ha avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la parte recurrente invoca los si-
guientes medios de casación: "Primer medio: Violación 
de los artículos 1134 y 1184 del Código Civil"; "Segundo 
medio: Violación de los artícglos 1582 y 1583 del Código 
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digo de Procedimieno Civil, por falta de motivos.— Falta 

de base legal"; 
Considerando, en cuanto al primer medio, que la Cor-

te a qua al interpretar el análisis del Laboratorio Nacio-
nal expresa que ha quedado " establecido, sin lugar 
a dudas que la mercancía que la vendedora pretendía que 
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mercancía enviada para fines de entrega, se ha operado 
una mezcla de parafina con ceresina perjudicial al pro-
ducto y que, en definitiva no es la cosa objeto del con-
trato"; que esta afirmación desnaturaliza el mencionado 
análisis y conduce por ello a la violación del artículo 1134 
del Código Civil ya que la cosa que la Metro Export Com-
pany envió al comprador Bienvenido Gutiérrez, en ejecu-
ción del pedido de 'fecha trece de febrero de mil novecien-
os cincuena y uno, corresponde a una substancia cuyo pun-
to de fusión es de 133/1359F. e integrada de 2/3 partes 
de parafina y de 1/3 de ceresina, ambos componentes cata-
logados científicamente como parafinas, esto es, como hi-
drocarburos saturados de la fórmula general CnH2n + 2; 
que, en consecuencia, al no haberse establecido que la co-
sa entregada fuera una mezcla de substancias diferentes 
de las parafinas, sino, por lo contrario, una materia inte-
grada de cuerpos correspondientes a la .misma estructura 
química de los hidrocarburos saturados de la fórmula Cn-
H2n + 2, a Corte a quá ha violado el artículo 1134 del 
Código Civil al declarar "rescindido, por falta de entre -  

ga  de la cosa objeto del contrato, de la calidad establecida, 
el intervenido entre la Metro Export Company, como ven-
dedora y el señor Bienvenido Gutiérrez como comprador, 
en fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta 
y uno"; 

Por tales motivos, y sin necesidad de examinar los 
demás medios de casación, PRIMERO: Casa la sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha do-
ce  de dicierribre de mil novecientos cincuenta y dos, cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, 
y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, y SEGUNDO: Condena a la parte intimada al pago de 
las costas, cuya distracción se ordena en provecho de los 
Licenciados Manuel Joaquín Castillo C. y Milcíades Duluc 
C., quienes afirman haberlas avanzado. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fec 
8 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: José A. Morales y Eduardo Bonilla. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte d 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licenci 
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía,. 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Manuel A. Amiaana, Ambrosio Alvarez Ay 
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sála donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cinco del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 1109 de la Independencia, 90 9  de la Restaura 

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi 
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José 
Morales, dominicano, de cuarenta y dos años de edad, sol 
tero, agricultor, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 18616, serie 31, cuyo sello de renovación no figu-
ra en el expediente, natural de Jacagua, de, la común 
Santiago, y Eduardo Bonilla, dominicano, de veintit 
años de edad, soltero, electricista, portador 'de la céd 
personal de identidad No. 39542, serie 31, cuyo sello de 
renovación no figura en el expediente, natural de Puerto 
Plata, ambos domiciliados en Santiago, contra sentencia 
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la Corte de Apelación de Santiago de fecha ocho de 
io de mil novecientos cincuenta y tres; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de los re-
currentes, el día ocho de junio de mil novecientos cincuen-
ta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 55, 379, 384, 386, 390, 394 
y 395 del Código Penal, 277 'del Código de Procedimiento 
Criminal; 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la decisión impugnada constan 
los hechos siguientes: a) que fueron sometidos a la acción 
de la justicia por la Policía Nabional los nombrados José 
A. Moraleá-y Eduardo Bonilla, "por robo nocturno en casa 
habitada con escalamiento en perjuicio de Ernest Bienhart, 
Gustavo Antonio Benedicto y Baldomero Pichardo (Ale-
jandro); b) que instruída la correspondiente sumaria el 
Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santiago, dictó providencia califica-
tiva que declara que existen cargos suficientes contra 
Eduardo Bonilla y José A. Morales para considerarles au-
tores dét crimen de robo de noche en casa habitada, con 
fractura, escalamiento; cometido por dos personas y llevan-
do armas visibles, en perjuicio de Ernest Bienhart y Gus-
tavo Antonio Benedicto; que existen cargos, además, para 
considerar al nombrado Eduardo Bonilla autor del crimen 
del robo de noche en casa habitada, con fractura en per-
juicio de Baldomero Pichardo, y en consecuencia fueron 
enviados al "Tribunal Criminal"; e) que la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
8 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: José A. Morales y Eduardo Bonilla. 

Dios, Patria y Libertad, 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia 
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejia;› 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Manuel A. Amiaana, Ambrosio Alvarez Ay 
bar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del 
Secretario General, en la Sála donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día cinco del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 1109 de la 'Independencia, 90 9  de la Restaura 

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi 
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José A. 
Morales, dominicano, de cuarenta y dos años de edad, sol-
tero, agricultor, portador de la cedilla personal de identi-
dad No. 18616, serie 31, cuyo sello de renovación no figu-
ra en el expediente, natural de Jacagua, de, la común 
Santiago, y Eduardo Bonilla, dominicano, de veintit 

años de edad, soltero, electricista, portador . de la céd 

personal de identidad No. 39542, serie 31, cuyo sello de 

renovación no figura en el expediente, natural de Puerto 
Plata, ambos domiciliados en Santiago, contra sentencia 

BOLETIN JUDICIAL 	 1381 

la Corte d_e Apelación de Santiago de fecha ocho de 
io de mil novecientos cincuenta y tres; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de los re-
currentes, el día ocho de junio de mil novecientos cincuen-
ta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 55, 379, 384, 386, 390, 394 
y 395 del Código Penal, 277 'del Código de Procedimiento 
Criminal; 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la decisión impugnada constan 
los hechos siguientes: a) que fueron sometidos a la acción 
de la justicia por la Policía Nabional los nombrados José • 
A. Moraleá`y Eduardo Bonilla, "por robo nocturno en casa 
habitada con escalamiento en perjuicio de Ernest Bienhart, 
Gustavo Antonio Benedicto y Baldomero Pichardo (Ale-
jandro); b) que instruída la correspondiente sumaria el 
Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción del 
Distrito Judicial de Santiago, dictó providencia califica-
tiva que declara que existen cargos suficientes contra 
Eduardo Bonilla y José A. Morales para considerarles au-
tores m- crimen de robo de noche en casa habitada, con 
fractura, escalamiento; cometido por dos personas y llevan-
do armas visibles, en perjuicio de Ernest Bienhart y Gus-
tavo Antonio Benedicto; que existen cargos, además, para 
considerar al nombrado Eduardo Bonilla autor del crimen 
del robo de noche en casa habitada, con fractura en per-
juicio de Baldomero Pichardo, y en consecuencia fueron 
enviados al "Tribunal Criminal"; e) que la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Judicial de Santiago, apoderada del caso, dictó sentencia 
en fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y dos, por la cual: "lro. declara a José A. Morales y 

Eduardo Bonilla culpables de los crímenes de robo de no-
che en casa habitada con fractura y escalamiento, reali-
zado por dos personas, en perjuicio de Ernest Bienhart, 
Gustavo Antonio Benedicto y Baldomero Pichardo, y e 

consecuencia los condena, a sufrir la pena de cuatro ari 
de trabajos públicos, el primero y a tres años de traba 

jos públicós, el segundo; 2do. condena además a los acu-
sados José A. Morales y Eduardo Bonilla al pago de las 

costas"; 
Considerando que los acusados José A. Morales 

Eduardo Bonilla interpusieron recurso de apelación y la 
Corte de Apelación de Santiago dictó sentencia en fecha 
ocho de junio de mil novecientos cincuenta y tres que 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el presen-
te recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma en' todas 
sus partes la sentencia apelada, la cual ha sido dictada 
en fecha cuatro del mes de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de la cual es el dispositivo siguiente: 'que debe de-
clarar como al efecto declara a los nombrados José A. 
Morales y Eduardo Bonilla, de generales que constan, cul-
pable del crimen de robo de noche.en casa habitada con 
fractura y escalamiento, realizado por dos personas, en 
perjuicio de los Sres. Ernest Bienhart, Gustavo Antonio 
Benedicto y Baldomero Pichardo, y en consecuencia, de-
be condenar y condena a los mencionados acusados, a su-
frir la pena de cuatro años de trabajos públicos el prime- 
ro y el segundo a tres años de trabajos públicos; 2do. que 
debe condenar y condena además a los acusados José A. 
Morales y Eduardo Bonilla, al pago de las costas del pro- 
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cedinaiento'; TERCERO: condena a los procesados José A. 
Morales y Eduardo Bonilla, al pago de las costas de esta 
instancia, solidariamente"; 

Considerando que al no haber invocado los acusados 
José A. Morales y Eduardo Bonilla ningún medio determi-
nado de casación, su recurso tiene un carácter general; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido, como 
resultado de la ponderación dé la prueba que fué apor-
tada en la instrucción de la causa, que los acusados José 
A. Morales y Eduardo Bonilla son autores de los críme-
nes de robo de noche, en casa habitada, por dos personas 
y con fractura, en perjuicio de Ernest Bienhart y Gustavo 
Antonio Benedicto; y que el acusado Eduardo Bonilla es, 
además, autor del crimen de robo de noche, en casa ha-
bitada y con fractura, en perjuicio de Baldomero Pichar-
do; 

Considerando que el artículo 384 del Código Penal 
sanciona el crimen de robo con fractura con la pena de 
cinco a veinte años de trabajos públicos; que ello no obs-
tante, la Corte a qua sólo podía condenar a los acusados 
José A. Morales y Eduardo Bonilla, a lás mismas penas de 
cuatro años y tres años de trabajos públicos, respectiva-
mente, que les fueron impuestas en primera instancia, en 
vista de que, tal y como lo ha proclamado dicha Corte, la 
situación jurídica de los actuales recurrentes no podía ser-
les agravada sobre su única apelación; que, en tales con-
diciones, el fallo atacado es correcto en el aspecto que 
ahora se examina, y en sus otros aspectos, no contiene vi-
cio alguno que lo haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José A. Morales y Eduardo Bo-
nilla, contra sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago, de fecha ocho de junio de mil novecientos cincuen- 
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Judicial de Santiago, apoderada del caso, dictó sentencie 
en fecha cuatro de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y dos, por la cual: "lro. declara a José A. Morales y 
Eduardo Bonilla culpables de los crímenes de robo de no-
che en casa habitada con fractura y escalamiento, reali-
zado por dos personas, en perjuicio de Ernest Bienhart, 
Gustavo Antonio Benedicto y Baldomero Pichardo, y en 
consecuencia los condena, a sufrir la pena de cuatro años 
de trabajos públicos, el primero y a tres años de traba-
jos públicos, el segundo; 2do. condena además a los acu-
sados José A. Morales y Eduardo Bonilla al pago de las 

costas"; 
Considerando que los acusados José A. Morales y 

Eduardo Bonilla interpusieron recurso de apelación y la 
Corte de Apelación de Santiago dictó sentencia en fecha 
ocho de junio de mil novecientos cincuenta y tres que 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el presen-
te recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma en todas 
sus partes la sentencia apelada, la cual ha sido dictada 
en fecha cuatro del mes de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, de la cual es el dispositivo siguiente: 'que debe de-
clarar como al efecto declara a los nombrados José A. 
Morales y Eduardo Bonilla, de generales que constan, cul-
pable del crimen de robo de noche, en casa habitada con 
fractura y escalamiento, realizado por dos personas, en 
perjuicio de los Sres. Ernest Bienhart, Gustavo Antonio 
Benedicto y Baldomero Pichardo, y en consecuencia, de-
be condenar y condena a los mencionados acusados, a su-
frir la pena de cuatro años de trabajos públicos el prime

-

ro y el segundo a tres años de trabajos públicos; 2do. que 
debe condenar y condena además a los acusados José A. 
Morales y Eduardo Bonilla, al pago, de las costas del pro- 
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cedimiento'; TERCERO: condena a los procesados José A. 
Morales y Eduardo Bonilla, al pago de las costas de esta 
instancia, solidariamente"; 

Considerando que al no haber invocado los acusados 
José A. Morales y Eduardo Bonilla ningún medio determi-
nado de casación, su recurso tiene un carácter general; 

Considerando que la Corte a qua ha admitido, como 
resultado de la ponderación dé la prueba que fué apor-
tada en la instrucción de la causa, que los acusados José 
A. Morales y Eduardo Bonilla son autores de los críme-
nes de robo de noche, en casa habitada, por dos personas 
y con fractura, en perjuicio de Ernest Bienhart y Gustavo 
Antonio Benedicto; y que el acusado Eduardp Bonilla es, 
además, autor del crimen de robo de noche, en casa ha-
bitada y con fractura, en perjuicio de Baldomero Pichar-
do; 

Considerando que el artículo 384 del Código Penal 
sanciona el crimen de robo con fractura con la pena de 
cinco a veinte años de trabajos públicos; que ello no obs-
tante, la Corte a qua sólo podía condenar a los acusados 
José A. Morales y Eduardo Bonilla, a lás mismas penas de 
cuatro años y tres años de trabajos públicos, respectiva-
mente, que les fueron impuestas en primera instancia, en 
vista de que, tal y como lo ha proclamado dicha Corte, la 
situación jurídica de los actuales recurrentes no podía ser-
les agravada sobre su única apelación; que, en tales con-
diciones, el fallo atacado es correcto en el aspecto que 
ahora se examina, y en sus otros aspectos, no contiene vi-
cio alguno que lo haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José A. Morales y Eduardo Bo-
nilla, contra sentencia de la Corte de Apelación de San-
tiago, de fecha ocho de junio de mil novecientos cincuen- 
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ta y tres, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del 
presente fallo; y SEGUNDO: Condena a dichos recurren- 

tes al pago de las costas; 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Manuel A. Amiama.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la' 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

Menda impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Merla: Penal. 

currente: Central Romana Corporation.— Abogados Licdos. Ju-
lio F. Peynado, MI. Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, 
y Dr. Enrique Peynado, 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. MI 
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• 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Con-
tín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiend.o.s, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día seis del mes de agosto de mil no-
vecientos cincuenta y tres, años 11 .00 de la Independencia, 
909  de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
ral Romana Corporation, compañía industrial y comercial 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de América, con su domicilio en la 
ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, con-
tra sentencia correccional pronunciada, en grado de apela-
ción, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del corrien- 
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ta y tres, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar del 
presente fallo; y SEGUNDO: Condena a dichos recurren- 

tes al pago de las costas; 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Manuel A. Amiama.— A. Alvarez Aybar.— Da-
mián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezárniento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-

ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel 

BOLETIN JUDICIAL 	 1 385 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Penal. 

urrente: Central Romana Corporation.— Abogados Licdos. Ju-
lio F. Peynado, Ml. Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, 
y Dr. Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Con-
tín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día seis del mes de agosto de mil no-
vecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 
909  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
ral Romana Corporation, compañía industrial y comercial 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de América, con su domicilio en la 
ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, con-
tra sentencia correccional pronunciada, en grado de apela-
ción, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del corrien- 
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te año, mil novecientos cincuena y tres, cuyo dispositivo 

se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 

personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. Pey-
nado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor BerasNporta-
dores, respectivamente, de las cédulas personales de identi-
dad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos. 
410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. J. 
Almanzor Beras, en representación de la Central Romana 
Corporation, en la cual se alega que "el presente recurso 
lo interpone en sentido general, por considerar que se ha 
violado la ley en varios aspectos, tal como lo establecerá 
la recurrente en sus medios de casación que oportunamen- 

te depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de 
junio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Peyna-
do, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Beras, 
y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique Pey-
nado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan los 

medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39, 42, y los in-
cisos c), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 
Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgánica 
de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, de 1925; 
y los artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 del Có- 
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digo de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014, de 
1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por violación 
de la Ley de Patentes, la cual, copiado extualmente, dice 
así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes —No. 
22— La Romana, 25 de Nov. de 1952. Al Juez Alcalde 
de La Romaria. De acuerdo con el Art. 15 de la Ley de 
Patentes, No. 792, por la presente denuncio al Central 
Romana Corp. residente en La Romana, calle (—) casa 
No. (—) lugar o sección de Central Romana, de esta co-
mún, por violación de dicha ley y sus reformas, cometida 
en la forma siguiente: ejerciendo un negocio de Comercio 
con una existencia declarada de $275,000, amparada por 
patente No. 6137, para el ler. semestre de 1950, teniendo 
una existencia aproximadamente de $414,789.38 por lo que 
se le notifica a Grosso Modo una adicional por 139,789.38 
en exceso. De acuerdo con acta No. 15 de Insp. de Rentas 
Internas de fecha No. 14-52- Est  hecho constituye 
una violación de  Artículo  de la Ley arriba ci-
tada y por tanto el infractor debe ser juzgado de acuerdo 
con lo previsto en la citada Ley No. 792 y sus reformas.—
Después de dar lectura a la presente denuncia, he invita-
do a   para que firm... lo que ... (Fdo.) Demós-
tenes R. Valenzuela"; 2) que apoderado del hecho el Juz-
gado de Paz de la Común de La Romana, pronunció sen-
tencia en fecha diez y nueve de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar, como en efecto decla-
ra, a la Central Romana Corporation, en la persona de su 
Administrador General Edward G. Koch, culpable del 'de- 
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te año, mil novecientos cincuena y tres, cuyo dispositivo 

se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. Pey-
nado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, .porta-
dores, respectivamente, de las cédulas personales de identi-
dad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos. 
410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. J. 
Almanzor Beras, en representación de la Central Romana 
Corporation, en la cual se alega que "el presente recurso 
lo interpone en sentido general, por considerar que se ha 
violado la ley en varios aspectos, tal como lo establecerá 
la recurrente en sus medios de casación que oportunamen- 

te depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de 
junio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Peyna-
do, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Beras, 
y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique Pey-
nado, ¿bogados de la recurrente, en el cual se invocan los 

medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39, 42, y los in-
cisos c), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 
Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgánica 
de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, de 1925; 
y los artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 del Có- 
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digo de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014, de 
1 935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

n; 

Considerando 

 a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
Cncha veinticinco de noviembre de mil novecientos cin-

e 
nsiderando que en la sentencia impugnada y en los 

cin-
cuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por violación 
de la Ley de Patentes, la cual, copiado extualmente, dice 
así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes —No. 
22— La Romana, 25 de Nov. de 1952. Al Juez Alcalde 
de La Romaná. De acuerdo con el Art. 15 de la Ley de 
Patentes, No. 792, por la presente denuncio al Central 
Romana Corp. residente en La Romana, calle (—) casa 
No. (—) lugar o sección de Central Romana, de esta co-
mún, por violación de dicha ley y sus reformas, cometida 
en la forma siguiente: ejerciendo un negocio de Comercio 
con una existencia declarada de $275,000, amparada por 
patente No. 6137, para el ler. semestre de 1950, teniendo 
una existencia aproximadamente de $414,789.38 por lo que 
se le notifica a Grosso Modo una adicional por 139,789.38 
en exceso. De acuerdo con acta No. 15 de Insp. de Rentas 
Internas de fecha No. 14-52- Est  hecho constituye 
una violación de  Artículo  de la Ley arriba ci-
tada y por tanto el infractor debe ser juzgado de acuerdo 
con lo previsto en la citada Ley No. 792 y sus reformas.—
Después de dar lectura a la presente denuncia, he invita-
do a   para que firm ... lo que ... (Fdo.) Demós-
tenes R. Valenzuela"; 2) que apoderado del hecho el Juz-
gado de Paz de la Común de La Romana, pronunció sen-
tencia en fecha diez y nueve de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar, como en efecto decla-
ra, a la Central Romana Corporation, en la persona de su 
Administrador General Edward G. Koch, culpable del de- 
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lito de violación a la Ley de Patentes, por el hecho de 
ejercer un negocio de comercio con una existencia decla-
rada de $275,000.00 amparada por Patente No. 6137 para 
el primer semestre de 1950, teniendo una existencia apro-
ximadamente de $414,789.38, por lo que resulta un exce-
dente de $139,789.38 que no está amparada por patente 
alguna. SEGUNDO: Que debe condenar, como én efecto 
condena, a la Central Romana Corporation, a phgar una • 
multa de RD$2,800.00.— TERCERO: Que debe ordenar, 
como en efecto ordena, a la Central Romana Corporation a 
proveerse de la patente correspondiente. —CUARTO: Que 
debe condenar, como en efecto condena a La Central Ro-
mana Corporation al pago de las costas"; 3) que en fecha 
veintidos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
dos, la Central Romana Corporation interpuso recurso de 
apelación contra la antes mencionada sentencia; 4) que en 
la audiencia del tres de marzo del corriente año, fijada 
para el conocimiento de la apelación, el Lic. Julio F. Pey-
nado, presentó las siguientes conclusiones: "La Central 
Romana Corporation, compañía agrícola-industrial, organi-
zada de acuerdo con las leyes del Estado de Nes  w York, Es-

tado Unidos de América, - con domicilio en esta ciudad 
de La Romana, representada por el abogado infrascrito, 
concluye pidiendoos, .muy respetuosamente: PRIMERO: 
Que se declare regular y válida la apelación \  interpuesta 

@Os por la Central Romana Corporation contra la sentencia pro-
nunciada por el Juzgado de Paz de la Común de La Ro-
mana en fecha 19 de diciembre de 1952, que condenó a. 

dicha Compañía al pago de una multa de RD$2,800.0 0, 

por alegada violación de la Ley de Patentes en el primer 
semesre del año 1950; SEGUNDO: Que se declare que no 
se ha hecho prueba legal contra la Compañía de las exis-
tencias que se dice que ella tuvo en su tienda principal 
y en el depósito de mercancías durante el primer semestre 

•del año 1950, en exceso del límite de las existencias de- 

tarado por ella al solicitar la patente para dicho semestre 
porque:  a) La apreciación groso modo que se pretende ha-
ber sido hecha de acuerdo con el acta levantada por el Ins-
pector de Rentas Internas, señor Demóstenes R. Valen-
zuela en fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor 
probatorio alguno ya que la apreciación groso modo que 
permite el párrafo cuarto de la sección cuarta del capítu-
lo 8° de la Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado 

• disposiciones similares de otras leyes de Patentes anterio-
res sólo procede para la estimación de las existencias que 
tenga un establecimiento en el momento de hacerse esa 
apreciación, y no para determinar el valor de las existen-
cias que haya tenido ese establecimieno en cualquier tiem-
po pasado, ya que la misma disposición que autoriza la 
apreciación groso modo concede al dueño del estableci-
miento que haya pagado la patente sobre la base de su pro-
pia declaración, el derecho a realizar un inventario en pre-
sencia de un oficial de Rentas Internas dentro de los quin-
ce días subsiguientes a la notificación que se le haga, con-
cesión que es la salvaguarda del derecho de defensa del 
contribuyente, pues sin ella se pondría en manos de los . 
funcionarios de Rentas Internas un poder arbitrario para 
la determinación de la cuantía del impuesto; b) En todo 
caso, según el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir 
a la apreciación groso modo sino cuando no existan libros 
de contabilidad general en buen orden por los cuales se 
han de guiar el Colector de Rentas Internas o el Tesorero 
Municipal, y en el presente caso existen libros de conta-
bilidad general de la Central Romana Corporation que es- • 
tán en buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base 
Para la determinación de las existencias sujetas a paten-
tes de los establecim- ienos de dicha compañía; c) Las ac-
tas levantadas por un oficial público no hacen prueba sino 
de los hechos comprobados por . dicho funcionario y no de 
los juicios o apreciaciones que haya podido formular di- 
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lito de violación a la Ley de Patentes, por el hecho de 
ejercer un negocio de comercio con una existencia decla-
rada de $275,000.00 amparada por Patente No. 6137 para 
el primer semestre de 1950, teniendo una existencia apro-
ximadamente de $414,789.38, por lo que resulta un exce- " 
dente de $139,789.38 que no está amparada por patente 
alguna. SEGUNDO: Que debe condenar, como én efecto 
condena, a la Central Romana Corporation, a p'agar una 
multa de RD$2,800.00.— TERCERO: Que debe ordenar, 

 como en efecto ordena, a la Central Romana Corporation a 
proveerse de la patente correspondiente. —CUARTO: Que 
debe condenar, como en efecto condena a La Central Ro-
mana Corporation al pago de las costas"; 3) que en fecha 
veintidos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 

dos, la Central Romana Corporation interpuso recurso de 
apelación contra la antes mencionada sentencia; 4) que en 
la audiencia del tres de marzo del corriente año, fijada 
para el conocimiento de la apelación, el Lic. Julio F. Pey-
nado, presentó las siguientes conclusiones: "La Central 
Romana Corporation, compañía agrícola-industrial, organi-
zada de acuerdo con las leyes del Estado de Nei  w York, Es-

tado Unidos de América, - con domicilio en esta ciudad 
de La Romana, representada por el abogado infrascrito, 
concluye pidiendoos, -muy respetuosamente: PRIMERO: 
Que se declare regular y válida la apelación \  interpuesta 

por la Central Romana Corporation contra la sentencia pro-
nunciada por el Juzgado de Paz de la Común de La Ro-
mana en fecha 19 de diciembre de 1952, que condenó a 
dicha Compañía al pago de una multa de RD$2,800.0 0 , 

por alegada violación de la Ley de Patentes en el primer 
semesre del año 1950; SEGUNDO: Que se declare que no 

se ha hecho prueba legal contra la Compañía de las exis-
tencias que se dice que ella tuvo en su tienda principal 
y en el depósito de mercancías durante el primer semestre 
.del año 1950, en exceso del límite de las existencias de- 
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fiado por ella al solicitar la patente para dicho semestre 
porque: a) La apreciación groso modo que se pretende ha- 
ber sido hecha de acuerdo con el acta levantada por el Ins- 
pector de Rentas Internas, señor Demóstenes R. Valen- 
zuela en fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor 
probatorio alguno ya que la apreciación groso modo que 
permite el párrafo cuarto de la sección cuarta del capítu- 
lo 89  de la Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado 

• disposiciones similares de otras leyes de Patentes anterio-
res sólo procede para la estimación de las existencias que 
tenga un establecimiento en el momento de hacerse esa 
apreciación, y no para determinar 'el valor de las existen-
cias que haya tenido ese establecimieno en cualquier tiem-
po pasado, ya que la misma disposición que autoriza la 
apreciación groso modo concede al dueño del estableci-
miento que haya pagado la patente sobre la base de su pro-
pia declaración, el derecho a realizar un inventario en pre-
sencia de un oficial de Rentas Internas dentro de los quin-
ce días subsiguientes a la notificación que se le haga, con-
cesión que es la salvaguarda del derecho de defensa del 
contribuyente, pues sin ella se pondría en manos de los . 
funcionarios de Rentas Internas un poder arbitrario para 
la determinación de la cuantía del impuesto; b) En todo 
caso, según el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir 
a la apreciación groso modo sino cuando no existan libros 
de contabilidad general en buen orden por los cuales se han de guiar el Colector de Rentas Internas o el Tesorero 
Municipal, y en el presente caso existen libros de conta-
bilidad general de la Central Romana Corporation que es-
tán en buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base 
para la determinación de las existencias sujetas a paten-
tes de los estableciniienos de dicha compañía; c) Las ac-
tas levantadas por un oficial público no hacen prueba sino 
de los hechos comprobados por _dicho funcionario y no de 
los juicios o apreciaciones que haya podido formular di- 
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cho oficial como ocurre con las del Inspector de Rentas In_ 
ternas señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que n os 

 ocupa, ya que él no pudo comprobar la existencia de mer-
cancías que ya no se encontraban en el establecimiento e n 

 el momento de su inspección;— d) El Juez de Paz descar-
tó los libros de comercio del Central Romana Corporation, 
como medio de establecer la prueba en que debía fundarse 
su fallo, alegando que se trataba de libros de contabilidad 
general y no del negocio de tienda de dicha Compañía;___ 
e) La condenación impuesta a la Compañía no se funda 
en ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien es pre-
ciso probarle el hecho que se le imputa, en este caso la 
violación de la Ley de Patentes y de un modo preciso el 
valor de las existencias en exceso de su declaración de pa-
tentes; TERCERO: Que, en consecuencia, se revoque la 
sentencia apelada y se descargue a la Central Romana 
Corporation por falta de prueba, de la inculpación de haber 
violado la Ley de Patentes en lo que respecta a la decla-
ración de sus exisencias para el primer semestre del año 
1950; Subsidiariament" para el improbable caso en que no 
se acojan los medios opuestos en las conclusiones anterio-
res, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir en 
casación por violación de las reglas legales sobre la prue-
ba en materia penal, o en materia de evaluación de las 
existencias sujetas a patentes, autoricéis a la Central Ro-
mana Corporaion a hacer la prueba contraria a las afirma-
ciones del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas 
en el acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 
1952, prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el 
contenido de sus libros de contabilidad que ella presenta 
para esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter 
técnico de ese modo de prueba, designéis un experto con-
table con misión de examinar esos libros y de rendir un 
informe acerca del valor más alto a que llegaron las exis-
tencias de la tienda principal y del depósito de mercancías 
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de la Central Romana Corporation en el primer semestre 
de l año 1950"; 5) que posteriormente, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, apo-
derado del recurso de apelación, pronuncie la sentencia 

ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo que se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla- 

declara, regular y válido en cuanto a la forma, el re-

curso y  rso de apelación interpuesto por el señor Edward G. 
Koch a nombre de la Central Romana Corporation, en su 
calidad de Administrador General de la misma, contra sen-
tencia de fecha dieciséis de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, rendida por el Juzgado de Paz de 
esta común de La Romana, qúe la condenó a pagar dos 
mil ochocientos pesos (RD$2,800.00), por violación a la Ley 
de Patentes; SEGUNDO: Que debe modificar y modifica, 

la sentencia objeto del presente recurso, en cuanto a la 
multa de dos mil ochocientos pesos (RD$2,800.00) que en 
ella se impone, por la de mil cuatrocienos pesos (RD$1,400.- 
00 I más los recargos adeudados siguientes: 10% de acuer-
do con la Ley No. 273, ascendente a la suma de ciento 
cuarenta pesos (RD$140.00); 10% por declaración tardía, 
de conformidad con el artículo 29 de la Ley No. 2378, equi-
valente a la suma de ciento cuarenta pesos (RD$140.00; 
60% por seis meses transcurridos, de acuerdo con el artícu-
lo 30 de la Ley No. 2378; ascendente a la suma de ocho-
cientos cuarenta pesos (RD$840.001; y 20% de acuerdo con 
la sección IV letra e) de la Ley anteriormente mencionada, 
ascendente a la suma de Doscientos ochena pesos (RD$- 
280.00); que hacen un total de mil cuatrocientos pesos 
(RD$1,400.00), que sumados al impuesto dejado de pagar 
asciende a una multa de dos mil ochocientos pesos (RD$2,-
800.00); TERCERO: Que debe ordenar, como al efecto or-
dena, a la Central Romana Corporation, a proveerse de la 
Patente correspondiente; CUARTO: Que debe condenar, co- 
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cho oficial como ocurre con las del Inspector de Rentas In-
ternas señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que nos 
ocupa; ya que él no pudo comprobar la existencia de mer-
cancías que ya no se encontraban en el establecimiento en 
el momento de su inspección;— d) El Juez de Paz descar-
tó los libros de comercio del Central Romana Cor,:= °ration, 
como medio de establecer la prueba en que debía fundarse 
su fallo, alegando que se trataba de libros de contabilidad 
general y no del negocio de tienda de dicha Compañía;—
e) La condenación impuesta a la Compañía no se funda 
en ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien es pre-
ciso probarle el hecho que se le imputa, en este caso la 
violación de la Ley de Patentes y de un modo preciso el 
valor de las existencias en exceso de su declaración de pa-
tentes; TERCERO: Que, en consecuencia, se revoque la 
sentencia apelada y se descargue a la Central Romana 
Corporation por falta de prueba, de la inculpación de haber 
violado la Ley de Patentes en lo que respecta a la decla-
ración de sus exisencias para el primer semestre del año 
1950; Subsidiariamente, para el improbable caso en que no 
se acojan los medios opuestos en las conclusiones anterio-
res, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir en 
casación por violación de las reglas legales sobre la prue-
ba en materia penal, o en materia de evaluación de las 
existencias sujetas a patentes, autoricéis a la Central Ro-
mana Corporaion a hacer la prueba contraria a las afirma-
ciones del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas 
en el acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 
1952, prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el 
contenido de sus libros de contabilidad que ella presenta 
para esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter 
técnico de ese modo de prueba, designéis un experto con-
table can misión de examinar esos libros y de rendir ur 
informe acerca del valor más alto a que llegaron las exis-
tencias de la tienda principal y del depósito de mercancías 
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de  la Central Romana Corporation en el primer semestre 

del año 1950"; 5) que posteriormente, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, apo-
derado del recurso de apelación, pronuncie la sentencia 

ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo que se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-

rar y declara, regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el señor Edward G. 
Koch a nombre de la Central Romana Corporation, en su 
calidad de Administrador General de la misma, contra sen-
tencia de fecha dieciséis de diciembre del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, rendida por el Juzgado de Paz de 
esta común de La Romana, qúe la condenó a pagar dos 
mil ochocientos pesos (RD$2,800.00), por violación a la Ley 
de Patentes; SEGUNDO: Que debe modificar y modifica, 

la sentencia objeto del presente recurso, en cuanto a la 
multa de dos mil ochocientos pesos (RD$2,800.00) que en 
ella se impone, por la de mil cuatrocienos pesos (RD$1,400.-
001 más los recargos adeudados siguientes: 10',/c de acuer-
do con la Ley No. 273, ascendente a la suma de ciento 
cuarenta pesos (RD$140.00); 10% por declaración tardía, 
de conformidad con el artículo 29 de la Ley No. 2378, equi-
valente a la suma de ciento cuarenta pesos (RD$140.00; 
60% por seis meses transcurridos, de acuerdo con el artícu-
lo 30 de la Ley No. 2378; ascendente a la suma de ocho-
cientos cuarenta pesos (RD$840.001; y 20% de acuerdo con 
la sección IV letra e) de la Ley anteriormente mencionada, 
ascendente a la suma de Doscientos ochena pesos (RD$- 
280.00); que hacen un total de mil cuatrocientos pesos 
(RD$1,400.00), que sumados al impuesto dejado de pagar 
asciende a una multa de dos mil ochocientos pesos (RD$2,-
800.00); TERCERO: Que debe ordenar, como al efecto or-
dena, a la Central Romana Corporation. a proveerse de la 
Patente correspondiente; CUARTO: Que debe condenar, co- 
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mo al efecto condena, a la Central Romana Corpoí ati 
al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, len el e 
se invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Patera. 
tes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pú-
blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia 

del Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello en 

este caso"; pero, 
Considerando que en materia correccional y de sim_ 

ple policía 'el tribunal se apodera por citación directa he-
cha a requerimiento del ministerio público o de la parte 
civil; que, en la especie, el representante del ministerio 
público ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, 
cite por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botella, a la Central Romana Corporation, para 
la audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez 
y nueve de diciembre del referido año, a fin de ser juzga-
da por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con 
una existencia de $275.00.00, amparada por patente No. 
6137, para el primer semestre de 1950, teniendo una exis-
tencia aproximadamente de $414.789.38, por lo que se le 
notifica a grosso modo, una patente adicional por $139.-
789.38 en exceso"; que, además, la comparecencia volun-
taria y espontánea de las partes implica también el apo-
deramiento del tribunal en materia correccional y de sim-
ple policía; que, en el presente caso, la actual recurrente 
compareció, por órgano de su representantt calificado, a 
la audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos de in-
vocar la irregularidad del apoderamiento, aceptó el deba-
te, defendiéndose de la prevención; que, finilmente, aún 
en la hipótesis de que el artículo 39 de la Ley de Patentes. 
estableciese un modo excepcional de apoderamiento en los 
casos previstos por el artículo 32 de dicha ley, el medio 
sería inadmisible por aplicación del artículo 29 de la 
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bre Procedimiento de Casación, según cuyas disposiciones 
o se admitirán como medios de casación, las nulidades co-
etidas en primera instancia que no liubiesen sido alega-

das en  apelación, ya que la actual recurrente no adujo el 
referido medio en grado de apelación; que, en tales con- 
diciones, el Tribunal a quo no ha cometido, en' el fallo 

leihnpugnado, la violación de la ley denunciada en el pre- 
sente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la violación de los artículos 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 27, inciso 59 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, por ausencia de motivos sobre el ele-
mento moral de la infracción imputado a la compañía, y 
ausencia de motivosy de base legal, y desnaturalización 
de los hechos en lo tocante al elemento material de la in-
fracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para declarar 
la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, apli-
carle, consecuentemente, las sanciones establecidas por la 
ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, re-
dactada por el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R.. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en false-
dad, de los hechos materiales relativos a la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta; que, 
en efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente que 
"fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, que 
la Central Romana Corporation ejercía un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $275,000.00 ampa-
rada por patente No. 6137, para el primer semestre del 
año mil novecientos cincuenta, teniendo en el momento de 
dicha inspección un excedente de $139.789.38 considerada 
groso modo, sin estar sujeta al pago de la patente corres-
pondiente"; que, además, resulta evidente que los jueces 
del fondo reconocieron implícitamente el elemento moral 
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mo al efecto condena, a la Central Romana Corpoi ati 
al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, ien el cual 
se invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten. 
tes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pl'h  

blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denunci a 
 del Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello 

este caso"; pero, 
Considerando que en materia correccional y de sim_ 

ple policía 'el tribunal se apodera por citación directa he-
cha a requerimiento del ministerio público o de la parte 
civil; que, en la especie, el representante del ministerio 
público ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, 
citó por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botella, a la Central Romana Corporation, para 
la audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez 
y nueve de diciembre del referido año, a fin de ser juzga-
da por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con 
una existencia de $275.00.00, amparada por patente No. 
6137, para el primer semestre de 1950, teniendo una exis-
tencia aproximadamente de $414.789.38, por lo que se le 
notifica a grosso modo, una patente adicional por $139.-
789.38 en exceso"; que, además, la comparecencia volun-
taria y espontánea de las partes implica también el apo-
deramiento del tribunal en materia correccional y de sim-

ple policía; que, en el presente caso, la actual recurrente 
compareció, por órgano de su representante calificado, a 
la audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos de 
vacar la irregularidad del apoderamiento, aceptó el de 
te, defendiéndose de la prevención; que, finilmente, 
en la hipótesis de'que el artículo 39 de la Ley de Pate 
estableciese un modo excepcional de apoderamiento en 1 
casos previstos por el artículo 32 de dicha ley, el medio 
sería inadmisible por aplicación del artículo 29 de la 1,0r  

bre Procedimiento de Casación, según cuyas disposiciones 
se  admitirán como medios de casación, las nulidades co-

etidas en primera instancia que no liubiesen sido alega-
as en apelación, ya que la actual recurrente no adujo el 

referido medio en grado de apelación; que, en tales con-
diciones, el Tribunal a quo no ha cometido, en' el fallo 
impugnado, la violación de la ley denunciada en el pre-
sente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la violación de los artículos 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 27, inciso 59  de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, por ausencia de motivos sobre el ele-
mento moral de la infracción imputado a la compañía, y 
ausencia de motivos y de base legal, y desnaturalización 
de los hechos en lo tocante al elemento material de la in-
fracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para declarar 
la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, apli-
carle, consecuentemente, las sanciones establecidas por la 
ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, re-
dactada por el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en false-
dad, de los hechos materiales relativos a la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta; que, 
en efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente que 
"fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, que 
la Central Romana Corporation ejercía un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $275,000.00 ampa-
rada  por patente No. 6137, para el primer semestre del 
año mil novecientos cincuenta, teniendo en el momento de 
dicha inspección un excedente de $139.789.38 considerada 
groso modo, sin estar sujeta al pago de la patente corres-
pondiente"; que, adeMás, resulta evidente que los jueces 
del fondo reconocieron implícitamente el elemento moral 
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de la incriminación, caracterizado, en la especie, por el 1 0, 
pósito de la recurrente de dejar de pagar los impuesto s 

 correspondientes, sobre el valor de las existencias no decla. 
radas, lo cual implica, necesariamente, su voluntad cul-
pable de violar una ley que debe presumirse conocida; 
que, por tanto, el Tribunal a quo ha justificado, en el as-
pecto que ahora se examina, legalmente su decisión, sin 

 cometer ninguno de los vicios que se denuncian en el pre- 

sente medio; 
Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual s e 

 invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 dé la Ley 855, Or-
gánica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la 
sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la compañía basándoset  en un acto de de-

nuncia de la infracción que no constituye prueba admisi-
ble ni Válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artícul 
21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Có-
digo de Procedimiento Criminal,las actas comprobatorias 
de las infracciones de las leyes de rentas internas, levan-
tadas por los Inspectores de Rentas Internas, hacen i2, 

hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales 
relativos a la infracción comprobados personalmente por el 
redactor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones 
contenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los he-
chos materiales que se comprueban, constituyen una prue-
ba legal absoluta del delito perseguido, y su autoridad só-
lo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la re-
currente, que "la única prueba invocada por el Ministe -

rio Público  •  está constituída por el acta No. 22 de 
denuncia por violación de la Ley de Patentes, redactada 

por el Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 
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1952", la cual se ha copiado textualmente en otro lugar 
del presente fallo, también es cierto que la referida acta 
se  basta por sí sola para el estableciminto de los hechos 
materiales constitutivos del delito, puesto que en ella se 
hace una mención expresa del acta comprobatoria de la 
infracción, redactada por el mismo Inspector de Rentas 
Internas en fecha catorce de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, y en ella se consigna, además, que 
la actual recurrente ejercía "un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $275,000.00, amparada por pa-
tente No. 6137, para el ler. semestre de 1950, teniendo una 
existencia aproximadamente de $414,789.38, por lo que se le 
notifica a groso modo una adicional por $139,738.38 en ex-
ceso"; que, además, en él fallo impugnado consta que "la 
Central Romana fué notificada en la persona de su admi-
nistrador Edward G. Koch, por el Inspector de Rentas In-
ternas, para que en el término de diez días  pagara 
el impuesto y los recargos correspondientes, sin que se efec-
tuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y habiendo 
sido apoderado el Juzgado d Paz de la común de La Roma-
na después de vencido dicho plazo, es evidente que el Tri-
bunal a quo ha aplicado correctamente los artículos 21 de 
la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la Ley de Pa-
tentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento Criminal, 
al declarar probada la infracción puesta a cargo de la com-
pañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la rcurrente invoca 
en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación groso 
modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esen-
cial de que la a precjación groso modo del valor de 
las existencias sólo es procedente, de acuerdo con el inci-
so d) de la sección IV de la Ley de Patentes, cuando el 
comerciante no haya hecho inventario y cuando sus libros 
no estén en buen orden que permitan determinar el ba- 
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de la incriminación, caracterizado, en la especie, por el pr o, 
pósito de la recurrente de dejar de pagar los impuesto s 

 correspondientes, sobre el valor de las existencias no decla. 
radas, lo cual implica, necesariamente, su voluntad cul-
pable de violar una ley que debe presumirse conocida. 
que, por tanto, el Tribunal a quo ha justificado, en el as: 
pecto que ahora se examina, legalmente su decisión, si n 

 cometer ninguno de los vicios que se denuncian en el pre- 

sente medio; 
Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 

invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Or-
gánica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la 
sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la compañía basándose en un acto de de-
nuncia de la infracción que no constituye prueba admisi-
ble ni Válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artícul 
21 de la Ley Orgánica cic Rentas Internas y 154 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias 
de las infracciones de las leyes de rentas internas, levan-
tadas por los Inspectores de Rentas Internas, hacen f 2 , 

hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales 
relativos a la infracción comprobados personalmente por el 
redactor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones 
contenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los he-
chos materiales que se comprueban, constituyen una prue-
ba legal absoluta del delito perseguido, y su autoridad só-
lo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la re-
currente, que "la única prueba invocada por el Ministe -

rio Público  está constituída por el acta No. 22 de 
denuncia por violación de la Ley de Patentes, redactada 

por el Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 

1952", la cual se ha copiado textualmente en otro lugar 
del presente fallo, también es cierto que la referida acta 
se basta por sí sola para el estableciminto de los hechos 
materiales constitutivos del delito, puesto que en ella se 
hace una mención expresa del acta comprobatoria de la 
infracción, redactada por el mismo Inspector -de Rentas 
Internas en fecha catorce de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, y en ella se consigna, además, que 
la actual recurrente ejercía "un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $275,000.00, amparada por pa-
tente No. 6137, para el ler. semestre de 1950, teniendo una 
existencia aproximadamente de $414,789.38, por lo que se le 
notifica a groso modo una adicional por $139,738.38 en ex-
ceso"; que, además, en el fallo impugnado consta que "la 
Central Romana fué notificada en la persona de su admi-
nistrador Edward G. Koch, por el Inspector de Rentas In-
ternas, para que en el término de diez días  pagara 
el impuesto y los recargos correspondientes, sin que se efec-
tuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y habiendo 
sido apoderado el Juzgado d Paz de la común de La Roma-
na después de vencido dicho plazo, es evidente que el Tri-
bunal a quo ha aplicado correctamente los artículos 21 de 
la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la Ley de Pa-
tentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento Criminal, 
al declarar probada la infracción puesta a cargo de la com-
pañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la rcurrente invoca 
en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación groso 
modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esen-
cial de que la a precjación groso modo del valor de 
las existencias sólo es procedente, de acuerdo con el inci-
so d) de la sección IV de la Ley de Patentes, cuando el 
comerciante no haya hecho inventario y cuando sus libros 
no estén en buen orden que permitan determinar el ba- 
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lance de sus existencias; que, ciertamente, la apreciació n 
 groso modo constituye, como lo sostiene la recurrente, un 
 medio puramente subsidiario autorizado por la ley en au-

sencia de los otros dos medios que ella indica: el inven_ 
tario o el balance que arroje lq contabilidad del comer-
ciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió `la 
fraCción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no .  se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de 
las existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo 
su declaración de patente correspondiente al primer se-
mestre del año 1950, como erróneamente la han califica-
do el Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tri-
bunal a quo, sino de una valoración de las existencias, rea-
lizada personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con 
los datos que comprobara al amparo de los estados que 
fueron preparados "por el propio encargado de la contabi-
lidad de tiendas" de la compañía recurrente; que, por con-
siguiente, en la sentencia impugnada no se han podido 
violar los incisos c) y d) de la sección IV, del Capítulo IV 
de la Ley de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
a sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el recha-  
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-auto de las conclusiones principales de la compañía 
recurrente, tendiente a su descargo por falta de pruebas, 

de  la inculpación de haber violado la Ley de Patentes en 

je  que respecta a la declaración de sus existencias para 

el primer semestre del año 1950, al declarar establecida 

su culpabilidad al amparo de la prueba legal qué resulta 
del acta de denuncia redactada por el Inspector de Rentas 
Internas que sorprendió la infracción; que, por otra par-
te, la circunstancia de que el Tribunal a quo no haya mo-
tivado expresamente su sentencia en relación con la inad-
misibilidad de la apreciación groso modo del valor de las 
existencias, invocada por la actual recurrente, no vicia la 
sentencia impugnada, pues como se ha expresado ya en 
el examen del tercer medio, no se trata en el presente ca-
so de una valoración groso modo hecha de conformidad 
con el inciso d) de la sección IV del capítulo IV de la Ley 
de Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo 
con los "estados preparados y presentados por el propio en-
cargado de la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; 
que, finalmente, en cuanto concierne a la falta de moti-
vos sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza pro-
batoria del acto del Inspector de Rentas Internas, en cuan-
to al valor de las existencias, en razón de que este valor 
no es un hecho comprobado por el Inspector, sino el resul-
tado de su simple apreciación"; que es evidente que al de-
clarar la culpabilidad de la Central Romana Corp., el Tri-
bunal a quo contestó este punto implícitamente, puesto 
que si se hubiese tratado de una simple "apreciación" y 
no de una "comprobación" realizada por el propio Inspec-
tor al examinar personalmente "los estados que fueron 
presentados y preparados por el encargado de la contabi-
lidad de tiendas", el acta comprobatoria de la infracción 
no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a quo, como 
en efecto le bastó, para justificar la condenación de la 
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lance de sus existencias; que, ciertamente, la apreciació n 
 groso modo constituye, como lo sostiene la recurrente, un 

 medio puramente subsidiario autorizado por la ley en au-
sencia de los otros dos medios que ella indica: el inven_ 
tario o el balance que arroje lq contabilidad del comer-
ciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in.. 
fraCción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "esta-
dos Preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no' se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de 
las existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo 
su declaración de patente correspondiente al primer se-
mestre del año 1950, como erróneamente la han califica-
do el Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tri-
bunal a quo, sino de una valoración de las existencias, rea-
lizada personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con 
los datos que comprobara al amparo de los estados que 
fueron preparados "por el propio encargado de la contabi-
lidad de tiendas" de la compañía recurrente; que, por con-
siguiente, en la sentencia impugnada no se han podido 
violar los incisos c) y d) de la sección IV, del Capítulo IV 
de la Ley de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestada 
a sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el recha7-  
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-ento de las conclusiones principarés de la compañía 
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el primer semestre del año 1950, al declarar establecida 

su culpabilidad al amparo de la prueba legal qué resulta 
del acta de denuncia redactada por el Inspector de Rentas 
Internas que sorprendió la infracción; que, por otra par-
te, la circunstancia de que el Tribunal a quo no haya mo-
tivado expresamente su sentencia en relación con la inad-
misibilidad de la apreciación groso modo del valor de las 
existencias, invocada por la actual recurrente, no vicia la 
sentencia impugnada, pues como se ha expresado ya en 
el examen del tercer medio, no se trata en el presente ca-
so de una valoración groso modo hecha de conformidad 
con el inciso d) de la sección IV del capítulo IV de la Ley 
de Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo 
con los "estados preparados y presentados por el propio en-
cargado de la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; 
que, finalmente, en cuanto concierne a la falta de moti-
vos sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza pro-
batoria del acto del Inspector de Rentas Internas, en cuan-
to al valor de las existencias, en razón de que este valor 
no es un hecho comprobado por el Inspector, sino el resul-
tado de su simple apreciación"; que es evidente que al de-
clarar la culpabilidad de la Central Romana Corp., el Tri-
bunal a quo contestó este punto implícitamente, puesto 
que si se hubiese tratado de una simple "apreciación" y 
no de una "comprobación" realizada por el propio Inspec-
tor al examinar personalmente "los estados que fueron 
presentados y preparados por el encargado de la contabi-
lidad de tiendas", el acta comprobatoria de la infracción 
no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a quo, como 
en efecto le bastó, para justificar la condenación de la 
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compañía; que, consecuentemente, el medio que se exami-
na carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 
y 191 de Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho de 
defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamento 
de que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos con-
tenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a "ha-
cer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspector 
Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de some-
timiento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediantc 
sus libros de contabilidad y la designación de "un, experfc 
contable con misión de examinar esos libros y rendir u• 
informe al tribunal acerca del valor más alto de la ex is. 
tencia de la compañía en el primer semestre del año 1950' 
pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa ; 
 men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-

fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perséguido, que 
excluye la posibilidad de ser combatidas por toda prueba 
contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al 
rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco .ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual se 
alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de la 
sección 49 del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por ha-
berse apoyado en la apreciación groso modo, procedimien-
to instituído por estas disposiciones para el cobro del im-
puesto del semestre siguiente a la declaración o para el  

semestre en curso, como si fuera un procedimiento insti 
tuído para establecer, con valor retroactivo, la insuficien 
cia de los pagos del impuesto de patente correspondiente 
semestres vencidos, ya que la propia sentencia manifiesta' 
en el primer considerando que el excedente que se le re-
procha a la compañía en el primer semestre , de 1950 fué 
comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 25 de 
Nov. de 1952, y existía en el momento de la inspección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-
currir en las violaciones de la ley denunciadas en este me-
dio; que, en efecto, las mismas razones que han justifica-
do el rechazamiento del tercer medio, justifican también, 
por vía de consecuencia, el rechazamiento del presente, ya 
que ha quedado establecido que en la especie no se ha tra-
tado de una "apreciación groso modo" del valor de las exis-
tericias que tenía la actual recurrente cuando hizo su de-
claración de patente correspondien,te al primer semestre 
del año 1950, sino de una valoración realizada personal-
mente por el Inspector que sorprendió la infracción, al te-
nor de los datos que comprobara al amparo de los esta-
dos que fueron preparados "por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas" de la compañía recurrente; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del, artículo 1° del Código Penal y 
de los artículos 29, 30 y 32, del inciso e) de la sección IV 
del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artícuo 1 de 
la Ley No. 273"; que en apoyo de este' medio la recurrente 
sostiene que "la violación de estos otros textos legales, ha 
sido, en la especie, una consecuencia necesaria de las vio-
laciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los ar-
tículos de ley y principios invocados en los otros medios 
de este recurso, y el fundamento de estos medios constitu-
ye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir- 
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compañía; que, consecuentemente, el medio que se exami-
na carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 
y 191 de Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho de. 
defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamento 
de que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos con-
tenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a "ha-
cer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspector 
Demóstenes Valenzuela. contenidos en el acta de some-
timiento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante 
sus libros de contabilidad y la designación de "un, experto 
contable con misión de examinar esos libros y rendir un 
informe al tribunal acerca del valor más alto de la exis• 
tencia de la compañía en el primer semestre del año 1950' 
pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa; 
 men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-

fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perséguido, que 
excluye la posibilidad de ser combatidas por toda prueba 
contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al 
rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco «ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual SE 

alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de la 
sección 49  del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por ha-
berse apoyado en la apreciación groso modo, procedimien-
to instituído por estas disposiciones para el cobro del im-
puesto del semestre siguiente a la declaración o para el 
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semestre en curso, como si fuera un procedimiento insti 
tuído para establecer, con valor retroactivo, la insuficien 
cia de los pagos del impuesto de patente correspondiente 
semestres vencidos, ya que la propia sentencia manifiesta 
en el primer considerando que el excedente que se le re-
procha a la compañía en el primer semestre de 1950 fué 
comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 25 de 
Nov. de 1952, y existía en el momento de la inspección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-
currir en las violaciones de la ley denunciadas en este me-
dio; que, en efecto, las mismas razones que han justifica-
do el rechazamiento del tercer medio, justifican también, 
por vía de consecuencia, el rechazamiento del presente, ya 
que ha quedado establecido que en la especie no se ha tra-. 
tado de una "apreciación groso modo" del valor de las exis-
tencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su de-
claración de patente correspondiente al primer semestre 
del año 1950, sino de una valoración realizada personal-
mente por el Inspector que sorprendió la infracción, al te-
nor de los datos que comprobara al amparo de los esta-
dos que fueron preparados "por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas" de la compañía recurrente; 

Considerando, en cuanto al séptimp medio, en el cual 
se opone "la violación del. artículo 1° del Código Penal y 
.de los artículos 29, 30 y 32, del inciso e) de la sección IV 
del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artícuo 1 de 
la Ley No. 273"; que en apoyo de este' medio la recurrente 
sostiene que "la violación de estos otros textos legales, ha 

liel•sido, en la especie, una consecuencia necesaria de las vio- 
laciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los ar- 
tículos de ley y principios invocados en los otros medios 
de este recurso, y el fundamento de estos medios constitu- 
ye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir-I 
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ven de base al que ahora se examina, y como aquellos me- 
dios fueron rechazados por improcedentes e infundados, 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 

155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido"; 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
, ción establece que "no se admitirán como medios de casa-
ción, las nulidades cometidas en primera instancia, si no 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación ex-
cepto la nulidad por causa de incompetencia"; que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual 
recurrente no propuso, ni expresa ni implícitamente, an-
te el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invoca-
da; que, consecuentemente, el medio de que se trata de-
be ser declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) 
de la sección IV del capítulo IV y la del artículo 29 de 
la Ley de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables 
los recargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la, Ley de Paten-
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor del 
impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que esa circunstan-
cia equivale a una falta de declaración por el exceso no 

comprendido en la misma;  

• 	Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que esta-
blece un recargo de un veinte por ciento sobre el valor' 
de la patente adicional que debe ser expedida en caso de 
rectificación de la declaración original, no es privativo del 
caso a que se refiere el inciso d) de la sección I'V; que d 
cho recargo es aplicable de modo general en todos los ca 
sos en que resultare una diferencia entre la declaració 
original del contribuyente y la valoración hecha posterior 
mente por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la ti 
infracción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha apli 
cado correctamente los textos arriba indicados a los he 
chos de la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio 
en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la 
Ley de Patentes y del artículo 1 9  del Código de Procé 
dimiento Criminal, por ordenar que la compañía preveni 
da se provea de una patente adicional, conforme el pedi-
mento del Ministerio Público y sin intervención de los Ofi-
ciales de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio 
la recurrente sostiene que esta orden "equivale a una con: 
denación al pago del impuesto y de sus recargos, puesto 
que la patente no se puede obtener sin efectuar ese pa-
go", y que como "la acción en cobro del impuesto no es-
tá atribuida por la ley al Ministerio Público sino a los 
Oficiales de Rentas Internas, a falta de intervención de es-
tos Oficiales en el proceso penal, para ejercer accesoriamen-
te a la acción pública la acción civil que les corresponde, 
el Tribunal debió limitarse a estatuir sobre la acción pú-
blica, aunque para la fijación de la multa tuviera que de-
terminar el importe del impuesto y de los recargos apli-
cables al delito de que estaba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo orde-
narle, de oficio, que se proveyera de la patente correspon- 
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ven de base al que ahora se examina, y como aquellos me- 
dios fueron rechazados por improcedentes e infundados, 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 
155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido"; 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
' ción establece que "no se admitirán como medios de casa-
. ción, las nulidades cometidas en primera instancia, si no 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación ex-
icepto la nulidad por causa de incompetencia"; que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual 
recurrente no propuso, ni expresa ni implícitamente, an-

te el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invoca-
da; que, consecuentemente, el medio de que se trata de-

be ser declarado inadmisible; 
Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 

se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) 
de la sección IV del capítulo IV y la del artículo 29 de 
la Ley de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables 
los recargos de esos textos al caso de la compañía"; 

•Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor del 
impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que esa circunstan-
cia equivale a una falta de declaración por el exceso no 

comprendido en la misma; 
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Considerando,por otra parte, que el inciso e) de lai 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que esta-1 
blece un recargo de un veinte por ciento sobre el valor 
de la patente adicional que debe ser expedida en caso de 
rectificación de la declaración original, no es privativo del 
caso a que se refiere el inciso d) de la sección rV; que di 
cho recargo es aplicable de modo general en todos los ca-,• 
sos en que resultare una diferencia entre la declaración' 
original del contribuyente y la valoración hecha posterior-
mente por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la 
infracción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha apli- ■ 

cado correctamente los textos arriba indicados a los he-
chos de la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio, 
en el cual se invoca la "violación del artícúlo 42 de la 
Ley de Patentes y del artículo 1 9  del Código de Proce-
dimiento Criminal, por ordenar que la compañía preveni-
da se provea de una patente adicional, conforme el pedi-
mento del Ministerio Público y sin intervención de los Ofi-
ciales de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio 
la recurrente sostiene que esta orden "equivale a una con-
denación al pago del impuesto y de sus recargos, puesto 
que la patente no se puede obtener sin efectuar ese pa-
go", y que como "la acción en cobro del impuesto no es-
tá atribuida por la ley al Ministerio Público sino a los 
Oficiales de Rentas Internas, a falta de intervención de es-
tos Oficiales en el proceso penal, para ejercer accesoriamen-
te a la acción pública la acción civil que les corresponde, 
el Tribunal debió limitarse a estatuir sobre la acción pú-
blica, aunque para la fijación de la multa tuviera que de-
terminar el importe del impuesto y de los recargos apli-
cables al delito de que estaba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo orde-
narle, de oficio, que se proveyera de la patente correspon- 
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diente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Paten-
es, No. 2378, vigente en el momento del hecho, que san-

ciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, "que las penas señaladas se impondrán, por ca-
da infracción, sin perjuicio de la obligación en que está 
dicho contribuyente de proveerse de la patente correspon-
diente"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de 
violar los textos señalados en el medio que ahora se exa-
mina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una 

disposición imperativa de la ley; 
Considerando, finalmente, que examinada la senten- 

cia impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún 

vicio que justifique su casación; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por la Central Romana Corporation, 
I contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 

apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 

al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Alva- 
rez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en lo 
audiencia pública del día, mes y ario  en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. --(Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada:  Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Central Romana Corporation.— Abogados: Licdos. 
Julio F. Peynado, MI. Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, 
y Dr. Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Am-
brosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín 
Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad ITrujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día seis del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y tres, años 1109 de la Independen-
cia 909 de la Restauración y 249 de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comer-
cial organizada de acuerdo con las leyes del Estado de 
New York, Estados Unidos de América, con su domicilio 
en la ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, 
contra sentencia correccional pronunciada, en grado de 
apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-

Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del 
relente año, mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
sitivo se copia más adelante; 
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diente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Paten-
tes, No. 23'78, vigente en el momento del hecho , que san-
ciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, "que las penas señaladas se impondrán, por ca-
da infracción, sin perjuicio de la obligación en que está 
dicho contribuyente de proveerse de la patente correspon-

diente"; que, por consiguiente, el Tribunal 
a quo, lejos de 

violar los textos señalados en el medio que ahora se exa-
mina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una 

1  disposición imperativa de la ley; 
Considerando, finalmente, que examinada la senten-

nada en _sus demás aspectos, no contiene ningún 
cia impug  
vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por la Central Romana Corporation, 
	i 

contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 
	1 

ónpor el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
apelacito Judicial p de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— al pago de las costas. 

Miguel Ricardo 	
.— Raf. Castro Rivera.— A. Alva- 

Román 
rez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.- 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
	

por los 
La presente sentencia ha sido dada y firmada, po 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y aflo en él expresados, 

y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. —iFirmado i : Ernesto Curiel hijo.  

YTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO pE 1953. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurre Julio F. Peydo, Ml. Vicente Feliú y 	zo J. Almanr Beras, 
y Dr. Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

li 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Am-
brosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín 
Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad ¡Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día seis del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y tres, años 1109  de la Independen-
cia 909  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comer-
cial organizada de acuerdo con las leyes del Estado de 
New York, Estados Unidos de América, con su domicilio 
en la ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, 
2ontra sentencia correccional pronunciada, en grado de 
apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
o Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del 
orriente año, mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-

Asitivo se copia más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. Pes. 
nado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, porta• 
dores, respectivamente, de las cédulas personales de iden-
tidad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos 
410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lecturl-

de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lie 
J. Almanzor Beras, en representación de la Central Roma-
na Corporation, en la cual se alega que "el presente re-
curso lo interpone en sentido general, por considerar qu( 
se ha violado la ley en varios aspectos, tal como lo esta-
blecerá la recurrente en sus medios de casación que opon 
tuna mente depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de 
junio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Pey-

nado, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Be-
ras, y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique 
Peynado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 29, 30, 31,k9, 42, y los in-
cisos c), d) y e), de la sección IV delnapítulo IV, de la 

Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgá-
nica de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, del 
1925; y los artículos 142, 143, 145,147, 154, 180 y 189 del 
Código de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014 

de 1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
que  en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demós-
tenes R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por vio-
lación de la Ley de Patentes, la cual, copiada textualmen-
te, dice así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes, 
No_ 23.— La Romana, 25 de nov. de 1952. Al Juez Alcal-
de de La Romana. —De acuerdo con el art. 15 de la Ley 
de Patentes, No. 792, por la presente denuncio al Central 

'Romana Corp. residente en La Romana, calle 	 casa 
No_ 	 lugar o sección de Central Romana, de esta 
común, por violación de dicha ley y sus reformas, cometida 
en la forma siguiente: Ejerciendo un negocio de Comercio 
con una existencia declarada de $275,000.00 amparada por 
patente No. 6288 para el 2do semestre de 1950, teniendo 
una existencia aproximadamente de $395.528.03 por lo que 
se le notifica a groso modo una patente adicional por $120,-
528.03 en exceso.— De acuerdo con acta No. 16 del Insp. 
de Rentas Internas de fecha 14 de Nov. de 1952, este hecho 
constituye una violaCión de  Artículo  de la 
Ley arriba citada y por tanto el infractor debe ser juz-
gado de acuerdo con lo previsto en la citada Ley No. 792 
y sus reformas.— Después de dar lectura a la presente de-
nuncia, he invitado a  para que firm.. lo que  
(Firmado): Demóstenes R. Valenzuela"; 2) que apoderado 
del hecho el Juzgado de Paz de la Común de La- Romana, 
pronunció sentencia en fecha diez y nueve de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como 
en efecto declara. a la Central Romana Corporation, en la 
persona de su Administrador General Edward G. Koch, 
culpable del delito de violación a la Ley de Patente, por 
el hecho de ejercer un negocio de comercio con una exis-
tencia declarada de $275,000.00 amparada por patente No. 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. Pes. 
nado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, porta-
dores, respectivamente, de las cédulas personales de iden-
tidad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos 
410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador GenerW' 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic 

J. Almanzor Beras, en reprekentación de la Central Roma-
na Corporation, en la cual se alega que "el presente re-
curso lo interpone en sentido general, por considerar out 
se ha violado la ley en varios aspectos, tal como lo esta-
blecerá la recurrente en sus medios de casación que opon 
tum,Mente depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de 
junio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Pey-

nado, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Be-
ras, y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique 
Peynado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 29, 30, 319, 42, y los in-

cisos c), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 

Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgá -

nica de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, dei 
1925; y los artículos 142, 143, 145,- 147, 154, 180 y 189 del 
Código de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014. 
de 1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 

Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere constf lo siguiente: 1) 
que en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Dernós-
tenes R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por vio-
lación de la Ley de Patentes, la cual, copiada textualmen-
te, dice así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes, 
No. 23.— La Romana, 25 de nov. de 1952. Al Juez Alcal-
de de La Romana. —De acuerdo con el art. 15 de la Ley 
de Patentes, No. 792, por la presente denuncio al Central 

'Romana Corp. residente en La Romana, calle 	 casa 
No_ 	 lugar o sección de Central Romana, de esta 
común, por violación de dicha ley y sus reformas, cometida 
en la forma siguiente: Ejerciendo un negocio de Comercio 
con una existencia declarada de $275,000.00 amparada por 
patente No. 6288 para el 2do semestre de 1950, teniendo 
una existencia aproximadamente de $395.528.03 por lo que 
se le notifica a groso modo una patente adicional por $120,-
528.03 en exceso.— De acuerdo con acta No. 16 del Insp. 
de Rentas Internas de fecha 14 de Nov. de 1952, este hecho 
constituye una violaCión de  Artículo  de la 
Ley arriba citada y por tanto el infractor debe ser juz-
gado de acuerdo con lo previsto en la citada Ley No. 792 
y sus reformas.— Después de dar lectura a la presente de-
nuncia, he invitado a  para que firm... lo que  
(Firmado): Demóstenes R. Valenzuela"; 2) que apoderado 
del hecho el Juzgado de Paz de la Común de La .  Romana, 
pronunció sentencia en fecha diez y nueve de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo es el 
Siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como 
en efecto declara a la Central Romana Corporation, en la 
persona de su Administrador General Edward G. Koch. 
culpable del delito de violación a la Ley de Patente, por 
el hecho de ejercer un negocio de comercio con una exis-
tencia declarada de $275,000.00 amparada por patente No. 
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6288, para el 2do. semestre de 1950, teniendo una existen- 
cia aproximada de.  $395,528.03 por lo que resulta un ex- 
cedente de $120,528.03 que no está amparada por patente 
alguna. — SEGUNDO: Que debe condenar, como en efec- 
to condena, a la Central Romana Corporation, al pago de 
una multa de RD$2,420.00.— TERCERO: Que debe orde- 
nar, como en efecto ordena, a la Central Romana Corpora-
tion, a proveerse de la patente correspondiente.— CUAR-
TO: Que debe coñdenar, como en efecto condena a la Cen-
tral Romana Corporation, al pago de las costas"; 3) que 
en fecha veintidós de diciembre de mil novecientos cin= 
cuenta y dos, la Central Romana Corporation interpuso 
recurso de apelación contra la antes mencionada senten-
cia; 4) que en la audiencia del tres de marzo del corriente 
año, fijada para el conocimiento de la apelación, el Lic. 
Julio F. Peynado, presentó las siguientes conclusiones: "La 
Central Romana Corporation, compañía agrícolaindustrial, *d+ 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de América, con domicilio en esta 
ciudad de La Romana, representada por el abogado infras- 
crito, concluye pidiéndoos, muy respetuosamente: PRIME-
RO: Que se declare regular y válida la apelación inter-
puesta por la Central Romana Corporation contra la sen-
tencia pronunciada por el Juzgado de Paz de la Común de 
La Romana en fecha 19 de diciembre de 1952, que conde-
nó a dicha Compañía al pago de una multa de RD$2,420.00, 
por alegada violación de la Ley de Patentes en el segun-
do semestre del año 1950; SEGUNDO: Que se declare que 
no se ha hecho prueba legal contra la Compañía de las 
existencias que se dice ella tuvo en su tienda principal y 
en el depósito de mercancías durante el segundo semestre 
lel año 1950, en exceso del límite de las existencias decla-
rado por ella al solicitar la patente para dicho semestre 
porque: a) La apreciación groso modo que se pretende ha-
per sido hecha de acuerdo con el acta levantada por elIns- 

pector de Rentas Internas señor Demóstenes R. Valenzue-
la en fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor pro-
batorio alguno ya que la apreciación groso modo que per-
mite el párrafo cuarto de la sección cuarta del capítulo 
89 de la Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado 
disposiciones similares, de otras leyes de Patentes anterio-
res sólo procede para la estimación de las existencias que 

tenga un establecimiento en el momento de hacerse esa 
apreciación, y no para determinar el valor de las existen-
cias que haya tenido ese establecimiento en cualquier tiem-
po pasado, ya que la misma disposición que autoriza la 
apreciación groso modo concede el dueño del establecimien-

to que haya pagado la patente sobre la base de su propia 
declaración, el derecho a realizar dentro de los quince días 
subsiguientes a la notificación que se le haga, concesión 
que es la salvaguarda del derecho de defensa del contri-
buyente, pues sin ella se pondría en manos de los funcio-
narios de Rentas Internas un poder arbitrario para la de-
terminación de la cuantía del impuesto; b) En todo caso, 

según el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir a la 

apreciación groso modo sino cuando no existan libros de 
contabilidad general en buen orden por los cuales se han 

de guiar el Colector de Rentas Internas y el Tesorero. Mu-
nicipal, y en el presente caso existen libros de contabili-
dad general de la Central Romana Corporation que están 
en buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base para 
la determinación de las existencias sujetas a patentes de 

los establecimientos de dicha compañía; c) Las actas levan-
tadas por un oficial público no hacen prueba sino de los he-
chos comprobados por dicho funcionario y no de los juicios 
o apreciaciones que haya podido formular dicho oficial co-
mo ocurre con Tas del Inspector de Rentas Internas señor 
Demóstenes R. Valenzuela 'en el caso que nos ocupa, ya que 

él no pudo comprobar la existencia de mercancías que ya no 

se encontraban en el establecimiento en el momento de su 

1406 BOLETÍN JUDICIAL 



 

1406 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	 BOLETÍN JUDICIAL 	 1407 

          

6288, para el 2do. semestre de 1950, teniendo una existen- 
cia aproximada de.  $395,528.03 por lo que resulta un ex- 
cedente de $120,528.03 que no está amparada por patente 
alguna. — SEGUNDO: Que debe condenar, como en efec- 
to condena, a la Central Romana Corporation, al pago de 
una multa de RD$2,420.00.— TERCERO: Que debe orde- 
nar, como en efecto ordena, a la Central Romana Corpora- 
tion, a proveerse de la patente correspondiente.— CUAR-
TO: Que debe coñdenar, como en efecto condena a la Cen-
tral Romana Corporation, al pago de las costas"; 3) que 
en fecha veintidós de diciembre de mil novecientos cin- 
cuenta y dos, la Central Romana Corporation interpuso 
recurso de apelación contra la antes mencionada senten-
cia; 4) que en la audiencia del tres de marzo del corriente 
año, fijada para el conocimiento de la apelación, el Lic. 
Julio F. Peynado, presentó las siguientes conclusiones: "La 
Central Romana Corporation, compañía agrícolaindustrial, 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de América, con domicilio en esta 
ciudad de La Romana, representada por el abogado infras-
crito, concluye pidiéndoos, muy respetuosamente: PRIME-
RO: Que se declare regular y válida la apelación inter-
puesta por la Central Romana Corporation contra la sen-
tencia pronunciada por el Juzgado de Paz de la Común de 
La Romana en fecha 19 de diciembre de 1952, que conde-
nó a dicha Compañía al pago de una multa de RD$2,420.00, 
por alegada violación de la Ley de Patentes en el segun-
do semestre del año 1950; SEGUNDO: Que se declare que 
no se ha hecho prueba legal contra la Compañía de las 
existencias que se dice ella tuvo en su tienda principal y 
en el depósito de mercancías durante el segundo semestre 
del año 1950, en exceso del límite de las existencias decla-
rado por ella al solicitar la patente para dicho semestre 
porque: a) La apreciación groso modo que se pretende ha-
oer sido hecha de acuerdo con el acta levantada por el Ins- 

pector de 
Rentas Internas señor Demóstenes R. Valenzue-

la en fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor pro-

batorio alguno ya que la apreciación groso modo que per-
mite el párrafo cuarto de la sección cuarta del capítulo 

8 de la Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado 
disposiciones similares, de otras leyes de Patentes anterio-
res sólo procede para la estimación de las existencias que 
tenga un establecimiento en el momento de hacerse esa 

apreciación, y no para determinar el valor de las existen-

cias que haya tenido ese establecimiento en cualquier tiem-

po pasado, ya que la misma disposición que autoriza la 

apreciación groso modo concede el dueño del establecimien-

to que haya pagado la patente sobre la base de su propia 
declaración, el derecho a realizar dentro de los quince días 
subsiguientes a la notificación que se le haga, concesión 
que es la salvaguarda del derecho de defensa del contri-

buyente, pues sin ella se pondría en manos de los funcio-

narios de Rentas Internas un poder arbitrario para la de-
terminación de la cuantía del impuesto; b) En todo caso, 

según el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir a la 

apreciación groso modo sino cuando no existan libros de 
contabilidad general en buen orden por los cuales se han 
de guiar el Colector de Rentas Internas y el Tesorero. Mu-
nicipal, y en el presente caso existen libros de contabili-
dad general de la Central Romana Corporation que están 

en buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base para 
la determinación de las existencias sujetas a patentes de 
los establecimientos de dicha compañía; cl Las actas levan- 

, tadas por un oficial público no hacen prueba sino de los he-
chos comprobados por dicho funcionario y no de los juicios 
o apreciaciones que haya podido formular dicho oficial co-
mo ocurre con ras del Inspector de Rentas Internas señor 

Demóstenes R. Valenzuela -en el caso que nos ocupa, ya que 
él no pudo comprobar la existencia de mercancías que ya no 

se encontraban en el establecimiento en el momento de su 
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inspección; d) El Juez de Paz descartó los libros de comer-
cio del Central Romana Corporation como medio de esta. 
blecer la prueba en que debía fundarse su fallo, alegando 
que se trataba de libros de contabilidad general y n o  del 

 negocio de tienda de dicha Compañía; el La condenación 
 impuesta a la Compañía no se funda en ninguna otra pru& 

ba válida, y es a ella a quien es preciso probarle el hecho 
que se le imputa, cn este caso la violación de la Ley d e 

 Patentes y de un modo preciso el valor de las existencias 
 en exceso de su declaración de patente; TERCERO: Que. 

 en consecuencia, se revoque la sentencia apelada y se des-
cargue a la Central Romana por falta de prueba, de la in-
culpación de haber violado la Ley de Patentes en lo que 
respecta a la declaración de sus existencias para el ',e-
gundo semestre del año 1950; Subsidiariamente, para el 
improbable caso en que no se acojan los medios opuestos 
en las conclusiones anteriores, y bajo reserva expresa del 
derecho de recurrir en casación por violación de las reglas 
legales sobre la prueba en materia penal o en materia de 
evaluación de las existencias sujetas a patentes, autoricéis 
a la Central Romana Corporation a hacer la prueba con-
traria a las afirmaciones del Inspector Demóstenes R. Va-
lenzuela, contenidas en el acto de sometimiento de fecha 
14 de noviembre del 1952, prueba que la Compañía ofrece 
hacer mediante el contenido de sus libros de contabilidad 
que ella presenta para esos fines, y que a ese efecto, y da-
do el carácter técnico de ese modo de prueba, designéis un 
experto contable con misión de examinar esos libros y de 
rendir un informe acerca del valor más alto a que llega-
ron las existencias de la tienda principal y del depósito 
de mercancías de la Central Romana Corporation en el se' 
gundo semestre del año 1950"; 5) que posteriorment4 el 
Juzgado de Primera Instancia -del Distrito Judicial de TIA 

Altagracia, apoderado del recurso de apelación, pronun - 

ció la sentencia ahora impugnada, la cual contiene el dis" 

positivo que se copia a continuación: "FALLA: PRIME- 

0 :  Que debe declarar, y declara, regular y válido en 
PRIME- 

RO: 
 a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 

el señor Edward G. Koch, a nombre de la Central Roma-
na Cop• en su calidad de Administrador General de la mis-

ma, contra sentencia de fecha dieciséis del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y dos, rendida por el 
Juzgado de Paz de esta común de La Romana, que la con-
denó a pagar dos mil cuatrocientos veinte pesos (RD$2,-
420.00) de multa, por violación a la Ley de Patentes; SE-
GUNDO: Que debe modificar, y modifica, la sentencia ob-
jeto del presente recurso, en cuanto a la multa de dos 
mil cuatrocientos veinte pesos (RD$2,420.00), que en ella 
se impone, por la de mil doscientos diez pesos (RD$1,- 
210.00), más los recargos adeudados siguientes: 10% de 
acuerdo con la Ley No. 273; ascendente a la suma de cien-
to veintiún pesos (RDS121.00); 10% por declaración tardía, 
de conformidad con el artículo 29 de la Ley No. 2378, equi-
valente a la suma de ciento veintiún pesos (RD$121.00); 
60% por seis meses transcurridos, de acuerdo con el ar-
tículo 30 de la Ley No. 2378; ascendente a la suma de 
setecientos veintiséis pesos (RD$726.00); y 20% de acuer-
do con la Sección IV, letra e) de la Ley anteriormente 
mencionada, ascendente a la suma de doscientos cuaren-
tidos pesos (RD$242.00); que hacen un total de mil dos-
cientos diez pesos (RD$1210.00); que sumados al impues-
to dejado pegar asciende a una multa de dos mil cuatrocien-
tos veinte pesos (RD$2,420.00); TERCERO: Que debe or-
denar, como al efecto ordena, a la Central Romana Cor-
poration, a proveerse de la patente correspondiente; CUAR-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, a la Cen-
tral Romana Corporation, al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se  invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-
tes> No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pú- 

E 
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inspección; d) El Juez de Paz descartó los libros de comer-
cio del Central Romana Corporation como medio de esta. 
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 en consecuencia, se revoque la sentencia apelada y se des-
cargue a la Central Romana por falta de prueba, de la in-
culpación de haber violado la Ley de Patentes en lo que 
respecta a la declaración de sus existencias para el se- 
gundo semestre del año 1950; Subsidiariamente, para el 
improbable caso en que no se acojan los medios opuestos 
en las conclusiones anteriores, y bajo reserva expresa del 
derecho de recurrir en casación por violación de las reglas 
legales sobre la prueba en materia penal o en materia de 
evaluación de las existencias sujetas a patentes, autoricéis 
a la Central Romana Corporation a hacer la prueba con-
traria a las afirmaciones del Inspector Demóstenes R. Va-
lenzuela, contenidas en el acto de sometimiento de fecha 
14 de noviembre del 1952, prueba que la Compañía ofrece 
hacer mediante el contenido de sus libros de contabilidad 
que ella presenta para esos fines, y que a ese efecto, y da-
do el carácter técnico de ese modo de prueba, designéis un 
experto contable con misión de examinar esos libros y de 
rendir un informe acerca del valor más alto a que llega -
ron las existencias de la tienda principal y del depósito 
de mercancías de la Central Romana Corporation en el se -

gundo semestre del año 1950"; 5) que posteriormente, el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, apoderado del recurso de apelación, pronun -

ció la sentencia ahora impugnada, la cual contiene el dis' 
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positivo que se copia a continuación: "FALLA: PRIME-

RA :  Que' debe declarar, y declara, regular y válido en 

cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 

el señor Edward G. Koch, a nombre de la Central Roma-
na  Cop. en su calidad de Administrador General de la mis-
ma, contra sentencia de fecha dieciséis del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y dos, rendida por el 
Juzgado de Paz de esta común de La Romana, que la con-
denó a pagar dos mil cuatrocientos veinte pesos (RD$2,-
420.00) de multa, por violación a la Ley de Patentes; SE-
GUNDO: Que debe modificar, y modifica, la sentencia ob-
jeto del presente recurso, en cuanto a la multa de dos 
mil cuatrocientos veinte pesos (RD$2,420.00), que en ella 
se impone, por la de mil doscientos diez pesos (RD$1,- 
210.00), más los recargos adeudados siguientes: 10% de 
acuerdo con la Ley No. 273; ascendente a la suma de cien-
to veintiún pesos (RD$121.00); 10% por declaración tardía, 
de conformidad con el artículo 29 de la Ley No. 2378, equi-
valente a la suma de ciento veintiún pesos (RD$121.00); 
60% por seis meses transcurridos, de acuerdo con el ar-
tículo 30 de la Ley No. 2378; ascendente a la suma de 
setecientos veintiséis pesos (RD$726.00);. y 20% de acuer-
do con la Sección IV, letra e) de la Ley anteriormente 
mencionada, ascendente a la suma de doscientos cuaren-
tidos pesos (RD$242.00); que hacen un total de mil dos-
cientos diez pesos (RD$1210.00); que sumados al impues-
to dejado pegar asciende a una multa de dos mil cuatrocien-
tos veinte pesos (RD$2,420.00); TERCERO: Que debe or-
denar, como al efecto ordena, a la Central Romana Cor-
Poration, a proveerse de la patente correspondiente; CUAR-
TO: Que debe condenar, como al efecto condena, a la Cen-
tral Romana Corporation, al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, s  

Paten- 
tes, 

l  :Don. 	8  ,, s2i3d7erando, en cuanto al primer medio, en el cual 
se  invoca la violación del artículo 39 de la Ley de 

, "por haber sido apoderado de la acción pú- 
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blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia 

del Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello en 

ese caso"; pero, 
Considerando que en materia correccional y de simple 

policía el tribunal se apodera por citación directa hecha a 
requerimiento del ministerio público o de la parte civil; 
que, en la especie, el representante del ministerio público 
ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, citó 
por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botello, a la Central Romana Corporation, para la 
audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez y 
nueve de diciembre del referido año, a fin de ser juzgada 
por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con una 
existencia declarada de $275,000.00, amparada por paten-
te No. 6288, para el 2do. semestre de 1950, teniendo un 
existencia aproximada de $395,528.03 por lo que se le no-
tifica a groso modo una patente adicional por $120,528.03 
en exceso"; que, además, la comparecencia voluntaria y 
espontánea de las partes implica también el apoderamien-
to del tribunal en materia correccional y de simple policía; 
que. en el presene caso, la actual recurrente compareció, 
por órgano de su representante calificado, a la audiencia 
del diez y nueve de diciembre, y lejos de invocar la irre-
gularidad del apoderamiento, aceptó el debate. defendient 
dose de la prevención; que, finalmente, aún en la hipótesis 
de que el artículo 39 de la Ley de Patentes, estableciese 
un modo excepcional de apoderamiento en los casos pre-
vistos por el artículos 32 de dicha ley, el medio sería inad -

misible por la aplicación del artículo 29 de la Ley sobre Pro -

cedimiento de Casación, según cuyas disposiciones no se 

admitirán como medios de casación, las nulidades cometi -

das en primera instancia que no hubiesen sido alegadas en 
.apelación, ya que la actual recurrente no adujo el referi• 
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do medio en grado de apelación; que, en tales condiciones, 
.el Tribunal a quo no ha cometido, en el fallo impugnado, 
la violación de la ley denunciada en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal y 27, inciso 5o. de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado á la compa-
ñía, y ausencia de motivos y de base legal, y desnaturali-
zación de los hechos en lo tocante al elemento material de 
la infracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para de-
clarar la culpabilidad de la Central Romana Corporation 
, aplicarle, consecuentemente, las sanciones establecidas 

por la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción, redactada por el Inspector de Rentas Internas De-
móstenes R. Valenzuela, la cual hace fe hasa inscripción 

ien falsedad, de los hechos materiales relativos a la in-
fracción, comprobados personalménte por el redactor del 
acta; que, en efecto, en dicha sentencia se consigna expre-
samente que "fué constatado por un Inspector de Rentas 
Internas, que la Central Romana Corporation, ejercía un 
negocio de comercio con una existencia declarada de RD$ 
275,000.00 (doscientos setenticinco .mil pesos) amparada 
por patente No. 6288, para el segundo semesre del año mil 
novecientos cincuenta (1950); teniendo en el momento de 
dicha inspección un excedente de ciento veinte mil qui-
nientos veintiocho pesos con tres centavos oro (RD$120,- 
528.03) considerada a groso modo, sin estar sujeta al pago 
de la patente correspondiente"; que, además, resulta evi-
dente que los jueces del fondo reconocieron implícitamen-
te el elemento moral de la incriminación, caracterizado, en 
la especie, por el propósito de la recurrente de dejar de 
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.apelación, ya que la actual recurrente no adujo el referi - 
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de medio en grado de apelación; que, en tales condiciones, 
el Tribunal a quo no ha cometido, en el fallo impugnado, 
la violación de la ley denunciada en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal y 27, inciso 5o. de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado á la compa-
ñía, y ausencia de motivos y de base legal, y desnaturali-
zación de los hechos en lo tocante al elemento material de 
la infracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para de-
clarar la culpabilidad de la Central Romana Corporation, 

, aplicarle, consecuentemente, las sanciones establecidas 
por la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción, redactada por el Inspector de Rentas Internas De-
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'Yen falsedad, de los hechos materiales relativos a la in-
fracción, comprobados personalmInte por el redactor del 
acta; que, en efecto, en dicha sentencia se consigna expre-
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novecientos cincuenta (1950); teniendo len el momento de 
dicha inspección un excedente de ciento veinte mil qui-
nientos veintiocho pesos con tres centavos oro (RD$120,- 
528.03) considerada a groso modo, sin estar sujeta al págo 
de la patente correspondiente"; que, además, resulta evi-
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te el elemento moral de la incriminación, caracterizado, en 
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pagar los impuestos correspondientes, sobre el valor de las 
existencias no declaradas, lo cual implica, necesariamen-
te, su voluntad culpable de violar una ley que debe presu-
mirse conocida; que, por tanto el Tribunal a quo ha justi-
ficado, en el aspecto que ahora se examina, legalmente su 
decisión, sin cometer ninguno de los vicios que se denun-

cian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 
invoca la "violación de los artículos 154. 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Or-
gánica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la 
sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la compañía basándose en un acto de de-
nuncia de la infracción que no constituye prueba admisi-
ble ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 
21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Códi-
go de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias 
de las infracciones de las leyes de rentas internas, levan-
tadas por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe,. 
hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales re-
lativos a la infracción comprobados personalmente por el 
redactor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones 
contenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los he-
chos materiales que se comprueban, constituyen una prue-
ba legal absoluta del delito perseguido, y su autoriad só-- • 
lo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la recu-
rrente, que "la única prueba invocada por el Ministerio 
Público  está constituida por el acta No. 23 de de-

nuncia por violación de la Ley de Patentes, redactada por 

el Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de:. 

1952", la cual se ha copiado textualmente en otro lugar 

del presente fallo, también es cierto que la referida acta- 
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se basta por sí sola para el establecimiento de los hechos 
materiales constitutivos del delito, puesto que en ella se 
hace una mención expresa del acta comprobatoria de la 
infracción, redactada por el mismo Inspector de Rentas 
Internas en fecha catorce de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, y en ella se consigna además, que la ac-
tual recurrente ejercía "un negocio de comercio, con una 
existencia declarada $275,000.00, amparada por patente 
No. 6288, para el 2do. semestre de 1950, teniendo una 
existencia aproximada de $395,528.03, por lo que se le 
notifica a groso modo una patente adicional por $120,528.-
03 en exceso"; que, además, en el fallo impugnado consta 
que "la Central Romana fué notificada en la persona de 
su administrador Edward G. Koch, por el Inspector de 
Rentas Internas, para que en el término de diez días. . . . 
pagara el impuesto y los recargos correspondiente, sin 
que se efectuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y 
habiendo sido apoderado en Juzgado de Paz de la común 
de La Romana después de vencido dicho plazo, es eviden-
te que el Tribunal a quo ha aplicado correctamente los 
artículos 21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de 
la Ley de Patentes y 154 y 189 del Código de Procedi-
miento Criminal, al declarar probada la infracción puesta 
a cargo de la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación gro-
so modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial de 
que la apreciación groso modo del valor de las existen-
cias sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la 
sección IV de la Ley de Patentes, cuando el comerciante 
no haya hecho inventario y cuando sus libros no estén en 
buen orden que permitan determinar el balance de sus 
existencias; que, ciertamente, la apreciación groso modo 
constituye, como lo sostiene la recurrente, un medio pu- 
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pagar los impuestos correspondientes, sobre el valor de las 
existencias no declaradas, lo cual implica, necesariamen-
te, su voluntad culpable de violar una ley que debe presu-
mirse conocida; que, por tanto el Tribunal a quo ha justi-
ficado, en el aspecto que ahora se examina, legalmente su 
decisión, sin cometer ninguno de los vicios que se denun-

cian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 
invoca la "violación de los artículos 154. 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Or-
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ber condenado a la compañía basándose en un acto de de-
nuncia de la infracción que no constituye prueba admisi-
ble ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 
21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Códi-
go de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias 
de las infracciones de las leyes de rentas internas, levan-y 
tadas por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe,. 

hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales re-
lativos a la infracción comprobados personalmente por el 
redactor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones 
contenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los he- 
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ba legal absoluta del delito perseguido, y su autoriad 
lo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la recu-
rrente, que "la única prueba invocada por el Ministerio 
Público  está constituída por el acta No. 23 de de-

nuncia por violación de la Ley de Patentes, redactada por 
el Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 

1952", la cual se ha copiado textualmente en otro lugar 

del presente fallo, también es cierto que la referida acta. 
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se basta por sí sola para el establecimiento de los hechos 
materiales constitutivos del delito, puesto que en ella se 
hace una mención expresa del acta comprobatoria de la 
infracción, redactada por el mismo Inspector de Rentas 
Internas en fecha catorce de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, y en ella se consigna además, que la ac-
tual recurrente ejercía "un negocio de comercio, con una 
existencia declarada $275,000.00, amparada por patente 
No. 6288, para el 2do. semestre de 1950, teniendo una 
existencia aproximada de $395,528.03, por lo que se le 
notifica a groso modo una patente adicional por $120,528.-
03 en exceso"; que, además, en el fallo impugnado consta 
que "la Central Romana fué notificada en la persona de 
su administrador Edward G. Koch, por el Inspector de 
Rentas Internas, para que en el término de diez días. . . . 
pagara el impuesto y los recargos correspondiente, sin 
que se efectuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y 
habiendo sido apoderado en Juzgado de Paz de la común 
de La Romana después de vencido dicho plazo, es eviden-
te que el Tribunal a quo ha aplicado correctamente los 
artículos 21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de 
la Ley de Patentes y 154 y 189 del Código de Procedi-
miento Criminal, al declarar probada la infracción puesta 
a cargo de la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación gro-
so modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial de 
que la apreciación groso modo del valor de las existen-
cias sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la 
sección IV de la Ley de Patentes, citando el comerciante 
no haya hecho inventario y cuando sus libros no estén en 
buen orden que permitan determinar el balance de sus 
existencias; que, ciertamente, la apreciación groso modo 
constituye, como lo sostiene la recurrente, un medio pu- 
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ramente subsidiario autorizado por la ley en ausencia de 
los otros medios que ella indica: el inventario o el balan-
ce que arroje la contabilidad del comerciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de ,los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al segundo semes-
tre del año 1950, como erróneamente la han calificado el 
Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal 
a quo, sino de una valoración de las existencias, realizada 
personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los da-
tos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados "por el propio encargado de la contabilidad de 
tiendas" de la compañía recurrente; que, por consiguien-
te, en la sentencia impugnada no se han podido violar los 
incisos e) y d) de la sección IV, del capítulo IV de la Ley 
de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al• cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 de Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contesta-
do la sentencia impugnada los medios de defensa formula-
dos por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el re-
chazamiento de las conclusiones principales de la compa-
ñía recurrente, tendiente a su descargo por falta de prue-
bas, de la inculpación de haber violado la Ley de Paten- 

tes en lo que respecta a la declaración de sus existencias 
para el segundo semestre del año 1950, al declarar esta-
blecida su culpabilidad al amparo de la prueba legal que 
resulta de acta de denuncia redactada por el Inspector de 
Rentas Internas que sorprendió la infracción; que, por 
otra parte, la circunstancia de que el Tribunal a quo no 
haya motivado expresamente su sentencia en relación con 
la inadmisibilidad de la apreciación groso modo del valor 
de las existencias, invocada por la actual recurrente, no 
vicia la sentencia impugnada, pues como se ha expresado 
ya en el examen del tercer medio, no se trata en el pre-
sente caso de una valoración groso modo hecha de confor-
midad con el inciso d) de la sección IV del capítulo IV de 
la Ley de Patentes, sino de una valoración realizada de 
acuerdo con los "estados preparados y presentados por el 
propio encargado de la contabilidad de tiendas de dicha 
compañía"; que, finalmente, en cuanto concierne a la fal-
ta de motivos sobre el medio fundado en la "carencia de 
fuerza probatoria del acto del Inspector de Rentas Inter-
nas, en cuanto al valor de las existencias, en razón de que 
este valor no es un hecho comprobado por él Inspector, 
sino el resultado de su simple apreciación"; que es eviden-
te que al declarar la culpabilidad de la Central Romana 
Corp., el Tribunal a quo contestó este punto implícitamen-
te, puesto que si se hubiese tratado de una simple "apre-
ciación" y no de una "comprobación" realizada por el pro-
pio Inspector al examinar personalmente "los estados que 
fueron presentados y preparados por el encargado de la 
contabilidad de tiendas", el acta comprobatoria de la in-
fracción no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a 
quo, como en efecto le bastó, para justificar la condena-
ción de la compañía; que, consecuentemente, el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
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ramente subsidiario autorizado por la ley en ausencia de 
los otros medios que ella indica: el inventario o el balan-
ce que arroje la contabilidad del comerciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de .los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al segundo semes-
tre del año 1950, como erróneamente la han calificado el 
Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal 
a quo, sino de una valoración de las existencias, realizada 
personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los da-
tos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados "por el propio encargado de la contabilidad de 
tiendas" de la compañía recurrente; que, por consiguien-
te, en la sentencia impugnada no se han podido violar los 
incisos e) y d) de la sección IV, del capítulo IV de la Ley 
de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al• cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 de Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contesta-
do la sentencia impugnada los medios de defensa formula-
dos por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el re-
chazamiento de las conclusiones principales de la compa-
ñía recurrente, tendiente a su descargo por falta de prue-
bas, de la inculpación de haber violado la Ley de Paten- 
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tes en lo que respecta a la declaración de sus existencias 
para el segundo semestre del año 1950, al declarar esta-
blecida su culpabilidad al amparo de la prueba legal que 
resulta de acta de denuncia redactada por el Inspector de 
Rentas Internas que sorprendió la infracción; que, por 
otra parte, la circunstancia de que el Tribunal a quo no 
haya motivado expresamente su sentencia en relación con 
la inadmisibilidad de la apreciación groso modo del valor 
de las existencias, invocada por la actual recurrente, no 
vicia la sentencia impugnada, pues como se ha expresado 
ya en el examen del tercer medio, no se trata en el pre-
sente caso de una valoración groso modo hecha de confor-
midad con el inciso d) de la sección IV del capítulo IV de 
la Ley de Patentes, sino de una valoración realizada de 
acuerdo con los "estados preparados y presentados por el 
propio encargado de la contabilidad de tiendas de dicha 
compañía"; que, finalmente, en cuanto concierne a la fal-
ta de motivos sobre el medio fundado en la "carencia de 
fuerza probatoria del acto del Inspector de Rentas Inter-
nas, en cuanto al valor de las existencias, en razón de que 
este valor no es un hecho comprobado por él Inspector, 
sino el resultado de su simple apreciación"; que es eviden-
te que al declarar la culpabilidad de la Central Romana 
Corp., el Tribunal a quo contestó este punto implícitamen-
te, puesto que si se hubiese tratado de una simple "apre-
ciación" y no de una "comprobación" realizada por el pro-
pio Inspector al examinar personalmente "los estados que 
fueron presentados y preparados por el encargado de la 
contabilidad de tiendas", el acta comprobatoria de la in-
fracción no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a 
quo, como en efecto le bastó, para justificar la condena-
ción de la compañía; que, consecuentemente, el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
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Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 y 
191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho de 
defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamento 
de que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos con-
tenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a "ha-
cer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspector 
Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de someti-
miento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante sus 
libros de contabilidad y la designación de "un experto con-
table con misión de examinar esos libros y rendir un in-
forme al tribunal acerca del valor más alto de la existen-
cia de la compañía en el segundo semestre del año 1950"; 
pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el 
examen del tercer medio, las actas comprobatorias de las 
infracciones a las leyes de rentas internas, están investi-
das de una autoridad absoluta, en cuento concierne a los 
hechos materiales constitutivos del delito perseguido, que 
excluye la posibilidad de ser combatida por toda prueba 
contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al 
rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente ,el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Cosniderando, en cuanto al sexto medio, en el cual se 
alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de la 
sección .4ta. del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por ha-
berse apoyado en la apreciación groso modo, procedimien-
to instituído por estas disposiciones para el cobro del im-
puesto del semestre siguiente a la declaración o para el 
semestre en curso, como si fuera un procedimiento insti-
tuído para establecer, con valor retroactivo, la insuficien-
cia de los pagos del impuesto de patente correspondiente 
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a semestres vencidos, ya que la propia sentencia manifies-
ta en el primer considerando que el excedente que se le 
reprocha a la compañía en el segundo semestre de 1950 

fué comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 25 
de noviembre de 1952, y existía en el momento de la ins-
pección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-
currir en las violaciones de la ley denunciadas en este 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han justifi-
cado el rechazamiento del tercer medio, justifican tam-
bién, por vía de consecuencia, el rechazamiento del pre-
sente, ya que ha quedado establecido que en la especie no 
se ha tratado de una "apreciación groso modo" del valor \. 
de las existencias que tenía fa actual recurrente cuando 
hizo su declaración de pátente correspondiente al segun-
do semestre del año 1950, sino de una valoración realiza-
da personalmente por el Inspector que sorprendió la in-
fracción, al tenor de los datos que comprobara al amparo 
de los estados que fueron preparados "por el propio en-
cargado de la contabilidad de tienda" de la compañía re-
currente; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual se 
opone "la violación del artículo 1 del Código Penal y de los 
artículos 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección IV del Capí-
tulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 de la Ley 
No. 273"; que en apoyo de este medio la recurrente sos-
tiene que "la violación de estos otros textos legales, ha 
sido, en la especie, una consecuencia necesaria de las vio-
laciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los artí-
culos de ley y principios invocados en los otros medios de 
este recurso, y el fundamento de estos medios constituye 
así el fundamento del prestte"; 

Considerando que como él fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir- 
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Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 y 
191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho de 
defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamento 
de que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos con- 

, 

tenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a "ha- 
cer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspector 

I Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de someti-
miento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante sus 
libros de contabilidad y la designación de "un experto con-
table con misión de examinar esos libros y rendir un in-
forme al tribunal acerca del valor más alto de la existen-
cia de la compañía en el segundo semestre del año 1950"; 
pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el 
examen del tercer medio, las actas comprobatorias de las 
infracciones a las leyes de rentas internas, están investi-
das de una autoridad absoluta, en cuento concierne a los 
hechos materiales constitutivos del delito perseguido, que 
excluye la posibilidad de ser combatida por toda prueba 
contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al 
rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente ,el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Cosniderando, en cuanto al sexto medio, en el cual se 
alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de la 
sección •ta. del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por ha-
berse apoyado en la apreciación groso modo, procedimien-
to instituído por estas disposiciones para el cobro del im-
puesto del semestre siguiente a la declaración o para el 
semestre en curso, como si fuera un procedimiento insti-
tuído para establecer, con valor retroactivo, la insuficien-
cia de los pagos del impuesto de patente correspondiente 

a semestres vencidos, ya que la propia sentencia manifies-
ta en el primer considerando que el excedente que se le 
reprocha a la compañía en el segundo semestre de 1950 
fué comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 25 
de noviembre de 1952, y existía en el momento de la ins-
pección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-
currir en las violaciones de la ley denunciadas en este 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han justifi-
cado el rechazamiento del tercer medio, justifican tam-
bién, por vía de consecuencia, el rechazamiento del pre-
sente, ya que ha quedado establecido que en la especie no 
se ha tratado de una "apreciación groso modo" del valor '- 
de las existencias que tenía fa actual recurrente cuando 
hizo su declaración de patente correspondiente al segun-
do semestre del año 1950, sino de una valoración realiza-
da personalmente por el Inspector que sorprendió la in-
fracción, al tenor de los datos que comprobara al amparo 
de los estados que fueron preparados "por el propio en-
cargado de la contabilidad de tienda" de la compañía re-
currente; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual se 
opone "la violación del artículo 1 del Código Penal y de los 
artículos 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección IV del Capí-
tulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 de la Ley 
No. 273"; que en apoyo de este medio la recurrente sos-
tiene que "la violación de estos otros textos legales, ha 
sido, en la especie, una consecuencia necesaria de las vio-
laciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los artí-
culos de ley y principios invocados en los otros medios de 
este recurso, y el fundamento de estos medios constituye 
así el fundamento del presette"; 

Considerando que como él fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir- 
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ven de base al que ahora se examina, y como aquellos me- 
dios fueron rechazados, por improcedentes e infundados, 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 
155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
impugnada que prestaron el juramneto legal requerido"; 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación establece que "no se admitirán como medios de ca-
sación, lis nulidades cometidas en primera instancia, si no 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación excep-
to la nulidad por causa de incompetencia"; que el examen 
del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual re-
currente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invoca-
da; que, consecuentemente, el medio de que se trata debe 
ser declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
la sección IV del capítulo IV y la del artículo 29 de la Ley 
de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables los re-
cargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor del 
impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que esa circunstancia 
equivale a una falta de declaración por el exceso no com-

prendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que estable-
ce un recargo de un veinte por ciento sobre el' valor de la 
patente adicional que debe ser expedida en caso de recti-• 
ficación de la declaración original, no es privativo del ca-
so a que se refiere el inciso d) de la sección IV; que dicho 
recargo es aplicable de modo general en todos los casos 
en que resultare una diferencia entre la declaración origi-
nal del contribuyente y la valoración hecha posteriormen-
te por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la in-
fracción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha apli-
cado correctamente los textos arriba indicados a los he-
chos de la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio.., 
en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la Ley-
de Patentes y del artículo lo. del Código de Procedimien-
to Criminal, por ordenar que la compañía prevenida se 
provea de una patente adicional, conforme el pedimento, 
del Ministerio Público y sin intervención de los Oficiales 
de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la recu-
rrente sostiene que esta orden "equivale a una condena-
ción al pago del impuesto y de sus recargos, puesto que la 
patente no se puede obtener sin efectuar ese pago", y que 
como "la acción en cobro del impuesto no está atribuída 
por la ley al Ministerio Público sino a los Oficiales de 
Rentas Internas, a falta de intervención de estos Oficiales 
en el proceso penal, para ejercer accesoriamente a la ac-
ción civil que les corresponde, el Tribunal debió limitar-
se a estatuir sobre la acción pública, aunque para la fija-
ción de la multa tuviera que determinar el importe del. 
impuesto y de los recargos aplicables al delito de que es-
taba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo or-
denarle, de oficio, que se proveyera de la patente corres- 
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ven de base al que ahora se examina, y como aquellos me- 
dios fueron rechazados, por improcedentes e infundados, 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 
155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
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que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación establece que "no se admitirán como medios de ca-
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hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación excep-
to la nulidad por causa de incompetencia"; que el examen 
del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual re-
currente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invoca-
da; que, consecuentemente, el medio de que se trata debe 
ser declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
la sección IV del capítulo IV y la del artículo 29 de la Ley 
de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables los re-
cargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor del 
impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que esa circunstancia 
equivale a una falta de declaración por el exceso no com-

prendido en la misma; 
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Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que estable-. 
ce un recargo de un veinte por ciento sobre el' valor de la 
patente adicional que debe ser expedida en caso de recti-
ficación de la declaración original, no es privativo del ca-
so a que se refiere el inciso d1 de la sección IV; que dicho 
recargo es aplicable de modo general en todos los casos 
en que resultare una diferencia entre la declaración origi-
nal del contribuyente y la valoración hecha posteriormen-
te por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la in-
fracción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha apli-
cado correctamente los textos arriba indicados a los he-
chos de la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio,,, 
en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la Ley 
de Patentes y del artículo lo. del Código de Procedimien-
to Criminal, por ordenar que la compañía prevenida se 
provea de una patente adicional, conforme el pedimento 
del Ministerio Público y sin intervención de los Oficiales 
de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la recu-
rrente sostiene que esta orden "equivale a una condena-
ción al pago del impuesto y de sus recargos, puesto que la 
patente no se puede obtener sin efectuar ese pago", y que 
como "la acción en cobro del impuesto no está atribuída 
por la ley al Ministerio Público sino a los Oficiales de 
Rentas Internas, a falta de intervención de estos Oficiales 
en el proceso penal, para ejercer accesoriamente a la ac-
ción civil que les corresponde, el Tribunal debió limitar-
se a estatuir sobre la acción pública, aunque para la fija-
ción de la multa tuviera que determinar el importe del. 
impuesto y de los recargos aplicables al delito de que es-
taba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo or-
denarle, de oficio, que se proveyera de la patente corres- 
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pondiente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Pa-
tentes, No. 2378, vigente en el momento del hecho, que 
sanciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, "que las penas señaladas se impondrán, por • 
cada infracción, sin perjuicio de la obligación en que es-
tá dicho contribuyente de proveerse de la patente corres-
pondiente"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos 
de violar los textos señalados en el medio que ahora se 
examina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de 
una disposición imperativa, de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la senten-
cia impugnada en sus demás aspectos,-no contiene ningún 
vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Réchaza el recurso de 
casación interpuesto por la Central Romana Corporation. 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Altagracia, en /  fecha diez de abril dei 
corriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo; SEGUNDO: Condena a la recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.-- Raf. Castro Rivera.— A. Alva 
rez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— 
Ernesto Curiel hijo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

materia: Penal. 

Recurrente: Central Romana Corporation.— Abogados: Licdos. 
F. Peynado, Ml. Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, y Dr. 
Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad, 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Am-
brosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín 
Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día seis del mes de agosto de mil 
novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independen-
cia, 909  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comer-
cial organizada de ~lerdo con las leyes del Estado de 
New York, Estado; Unidos de América, con su domicilio 
en la ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, 
contra sentencia correccional pronunciada, en grado de 
apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del 
'corriente año, mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr, Enrique Peynado, portador de la cédula 

personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. Pey-
nado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, portado-
res, respectivamente, de las cédulas personales de identi-
dad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos, 
410, 292 892, abogados de la recurrente, en la lectura de 

sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. J_ 
Almanzor Beras, en representación de la Central Romana 
Corporation, en la cual se alega que, "el presente recurso 
lo interpone en sentido general, por considerar que se ha 
violado la ley en varios aspectos, tal como lo establecerá 
la recurrente en sus medios de casación, que oportuna-
mente depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de 
junio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Pey-
nado, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Be-
ras, y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique 
Peynado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39, 42, y los in-

cisos e), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 

Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgánica 
de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, de 1925 
y los artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 del Códi-

go de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014, de 

1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
que en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demós-
tenes R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por vio-
lación de la Ley de Patentes, la cual, copiada textualmen-
te dice así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes. 
No. 24. La Romana. 25 de Nov. de 1952. Al Juez Alcalde 
de La Romana. De acuerdo con el Art. 15 de la Ley de 
Patentes, No. 792, por la presente denuncio al Central Ro-
mana Corp. residente en La Romana, calle (-), casa No. 
(-), lugar o sección de Central Romana, de esta común, por 
violación de dicha ley y sus reformas, cometida en la for-
ma siguiente: Ejerciendo un negocio de Comercio con una 
existencia declarada de $275,000.00, amparada por paten-
te No. 6036 para el primer semestre de 1951, teniendo una 
existencia aproximada de $492,239.52 por lo que se le no-
tifica una patente adicional a Groso modo, por $217,239-
52 en exceso. De acuerdo con acta No. 17, de Insp. Rentas 
Internas de fecha Nov.-14-52 Est. hecho (-) constituye (-) 
una violación de (-) Artículo (-) de la Ley arriba citada 
y por tanto el infractor debe ser juzgado de acuerdo con 
lo previsto en la citada Ley No. 792 y sus reformas. Des-
pués de dar lectura a la presente denuncia, he invitado a 
(-) para que firm. 1-) lo que (-).- (fdo.) Demóstenes Va-
lenzuela, cédula No. 479, serie 37, sello No. 4573"; 2) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la Común de 
La Romana, pronunció sentencia en fecha diez y nueve 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA. PRIMERO: que de-
be declara, como en efecto declara, a la Central Romana 
Corporation, en la persona de su Administrador General 
Edward G. Koch, culpable del delito de violación a la Ley 
de Patentes, por el hecho de ejercer un negocio de comer-
cio con una existencia declarada de $275,000.00 amparada 
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cincuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demós-
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por patente No. 6036 para el ler. semestre de 1951, t e. 
niendo una existencia aproximada de $492,239.52, por l o 

 que resulta un excedente de $217,239.52 que no está arn. 
parada por patente alguna.—SEGUNDO: Que debe conde-
nar, como en efecto condena, a la Central Romana Corpo-
ration, al pago de una multa de RDS6,540.00 (seis mil qui.. 
nientos cuarenta pesos oro), en virtud al artículo 29, 30 y 
32 de la Ley de Patentes. —TERCERO: que debe ordenar. 
como en efecto ordena, a la Central Romana, a proveerse' 
de la patente correspondiente. CUARTO: que debe conde-
nar, como en efecto condena, a la Central Romana Corpo-
ration al pago de los costos"; 3) que en fecha veintidós de 
diciembre de mil novecientos cincuenat y dos, la Central 
Romana Corporation interpuso recurso de apelación con-
tra la antes mencionada sentencia; 4) que en la audiencia 
del tres de marzo del corriente año, fijada para el cono-
cimiento de la apelación, el Lic. Julio F. Peynado, presen-
tó las siguientes conclusiones: "La Central Romana Cor-
poration, compañía agrícola-industrial, organizada de 
acuerdo con las leyes del Estado de New York, Estados 
Unidos de América., con domicilio en esta ciudad de La 
Romana, representada por el abogado infrascrito, conclu-
ye pidiendoos, muy respetuosamente: PRIMERO: que se 
declare regular y válida la apelación interpuesta por la 
Central Romana Corporation contra la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Paz de la Común de La Romana 
en fecha 19 de diciembre de 1952, que condenó a dicha 
Compañía al pago de una multa de RD$6,540.00, por ale-
gada violación de la Ley de Patentes en el primer semes-
tre del año 1951; SEGUNDO: que se declare que no se 
ha hecho prueba legal contra la Compañía de las exIsten -

cias que se dice que ella tuvo en su tienda principal y en 

el depósito de mercancías durante el primer semestre del 
año 1951, en exceso del límite de las existencias declarado 
por ella al solicitar la patente para dicho semestre porque: 

  

a) La apreciación groso modo que se pretende haber sido 
hecha de acuerdo con el acta levantada por el Inspector 
de Rentas Internas, señor Demóstenes R. Valenzuela en 
fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor probatorio 
alguno ya que la apreciación groso modo que permite el 
párrafo cuarto de la sección cuarta del capítulo 80. de la 
Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado disposicio-
nes similares de otras leyes de patentes anteriores solo 
procede para la estimación de las existencias que tenga un 
establecimiento en el momento de hacerse esa apreciación, 
y no para determinar el valor de las existencias que haya 
tenido ese establecimiento en cualquier tiempo pasado, ya 
que la misma disposición que autoriza la apreciación gro-
so modo concede al dueño del establecimiento que haya 
pagado la patente sobre la base de su propia declaración, 
el derecho a realizar un inventario en presencia de un 
Oficial de Rentas Internas dentro de los quince días sub-
siguientes a la notificación que se le •haga, concesión que 
es la salvaguarda del derecho de defensa del contribuyen-
te, pues sin ella se pondría en manos de los funcionarios 
de Rentas Internas un poder arbitrario para la determi-
nación de la cuantía del impuesto; b) En todo caso, según 
el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir a la apre-
ciación groso modo sino cuando no existan libros de con-
tabilidad general en buen orden por los cuales se han de 
guiar el Colector de Rentas Internas o el Tesorero Muni-
cipal, y en el presente caso existen libros de contabilidad 
general de la Central Romana Corporation que están en 
buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base para la 
determinación de las existencias sujetas a patentes de los 
establecimientos de dicha compañía; c) Las actas levanta-
das por un oficial público no hacen prueba sino de los he-
chos comprobados por dicho funcionario y no de los jui-
cios o apreciaciones que haya podido formular dicho ofi-
cial como ocurre en las del Inspector de Rentas Internas 
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Oficial de Rentas Internas dentro de los quince días sub-
siguientes- a la notificación que se le haga, concesión que 
es la salvaguarda del derecho de defensa del contribuyen-
te, pues sin ella se pondría en manos de los funcionarios 
de Rentas Internas un poder arbitrario para la determi-
nación de la cuantía del impuesto; b) En todo caso, según 
el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir a la apre-
ciación groso modo sino cuando no existan libros de con-
tabilidad general en buen orden por los cuales se han de 
guiar el Colector de Rentas Internas o el Tesorero Muni-
cipal, y en el presente caso existen libros de contabilidad 
general de la Central Romana Corporation que están en 
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cial corno ocurre en las del Inspector de Rentas Internas 

1 



1426 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que nos ocupa, 
ya que él no pudo comprobar la existencia de mercancías 
que ya no se encontraban en el establecimiento en el mo-
mento de su inspección; d) El Juez de Paz descartó los li-
bros de comercio del Central Romana Corporation, como 
medio de establecer la prueba en que debía fundarse su 
fallo, alegando que se trataba de libros de contabilidad 
general y no del negocio de tienda de dicha Compañía; 
e) La condenación impuesta a la Compañía no se funda en 
ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien es preci-
so probarle el hecho que se le imputa, en este caso la vio-
lación de la Ley de Patentes y de un modo preciso el va-
lor de las existencias en exceso de su declaración de pa-
tentes; TERCERO: Que, en consecuencia, se revoque la 
sentencia apelada y se descargue a la Central Romana 
Corporation por falta de prueba, de la inculpación de ha-
ber violado la Ley de Patentes en lo que respecta a la . 

 declaración de sus existencias para el primer semestre del 
año 1951; Subsidiariamente, para el improbable caso en 
que no se acojan los medios opuestos en las conclusiones 
anteriores, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir 
en casación por violación de las reglas sobre la prueba en 
materia penal, o en materia de avaluación de las existen 
cias sujetas a patentes, autoricéis a la Central Romana 
Corporation a hacer la prueba contraria a las afirmacio-
nes del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas 
en el acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 
1952, prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el 
contenido de sus libros de contabilidad que ella presenta 
para esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter téc-
nico de ese modo de prueba, designéis un experto conta-
ble con misión de examinar esos libros y de rendir un in-
forme acerca del valor más alto a que llegaron las exis-
tencias de la tienda principal y del depósito de mercan-
-cías de la Central Romana Corporation en el primer se- 
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westre del año 1951"; 5) que posteriormente, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La .Altagra- 
cia, apoderado del recurso de apelación, pronunció la sen- 
tencia ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo 
que se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: que 
debe declarar, y declara, regular y válido en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Edward G. Koch a nombre de la Central Romana Corpo-
ration, en su calidad de Administrador General de la mis-
ma, contra sentencia de fecha dieciseis del mes de diciem-
bre del año mil novecientos cincuentidós, rendida por el 
Juzgado de Paz de esta común de La Romana, que la con-
denó a pagar seis mil quinientos cuarenta pesos (RD$ 
6540.00) de multa, por violación a la Ley de Patentes; SE-
GUNDO: que debe modificar y modifica, la sentencia ob-
jeto del presente recurso, en cuanto a la multa de seis mil 
quinientos cuarenta pesos (RD$6,540.00), que en ella se 
impone, por la de tres mil doscientos setenta pesos (RD$ 
3,270.00), más los recargos adeudados siguientes: 10% de 
acuerdo con la Ley No. 273, ascendente a la suma de tres-
cientos veintisiete pesos (RD$327.00); 10% por Declara-
ción Tardía, de conformidad con el artículo 29 de la Ley 
No_ 2378, equivalente a la suma de RD$327.00; 60% por 
seis meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 
de la Ley No. 2378, ascendente a la suma de mil nove-
cientos sesentidós pesos (RD$1962.00); y 20% de acuerdo 
con la sección IV, letra e) de la Ley anteriormente men-
donada, ascendente a la suma de seiscientos cincuenticua-
tro pesos (RD$654.00 ); que hacen un total de tres mil 
doscientos setenta pesos (RD$3.270.00), que sumados al 
impuesto dejado de pagar asciende a una multa de seis mil 
quinientos cuarenta pesos (RD$6,540.00); TERCERO: que 
debe ordenar, como al efecto ordena, a la Central Roma-
na Corporation, a proveerse de la patente correspondiente; 
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CUARTO: que debe condenar, como al efecto condena, 
la Central Romana Corporation, al pago de las costas 

Alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el c 
se invoca la violación del artículos 39 de la Ley de Da 
tentes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acció 
pública el Juzgado de Paz en virtud de un acto de de. 
nuncia del Inspector de Rentas Internas, sin calidad para, 
ello en este caso"; pero, 

Considerando que en materia correccional y de sim-
ple policía el tribunal se apodera por citación directa he-
cha a requerimiento del ministerio público o de la parte 
civil; que, en la especie, el representante del ministerio 
público ante el Juzgado de Paz de la común de lea Roma-
na, citó por acto de fecha diez y siete de diciembre de 
mil novecientos ,cincuenta y dos, instrumentado por el 
ministerial José A. Botello, a la Central Romana Corpora-
tion, para la audiencia que celebró dicho Tribunal el día 
viernes diez y nueve de diciembre del referido año, a fin 
de ser juzgada por el hecho de "ejercer un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $275.000, ampara-
da por patetite No. 6036 para el ler. semestre de 1951, te-
niendo una existencia aproximada de $492,239.52 por lo 
que se le notifica una patente adicional a Groso Modo, 
por $217,239.52 en exceso"; que, además, la c9mparecencia 
voluntaria y espontánea de las partes implica también el 
apoderamiento del tribunal en materia correccional y de 
simple policía; que, en el presente caso, la actual recu-
rrente, compareció, por órgano de su representante califi-
cado, a la audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos 
de invocar la irregularidad del apoderamiento, aceptó el 
debate, defendiéndose de la prevención; que, finalmente, 
aún en la hipótesis de que el artículo 39 de la Ley de 

Patentes, estableciese un modo excepcional de apodera -

miento en los casos previstos por el artículo 32 de dicha 
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ley, el medio sería inadmisible por aplicación del artículo 
29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, según cu-
yas disposiciones no se admitirán como medios de casa-
ción, las nulidades cometidas en primera instancia que no 
hubiesen sido alegadas en apelación, ya que la actual re-
currente no adujo el referido medio en grado de apela-
ción; que, en tales condiciones, el Tribunal a quo no ha 
cometido, en el fallo impugnado, la violación de la ley 
denunciada eñ el presente medio; 

Considerado, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos so-
bre el elemento moral de la infracción imputado a la com-
pañía, y ausencia de motivos y de base legal, y desnatu-
ralización de los hechos en lo tocante al elemento mate-
rial de la infracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para decla-
rar la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, 
aplicarle, consecuentemente, lás sanciones establecidas por 
la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, 
redactada por el Inspector de Rentas Internas Demóste-
nes R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en 
falsedad, de los hechos materiales relativos a la infrac-
ción, comprobados personalmente por el redactor del acta; 
que, en efecto, en dicha sentencia se consigna expresa-
mente que "fué constatado por un Inspector de Rentas 
Internas, que la Central Romana Corporation, ejercía un 
negocio de comercio con una existencia declarada de $275,- 
000.00 (doscientos' setenticinco mil pesos) amparada por 
patente No. 6036, para el primer semestre del año mil no-
vecientos cincuentiuno (1951); teniendo en el momento 
de dicha inspección un excedente de doscientos diecisiete 
mil doscientos treintinueve pesos con cincuentidos centa- 
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ley, el medio sería inadmisible por aplicación del artículo 
29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, según cu-
yas disposiciones no se admitirán como medios de casa-
ción, las nulidades cometidas en primera instancia que no 
hubiesen sido alegadas en apelación, ya que la actual re-
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cometido, en el fallo impugnado, la violación de la ley 
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negocio de comercio con una existencia declarada de $275,-
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vos (RD$217,239,52), considerada a groso modo, sin estar 
sujeta al pago de la patente correspondiente"; que, además, 
resulta evidente que los jueces del fondo reconocieron im-
plícitamente el elemento moral de la incriminación, carac-
terizado, en la especie, por el propósito de la recurrente 
de dejar de pagar los impuestos correspondientes: sobre 
el valor de las existencias no declaradas, lo Qual implica, 
necesariamente, su voluntad culpable de violar una ley 
que debe presumirse conocida; que, por tanto, el Tribu-
nal a quo ha justificado, en el aspecto que ahora se exa-
mina, legalmente su decisión, sin cometer ninguno de los 
vicios que se denuncian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual 
se invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Or-
gánica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de 
la sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por 
haber condenado a la compañía basándose en un acto de' 
denuncia de la infracción que no constituye prueba admi-
sible ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 
21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias 
de las infracciones de las leyes de rentas internas, levan-
tadas por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe. 
hasta inscripción en falsedad, de los hechos materiales re-
lativos a la infracción comprobados personalmente por 
el redactor del acta; que, en consecuencia, las enuncia-
ciones contenidas en dichas actas, en cuanto concierne a 
los hechos materiales que se comprueban, constituyen una 
prueba legal absoluta del delito perseguido, y su autoridad 
sólo puede ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la re-
currente, que "la única prueba invocada por el Ministe-
rio Público  está constituida por el acta No. 24 de 

denuncia por violación de la Ley de Patentes, redactada 
por el Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre 
de 1952", la cual se ha copiado textualmente en otro lu-
gar del presente fallo, también es cierto que la referida 
acta se basta por sí sola para el establecimiento de los 
hechos materiales constitutivos del delito, puesto que en 
ella se hace una mención expresa del acta comprobatoria 
de la infracción, redactada por el mismo Inspector de 
Rentas Internas en fecha catorce de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, y en ella se consigna, ade-
más, que la actual recurrente ejercía "un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $275,000, ampa-
rada por patente No. 6036 para el ler. semestre de' 1951, 
teniendo una existencia aproximada de $492,239.52 por lo 
que se le notifica una patente adicional a Groso . Modo, 
por $217,239.52 en exceso"; que, además, en el fallo im-
pugnado consta que "la Central Romana fué notificada en 
la persona de su administrador Edward G. Koch, por el 
Inspector de Rentas Internas, para que en el término de 
diez días... pagara el impuesto y los recargos correspon-
dientes, sin que se efetuara dicho pago"; que, en tales 
condiciones, y habiendo sido apoderado el Juzgado de Paz 
de la común de La Romana después de vencido dicho 
plazo, es evidente que el Tribunal a quo, ha aplicado co-
rrectamente los artículos 21 de la Ley Orgánica de Ren-
tas Internas, 39 de la Ley de Patentes y 154 y 189 del 
Código de Procedimiento Criminal, al declarar probada la 
infracción puesta a cargo de la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación 
groso modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas 
que sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial 
de que la apreciación groso modo del valor de las exis- - 
tencias sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) 
de la sección IV de la Ley de Patentes, cuando el comer- 
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hechos materiales constitutivos del delito, puesto que en 
ella se hace una mención expresa del acta comprobatoria 
de la infracción, redactada por el mismo Inspector de 
Rentas Internas en fecha catorce de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, y en ella se consigna, ade-
más,  que la actual recurrente ejercía "un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $275,000, ampa-
rada por patente No. 6036 para el ler. semestre de' 1951, 
teniendo una existencia aproximada de $492,239.52 por lo 
que se le notifica una patente adicional a Groso Modo, 
por $217,239.52 en exceso"; que, además, en el fallo im-
pugnado consta que "la Central Romana fué notificada en 
la persona de su administrador Edward G. Koch, por el 
Inspector de Rentas Internas, para que en el término de 
diez días... pagara el impuesto y los recargos correspon-
dientes, sin que se efetuara dicho pago"; que, en tales 
condiciones, y habiendo sido apoderado el Juzgado de Paz 
de la común de La Romana después de vencido dicho 
plazo, es evidente que el Tribunal a quo, ha aplicado co-
rrectamente los artículos 21 de la Ley Orgánica de Ren-
tas Internas, 39 de la Ley de Patentes y 154 y 189 del 
Código de Procedimiento Criminal, al declarar probada la 
infracción puesta a cargo de la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo- 
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación  
groso modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas 
que sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial 
de que la apreciación groso modo del valor de las exis- - 
teócias sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) - 
de la sección IV de la Ley de Patentes, cuando el comer- 
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ciante no haya hecho inventario y cuando sus libros no 
estén en buen orden que permitan determinar el balance 
de sus existencias; que, ciertamente, la apreciación groso 
modo constituye, como lo sostiene la recurrente, un me-
dio puramente subsidiario autorizado por la ley en ausen-
cia de los otros dos medios que ella indica: el inventario 
o el balance que arroje la contabilidad del -comerciante; 

pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la 

infracción declaró en la audiencia dé primera instancia 
que "la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "es-
tados preparados y preSentados por el propio encargado 
de la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de 
las existencias que tenía la actual recurrente cuando hi-
zo su declaración de patente correspondiente al primer se-
mestre del año 1951, como erróneamente la han calificado 
el Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal 
a quo, sino de una valoración de las existencias, realiza= 
da personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los 
datos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados ."por el propio encargado de la contabilidad 
de tiendas" de la compañía recurrente; que, por consi-
guiente, en la sentencia impugnada no se han podido vio-
lar los incisos e) y d) de la sección IV, del Capítulo IV 
de la Ley de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 
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Considerando que
I 

el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el recha-
zamiento de las conclusiones principales de la compañía 
recurrente, tendiente a su descargo por falta de prue-
bas, de la inculpación de haber violado la Ley de Paten-
tes en lo que respecta a la declaración de sus existencias 
para el primer semestre del año 1951, al declarar estable-
cida su culpabilidad al amparo de la prueba legal que 
resulta del acta de denuncia redactada por el Inspector 
de Rentas Internas que sorprendió la infracción; que, por 
otra parte, la circunstancia de que el Tribunal a quo no 
haya motivado expresamente su sentencia en relación con 
la inadmisibilidad de la apreciación groso modo del valor 
de las existencias, invocada por la actual recurrente, no 
vicia la sentencia impugnada, pues como se ha expresado 
ya en el examen del tercer medio, no se trata en el pre-
sente caso de una valoración groso modo hecha de con-
formidad con el inciso d) de la sección IV del Capítulo 
IV de la Ley de Patentes, sino de una valoración realizada 
de acuerdo con los "estados preparados y presentados por 
el propio encargado de la contabilidad de tiendas de dicha 
compañía"; que, finalmente, en cuanto , concierne a la fal-
ta de motivos sobre el medio fundado en la "carencia de , 
fuerza probatoria del acto del Inspector de Rentas Inter-
nas, en cuanto al valor de las existencias, en razón de que 
este valor no es un hecho comprobado por el Inspector, 
sino el resultado de su simple apreciación"; que es eviden-
te que al declarar la culpabilidad de la Central Romana 
Corp., el Tribunal a quo contestó este punto implícita-
mente, puesto que si se hubiese tratado de una simple 
"apreciación" y no de una "comprobación" realizada por 
el propio Inspector al examinar personalmente "los esta-
dos que fueron presentados y preparados por el encargado 
de la contabilidad de tiendas", el acta comprobatoria de la • 
infracción no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal 
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ciante no haya hecho inventario y cuando sus libros no 
estén en buen orden que permitan determinar el balance 

de sus existencias; que, ciertamente, la apreciación groso 
modo constituye, como lo sostiene la recurrente, un me-
dio puramente subsidiario autorizado por la ley en ausen-
cia de los otros dos medios que ella indica: el inventario 
o el balance que arroje la contabilidad del tomeFciarlté; 

pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la 

infracción declaró en la audiencia de primera instancia 
que "la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "es-
tados preparados y práentados por el propio encargado 
de la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 

tratado de una "apreciación groso modo" del valor de 
las existencias que tenía la actual recurrente cuando hi-
zo su declaración de patente correspondiente al primer se-
mestre del año 1951, como erróneamente la han calificado 
el Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal 

a quo, sino de una valoración de las existencias, realiza-' 

da personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los 
datos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados ."por el propio encargado de la contabilidad 

de tiendas" de la compañía recurrente; que, por consi-

guiente, en la sentencia impugnada no se han podido vio- • 
lar los incisos c) y d) de la sección IV, del Capítulo IV 
de la Ley de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 

s la sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 
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Considerando que
I 

el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el recha-
zamiento de las conclusiones principales de la compañía 
recurrente, tendiente a su descargo por falta de prue-
bas, de la inculpación de haber violado la Ley de Paten-
tes en lo que respecta a la declaración de sus existencias 
para el primer semestre del año 1951, al declarar estable-
cida su culpabilidad al amparo de la prueba legal que 
resulta del acta de denuncia redactada por el Inspector 
de Rentas Internas que sorprendió la infracción; que, por 
otra parte, la circunstancia de que el Tribunal a quo no 
haya motivado expresamente su sentencia en relación con 
la inadmisibilidad de la apreciación groso modo del valor 
de las existencias, invocada por la actual recurrente, no 
vicia la sentencia impugnada, pues como se ha expresado 
ya en el examen del tercer medio, no se trata en el pre-
sente caso de una valoración groso modo hecha de con-
formidad con el inciso d) de la sección IV del Capítulo 
IV de la Ley de Patentes, sino de una valoración realizada 
de acuerdo con los "estados preparados y presentados por 
el propio encargado de la contabilidad de tiendas de dicha 
compañía"; que, finalmente, en cuanto ,  concierne a la fal-
ta de motivos sobre el medio fundado en la "carencia de , 
fuerza probatoria del acto del Inspector de Rentas Inter-
nas, en cuanto al valor de las existencias, en razón de que 
este valor no es un hecho comprobado por el Inspector, 
sino el resultado de su simple apreciación"; que es eviden-
te que al declarar la culpabilidad de la Central Romana 
Corp., el Tribunal a quo contestó este punto implícita-
mente, puesto que si se hubiese tratado de una simple 
"apreciación" y no de una "comprobación" realizada por 
el propio Inspector al examinar personalmente "los esta-
dos que fueron presentados y preparados por el encargado 

-de la contabilidad de tiendas", el acta comprobatoria de la • 
infracción no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal 
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a quo, como en efecto le bastó, para justificar la condena-
ción de la compañía; que, consecuentemente, el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 y 
191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho 
de defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamen-
to de que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos 
contenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a 
"hacer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspec-
tor Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de so-

metimiento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante 
sus libros de contabilidad y la designación de "un experto 
contable con misión de examinar esos libros y rendir un 
informe al tribunal acerca del valor más alto de la exis-
tencia de la compañía en el primer semestre del año 1951"; 

pero 
Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-

men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-
fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perseguido, que 
excluye la posibilidad de ser combatidas por toda prue-
ba contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, 
al rechazar la prueba contraria ofrecida por el actual re-

currente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún aten-
tado a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en 
las violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual 
se alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) 
de la sección 4a del Capítulo IV de la Ley de Patentes, 
por haberse apoyado en la apreciación groso modo, pro-
cedimiento instituído por estas disposiciones para el co- 
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bro del impuesto del semestre siguiente a la declaración 
o para el semestre en curso, como si fuera un procedi-
miento instituído para establecer, con valor retroactivo, la 
insuficiencia de los pagos del impuesto de patente corres-
pondiente a semestres vencidos, ya que la propia senten-
cia manifiesta en el primer considerando que el exce-
dente que se le reprocha a la compañía \en el primer 
semestre de 1951 fué comprobado por el Inspector kle 
Rentas Internas el 25 de Nov. de 1952, y existía en el 
momento de la inspección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido 
incurrir en las violaciones de la ley denunciadas en este 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han justi-
ficado el rechazamiento del tercer medio, justifican tam-
bién, por vía de consecuencia, el rechazamiento del pre-
sente, ya que ha quedado establecido que en la especie 
no se ha tratado de una "apreciación groso modo" del va-
lor de las existencias que tenía la actual recurrente cuan-
do hizo su declaración de patente correspondiente al pri-
mer semestre del año 1951, sino de una valoración rea-
lizada personalmente por el Inspector que sorprendió la 
infracción, al tenor de los datos que comprobara al am-
paro de los estados que fueron preparados "por el propio 
encargado de la contabilidad de tiendas de la compañía 
recurrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del artículo 1 del Código Penal y 
de los artículos, 29,30 y 32 del inciso e) de la sección IV 
del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 9 

 la de la Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la 
recurrente sostiene que "la violación de estos otros tex-
tos legales, ha sido, en la especie, una consecuencia nece-
saria de las violaciones cometidas por el Juez a quo, res-
pecto de los artículos de ley y principios invocados en los 
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a quo, como en efecto le bastó, para justificar la condena-
ción de la compañía; que, consecuentemente, el medio que 

se examina carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 

Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 y 

191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho 
de defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamen-
to de que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos 
contenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a 

"hacer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspec-
tor Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de so-
metimiento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante 
sus libros de contabilidad y la designación de "un experto 
contable con misión de examinar esos libros y rendir un 
informe al tribunal acerca del valor más alto de la exis-
tencia de la compañía en el primer semestre del año 1951"; 

pero 
Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-

men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-
fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perseguido, que 

excluye la posibilidad de ser combatidas por toda prue-
ba contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, 
al rechazar la prueba contraria ofrecida por el actual re-
currente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún aten-
tado a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en 
las violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual 
se alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) 

de la sección 4a del Capítulo IV de la Ley de Patentes, 
por haberse apoyado en la apreciación groso modo, pro-
cedimiento instituído por estas disposiciones para el co- 
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bro del impuesto del semestre siguiente a la declaración 
o  para el semestre en curso, como si fuera un procedi-
miento instituido para establecer, con valor retroactivo, la 
insuficiencia de los pagos del impuesto de patente corres-
pondiente a semestres vencidos, ya que la propia senten-
cia manifiesta en el primer considerando que el exce-
dente que se le reprocha a la compañía len el primer 
semestre de 1951 fué comprobado por el Inspector tde 
Rentas Internas el 25 de Nov. de 1952, y existía en el 
momento de la inspección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido 
incurrir en las violaciones de la ley denunciadas en este 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han justi-
ficado el rechazamiento del tercer medio, justifican tam-
bién, por vía de consecuencia, el rechazamiento del pre-
sente, ya que ha quedado establecido que en la especie 
no se ha tratado de una "apreciación groso modo" del va-
lor de las existencias que tenía la actual recurrente cuan-
do hizo su declaración de patente correspondiente al pri-
mer semestre del año 1951, sino de una valoración rea-
lizada personalmente por el Inspector que sorprendió la 
infracción, al tenor de los datos que comprobara al am-
paro de los estados que fueron preparados "por el propio 
encargado de la contabilidad de tiendas de la compañía 
recurrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del artículo 1 del Código Penal y 
de los artículos, 29,30 y 32 del inciso e) de la sección IV 
del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 9 

 la de la Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la 
recurrente sostiene que "la violación de estos otros tex-
tos legales, ha sido, en la especie, una consecuencia nece-
saria de las violaciones cometidas por el Juez a quo, res-
pecto de los artículos de ley y principios invocados en los 
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otros medios de este recurso, y el fundamento de es 
medios constituye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medi 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir-
ven de base el que ahora se examina, y como aquellos4 
medios fueron rechazados por improcedentes e infunda-
dos, procede. consecuentemen\e, desestimar el presente 

medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cu 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 
155 del Código de Procedimiento Criminal nor haber 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañ' 
declaraciones de personas que no constan en la sentenci 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido'" 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Ca 
sación establece que "no se admitirán como medio de ca 
sación, las nulidades cometidas en primera instancia, si n 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación exce 
to la nulidad por causa de incompetencia"; que el exame 
del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual r 
currente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ant 

el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invoca 
da; que, consecuentemente, el medio de que se trata de 
ser declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cu 
V alega la violación "por falsa aplicación del inciso 
de la sección IV del Capítulo IV y la del artículo 29 d 
la Ley de Patentes, por no ser de ningún modo aplica 
bles los recargos de esos textos al caso de la compañía' 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Pate 
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona suje 

al impuesto establecido por esta ley que no presente s 

declaración en la forma y en los plazos señalados, estar 
sujeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor 
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del impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto 
legal se aplica invariablemente a toda declaración insin-
cera, que, en efecto, cuanto el contribuyente no declara 
el valor de todas sus existencias, es obvio que esa circuns-
tancia equivale a una falta de declaración por el exceso 
no comprendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que esta-
blece un recargo de un veinte por ciento sobre el valor 
de la patente adicional que debe ser expedida en caso de 
rectificación de la declaración erriginal, no es privativo 
del caso a que se refiere el inciso d) de la sección IV; que 
dicho recargo es aplicable de modo general en todos los 
casos en que resultare una diferencia entre la declaración 
original del contribuyente y la valoración hecha posterior-
mente por el Oficial de Rentas Ibternas que sorprende la 
infracción; que, en consecuencia, el Tribunal g quo ha apli-
cado correctamente los textos arriba indicados a los he-
chos de la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio, 
en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la 
Ley de Patentes y del artículo 1 9  del Código de Proce-
dimiento Criminal, por ordenar que la compañía preveni-
da se provea de una patente adicional, conforme al pedi-
mento del Ministerio Público y sin intervención de los 
Oficiales de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio 
la recurrente sostiene que esta orden "equivale a una con-
denación al pago del impuesto y de sus recargos, puesto que 
la patente no se puede obtener sin efectuar ese pago"; y 
que como "la acción en cobro del impuesto no está atribui-
da por la ley al Ministerio Público sino a los Oficiales de 
Rentas Internas, a falta de intervención de estos Oficia-
les en el proceso penal, para ejercer accesoriamente a la 
acción pública la acción civil que les corresponde, el Tri-
bunal debió limitarse a estatuir sobre la acción pública. 

• 
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otros medios de este recurso, y el fundamento de es 
medios constituye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medi 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir 
ven de base el que ahora se examina, y como aquellos 
medios fueron rechazados por improcedentes e infunda-
dos, procede. consecuentemente, desestimar el presente 

medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cua 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 
155 del Código de Procedimiento Criminal nor haber 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañ' 
declaraciones de personas que no constan en la sentenci 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido' 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación establece que "no se admitirán como medio de ca 
sación, las nulidades cometidas en primera instancia, si n 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación excei  
to la nulidad por causa de incompetencia"; que el examen 
del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual re-
currente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invoca-
da; que, consecuentemente, el medio de que se trata debe 
ser declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e 
de la sección IV del Capítulo IV y la del artículo 29 de 
la Ley de Patentes, por no ser de ningún modo aplica-
bles los recargos de esos textos al caso de la compañía - . 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten -

tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda, persona sujeta 

al impuesto establecido por esta ley que no presente su 
declaración en la forma y en los plazos señalados, estar' 
sujeta al pago de un recargo de diez por ciento del vale: 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1437 

del impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto 
legal se aplica invariablemente a toda declaración insin-
cera, que, en efecto, cuanto el contribuyente no declara 
el valor de todas sus existencias, es obvio que esa circuns-
tancia equivale a una falta de declaración por el exceso 
no comprendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que esta-
blece un recargo de un veinte por ciento sobre el valor 
de la patente adicional que debe ser expedida en caso de 
rectificación de la declaración o. riginal, no es privativo 
del caso a que se refiere el inciso d) de la sección IV; que 
dicho recargo es aplicable de modo general en todos los 
casos en que resultare una diferencia entre la declaración 
original del contribuyente y la valoración hecha posterior-
mente por el Oficial de Rentas Ihternas que sorprende la 
infracción; que, en consecuencia, el Tribunal á quo ha apli-
cado correctamente los textos arriba indicados a los he-
chos de la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio, 
en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la 
Ley de Patentes y del artículo 1 9  del Código de Proce-
dimiento Criminal, por ordenar que la compañía preveni-
da se provea de una patente adicional, conforme al pedi-
mento del Ministerio Público y sin intervención de los 
Oficiales de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio 
la recurrente sostiene que esta orden "equivale a una con-
denación al pago del impuesto y de sus recargos, puesto que 
la patente no se puede obtener sin efectuar ese pago"; y 
-que como "la acción en cobro del impuesto no está atribuí-
da por la ley al Ministerio Público sino a los Oficiales de 
Rentas Internas, a falta de intervención de estos Oficia-
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• 
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aunque para la fijación de la multa tuviera que determi-
nar el importe del impuesto y de los recargos aplicables -
al delito de que estaba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo or-
denarle, de oficio, que se proveyera de la patente corres-
pondiente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Pa-

tentes, No. 2378, vigente en el momento del hecho, que 
sanciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, que las penas señaladas se impondrán, por ca-
da infracción, sin perjuicio de la obligación en que está 
dicho contribuyente de proveerse de la patente correspon-
diente"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de 
violar los textos señalados en el medio que ahora se exa-
mina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de 
una disposición imperativa de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la senten-
cia impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún 
vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, ,  PRIMERO: rechaza el recurso de 

casación interpuesto por la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado 
de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril 
del corriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; y SEGUNDO: condena a la recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás • Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Alva-
rez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente  sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene.. 
ral, que certifico. (fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Central Romana Corporation.— Abogados: Licd 
Julio F. Peynado, ML Vicente Feliú y J. Almanzor Beras 
y Dr. Enrique Peynado. 

D4os, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte d€ 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Toffiás Mejia 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera . 

Juari A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B. y Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru- 
jillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día seis del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de 

la Independencia, 90 9  de la Restauración y 24 9  de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, comd corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comercial 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de América, con su dómicilio en la 
ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, contra 
sentencia correccional pronunciada, en grado de apelación 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jug . 
de La Altagracia, en fecha diez de abril de corriente aii 6 

 mi novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co' 

pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
rsonal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
r s í, y en representación de los licenciados Julio F. Pey-

nado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, porta-
res, respectivamente, de las cédulas personales de iden-

dad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos. 
410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. 
J. Almanzor Beras, en representación de la Central Ro-
mana Corporation en la cual se alega que "el presente 
recurso lo interpone en sentido general, por considerar 
que se ha violado la ley en varios aspectos, tal como lo 
establecerá la xecurrente en sus medios de casación que 
oportunamente depositará"; 

Visto .el memorial de casación de feCha primero de 
junio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Pey-
nado, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Be-
ras, y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique 
Peynado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39 y 42, y los, 
incisos c), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 
Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgáni-
ca de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, del 
1925; y los artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 del 
Código de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014, 
de 1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
que en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demé. 
tenes R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por vio-
lación de la Ley de Patentes, la cual, copiada textualmen-
te, dice así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes. 
No. 25.— La Romana, 25 de Nov. de 1952, Al Juez Al-
calde de La Romana. De acuerdo con el Art. 15 de la Ley 
de Patentes, No. 792, por la presente denuncio al Central 
Romana Corp., residente en La Romana —calle ( ), ca-
sa No. ( ) lugar o sección de Central Romana, de esta 
común, por violación de dicha ley y sus reformas, come-
tida en la forma siguiente: Ejerciendo un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $275,000. ampa-
rada por patente No. 6108 para el 2do. semestre de 1951, 
teniendo una existencia aproximada de $621,397.64 por lo 
que se notifica una patente adicional a Groso Modo, por 

los $346,397.64 en exceso. De acuerdo con acta No. , 18 del 

Inspector de Rentas Internas de fecha No. V-14-52. Este 
hecho constituye una violación de. . . Artículo. .. de la 
Ley arriba citada y por lo tanto el infractor debe ser juz-
gado de acuerdo con lo previsto en la citada Ley No. 792 

y sus reformas. Después de dar lectura a la presente de-
nuncia, he invitado a   para que firme , lo que 
  (Firmado: Demóstenes R. Valenzuela"; 2) que apo-
derado del hecho el Juzgado de Paz de la Común de La 
Romana, pronunció sentencia en fecha diez y nueve de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis -

positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como en efecto declara, a la Central Romana 
Corporation, en la persona de su Administrador General 
Edward G. Koch, culpable del delito de violación a la Ley 

de Patentes, por el hecho de tener un negocio de comer
-

cio con una existencia declarada de $275,000.00 ampara' 
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da  por patente No. 6108 para el 2do. semestre de 1951, 
teniendo una existencia aproximadamente de $621,397.64, 
por lo que resulta un excedente de $346,397.64 que no es-
tá amparada por patente alguna.— SEGUNDO: Que de-
be condenar, como en efecto condena, a la Central Roma-
na Corp. a pagar una multa de RD$10,410.00, (Diez mil 
cuatrocientos diez pesos oro), en virtud a los artículos 29, 
30 y 32 de la Ley de Patentes. TERCERO: Que debe or-
denar, como en efecto ordena, a la Central Romana Corp. 
a proveerse de la Patente correspondiente. CUARTO: Que 
debe condenar, como en efecto condena a la Central Ro-
mana Corporation al pago de las costas"; 3) que en fe-
cha veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y dos, la Central Romana Corporation interpuso recurso 
de apelación contra la antes mencionada sentencia; 4) que 
en la audiencia del tres de marzo del corriente año, fijada 
para el conocimiento de la apelación, el Lic. Julio F. Pey-
nado, presentó las siguientes conclusiones: "La Central 
Romana Corporation, compañía agrícola-industrial, organi-
zada de acuerdo con las leyes del Estado de New York, 
Estados Unidos de América, con domicilio en esta ciudad 
de La Romana, representada por el abogado infrascrito, 
concluye pidiéndoos, muy respetuosamente: PRIMERO: 
Que declare regular y válida la apelación interpuesta por 
la Central Romana Corporation contra la sentencia pro-
nunciada por el Juzgado de Paz de la Común de la Ro-
mana en fecha 19 de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y dos, que condenó a dicha compañía al pago de una 
multa de RD$10,410.00, por alegada violación de la Ley 
de Patentes en el segundo semestre del año 1951; SEGUN-
DO: Que se declare que no se ha hecho prueba legal con-
tra la Compañía de las existencias que se dice que ella 
tuvo en su tienda principal y en el depósito de mercan-
cías durante el segundo semestre del año 1951, en exceso 
del límite de las existencias declarado por ella al solicitar 
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la patente para dicho semestre porque: a) La apreciación 
groso modo qué se pretende haber sido hecha de acuerdo 

con el acta levantada por el Inspector de Rentas e l 
Internas, 

señor Demóstenes R. Valenzuela en fecha 14 de noviembre 
de 1952, no tiene valor probatorio alguno ya qua apre-
ciación groso modo que permite el párrafo cuarto de la 
sección cuarta del capítulo 80. de la Ley de Patentes No. 
3433 y que han autorizado disposiciones similares de otras 
leyes de Patentes anteriores sólo procede para la estima-

ción de las existencias que tenga un establecimiento 
en el 

momento de hacerse esa apreciación, y no para determinar 
el valor de las existencias que haya tenido ese establecl-
miento en cualquier tiempo pasado, ya que la misma dis-
posición que autoriza la apreciación groso modo concede 

al dueño del establecimiento que haya pa la 
gado patente 

sobre la base de su propia declaración, el derecho a reali-
zar un inventario en presencia de un oficial de Rentas In-
ternas dentro de los quince días subsiguientes a la notifi 
cación que se le haga, concesión que es la salvaguarda del 
derecho de defensa del contribuyente, pues sin ella se pon-
dría en manos de los funcionarios de Rentas Internas un 
poder arbitrario para la determinación de la cuantía del:

. 

 impuesto; b) En todo caso, según el citado párrafo cuarto, 
no se puede recurrir a la apreciación grgso modo sino 
cuando no existan libros de contabilidad general en bu 
orden por los cuales se han de guiar el Colector de Ren 
Internas o el Tesorero Municipal, y en el presente 
existen libros de contabilidad general de la Central Roma', 
na Corporation que están en buen orden, y en consecu 
cia, deben ser la base para la determinación de las e 
tencias sujetas a patentes de los establecimientos de di 
compañía; c) Las actas levantadas por un oficial públi 
no hacen prueba sino de los hechos comprobados por 
cho funcionario y no de los juicios o apreciaciones 

q-- 

haya podido formular dicho oficial como ocurre con las  
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Inspector de Rentas Internas señor Demóstenes R. Valen-
zuela en el caso que nos ocupa, ya que él no pudo compro-
bar la existencia de mercancías que ya no se encontraban 
en  el establecimiento en el momento de su inspección; 
d) El Juez de Paz descartó los libros de comercio del Cen-
tral Romana Corporation como medio de establecer la 
prueba en que debía fundarse su fallo, alegando que se 
trataba de libros de contabilidad general y no del negocio 
de tienda de dicha compañía; e) La condenación impuesta 
a la Compañía no se funda en ninguna otra prueba válida, 
y es a ella a quien hay que probarle el hecho que se le 
imputa, en' este caso la violación de la Ley de Patentes y 
de un modo preciso el valor de las existencias en exceso 
de su declaración de patentes; TERCERO: Que, en conse-
cuencia, se revoque la sentencia apelada y se descargue a 
la Central Romana Corporation por falta de prueba, de la 
inculpación de haber violado la Ley de Patentes en lo que 
respecta a la declaración de sus existencias para el segun-
do semestre del año 19151; Subsidiariamente, para el im-
probable caso en que no se acojan los medios opuestos en 
las conclusiones, y bajo reserva expresa del derecho de 
recurrir en casación por violación de las reglas legales so-
bre la prueba en materia penal o en materia de evaluación 
de las existencias sujetas a patentes, autoricéis a la Cen-
tral Romana Corporation a hacer la prueba contraria a las 
afirmaciones del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, con-
tenidas en sl acto de sometimiento de fecha 14 de noviem-
bre de 1952, prueba que la compañía ofrece hacer median-
te el contenido de sus libros de contabilidad que ella pre-
senta para esos fines, y que a ese efecto, y. dado el carác-
ter técnico de ese modo de prueba, designéis un experta 
contable con la misión de examinar esos libros y de rendir 
un informe acerca del valor más alto a que llegaron las 
existencias de la tienda principal y del depósito de mer-
cancías de la Central Romana Corporation en el segundo 
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la patente para dicho semestre porque: a) La apreciación 
groso modo que se pretende haber sido hecha de acuerdo 
con el acta levantada por el Inspector de Rentas Internas, 
señor Demóstenes R. Valenzuela en fecha 14 de nqviembre 
de 1952, no tiene valor probatorio alguno ya que la apre-
ciación groso modo que permite el párrafo cuarto de la 
sección cuarta del capítulo 80. de la Ley de Patentes No. 
3433 y que han autorizado disposiciones similares de otras 
leyes de Patentes anteriores sólo procede para la estima-
ción de las existencias que tenga un establecimiento en el. 
momento de hacerse esa apreciación, y no para determinar

-

el valor de las existencias que haya tenido ese estableci-
miento en cualquier tiempo pasado, ya que la misma dis-
posición que autoriza la apreciación groso modo concede 
al dueño del establecimiento que haya pagado la patente

, 

 sobre la base de su propia declaración, el derecho a reali-
zar un inventario en presencia de un oficial de Rentas In-
ternas dentro de los quince días subsiguientes a la notifi- 
cación que se le haga, concesión que es la salvaguarda del 
derecho de defensa del contribuyente, pues sin ella se pon- 
dría en manos de los funcionarios de Rentas Internas un 
poder arbitrario para la determinación de la cuantía del_ 
impuesto; b) En todo caso, según el citado párrafo cuarto, 

no se puede recurrir a la apreciación grivo modo buen 
sino> 

cuando no existan libros de contabilidad general en 
orden por los cuales se han de guiar el Colector de Rentas:

: 

Internas o el Tesorero Municipal, y en el presente 
existen libros de contabilidad general de la Central Roma-
na Corporation que están en buen orden, y en consecu 
cia, deben ser la base para la determinación de las e 
tencias sujetas a patentes de los establecimientos de di 
compañía; c) Las actas levantadas or un oficial públi 

no hacen prueba sino de los hechos

p 
 comprobados por 

cho funcionario y no de los juicios o apreciaciones 
q 

haya podido formular dicho oficial como ocurre con las 

Inspector Inspector de Rentas Internas señor Demóstenes R. Valen-
zuela en el caso que nos ocupa, ya que él no pudo compro-
bar la existencia de mercancías que ya no se encontraban 
en  el establecimiento en el momento de su inspección; 
d) El Juez de Paz descartó los libros de comercio del Cen-
tral Romana Corporation como medio de establecer la 
prueba en que debía fundarse su fallo, alegando que se 
trataba de libros de contabilidad general y no del negocio 
de tienda de dicha compañía; e) La condenación impuesta 
a la Compañía no se funda en ninguna otra prueba válida, 
y es a ella a quien hay que probarle el hecho que se le 
imputa, en' este caso la violación de la Ley de Patentes y 
de un modo preciso el valor de las existencias en exceso 
de su declaración de patentes; TERCERO: Que, en conse-
cuencia, se revoque la sentencia apelada y se descargue a 
la Central Romana Corporation por falta de prueba, de la 
inculpación de haber violado la Ley de Patentes en lo que 
respecta a la declaración de sus existencias para el segun-
do semestre del año 19,51; Subsidiariamente, para el im-
probable caso en que no se acojan los medios opuestos en 
las conclusiones, y bajo reserva expresa del derecho de 
recurrir en casación por violación de las reglas legales so-
bre la prueba en materia penal o en materia de evaluación 
de las existencias sujetas a patentes, autoricéis a la Cen-
tral Romana Corporation a hacer la prueba contraria a las 
afirmaciones del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, con-
tenidas en sl acto de sometimiento de fecha 14 de noviem-
bre de 1952, prueba que la compañía ofrece hacer median-
te el contenido de sus libros de contabilidad que ella pre-
senta para esos fines, y que a ese efecto, y- dado el carác-
ter técnico de ese modo de prueba, designéis un experto 
contable con la misión de examinar esos libros y de rendir 
un informe acerca del valor más alto a que llegaron las 
existencias de la tienda principal y del depósito de mer-
cancías de la Central Romana Corporation en el segundo 
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semestre del año 1951"; 5) que posteriormente, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra_ 
cia, apoderado del recurso de apelación, pronunció la sen-
tencia ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo 
que se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara, regular y válido en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Edward G. Koch, a nombre de la Central Romana Corpo-
ration, en su calidad de Administrador General de la mis-
ma, contra sentencia de fecha dieciseis del mes de Diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y dos, rendida por 
el Juzgado de Paz de esta común de La Romana, que la 
condenó a pagar diez mil cuatrocientos diez pesos (RD$-
10,410.00) de multa, por violación a la Ley de Patentes: 
SEGUNDO: Que debe modificar, y modifica, la sentencia 
objeto del presente recurso, en cuanto a la multa de diez 
mil cuatrocientos diez pesos (RD$10,410.00), que en ella se 
impone por la de cinco mil doscientos cinco pesos RD$-
5,205.00), más los recargos adeudados siguientes: % de 

acuerdo con la Ley No. 273, ascendente a la suma de qui-
nientos veinte pesos con cincuenta centavos (RD$520.50); 

% por declaración tardía, de conformidad con el artículo 
29 de la Ley No. 2378, equivalente a la suma de quinientos 
veinte pesos con cincuenta centavos (RD$520.50); 60% por 
seis meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 de 
la Ley No. 2378, ascendente a la suma de tres mil ciento 
veintitrés pesos (RD$3,123.00); y 20% de acuerdo con la 
Seccción. IV letra e) de la Ley anteriormente mencionada, 
ascendente a la suma de mil cuarentiún pesos (RD$1,041 
00); que hacen un total de cinco mil dos8ientos cinco pe-
sos (RD$5,205.00), que sumados al impuesto dejado de pa-
gar asciende a la suma de diez mil cuatrocientos diez pe-
sos (RD$10,410.00); TERCERO: Que debe ordenar, como 
al efecto ordena. a la Central Romana Corporation, a prq-
veerse de la patente correspondiente; CUARTO: Que de- 
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condenar, como al efecto condena, a la Central Romana 
Corporation, al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 

e  
invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-

tes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pú-
blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia 
del Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello en 

;: 

; pero, 

 
d  
erand 

C 	

o que en materia correccional y de simple 
policía 

coaen
sreisl tribunal se apodera por citación directa hecha 

a 
 eeciumiento del ministerio público o de la parte civil; 

que, ,e n 
o 

 1 a especie, el representante del ministerio público 
ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, citó 
por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botello, a la Central Romana Corporation, para la 
audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez 
y nueve de diciembre elel referido año, a fin de ser juzga-
da por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con 
una existencia de $275,000.00, amparada por patente No. 
6108 para el 2do. semestre de 1951, teniendo una existen-
cia aproximada de $621,397.64 por lo que se le notifica una 
patente adicional a groso modo, por los $346,397.64 en ex-
ceso"; que, además, la comparecencia voluntaria y espon-

ridad del apoderamiento, aceptó el debate,' defendiéndose 

dlenleaa de las partes implica también el apoderamiento del 

en el presente caso, la actual recurrente compareció, por 
órgano  de su representante calificado, a la audiencia del diez y 

tribunal en materia correccional y de simple policía; que, 

nueve de diciembre, y lejos de invocar la irregula- 

prevención; qué, finalmente, aún en la hipótesis de 
que el artículo 39 de la Ley de Patentes, estableciese un 
modo excepcional de apoderamiento en los casos previstos 
Por el artículo 32 de dicha ley, el medio sería inadmisible 
13t a

plicación del artículo 29 de la Ley sobre Procedimien- 
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semestre del año 1951"; 5) que posteriormente, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra-
cia, apoderado del recurso de apelación, pronunció la sen-
tencia ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo 
que se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara, regular y válido en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Edward G. Koch, a nombre de la Central Romana Corpo-
ration, en su calidad de Administrador General de la mis-
ma, contra sentencia de fecha dieciseis del mes de Diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y dos, rendida por 
el Juzgado de Paz de esta común de La Romana, que la 
condenó a pagar diez mil cuatrocientos diez pesos (RDS-
10,410.00) de multa, por violación a la Ley de Patentes: 
SEGUNDO: Que debe modificar, y modifica, la sentencia 
objeto del presente recurso, en cuanto a la multa de diez 
mil cuatrocientos diez pesos (RD$10,410.00), que en ella se 
impone por la de cinco mil doscientos cinco pesos RD$-
5,205.00), más los recargos adeudados siguientes: % de 
acuerdo con la Ley No. 273, ascendente a la suma de qui-
nientos veinte pesos con cincuenta centavos (RD$520.50); 
70 por declaración tardía, de conformidad con el artículo 
29 de la Ley No. 2378, equivalente a la suma de quinientos 
veinte pesos con cincuenta centavos (RD$520.50); 60% por 
seis meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 de 
la Ley No. 2378, ascendente a la suma de tres mil ciento 
veintitrés pesos (RD$3,123.00); y 20% de acuerdo con la 
Seccción. IV letra e) de la Ley anteriormente mencionada, 
ascendente a la suma de mil cuarentiún pesos (RD$1,041 
00); que hacen un total de cinco mil dosbentos cinco pe-
sos (RD$5,205.00), que sumados al impuesto dejado de pa-
gar asciende a la suma de diez mil cuatrocientos diez pe-
sos (RD$10,410.00); TERCERO: Que debe ordenar, como 
al efecto ordena. a la Central Romana Corporation, a prq-
veerse de la patente correspondiente; CUARTO: Que de- 

BOLETÍN JUDICIAL 	
1447 

be condenar, como al efecto condena, a la Central Romana 
Corporation, al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual 

se 
 invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-

tes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pú-
blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia 
del Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello en 

"i
'l  e

praernod 

	

C 	

o que en materia correccional y de simple 

	

policía 
	
tribunal se apodera por citación directa hecha 

a  ee
iciíumiento del ministerio público o de la parte civil; 

que, en la especie, el representante del ministerio público 
ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, citó 
por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botello, a la Central Romana Corporation, para la 
audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez 
y nueve de diciembre elel referido año, a fin de ser juzga-
da por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con 
una existencia de $275,000.00, amparada por patente No. 
6108 para el 2do. semestre de 1951, teniendo una existen-
cia aproximada de $621,397.64 por lo que se le notifica una 
patente adicional a groso modo, por los $346,397.64 en ex-
ceso"; que, además, la comparecencia voluntaria y espon-
tánea de las partes implica también el apoderamiento del 
tribunal en materia correccioñal y de simple policía; que, 
en el presente caso, la actual recurrente compareció, por 
órgano de su representante calificado, a la audiencia del 
diez Y nueve de diciembre, y lejos de invocar la irregula-
ridad del apoderamiento, aceptó el debate,' defendiéndose 
de la prevención; qué, finalmente, aún en la hipótesis de 
que el artículo 39 de la Ley de Patentes, estableciese un Podo excepcional de apoderamiento en los casos previstos 

 el artículo 32 de dicha ley, el medio sería inadmisible 
por aplicación del artículo 29 de la Ley sobre Procedimien- 
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to de Casación, según cuyas disposiciones no se admitirán 
como medios de casación, las nulidades cometidas en pri.. 
mera instancia que no hubiesen sido alegadas en apelación 
ya que la actual recurrente no adujo el referido medio en ' 

 grado de apelación; que, en tales condiciones, el Tribunal 
a quo no ha cometido, en el fallo impugnado, la violación 
de la ley denunciada en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 27, inciso 5o. de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado a la compa-
ñía, y ausencia de motivos de base legal, y desnaturaliza-
ción de los hechos en lo tocante al elemento material de la 
infracción"; pero 

Considerando que .el axamen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Tribunal "a quo, para de-
clarar la culpabilidad de la Central Romana Corporation, 
y, aplicarle, consecuentemente, las sanciones establecidas 
por la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción, redactada por el Inspector de Rentas Internas Demós-
tenes R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en 
falsedad, de los hechos materiales relativos a la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta; que, 
en efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente 
que "fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, 
que la Central Romana Corporation, ejercía un negocio de 
comercio con una existencia declarada de $275,000.00 (dos -
cientos setenticinco mil pesos), amparada por patente nú-
mero 6108, para el segundo semestre del año 1951; tenien-
do en el momento de dicha inspección un excedente de 
trescientos cuarentiseis mil trescientos noventisiete pesos 
con sesenticuatro centavos (RD$346,397.64), considerada a 
groso modo, sin esar sujeta al pago de la patente corres -
pondiente"; que, además, resulta evidente que los jueces 

del fondo reconocieron implícitamente el elemento moral 
de la incriminación, caracterizado, en la especie, por el 
propósito de la recurrente de dejar de pagar los impues-

tos correspondientes, sobre el valor de las existencias no 
declaradas, lo cual implica, necesariamente, su voluntad 
culpable de violar una ley que debe presumirse conocida; 
que, por tanto, el Tribunal a quo ha justificado, en el as-' 
pecto que ahora se examina, legalmente su decisión, sin 
cometer ninguno de los vicios que se denuncian en el pre-
sente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 
invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Orgá-
nica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la sec-
ción IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por haber 
condenado a la compañía basándose en un acto de denun-
cia de la infracción que no constituye prueba admisible 
ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Código 
de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias de 
las infracciones de las leyes de rentas internas, levantadas 
por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe, hasta ins-
cripción en falsedad, de los hechos materiales relativos a 
la infracción comprobados personalmente por el redactor 
del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones conteni-
das en dichas actas, en cuanto concierne a los hechos ma-
teriales que se comprueban, constituyen una prueba legal 
absoluta del delito perseguido, y su autoridad sólo puede 
ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, corno lo afirma la recu-
rrente, "que la única prueba invocada por el Ministerio 
Público  está constituida por el acta No. 25 de denun-
cia por violación de la Ley de Patentes, redactada por el 
Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 1952", 
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to de Casación, según cuyas disposiciones no se admitirán 
como medios de casación, las nulidades cometidas en pri-
mera instancia que no hubiesen sido alegadas en apelación 
ya que la actual recurrente no adujo el referido medio en 
grado de apelación; que, en tales condiciones, el Tribunal 
a quo no ha cometido, en el fallo impugnado, la violación 
de la ley denunciada en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal, y 27, inciso 5o. de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado a la compa-
ñía, y ausencia de motivos de base legal, y desnaturaliza-
ción de los hechos en lo tocante al elemento material de la 
infracción"; pero 

Considerando que .el axamen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Tribunal 'a quo, para de-
clarar la culpabilidad de la Central Romana Corporation, 
y, aplicarle, consecuentemente, las sanciones establecidas 
por la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infrac-
ción, redactada por el Inspector de Rentas Internas Demós-
tenes R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en 
falsedad, de los hechos materiales relativos a la infracción, 
comprobados personalmente por el redactor del acta; que, 
en efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente 
que "fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, 
que la Central Romana Corporation, ejercía un negocio de 
comercio con una existencia declarada de $275,000.00 (dos-
cientos setenticinco mil pesos), amparada por patente nú-
mero 6108, para el segundo semestre del año 1951; tenien-
do en el momento de dicha inspección un excedente de 
trescientos cuarentiseis mil trescientos noventisiete pesos 
con sesenticuatro centavos (RD$346,397.64), considerada a 
groso modo, sin esar sujeta al pago de la patente corres -

pondiente"; que, además, resulta evidente que los jueces 

el fondo reconocieron implícitamente el elemento moral 

de la incriminación, caracterizado, en la especie, por el 

ropósito de la recurrente de dejar de pagar los impues-
tos correspondientes, sobre el valor de las existencias no 
declaradas, lo cual implica, necesariamente, su voluntad 

lpable de violar una ley que debe presumirse conocida; 
que, por tanto, el Tribunal a quo ha justificado, en el as-' 
pecto que ahora se examina, legalmente su decisión, sin 
cometer ninguno de los vicios que se denuncian en el pre-
sente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 
invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del Có-
digo de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Orgá-
nica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la sec-
ción IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por haber 
condenado a la compañía basándose en un acto de denun-
cia de la infracción que no constituye prueba admisible 
ni válida de la misma"; 

' Considerando que de conformidad con los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Código 
de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias de 
las infracciones de las leyes de rentas internas, levantadas 
por ios Inspectores de Rentas Internas, hacen fe, hasta ins-
cripción en falsedad, de los hechos materiales relativos a 
la infracción comprobados personalmente por el redactor 
del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones conteni-
das en dichas actas, en cuanto concierne a los hechos ma-
teriales que se comprueban, constituyen una prueba legal 
absoluta del delito perseguido, y su autoridad sólo puede 
ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, corno lo afirma la recu-
rrente, "que la única prueba invocada por el Ministerio 
Público  está constituida por el acta No. 25 de denun-
cia por violación de la Ley de Patentes, redactada por el 
Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 1952", 
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la cual se ha copiado textualmente en otro lugar del p ce_ 
sente fallo, también es cierto que la referida acta se h as. 

 ta por sí sola para el establecimiento de los hechos mate. 
riales constitutivos del delito, puesto que en ella se h ace 

 una mención expresa del acta comprobatoria de la inf rae. 
ción, redactada por el mismo Inspector de Rentas Intern as 

 en fecha catorce de noviembre de mil nocientos cincuenta 
y dos, y en ella se consigna, además, que la actual recu. 
rrente ejercía "un negocio de comercio con una -existencia 
declarada de $275,000.00, amparada por patente 6108, p a. 
ra el 2do. semestre de 1951, teniendo una existencia apro-
ximada de $621,397.64, por lo que se le notifica una pa-
tente adicional a groso modo, por $346,397.64 en exceso"; 
que, además, en el fallo impugnado consta que "la Central 
Romana Corporation fué notificada en la persona de su 
Administrador Edward G. Koch, por el Inspector de Ren-
tas Internas, para que en el término de diez días. . . . pa-
gara el impuesto y los recargos correspondientes, sin que 
se efectuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y ha-
biendo sido apoderado el Juzgado de Paz de la común de 
La Romana después de vencido dicho plazo, es evidente 
que el Tribunal a quo ha aplicado correctamente los artí-
culos 21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la 
Ley de Patentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento 
Criminal, al declarar probada la infracción puesta a cargo 
de la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación gro-
so modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial de 
que la apreciación groso modo del valor de las existencias 
sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la sec-
ción IV de la Ley de Patentes; cuando el comerciante no 

orden que permitan determinar el balance de sus existen
- 

cias; que, ciertamente; la apreciación groso modo constitu-
ye, como lo sostiene la recurrente, un medio puramente 
subsidiario autorizado por la ley en ausencia de los otros 
dos medios que ella indica: el inventario o el balance que 
arroje la contabilidad del comerciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "estados 
preparados y presentados por el propio encargado de la 
contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en tales 
condiciones, es evidente que en la especie no se ha trata-
do de una "apreciación groso modo" del valor de las exis-
tencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su de-
claración de patente correspondiente al segundo semestre 
del año 1951, como erróneamente la han calificado el Ins-
pector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal a 
quo, sino de una valoración. de las existencias, realizada 
personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los da-
tos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados "por el propio encargado de la contabilidad de 
tiendas" de la compañía recurrente; que, por consiguien-
te, en la sentencia impugnada no se han podido violar los 
incisos e) y d) de la sección IV, del Capítulo IV de la Ley 
de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa fo irmulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el re-

iento de las conclusiones principales de la compa-
recurrente, tendiente a su descargo por falta de prue- 
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la cual se ha copiado textualmente en otro lugar del pre.  
sente fallo, también es cierto que la referida acta se has, 
ta por sí sola para el establecimiento de los hechos /n ate_ 
riales constitutivos del delito, puesto que en ella se h ace 

 una mención expresa del acta comprobatoria de la infrac. 
ción, redactada por el mismo Inspector de Rentas Internas  
en fecha catorce de noviembre de mil nocientos cincuenta 
y dos, y en ella se consigna, además, que la actual rece. 
rrente ejercía "un negocio de comeréio con una -existenci a 

 declarada de $275,000.00, amparada por patente 6108, pa-
ra el 2do. semestre de 1951, teniendo una existencia apro-
ximada de $621,397.64, por lo que se le notifica una pa-

tente adicional a groso modo, por $346,397.64 en exceso"; 
que, además, en el fallo impugnado consta que "la Central 
Romana Corporation fué notificada en la persona de su 
Administrador Edward G. Koch, por el Inspector de Ren-

tas Internas, para que en el término de diez días. . . . pa-

gara el impuesto y los recargos correspondientes, sin que 
se efectuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y ha-

biendo sido apoderado el Juzgado de Paz de la común de 
La Romana después de vencido dicho plazo, es evidente 

que el Tribunal a quo ha aplicado correctamente los artí-

culos 21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la 

Ley de Patentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento 

Criminal, al declarar probada la infracción puesta a cargo 

de la compañía recurrente; 
Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-

ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación gro-

so modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 

sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial de 

que la apreciación groso modo del valor de las existencias 
sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la sec-

ción IV de la Ley de Patentes; cuando el comerciante no 
haya hecho inventario y cuando sus libros no estén en buen  

orden que permitan determinar el balance de sus existen 

cias; que, ciertamente; la apreciación groso modo constitu-
ye, como lo sostiene la recurrente, un medio puramente 
subsidiario autorizado por la ley en ausencia de los otros 
dos medios que ella indica: el inventario o el balance que 
arroje la contabilidad del comerciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "estados 
preparados y presentados por el propio encargado de la 
contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en tales 
condiciones, es evidente que en la especie no se ha trata-
do de una "apreciación groso modo" del valor de las exis-
tencias que tenía la actual recurrente cuandb hizo su de 
claración de patente correspondiente al segundo semestre 
del año 1951, como erróneamente la han calificado el Ins-
pector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal a 
quo, sino de una valoración. de las existencias, realizada 
personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los da-
tos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados "por el propio encargado de la contabilidad de 
tiendas" de la compañía recurrente; que, por consiguien- 

' te, en la sentencia impugnada no se han podido violar los 
incisos c) y d) de la sección IV, del Capítulo IV de la Ley 
de Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa fórmulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 
/ Considerando que el examen del fallo atacado pone 
e manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el re-

amiento de las conclusiones principales de la compa-
recurrente, tendiente a su descargo por falta de prue- 
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bas, de la inculpación de haber violado la Ley de Patentes 
en lo que respecta a la declaración de sus existencias pa-
ra el segundo semestre del año 1951, al declarar estableci-
da su culpabilidad al amparo de la prueba legal que resul-
ta del acta de denuncia redactada por el Inspector de Ren-
tas Internas que sorprendió la infracción; que, por otra 

parte, la circunstanc ia de que el Tribunal a quo no haya 
motivado expresamente su sentencia en relación con la in-
admisibilidad de la apreciación groso modo del valor de 
las existencias. invocada por la actual recurrente, no vi-
cia la sentencia impugnada, pues como se ha expresado ya 
en el examen del tercer medio, no se trata en el presente 
caso de una valoración groso modo hecha de conformidad 
con el inciso d) de la sección IV del Capítulo IV de la Ley 
de Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo 
con los "estados preparados y presentados por el propic, 
encargado de la contabilidad de tiendas de dicha compa-
ñía"; que, finalmente, en cuanto concierne a la falta de 
motivos sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza 
probatoria del acto del Inspector de Rentas Internas, en 
cuento al valor de las existencias, en razón de que este va-
lor no es un hecho comprobado por el Inspector, sino el 
resultado de su simple apreciación"; que es evidente que 
al declarar la culpabilidad de la Central Romana Corp., el 
Tribunal a quo contestó este punto implícitamente, pues-
to que si se hubiese tratado de una simple "apreciación" 
y no de una "comprobación" realizada por el propio Ins-
pector al examinar personalmente "los estados que fueron 
presentados y preparados por el encargado de la contabili-
dad de tiendas - . el acta comprobatoria de la infracción no 
le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a quo, como en 
efecto le bastó. para justificar la condenación de la com-
pañía; que. consecuentemente, el medio que se examina 
carece de fundamento y debe ser rechazado: 
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Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 

capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 y 
191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artículos 
2,  9,  10 y 11 del Código de Comercio y del derecho de de- 

nsa de la compañía prevenida", sobre el fundamento de 
e la sentencia impugnada rehusó los pedimentos conte- 

nidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a "hacer 
• la prueba contraria de las afirmaciones del Inspector De- 
' móstenes Valenzuela, contenidos en el acta de sometimien- 

to de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante sus libros 
de contabilidad y la designación de "un experto contable 
2on misión de examinar esos libros y rendir un informe al 
:kribunal acerca del valor más alto de la existencia de la 
compañía en el segundo semestre del año 1951"; pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el 
-examen del tercer medio, las actas comprobatorias de las 
infracciones a las leyes de rentas internas, están investi-
das de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los 
hechos materiales constitutivos del delito perseguido, que 
excluye la posobilidad de ser combatidas por toda prue-

, ha contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, 
al rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual re-
currente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún aten-
tado a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en 
las violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual se 
ga la "violación por falsa aplicación del inciso d) de la 
ión 4a. del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por ha- 

berse apoyado en la apreciación groso modo, procedimien- 
to instituido por estas disposiciones para el cobro del im- 
puesto del semestre siguiente a la declaración o pora el se- 
mestre en curso, como si fuera un procedimiento instituí- 
do para establecer, convalor retroactivo, la insuficiencia 
4k los pagos del impuesto de patente correspondiente a se- 
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bas, de la inculpación de haber violado la Ley de Patentes 
en lo que respecta a la declaración de sus existencias pa-
ra el segundo semestre del año 1951, al declarar estableci-
da su culpabilidad al amparo de la prueba legal que resul-
ta del acta de denuncia redactada por el Inspector de Ren-
tas Internas que sorprendió la infracción; que, por otra 
parte, la circunstancia de que el Tribunal a quo no haya 
motivado expresamente su sentencia en relación con la in-
admisibilidad de la apreciación groso modo del valor de 
las existencial. invocada por la actual recurrente, no vi-
cia la sentencia impugnada, pues como se ha expresado ya 
en el examen del tercer medio, no se trata en el presente 
caso de una valoración groso modo hecha de conformidad 
con el inciso d 1 de la sección IV del Capítulo IV de la Ley 
de Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo 
con los "estados preparados y presentados por el propio 
encargado de la contabilidad de tiendas de dicha compa-
ñía"; que, finalmente, en cuanto concierne a la falta de 
motivos sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza 
probatoria del acto del Inspector de Rentas Internas, en 
cuento al valor de las existencias, en razón de que este va-
lor no es un hecho comprobado por el Inspector, sino el 
resultado de su simple apreciación"; que es evidente que 
al declarar la culpabilidad de la Central Romana Corp., el 
Tribunal a quo contestó este punto implícitamente, pues-
to que si se hubiese tratado de una simple "apreciación' 
y no de una "comprobación" realizada por el propio Ins-
pector al examinar personalmente "los estados que fueron 
presentados y preparados por el encargado de la contabili-
dad de tiendas", el acta comprobatoria de la infracción no 
le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a quo, como en 
efecto le bastó, para justificar la condenación de la com-
pañía; que. consecuentemente, el medio que se examina 
carece de fundamento y debe ser rechazado. 
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Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
ítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 y 

91 del Código de Procedimiento Criminal, de los artículos 

, 
9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho de de-
nsa de la compañía prevenida", sobre el fundamento de 
ue la sentencia impugnada rehusó los pedimentos conte-
"dos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a "hacer 
prueba contraria de las afirmaciones del Inspector De- r 

óstenes Valenzuela, contenidos en el acta de sometimien-
to de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante sus libros 
de contabilidad y la designación de "un experto contable 
con misión de examinar esos libros y rendir un informe al 

ibunal acerca del valor rnús alto de la existencia de la 
mpañía en el segundo semestre del año 1951"; pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el 
.examen del tercer medio, las actas comprobatorias de las 
infracciones a las leyes de rentas internas, están investi-
das de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los 

os materiales constitutivos del delito perseguido, que 
excluye la posobilidad de ser combatidas por toda prue-
ba contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente. 
al  rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual re-
currente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún aten-
tado a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en 
las violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual se 
ga la "violación por falsa aplicación del inciso d) de la 
ión 4a. del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por ha- 

, berse apoyado en la apreciación groso modo, procedimien- 
to instituido por estas disposiciones para el cobro del im- 
1:mesto del semestre siguiente a la declaración o pora el se- 
Inestre en curso, como si fuera un procedimiento instituí- 
do para establecer, convalor retroactivo, la insuficiencia 

los pagos del impuesto de patente correspondiente a se- 
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mestres vencidos, ya que la propia sentencia manifiesta elt 
el primer considerando que el excedente que se le repr o. 
cha a la compañía en el segundo semestre de 1951 fo e 

 comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 25 de 
Nov. de 1952, y existía en el momento de la inspección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-
currir en las violaciones de la ley denunciadas en este me-
dio; que, en efecto, las mismas razones que han justificado 
el rechazamiento del tercer medio, justifican también, por 
vía de consecuencia, el rechazamiento del presente, ya 
que ha quedado establecido que en la especie no se ha tra-
tado de una "apreciación groso modo" del valor de las exis-
tencias que tenía la actual recurrente cuándo hizo su de-
claración de patente correspondiente al segundo semestre 
del año 1951, sino de una valoración realizada personal-
mente por el Inspector que sorprendió la infracción, al te-
nor de los datos que comprobara al amparo de los esta-
dos que fueron preparados "por el propio encargado de la 
contabilidad de tiendas de la compañía recurrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del artículo 1 del Código Penal y 
de los artículos 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección IV 
del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 de 
la Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la recurren-
te sostiene que "la violación de estos textos legales, ha si-
do, en la especie, una consecuencia necesaria de las viola-
ciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los artícu-
los de ley y principios invocados en los otros medios de 
este• recurso, y en fundamento de estos medios constituye 
así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir-
ven de base al que ahora examina, y como aquellos me-
dios fueron rechazados por improcedentes e infundados 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio 
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Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 
155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido"; 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación establece que " no se admitirán como medios de ca-
sación, las nulidades cometidas en primera instancia, si no 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación excep-
to la nulidad por causa de incompetencia"; que el examen 
del fallo impugnado pone de manifiesto que el actual re-
currente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invocada; 
que, consecuentemente, el medio de que se trata debe ser 
declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
la sección IV del Capítulo IV y la del artículo 29 de la Ley 
de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables los re- '1  
cargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor:del 
impuesto"; que él recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que que esa circuns-
tancia equivale a una falta de declaración por el exceso no 
comprendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del Capítulo IV de la referida ley, que estable-
ce un recargo de un veinte por ciento sobre el valor de la 
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mestres vencidos, ya que la propia sentencia manifiesta 
el primer considerando que el excedente que se le repro.. 
cha a la compañía en el segundo semestre de 1951 loé 
comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 25 de 
Nov. de 1952, y existía en el momento de la inspección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-
currir en las violaciones de la ley denunciadas en este me-
dio; que, en efecto, las mismas razones que han justificado 
el rechazamiento del tercer medio, justifican también, po r 

 vía de consecuencia, el rechazamiento del presente, ya 
que ha quedado establecido que en la especie no se ha tra-
tado de una "apreciación groso modo" del valor de las exis-
tencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su de-
claración de patente correspondiente al segundo semestre 
del año 1951, sino de una valoración realizada personal-
mente por el Inspector que sorprendió la infracción, al te-
nor de los datos que comprobara al amparo de los esta-
dos que fueron preparados "por el propio encargado de la 
contabilidad de tiendas de la compañía recurrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del artículo 1 del Código Penal y 
de los artículos 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección IV 
del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 de 
la Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la recurren-
te sostiene que "la violación de estos textos legales, ha si-
do, en la especie, una consecuencia necesaria de las viola-
ciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los artícu-
los de ley y principios invocados en los otros medios de 
este. recurso, y en fundamento de estos medios constituye 
así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios: 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir-
ven de base al que ahora examina, y como aquellos me-
dios fueron rechazados por improcedentes e infundados 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio 
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Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 
155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido"; 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación establece que " no se admitirán como medios de ca-
sación, las nulidades cometidas en primera instancia, si no 
hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación excep-
to la nulidad por causa de incompetencia"; que el examen 
del fallo impugnado pone de manifiesto que el actual re-
currente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invocada; 
que, consecuentemente, el medio de que se trata debe ser 
declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
la sección IV del Capítulo IV y la del artículo 29 de la Ley 
de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables los re-
cargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta aI 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor:del 
impuesto"; que hl recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que que esa circuns-
tancia equivale a una falta de declaración por el exceso no 
comprendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del Capítulo IV de la referida ley, que estable-
ce un recargo de un veinte por ciento sobre el valor de la 
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patente adicional que debe ser expedida en caso de recti-
ficación de la declaración original, no es privativo del ca-
so a que se refiere el inciso d) de la sección IV; que dicho 
recargo es aplicable de modo general en todos los casos en 
que resultare una diferencia entre la declaración original 
del contribuyente y la valoración hecha posteriormente 
por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la infrac-
ción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha aplicado 
correctamente los textos arriba indicados a los hechos de 
la causa; 

Considerando, en cuanto al décimo y último medio, en 
el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la Ley 
de Patentes y del artículo lo. del Código de Procedimien-
to Criminal, por ordenar que la compañía prevenida se 
provea de una patente adicional, conforme al pedimento 
del Ministerio Público y sin intervención de los Oficiales 
de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la recu-
rrente sostiene que esta orden "equivale a una condena-
ción al pago del impuesto y de sus recargos, puesto que la 
patente no se puede obtener sin efectuar ese pago", y que 
como "la acción en cobro del impuesto no está atribuída 
por la ley.al  Ministerio Público sino a los Oficiales de Ren-
tas Internas, a falta de intervención de estos Oficiales en 
el proceso penal, para ejercer accesoriamente a la acción 
pública la acción civil que les corresponde, el Tribunal de-

! bió limitarse a estatuir sobre la acción pública, aunque 
para la fijación de la multa tuviera que determinar el 
importe del impuesto y los recargos aplicables al delito de 
que estaba apoderado"; pero 

111  de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo orde-
Considerando que contrariamente a las pretensiones 

1 narle, de oficio, que se proveyera de la Patente correspon- 
1, diente; que, en efecto, el artículo. 32 de la Ley de Paten-

tes. No. 2378, vigente en el momento del hecho, que san-
ciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
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existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, que las penas señaladas se impondrán, por ca-
da infracción, sin perjuicio de la obligación en que está di-
cho contribuyente de proveerse de la patente correspon-
diente"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de 
violar los textos señalados en el medio que ahora se exa-
mina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una 
disposición imperativa de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia 
impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún vi-
cio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado de. 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo-Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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patente adicional que debe ser expedida en caso de recti-
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por la ley.al  Ministerio Público sino a los Oficiales de Ren-
tas Internas, a falta de intervención de estos Oficiales en 
el proceso penal, para ejercer accesoriamente a la acción 
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narle, de oficio, que se proveyera de la patente correspon-

I diente; que, en efecto, el articulo 32 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378, vigente en el momento del hecho, que san-
ciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

-zentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

recurrente: Central Romana Corporation.— Abogados: Licdos. 
Julio F. Peynado, Ml. Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, 
y Dr. Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad, 

República Dominicana. 

— En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y 
Néstor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, t7 
Distrito de Santo Domingo, hoy día seis del mes de agos-
to de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 909  de la Restauración y 249  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casac-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comercial 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de New 
York, Estados Unidos de América, con su domicilio en la 
ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, contra 
sentencia correccional pronunciada, en grado de apelación; 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia, en fecha diez de abril del corriente año, 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
onal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 

r  sí, y en representación de los licenciados Julio F. Pey-
do. Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, portado-
s, respectivamente, de las cédulas personales de identi-
d Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos Nos. 

10, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lectura de 
s conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
retaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. J. 

anzor Beras, en representación de la Central Romana 
rporation, en la cual se alega que "el presente recurso 
interpone en sentido general, por considerar que se ha 

olado la ley en varios aspectos, tal como lo establecerá 
recurrente en sus medios de casación que oportunamen-
depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha cinco de ju-
del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Peyna-

, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Beras, 
por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique Pey-
do, abogados de la recurrente, en el cual se invocan los 
edios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
do, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39, 42, y los inci-

e), d) y e), de la sección IV del Capítulo IV, de la Ley 
Patentes, No. 2378. de 1950; 21 de la Ley Orgánica de 
tas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, de 1925; y 
artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 del Código 
Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 1014, de 1935, 

1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

umentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) 
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mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 
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que en fecha veinticinco de noviembre de mil noveciento s 

 c:.icuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demóste_ 

nes R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia por viola_ 
ción de la Ley de Patentes, la cual copiada textualmente, 
dice así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes. 
No. 26, 25 de Nov. de 1952. Al Juez Alcalde de La Roma_ 

na. De acuerdo con el Art. 15 de la Ley de Patentes, N o. 

 792 por la presente denuncio al Central Romana Corp., 
residente en La Romana, de esta común, por violación de 
dicha ley y stts reformas, cometida en la forma siguiente: 
Ejerciendo un negocio de Comercio con una existencia de-
clarada de $400,000.00. Amparada por patente No. 6686 
para el ler. semestre 1952, teniendo una existencia apro-
ximada de $ 795,324.57 por lo que se le notifica a Groso 
Modo una patente adicional por los $395,394.57 en exceso. 
De acuerdo con acta No. 19 de Dep. Rentas Internas, de 
fecha Nov./14-52. Est (-1 hecho constituye (-) una violación 
de (-) Artículo (-) de la Ley arriba citada y por tanto el 

infractor debe ser juzgado de acuerdo con lo previsto en 
la citada Ley No. 792 y sus reformas. (fdo.) Demóstenes 
R. Valenzuela"; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de 

Paz de la Común de La Romana, pronunció sentencia en 
fecha diez y nueve de diciembre de mil novecientos cin-

cuenta y dos, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar, como en efecto declara, a 
la Central Romana Corp. en la persona de su Administra -

dor General Edward G. Koch, culpable del delito de vio-
lación a la Ley de Patentes, por el hecho de ejercer tul 

negocio de comercio con una existencia declarada 
$400,000.00 amparada por patente No. 6686 para el 1 
semestre del año 1952, teniendo una existencia aproxi 
damente de $795,394.57 por lo que resulta un exceden 
de $395,394.57 que no está amparada por patente algun 
SEGUNDO: que debe condenar, como en efecto conden 

a la Central Romana Corp. a pagar una multa de RD$ 1  
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880.00 (once mil ochocientos ochenta pesos oro), en virtud 
a los artículos 29, 30 y 32 de la Ley de Patentes; TERCE-
RO: que debe ordenar, como en efecto ordena, a la Cen-
tral Romana Corp. a proveerse de la patente correspon-
diente; CUARTO: que debe condenar, como en efecto con-
dena, a la Central Romana Corporation, al pago de los 
costos"; 3) que en fecha veintidós de diciembre de mil no-
cientos cincuenta y dos, la Central Romana Corporation 
interpuso recurso de apelación contra la antes menciona-
da sentencia; 4) que en la audiencia del tres de marzo del 
corriente año, fijada para el conocimiento de la apelación, 
el Lic. Julio F. Peynado, presentó las siguientes conclusio-
nes: "La Central Romana Corporation, compañía agrícola-
industrial, organizada de acuerdo con las leyes del Estado 
de New York, Estados Unidos de América, con domicilio 
en esta ciudad de La Romana, representada por el aboga-
do infrascrito, concluye pidiendoos, muy respetuosamen-
te: PRIMERO: que se declare regular y válida la apelación 
interpuesta por la Central Romana Corporation contra la 
sentencia pronunciada por el Juzgado de Paz de la Común 
de La Romana en fecha 19 de diciembre de 1952, que con-
denó a dicha Compañía al pago de una multa de RD$11,- 
880, por alegada violación de la Ley de Patentes en el pri-
mer semestre del año 1952; SEGUNDO: que se declare que 
no se ha hecho prueba legal contra la Compañía de las 
existencias que se dice que ella tuvo en su tienda princi-
pal y en el depósito de mercancías durante el primer se-
mestre del año 1952, en exceso del límite de las existen-
cias declarado por ella al solicitar la patente para dicho 
semestre porque: a) La apreciación groso modo que se pre-
tende haber sido hecha de acuerdo con el acta levantada 
Por el Inspector de Rentas Internas señor Demóstenes R. 
Valenzuela en fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene 
valor probatorio alguno ya que la apreciación groso modo 

tie permite el párrafo cuarto de la sección cuarta del ca- 
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pítulo 80. de la Ley de Patentes No. 3433 y que han auto-
rizado disposiciones similares de otras leyes de Patentes 
anteriores sólo procede para la estimación de las existen-
cias que tenga un establecimiento en el momento de ha-
cerse esa apreciación, y no para determinar el valor de 
las existencias que haya tenido ese establecimiento en 
ct alquier tiempo pasado, ya que la misma disposición que 
autoriza la apreciación groso modo concede al dueño del 
establecimiento que haya pagado la patente sobre la base 
de su propia declarción, el derecho a realizar un inventa-
rio en presencia de un Oficial de Rentas Internas dentro 
de los quince días subsiguientes a la notificación que se le 
haga, concesion que es la salvaguarda del derecho de de-
fensa del contribuyente, pues sin ella se pondría en manos 
de los funcionarios de Rentas Internas un poder arbitrario 
para la determinación de la cuantía del impuesto; b) En 
todo caso, según el citado párrafo cuarto, no se puede re-
currir a la apreciación groso modo sino cuando no existan 
libros de contabilidad general en buen orden por los cua-
les se han de guiar el Colector de Rentas Internas o el T2- 

sorero Municipal, y en el presente caso existen libros de 
contabilidad general de la Central Romana Corporation 
que están en buen orden, y. en consecuencia, deben ser la 
base para la determinación de las existencias sujetas a pa-
tentes de los establecimientos de dicha compañía; c) Las 
actas levantadas por un oficial público no hacen prueba 
sino de los hechos comprobados por dicho funcionario y 
no de los juicios o apreciaciones que haya podido formular 
dicho oficial como ocurre con las del Inspector de Rentas 
Internas señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que 
nos ocupa, ya que él no pudo comprobar la existencia de 
mercancías que ya no se encontraban en el establecimien -

to en el momento de la inspección; d) El Juez de Paz des-
cartó los libros de comercio del Central Romana Corpora -

tion, como medio de establecer la prueba en que debía 

fundarse su fallo, alegando que se trataba de libros de con-
tabilidad general y no del negocio de tienda de dicha Com-
pañía; e) La condenación impuesta a la Compañía no se 
funda en ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien 
es preciso probarle el hecho que se le imputa, en este ca-
so la violación de la Ley de Patentes y de un modo preci-
so el valor de las existencias en exceso de su declaración 
de patentes; TERCERO: que, en consecuencia, se revoque 
la sentencia apelada y se descargue a la Central Romana 
Corporation por falta de prueba, de la inculpación de ha-
ber violado la Ley de Patentes en lo que respecta a la de-
claración de sus existencias para el primer semestre del 
año 1952; Subsidiariamente, para el improbable caso en 
que no se acojan los medios opuestos en las conclusiones 
anteriores, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir 
en casación por violación de las reglas sobre la prueba en 
materia penal, o en materia de evaluación de las existen-
cias sujetas a patentes, autoricéis a la Central Romana 
Corporation a hacer la prueba contraria a las afirmacio-
nes del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas en 
el acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 
1952, prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el 
contenido de sus libros de contabilidad que ella presenta 
a esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter técnico 
de ese modo de prueba, designéis un experto contable con 
misión de examinar esos libros y de rendir un informe 
acerca del valor más alto a que llegaron las existencias de 
la tienda principal y del depósito de mercancías de la Cen-
tral Romana Corporation en el primer semestre del año 
1952"; 5) que posteriormente, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Altagracia, apoderado 
del recurso de apelación, pornunció la sentencia ahora 
impugnada, la cual contiene el dispositivo que se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y 
declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recurso 
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pítulo 80. de la Ley de Patentes No. 3433 y que han auto.. 
rizado disposiciones similares de otras leyes de Patentes 
anteriores sólo procede para la estimación de las existen-
cias que tenga un establecimiento en el momento de ha-
cerse esa apreciación, y no para determinar el valor de 
las existencias que haya tenido ese establecimiento en 
ci alquier tiempo pasado, ya que la misma disposición que 
autoriza la apreciación groso modo concede al dueño del 
establecimiento que haya pagado la patente sobre la base 
de su propia declarción, el derecho a realizar un inventa-
rio en presencia de un Oficial de Rentas Internas dentro 
de los quince días subsiguientes a la notificación que se le 
haga, concesion que es la salvaguarda del derecho de de-
fensa del contribuyente, pues sin ella se pondría en manos 
de los funcionarios de Rentas Internas un poder arbitrario 
para la determinación de la cuantía del impuesto; b) En 
todo caso, según el citado párrafo cuarto, no se puede re-
currir a la apreciación groso modo sino cuando no existan 
libros de contabilidad general en buen orden por los cua-
les se han de guiar el Colector de Rentas Internas o el Tg-
sorero Municipal, y en el presente caso existen libros de 
contabilidad general de la Central Romana Corporation 
que están en buen orden, y. en consecuencia, deben ser la 
base para la determinación de las existencias sujetas a pa-
tentes de los establecimientos de dicha compañía; c) Las 
actas levantadas por un oficial público no hacen prueba. 
sino de los hechos comprobados por dicho funcionario y • 

no de los juicios o apreciaciones que haya podido formular 
dicho oficial como ocurre con las del Inspector de Rentas 
Internas señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que 
nos ocupa, ya que él no pudo comprobar la existencia de 
mercancías que ya no se encontraban en el establecimien -

to en el momento de la inspección; d) El Juez de Paz des-
cartó los libros de comercio del Central Romana Corpora-
tion, como medio de establecer la prueba en que debía 

fundarse su fallo, alegando que se trataba de libros de con-
tabilidad general y no del negocio de tienda de dicha Com-
pañía; e) La condenación impuesta a la Compañía no se 
funda en ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien 
es preciso probarle el hecho que se le imputa, en este ca-
so la violación de la Ley de Patentes y de un modo preci-
so el valor de las existencias en exceso de su declaración 
de patentes; TERCERO: que, en consecuencia, se revoque 
la sentencia apelada y se descargue a la Central Romana 
Corporation por falta de prueba, de la inculpación de ha-
ber violado la Ley de Patentes en lo que respecta a la de-
claración de sus existencias para el primer semestre del 
año 1952; Subsidiariamente, para el improbable caso en 
que no se acojan los medios opuestos en las conclusiones 
anteriores, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir 
en casación por violación de las reglas sobre la prueba en 
materia penal, o en materia de evaluación de las existen-
cias sujetas a patentes, autoricéis a la Central Romana 
Corporation a hacer la prueba contraria a las afirmacio-
nes del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas en 
el acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 
1952, prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el 
contenido de sus libros de contabilidad que ella presenta 
a esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter técnico 
de ese modo de prueba, designéis un exporto contable con 
misión de examinar esos libros y de rendir un informe 
acerca del valor más alto a que llegaron las existencias de 
la tienda principal y del depósito de mercancías de la Cen-
tral Romana Corporation en el primer semestre del año 
1952"; 5) que posteriormente, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Altagracia, apoderado 
del recurso de apelación, pornunció la sentencia ahora 
impugnada, la cual contiene el dispositivo que se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, y 
declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recurso 



BOLETÍN JUDICIAL 1464 	 BOLETÍN JUDICIAL 
1465 

de apelación interpuesto por el señor Edward G. Koch, a 
nombre de la Central Romana Corporation, en su calidad 
de Administrador General de la misma, contra sen-
tencia de fecha dieciseis del mes de diciembre del 
año mil novecientos cincuentidós, rendida por el Juz-
gado de Paz de esta común de La Romana, que la 
condenó a pagar once mil ochocientos ochenta pesos 
(RD$11,880.00) de multa, por violación a la Ley de 
Patentes; SEGUNDO: que debe modificar, y modifica, 
la sentencia objeto del presente recurso, en cuanto a la 
multa de once mil ochocientos ochenta pesos (RD$11,880. 
00) que en ella se impone, pot la de cinco mil novecientos 
cuarenta pesos (RD$5,940.00), más los recursos adeudados 
siguientes: 10% de acuerdo con la Ley No. 273, ascenden-
te a la suma de quinientos noventicuatro pesos (RD$594. 
00); 10% por Declaración Tardía, de conformidad con el 
artículo 29 de la Ley No. 2378, equivalente a la suma de 
quinientos noventicuatro pesos (RD$594.00); 60% por seis 
meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 de la 
Ley No. 2378, ascendente a la suma de tres mil quinientos 
sesenticuatro pesos (RD$3,564.00; 20% de acuerdo con la 
sección IV, letra e) de la Ley anteriormente mencionada, as-
cendente a la suma de mil ciento ochentiocho pesos (RD$ 
1,188.00), que hacen un total de cinco mil novecientos cua-
renta pesos (RD$5,940.00), que sumados al impuesto deja-
do de pagar asciende a una multa de once mil ochocientos 
ochenta pesos (RD$11, 880.00); TERCERO: que debe orde-
nar, como al efecto ordena, a la Central Romana Corpora-
tion, a proveerse de la patente correspondiente; CUARTO: 
que debe condenar , como al efecto condena, ,,ala Central 
Romana Corporation, al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medie,, en el cual 
se invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-
tes No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción públi-
ca el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia del 

Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello en es-
caso"; pero, 

Considerando que en materia correccional y de sim-
ple policía el tribunal se apodera por citación directa he-
cha a requerimiento del ministerio público o de la parte 
civil; que, en la especie, el representante del ministerio 
público ante el Juzgado de Paz de la común de La Roma-
na, citó por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, instrumentado por el minis-
terial José A. Botello, a la Central Romana Corporation, 
para la audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes 
diez y nueve de diciembre del referido año, a fin de ser 
juzgada por el hecho' de "ejercer un negocio de comercio 
con una existencia declarada de $400,000.00. Amparada por 
patente No. 6686 para el ler. semestre 1952, teniendo una 
existencia aproximada de $795,324.57 por lo que se 
le notifica a Groso Modo una patente adicional por los 
$395,394.57 en exceso"; que, además, la comparecencia vo-
luntaria y espontánea de las partes implica 'también el 
apoderamiento del tribunal en materia correccional y de 
simple policía; que, en el presente caso, la actual recurren-
te compareció, por órgano de su representante calificado, 
a la audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos de 
invocar la irregularidad del apoderamiento, aceptó el de-
bate, defendiéndose de la prevención; que, finalmente, aún 
en la hipótesis de que el artículo 39 de la Ley de Paten-
tes, estableciese un modo excepcional de apoderamiento 
en  los casos previstos por el artículo 32 de dicha ley, el 
medio sería inadmisible por aplicación del artículo 29 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, según cuyas dis-
posiciones no se admitirán como medios de casación, las 
nulidades cometidas en primera instancia que no hubie-
sen sido alegadas en apelación, ya que la actual recurren-
te no adujo al referido medio en grado de apelación; que. 
en tales condiciones, el Tribunal a quo no ha cometido, en 
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de apelación interpuesto por el señor Edward G. Koch, a 
nombre de la Central Romana Corporation, en su calidad 
de Administrador General de la misma, contra sen-
tencia de fecha dieciseis del mes de diciembre del 
año mil novecientos cincuentidós, rendida por el Juz-
gado de Paz de esta común de La Romana, que la 
condenó a pagar once mil ochocientos ochenta pesos 
(RD$11,880.00) de multa, por violación a la Ley de 
Patentes; SEGUNDO: que debe modificar, y modifica, 
la sentencia objeto del presente recurso, en cuanto a la 
multa de once mil ochocientos ochenta pesos (RD$11,880. 
00) que en ella se impone, pot la de cinco mil novecientos 
cuarenta pesos (RD$5,940.00), más los recursos adeudados 
siguientes: 10% de acuerdo con la Ley No. 273, ascenden-
te a la suma de quinientos noventicuatro pesos (RD$594. 
00); 10% por Declaración Tardía, de conformidad con el 
artículo 29 de la Ley No. 2378, equivalente a la suma de 
quinientos noventicuatro pesos (RD$594.00); 60% por seis 
meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 de la 
Ley No. 2378, ascendente a la suma de tres mil quinientos 
sesenticuatro pesos (RD$3,564.00; 20% de acuerdo con la 
sección IV, letra e) de la Ley anteriormente mencionada, as-
cendente a la suma de mil ciento ochentiocho pesos (RD$ 
1,188.00), que hacen un total de cinco mil novecientos cua-
renta pesos (RD$5,940.00), que sumados al impuesto deja-
do de pagar asciende a una multa de once mil ochocientos 
ochenta pesos (RD$11, 880.00); TERCERO: que debe orde-
nar, como al efecto ordena, a la Central Romana Corpora-
tion, a proveerse de la patente correspondiente; CUARTO: 
que debe condenar , como al efecto condena :ya la Central 

Romana Corporation, al pago de las costas de alzada"; 

Considerando, en cuanto al primer medie,, en el cual 
se invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-
tes No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción públi-
ca el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia del 
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Inspector de Rentas Internas, sin calidad para ello en es-
te caso"; pero, 

Considerando que en materia correccional y de sim-
ple policía el tribunal se apodera por citación directa he-
cha a requerimiento del ministerio público o de la parte 
civil; que, en la especie, el representante del ministerio 
público ante el Juzgado de Paz de la común de La Roma-
na, citó por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y dos, instrumentado por el minis-
terial José A. Botello, a la Central Romana Corporation, 
para la audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes 
diez y nueve de diciembre del referido año, a fin de ser 
juzgada por el hechó de "ejercer un negocio de comercio 
con una existencia declarada de $400,000.00. Amparada por 
patente No. 6686 para el ler. semestre 1952, teniendo una 
existencia aproximada de $79.5,324.57 por lo que se 
]e notifica a Groso Modo una patente adicional por los 
$395,394.57 en exceso"; que, además, la comparecencia vo-
luntaria y espontánea de las partes implica 'también el 
apoderamiento del tribunal en materia correccional y de 
simple policía; que, en el presente caso, la actual recurren-
te compareció, por órgano de su representante calificado, 
a la audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos de 
invocar la irregularidad del apoderamiento, aceptó el de-
bate, defendiéndose de la prevención; que, finalmente, aún 
en la hipótesis de que el artículo 39 de la Ley de Paten-
tes, estableciese un modo excepcional de apoderamiento 
en los casos previstos por el artículo 32 de dicha ley, el 
medio sería inadmisible por aplicación del artículo 29 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, según cuyas dis-
posiciones no se admitirán como medios de casación, las 
nulidades cometidas en primera instancia que no hubie-
sen sido alegadas en apelación, ya que la actual recurren-
te no adujo al referido medio en grado de apelación; que, 
en tales condiciones, el Tribunal a quo no ha cometido, en 
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el fallo impugnado, la violación de la ley denunciada en el 

presente medio; 
Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 

se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado a la compa-
ñía, y ausencia de motivos y de base legal, y desnaturaliza-
ción de los hechos en lo tocante al elemento material de la 

infracción"; pero 

Con.siderando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para declarar 
la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, apli-
carle, consecuentemente, las sanciones establecidas por la 
ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, 
redactada por el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en false-
dad, de los hechos materiales relativos a la infracción, com-
probados personalmente por el redactor del acta; que, en 
efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente que 
"fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, que 
la Central Romana Corporation, ejercía un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $400,000, (cuatro-
cientos mil pesos), amparada por patente No. 6686, para 
el primer semestre del año 1952, teniendo en '.l momento 
de dicha inspección un excedente de trescientos noventi-
cinco mil trescientos veinticuatro pesos con cincuentisiete 
centavos (RD$395,324.57), considerado a groso modo, sin 
estar sujeta al pago de la patente correspondiente"; que, 
además, resulta evidente que los jueces del fondo renono-
cieron implícitamente el elemento moral de la incrimina -

ción, caracterizado, en la especie, por el propósito de la 
recurrente de dejar de pagar los impuestos correspondien -

tes, sobre el valor de las existencias no declaradas, lo 
cual implica, necesariamente, su voluntad culpable de vio- 

lar una ley que debe presumirse conocida; que, por tan-
to, el Tribunal a quo ha justificado, en el aspecto que aho-
ra se examina, legalmente su decisión, sin cometer ningu-
no de los vicios que se denuncian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual 
se invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Or-
gánica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la 
sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la compañía basándose en un acto de 
denuncia de la infracción que no constituye prueba admi-
sible ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Código, 
de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias de. 
las infracciones de las leyes de rentas internas, levantadas 
por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe, hasta 
inscripción en falsedad, de los hechos materiales relativos 
a la infracción comprobados personalmente por el redac-
tor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones con-
tenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los hechos 
materiales que se comprueban, constituyen una prueba le-
gal absoluta del delito perseguido, y su autoridad sólo pue-
de ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la recu-
rrente, que "la única prueba invocada por el Ministerio Pú-blico . . . está constituida por el acta No. 26 de denuncia 
por violación de la Ley de Patentes, redactada por el Ins-
pector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 1952", 

.1a cual se ha copiado textualmente en otro lugar del pre-
sente fallo, también es cierto que la referida acta se bas-
ta por sí sola para el establecimiento de los hechos ma-
teriales constitutivos del delito, puesto que en ella se ha-ce una mención expresa del acta comprobatoria de la in-
fracción, redactada por el mismo Inspector de Rentas In- 
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el fallo impugnado, la violación de la ley denunciada en el 

presente medio; 
Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 

se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 

Procedimiento Criminal y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado a la compa-
ñía, y ausencia de motivos y de base legal, y desnaturaliza-
ción de los hechos en lo tocante al elemento material de la 

infracción"; pero 
Corisiderando que el examen de la sentencia impugna-

da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para declarar 
la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, apli-
carle, consecuentemente, las sanciones establecidas por la 
ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, 
redactada por el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en false-
dad, de los hechos materiales relativos a la infracción, com-
probados personalmente por el redactor del acta; que, en 
efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente que 

"fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, que 
la Central Romana Corporation, ejercía un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de $400,000, (cuatro-
cientos mil pesos), amparada por patente No. 6686, para 
el primer semestre del año 1952, teniendo en rA momento 
de dicha inspección un excedente de trescientos noventi-
cinco mil trescientos veinticuatro pesos con cincuentisiete 
centavos (RD$395,324.57), considerado a groso modo, sin 
estar sujeta al pago de la patente correspondiente"; que, 
además, resulta evidente que los jueces del fondo renono -

cieron implícitamente el elemento moral de la incrimina -

ción, caracterizado, en la especie, por el propósito de la 
recurrente de dejar de pagar los impuestos correspondien -

tes, sobre el valor de las existencias no declaradas, lo 
cual implica, necesariamente, su voluntad culpable de vio- 

lar una ley que debe presumirse conocida; que, por tan-
to, el Tribunal a quo ha justificado, en el aspecto que aho-
ra se examina, legalmente su decisión, sin cometer ningu-
no de los vicios que se denuncian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual 
se invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 855, Or-
gánica de Rentas Internas y 39 y los incisos e) y d) de la 
sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la compañía basándose en un acto de 
denuncia de la infracción que no constituye prueba admi-
sible ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Código, 
de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias de , 

 las infracciones de las leyes de rentas internas, levantadas 
por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe, hasta 
inscripción en falsedad, de los hechos materiales relativos 
a la infracción comprobados personalmente por el redac-
tor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones con-
tenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los hechos 
materiales que se comprueban, constituyen una prueba le-
gal absoluta del delito perseguido, y su autoridad sólo pue-
de ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la recu-
rrente, que "la única prueba invocada por el Ministerio Pú-
blico... está constituida por el acta No. 26 de denuncia 
por violación de la Ley de Patentes, redactada por el Ins-
pector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 1952", 
la cual se ha copiado textualmente en otro lugar del pre-
sente fallo, también es cierto que la referida acta se bas-
ta por sí sola para el establecimiento de los hechos ma-
teriales constitutivos del delito, puesto que en ella se ha-
ce una mención expresa del acta comprobatoria de la in-
fracción, redactada por el mismo Inspector de Rentas In- 
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ternas en fecha catorce de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, y en ella se consigna ,además, que la ac-
tual recurrente ejercía "un negocio de comercio con un a 

 existencia declarada de $400,000.— Amparada por paten-
te No. 6686 para el ler. semestre de 1952, teniendo una exis-
tencia aproximada de $795,324.57 por lo que se le notifica 1. 
Groso Modo una patente adicional por $395,324.57 en ex-
ceso"; que, además, en el fallo impugnado consta que "la 
Central Romana fué notificada en la persona de su admi-
nistrador Edward G. Kocb, por el Inspector de Rentas In 
ternas, para que en él término de diez días... pagara 
impuesto y los recargos correspondientes, sin que se efes 
tuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y habiend 
sido apoderado el Juzgado de Paz de la común de La 
mana después de vencido dicho plazo, es evidente que e 
Tribunal a quo ha aplicado correctamente los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la Ley d 
Patentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento Crimi 
nal, al declarar probada la infracción puesta a cargo d 
la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invoca 
en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación groso 
modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que sor-
prendió la infracción, sobre el fundamento esencial de que 
la apreciación groso modo del valor de las existencias só-
lo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la sección 
IV de la Ley de Patentes, cuando el comerciante no haya 
hecho inventario y cuando sus libros no estén en buen or-
den que permitan determinar el balance de sus existencias. 
que, ciertamente, la apreciación groso modo constituye. 
como lo sostiene la recurrente, un medio puramente sub-
sidiario autorizado por la ley en ausencia de los otros dos 
medios que ella indica: el inventario o el balance que arro-
ja la contabilidad del comerciante; pero 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracCión declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al primer semestre 
del año 1952, como erróneamente la han calificado el Ins-
pector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal a quo, 
sino de una valoración de las existencias, realizada perso-
nalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los datos que 
comprobara al amparo de los estados que fueron prepara-
dos "por el propio encargado de la contabilidad de tien-
das" de la compañía recurrente; que, por consiguiente, en 
la sentencia impugnada no se han podido violar los inci-
sos e) y d) de la acción IV, del Capítulo IV de la Ley de 
Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa formulados - 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el recha-
zamiento de las conclusiones principales de la compañía re-
currente, tendiente a su descargo por falta de pruebas, de 
la inculpación de haber violado la Ley de Patentes en 
lo que respecta a la declaración de sus existencias vara el 
primer semestre del año 1952, al declarar establecida su 
culpabilidad al amparo de la prueba legal que resulte del 
acta de denuncia redactada por el Inspector de Rentas In- 
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ternas en fecha catorce de noviembre de mil noveciento s 
 cincuenta y dos, y en ella se consigna ,además, que la ac.. 

tual recurrente ejercía "un negocio de comercio con un a 
 existencia declarada de $400,000.— Amparada por paten-

te No. 6686 para el ler. semestre de 1952, teniendo una exis-
tencia aproximada de $795,324.57 por lo que se le notifica a 
Groso Modo una patente adicional por $395,324.57 en ex 
ceso"; que, además, en el fallo impugnado consta que "1 
Central Romana fué notificada en la persona de su admi 
nistrador Edward G. Kocb, por el Inspector de Rentas In 
ternas, para que en él término de diez días ... pagara 
impuesto y los recargos correspondientes, sin que se efe 
tuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y habiend 
sido apoderado el Juzgado de Paz de la común de La Ro-
mana después de vencido dicho plazo, es evidente que el 
Tribunal a quo ha aplicado correctamente los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la Ley de 
Patentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, al declarar probada la infracción puesta a cargo de 

la compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invoca 
en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación groso 

modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que sor-

prendió la infracción, sobre el fundamento esencial de que 

la apreciación groso modo del valor de las existencias só-
lo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la sección 

IV de la Ley de Patentes, cuando el comerciante no haya 

hecho inventario y cuando sus libros no estén en buen or-

den que permitan determinar el balance de sus existencias. 
que, ciertamente, la apreciación groso modo constituye.' 
como lo sostiene la recurrente, un medio puramente sub-
sidiario autorizado por la ley en ausencia de los otros dos 
medios que ella indica: el inventario o el balance que arro-
ja la contabilidad del comerciante; pero 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al primer semestre 
del año 1952, como erróneamente la han calificado el Ins-
pector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal a quo, 
sino de una valoración de las existencias, realizada perso-
nalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los datos que 
comprobara al amparo de los estados que fueron prepara-
dos "por el propio encargado de la contabilidad de tien-
das" de la compañía recurrente; que, por consiguiente, en 
la sentencia impugnada no se han podido violar los inci-
sos c) y d) de la acción IV, del Capítulo IV de la Ley de 
Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el recha-
zamiento de las conclusiones principales de la compañía re-
currente, tendiente a su descargo por falta de pruebas, de 
la inculpación de haber violado la Ley de Patentes en 
lo que respecta a la declaración de sus existencias para el 
primer semestre del año 1952, al declarar establecida su 
culpabilidad al amparo de la prueba legal que resulte del 
acta de denuncia redactada por el Inspector de Rentas In- 
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ternas que sorprendió la infracción; que, por otra pa rte, 
 la circunstancia de que el Tribunal a quo no haya motiva_ 

do expresamente su sentencia en relación con la inadmi_ 
sibilidad de la apreciación groso modo del valor de las 
existencias, invocada por la actual recurrente, no vicia la 
sentencia impugnada, pues como se ha expresado ya en el 
examen del tercer medio, no se trata en el presente ca so 

 de una valoración groso modo hecha de conformidad (zoo 
el inciso d) de la sección IV del capítulo IV de la Le y 

 de Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo 
con los "estados preparados y presentados por el propio 
encargado de la contabilidad de tiendas de dicha compa-
ñía"; que, finalmente, en cuanto concierne a la falta de 
motivos sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza 
probatoria del acto del Inspector de Rentas Internas, en 
cuanto al valor de las existencias, en razón de que este 
valor no es un hecho comprobado por el Inspector, sino el 
resultado de su simple apreciación"; que es evidente que 
al declarar la culpabilidad de la Central Romana Corp., 
el Tribunal a quo contestó este punto implícitamente, pues-
to que si se hubiese tratado de una simple "apreciación" 
y no de una "comprobación" realizada por el propio Ins-
pector al examinar personalmente "los estados que fueron 
presentados y preparados por el encargado de la contabi-
lidad de tiendas", el acta comprobatoria de la infracción 
no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a quo, como 

en efecto le basté, para justificar la condenación de la 
compañía; que, consecuentemente, el medio que se exami-
na carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 

se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 

Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 
y 191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho 

de defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamen -  

to  de  que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos 
contenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a 
"hacer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspec-
tor Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de some-
timiento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante 
sus libros de contabilidad y la designación de "un exper-
to contable con misión de examinar esos libros y rendir 
un informe al tribunal acerca del valor más alto de la exis-
tencia de la compañía en el primer semestre del año 1952"; 
pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-
men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-
fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perseguido, que ex-
cluye la posibilidad de ser combatidas por toda prueba 
contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al 
rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en las , 

violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual 
se alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de 
la sección 49  del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por 
haberse apoyado en la apreciación groso modo, procedi-
miento instituído por estas disposiciones para el cobro del 
:impuesto del semestre siguiente a la declaración o para 
el semestre en curso, como si fuera un procedimiento ins-

-tituído para establecer, con "valor retroactivo, la insufi-
ciencia de los pagos del impuesto de patente correspon-
diente a semestres vencidos, ya que la propia sentencia 
manifiesta en el primer considerando que el excedente que 
se le reprecha a la compañía en el primer semestre de 
1952 fué comprobado por el Inspector de Rentas Internas 
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ternas que sorprendió la infracción; que, por otra pa rte, 
 la circunstancia de que el Tribunal a quo no haya motiva_ 

do expresamente su sentencia en relación con la inad rot_ 
sibilidad de la apreciación groso modo del valor de las 
existencias, invocada por la actual recurrente, no vicia l a 

 sentencia impugnada, pues como se ha expresado ya en el 
examen del tercer medio, no se trata en el presente ca so 

 de una valoración groso modo hecha de conformidad con 
 el inciso d) de la sección IV del capítulo IV de la Ley 
 de Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo 

con los "estados preparados y presentados por el propio 
encargado de la contabilidad de tiendas de dicha compa-
ñía"; que, finalmente, en cuanto concierne a la falta de 
motivos sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza 
probatoria del acto del Inspector de Rentas Internas, en 
cuanto al valor de las existencias, en razón de que este 
valor no es un hecho comprobado por el Inspector, sino el 
resultado de su simple apreciación"; que es evidente que 
al declarar la culpabilidad de la Central Romana Corp., 
el Tribunal a quo contestó este punto implícitamente, pues-
to que si se hubiese tratado de una simple "apreciación" 
y no de una "comprobación" realizada por el propio Ins-
pector al examinar personalmente "los estados que fueron 
presentados y preparados por el encargado de la contabi-
lidad de tiendas", el acta comprobatoria de la infracción 
no le hubiese bastado por sí sola al Tribunal a quo, corno 
en efecto le bastó, para justificar la condenación de la 
compañía; que, consecuentemente, el medio que se exami-
na carece de fundamento y debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 

Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 
y 191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho 
de defensa de la compañía prevenida", sobre el fundamen -  

to de  que la sentencia impugnada rehusó los pedimentos 
contenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes a 
"hacer la prueba contraria de las afirmaciones del Inspec-
tor Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de some-
timiento de fecha 25 de noviembre de 1952", mediante 
sus libros de contabilidad y la designación de "un exper-
to contable con misión de examinar esos libros y rendir 
un informe al tribunal acerca del valor más alto de la exis-
tencia de la compañía en el primer semestre del año 1952"; 
pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-
men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-
fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perseguido, que ex-
cluye la posibilidad de ser combatidas por toda prueba 
contraria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al 
rechazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual 
se alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de 
la sección 4 9  del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por 
haberse apoyado en la apreciación groso modo, procedi-
miento instituído por estas disposiciones para el cobro del 
impuesto del semestre siguiente a la declaración o para 
el semestre en curso, como si fuera un procedimiento ins-

-tituído para establecer, con -valor retroactivo, la insufi-
ciencia de los pagos del impuesto de patente correspon-
diente a semestres vencidos, ya que la propia sentencia 
manifiesta en el primer considerando que el excedente que 
se le reprocha a la compañía en el primer semestre de 
1952 fué comprobado por el Inspector de Rentas Internas 
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el 25 de Nov. de 1952, y existía en el momento de la 
pección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha podi 
incurrir en las violacioñes de la ley denunciadas en es 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han j 
tificado el rechazamiento del tercer medio, justifican t 
bién, por vía de consecuencia, el rechazamiento del p 
sente, ya que ha quedado establecido que en la especi 
no se ha tratado de uña "apreciación groso modo" del 
lor de las existencias que tenía la actual recurrente cua 
do hizo su declaración de patente correspondiente al pr 
mer semestre del año 1952, sino de una valoración reali-
zada personalmente por el Inspector que sorprendió la L :.-
fracción, al tenor de los datos que comprobara al amp¿:: 
de los estados que fueron preparados "por el propio en-
cargado de la contabilidad de tiendas de la compañía recu 
rrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cu 
se opone "la violación del artículo 1 9  del Código Penal y de 
los artículos 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección IV del 
Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1° de 1 
Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la recurrent 
sostiene que "la violación de estos otros textos legales, h 
sido. en la espacie, una consecuencia necesaria de las vi 
laciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los 
títulos de ley y principios invocados en los otros medi 
de este recurso, y el fundamento de estos medios constitu 
ye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medi 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir 
ven de base al que ahora se examina, y como aquellos m 
dios fueron rechazados por improcedentes e infundad 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medi 

Considrando, en cuanto al octavo medio, en el cu 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 1 
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.Y 155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
aceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 
declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
impugnada que prestaron el juramento legal requerido"; 
que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción establece que "no se admitirán como medios de ca-
sación, las nulidades cometidas en primera instancia, si 
no hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación ex-
cepto la nulidad por causa de incompetencia"; que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual 
recurrente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invocada; 
que, consecuentemente, el medio de que se trata debe ser 
declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
la sección IV del capítulo IV y la del artículo 29 de la 
Ley de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables 
los recargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
Impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor del 

puesto"; que el recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
lor total de sus existencias, es obvio que epa circunstan-
ia equivale a una falta de declaración por el exceso no 

comprendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
ión IV del capítulo IV de la referida ley, que estable-

un recargo de un veinte por ciento sobre el valor de 
atente adicional que debe ser expedida en caso de rec- • 

cación de la declaración original, no es privativo del 
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el 25 de Nov. de 1952, y existía en el momento de la 
pección"; 

Considerando que el fallo impugnado no ha pod 
incurrir en las violaciones de la ley denunciadas en 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han j 
tificado el rechazamiento del tercer medio, justifican t 
bien, por vía de consecuencia, el rechazamiento del pr 
sente, ya que ha quedado establecido que en la espec 
no se ha tratado de uña "apreciación groso modo" del 
lor de las existencias que tenía la actual recurrente cuan-
do hizo su declaración de patente correspondiente al pri-
mer semestre del año 1952, sino de una valoración reah-
cada personalmente por el Inspector que sorprendió la • 
fracción, al tenor de los datos que comprobara al amp 
de los estados que fueron preparados "por el propio e 
cargado de la contabilidad de tiendas de la compañía rec 
rrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cu 
se opone "la violación del artículo 1 9  del Código Penal y d 
los artículos 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección IV d 
Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 1 9  de 
Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la recurren 
sostiene que "la violación de estos otros textos legales, h 
sido, en la espacie, una consecuencia necesaria de las vio-
laciones cometidas por el Juez a quo, respecto de los 
títulos de ley y principios invocados en los otros medi 
de este recurso, y el fundamento de estos medios constit 
ye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana Corp., le sir-
ven de base al que ahora se examina, y como aquellos m 
dios fueron rechazados por improcedentes e infundado' 
nrocede, consecuentemente, desestimar el presente medi ' 

Considrando, en cuanto al octavo medio, en el cu 
se aduce "la violación de las reglas de los artículos 15  

155 del Código de Procedimiento Criminal por haberse 
ceptado como prueba del delito imputado a la Compañía 

declaraciones de personas que no constan en la sentencia 
Impugnada que prestaron el juramento legal requerido"; 

que el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción establece que "no se admitirán como medios de ca-
sación, las nulidades cometidas en primera instancia, si 
no hubieren sido aducidas ante el juez de la apelación ex-
cepto la nulidad por causa de incompetencia"; que el exa-
men del fallo impugnado pone de manifiesto que la actual 
recurrente no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante 
el Tribunal a quo, la excepción de nulidad ahora invocada; 
que, consecuentemente, el medio de que se trata debe ser 
declarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
a sección IV del capítulo IV y la del artículo 29 de la 

Ley de Patentes, por no ser de ningún modo aplicables 
los recargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378 de 1950, dispone que "toda persona sujeta al 
impuesto establecido por esta ley que no presente su de-
claración en la forma y en los plazos señalados, estará su-
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor del 
impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto legal 
se aplica invariablemente a toda declaración insincera; 
que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el va-
or total de sus existencias, es obvio que e„sa circunstan-
cia equivale a una falta de declaración por el exceso no 
comprendido en la misma; 

Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la 
sección IV del capítulo IV de la referida ley, que estable-
ce un recargo de un veinte por ciento sobre el valor de 
a patente adicional que debe ser expedida en caso de rec-

tificación de la declaración original, no es privativo del 

e 
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caso a que se refiere el inciso d) de la sección IV; q ue 

 dicho recargo es aplicable de modo general en todos los 
casos en que resultare una diferencia entre la declaración 
original del contribuyente y la valoración hecha posterior-
mente por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la 
infracción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha apli-
cado correctamente los textos arriba indicados a los he-

chos de la causa; 
Considerando, en cuanto al décimo y último medio, 

en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la 

Ley de Patentes y del artículo 1 9  del Código de Procedi-
miento Criminal, por ordenar que la compañía prevenida 
se provea de una patente adicional, conforme el pedimen 
to del Ministerio Público y sin intervención de los Oficia-
les de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la 
recurrente sostiene que esta orden "equivale a una con-
denación al pago del impuesto y de sus recargos, pues-
to que la patente no se puede obtener sin efectuar ese pa-
go", y que como "la acción en cobro del impuesto no es-
tá atribuida por la ley al Ministerio Público sino a los Ofi-
ciales de Rentas Internas, a falta de intervención de estos 
Oficiales en el proceso penal, para ejercer accesoriamente 
a la acción pública la acción civil que les corresponde, el 
Tribunal debió limitarse a estatuir sobre la acción públi-
ca, aunque para la fijación de la multa tuviera que de-
terminar el importe del impuesto y de los recargos apli-
cables al delito de que estaba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo orde-
narle, de oficio, que se proveyera de la patente corres-
pondiente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Pa-
tentes, No. 2378, vigente en el momento del hecho, que 
sanciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, que las penas señaladas se impondrán, por  

cada infracción, sin perjuicio de la obligación en que está 
dicho contribuyente de proveerse de la patente correspon-
diente% que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de 
violar los textos señalados en el medio que ahora se exa-
mina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una 
disposición imperativa de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia 
impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún vi-
cio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación 'interpuesto por la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. 'Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Confín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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caso a que se refiere el inciso d) de la sección IV; q ue 

 dicho recargo es aplicable de modo general en todos los 
casos en que resultare una diferencia entre la declaració n 

 original del contribuyente y la valoración hecha posterior-
mente por el Oficial de Rentas Internas que sorprenda la 
infracción; que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha apli-
cado correctamente los textos arriba indicados a los he-

chos de la causa; 
Considerando, en cuanto al décimo y último medio, 

en el cual se invoca la "violación del artículo 42 de la 
Ley de Patentes y del artículo 1° del Código de Procedi-
miento Criminal, por ordenar que la compañía prevenida 
se provea de una patente adicional, conforme el pedimen-
to del Ministerio Público y sin intervención de los Oficia-
les de Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la 
recurrente sostiene que esta orden "equivale a una con-
denación al pago del impuesto y de sus recargos, pues-
to que la patente no se puede obtener sin efectuar ese pa-
go", y que como "la acción en cobro del impuesto no es-
tá atribuida por la ley al Ministerio Público sino a los Ofi-
ciales de Rentas Internas, a falta de intervención de estos 
Oficiales en el proceso penal, para ejercer accesoriamente 
a la acción pública la acción civil que les corresponde, el 
Tribunal debió limitarse a estatuir sobre la acción públi-
ca, aunque para la fijación de la multa tuviera que. de-
terminar el importe del impuesto y de los recargos apli-
cables al delito de que estaba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp., el Tribunal a quo pudo orde-
narle, de oficio, que se proveyera de la patente corres-
pondiente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Pa-
tentes, No. 2378, vigente en el momento del hecho, que 
sanciona las declaraciones falsas sobre la valoración de las 
existencias que el contribuyente posea, establece en su 
parte final, que las penas señaladas se impondrán, por 
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cada  infracción, sin perjuicio de la obligación en que está 
dicho contribuyente de proveerse de la patente correspon-
cuente"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de 
violar los textos señalados en el medio que ahora se exa-
mina, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una 
disposición imperativa de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la sentencia 
impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún vi-
cio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: rechaza el recurso de 
casación 'interpuesto por la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
g-uel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
orel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 

Confin Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
La Altagracia, de fecha 10 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Central Romana Corporation.— Abogados: Liedos. 
Julio F. Peynado, Ml. Vicente Feliú y J. Almanzor Beras 
y Dr. Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de 'Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día seis del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y tres, años, 110 9  de la Independencia, 909  de 
la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comercial 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de Nueva 
York, Estados Unidos de América, con su domicilio en la 
ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, contra 
sentencia correccional pronunciada, en grado de apelación. 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia, en fecha diez de abril del corriente año, 
mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. 
Peynado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, por-
tadores, respectivamente, de las cédulas personales de 
identidad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos 
Nos. 410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de lavR

isetapúebl acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. 
J. Almanzor Beras, en representación de la Central Ro-
mana Corporation, en la cual se alega que "el presente re-
curso lo interpone en sentido general, por considerar que 
se ha violado la ley en varios aspectos, tal como lo esta-
blecerá la recurrente en sus medios de casación que opor-
tunamente depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de ju-
nio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Pey-
nado, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Be-
ras, y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique 
Peynado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39, 42, y los in-
cisos e), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 
Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgá-
nica de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, 
de 1925; y los artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 
ddeelcCaósacicigión;ode Procedimiento Criminal; 7 de la Ley No. 
1014, de 1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
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Materia: Penal. 

Recurrente: Central Romana Corporation.— Abogados: Liedo 
Julio F. Peynado, Ml. Vicente Feliú y J. Almanzor RPras, 
y Dr. Enrique Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
11 1 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados.: 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de 'Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Ambrosio 
Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor Contín Aybar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Do-
mingo, hoy día seis del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y tres, años, 110 9  de la Independencia, 909  de 
la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cen-
tral Romana Corporation, compañía industrial y comercial 
organizada de acuerdo con las leyes del Estado de Nueva 
York, Estados Unidos de América, con su domicilio en la 
ciudad de La Romana, provincia de La Altagracia, contra 
sentencia correccional pronunciada, en grado de apelación, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia, en fecha diez de abril del corriente año. 
mil  novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, portador de la cédula 
personal de identidad No. 35230, serie 1, sello No. 8392, 
por sí, y en representación de los licenciados Julio F. 
Peynado, Manuel Vicente Feliú y J. Almanzor Beras, por-
tadores, respectivamente, de las cédulas personales de 
identidad Nos. 7687, 1196 y 8994, series 1, 23 y 26, sellos 
Nos. 410, 292 y 892, abogados de la recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. 
J. Almanzor Beras, en representación de la Central Ro-
mana Corporation, en la cual se alega que "el presente re-
curso lo interpone en sentido general, por considerar que 
se ha violado la ley en varios aspectos, tal como lo esta-
blecerá la recurrente en sus medios de casación que opor-
tunamente depositará"; 

Visto el memorial de casación de fecha primero de ju-
nio del corriente año, suscrito por el Lic. Julio F. Pey-
nado, por sí y en representación del Lic. J. Almanzor Be-
ras, y por el Lic. Manuel Vicente Feliú y el Dr. Enrique 
Peynado, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 29, 30, 32, 39, 42, y los in-
cisos c), d) y e), de la sección IV del capítulo IV, de la 
Ley de Patentes, No. 2378, de 1950; 21 de la Ley Orgá-
nica de Rentas Internas No. 855, de 1935; la Ley 273, 
de 1925; y los artículos 142, 143, 145, 147, 154, 180 y 189 
del Código de Procedimiento Criminal; 7 de la Ley Ncr. 
1014, de 1935, y 1, 29 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) q ue 

 en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos ein, 

cuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 
R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia polo violación 
de la Ley de Patentes, la cual, copiada textualmente, di-
ce así: "Denuncia por violación a la Ley de Patentes.— No. , 
27.— La Romana, 25 de Nov. de 1952.— Al Juez Alcalde 
de La Romana.— De acuerdo con el Art. 15 de la Ley de 
Patentes, No. 792, por la piesente denuncio al Central Ro-
mana Corp., residente en La Romana, calle (—) casa No. 
(—), lugar o sección de Central Romana, de esta común, 
por violación de dicha ley y sus reformas, cometida en la 
forma siguiente: ejerciendo un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $400.000.00 amparada por pa-
tente No. 15455, para el 2do. semestre 1952, teniendo 
una existencia aproximada de $937,028.06 por lo que se 

le notifica a Groso.  Modo una patente adiciónal por ,los 
$537,028.06 en exceso. —De acuerdo con acta No. 20 del 
Inspector de Rentas Internas, de fecha Nov-14-52.— Este 
hecho constituye una violación de... artículo.. . de la 
Ley arriba citada y por tanto el infractor debe ser juz-

gado de acuerdo con lo previsto en la citada Ley No. 792 
y' sus reformas.— (fdo.) Demóstenes R. Valenzuela".— 2) 
que apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la Común 
de La Romana, pronunció sentencia en fecha-diez y nueve 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe de-
clarar, como en efecto declara, a la Central Romana Corp. 
en la persona de su Administrador General Edward G. 
Koch, culpable del delito de violación a la Ley de Paten-
tes, por el hecho de ejercer un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $400,000.00 amparada por pa -

tente No. 15455 para el 2do. semestre de 1952, teniendo 
una existencia aproximada de $937,028.06 por lo que re- 

gar una multa de RD$16,140.00 (dieciséis mil ciento cua- 
nta pesos oro), en virtud a los artículos 29, 30 y 32 de 

la Ley de Patentes.; TERCERO: que debe ordenar, como 
en efecto ordena, a la Central Romana Corp. a proveerse 
de la patente correspondiente. CUARTO: que debe conde-
nar, como en efecto condena, a la Central Romana Corpo-
ration, al pago de los costos";— 3) que en fecha veintidós 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, la Cen-
tral Romana Corporation interpuso recurso de apelación 
contra la ante-3 mencionada sentencia; 4) que en la áudien-
zia del tres de marzo del corriente año, fijada para el co- 
nocimiento de la apelación, el Lic. Julio F. Peynado, pre- ' 
sentó las siguientes conclusiones: "La Central Romana 
Corporation, compañía agrícola-industrial, organizada de 
acuerdo con las leyes del Estado de New York, Estados 
Unidos de América, con domicilio en esta ciudad de La 
Romana, representada por el abogado infrascrito, conclu-
ye dipiéndoos, muy respetuosamente: PRIMERO: que se 
declare regular y válida la apelación interauesta por la 
Central Romana Corporation contra la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Paz de la común de La Romana 
en fecha 19 de diciembre de 1952, que condenó a dicha 
Compañía al pago de una multa de RD$16,140.00, por ale-
gada violación de la Ley de Patentes en el segundo se-
mestre del año 1952; SEGUNDO: que se declare que no se 
ha 

hecho prueba legal contra la Compañía de las existen-
cias que se dice que ella tuvo en su tienda principal y en 
el depósito de mercancías durante el -  segundo semestre del 
ano 1952, en exceso del límite de las existencias declarado 
Por ella al solicitar la patente para dicho semestre porque: 

h
a)  La apreciaci/Sn groso modo que se pretende haber sido 
echa de acuerdo con el acta levantada por el Inspector 

culta un excedente de $537,028.06 que no está amparada 
por  patente alguna.— SEGUNDO: que debe condenar, co- 

mo  en efecto condena, a la Central Romana Corp. a pa- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) q ue 

 en fecha veinticinco de noviembre de mil novecientos chi_ 
cuenta y dos, el Inspector de Rentas Internas Demóstene s 

 R. Valenzuela, redactó un acta de denuncia pol violación 
de la Ley de Patentes, la cual, copiada textualmente, di- 
ce así: "Denuncia por violación a la Ley de Pateffies.— No. 
27.— La Romana, 25 de Nov. de 1952.— Al Juez Alcalde 
de La Romana.— De acuerdo con el Art. 15 de la Ley de 
Patentes, No. 792, por la piesente denuncio al Central Ro-
mana Corp., residente en La Romana, calle (—) casa No. 
(—), lugar o sección de Central Romana, de .esta común, 
por violación de dicha ley y sus reformas, cometida en la 
forma siguiente: ejerciendo un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $400.000.00 amparada por pa-
tente No. 15455, para el 2do. semestre 1952, teniendo 
una existencia aproximada de $937,028.06 por lo que se 
le notifica a Groso Modo una patente adicional por ,los 
$537,028.06 en exceso. —De acuerdo con acta No. 20 del 
Inspector de Rentas Internas, de fecha Nov-14-52.— Este 

hecho constituye una violación de... artículo... de la 
Ley arriba citada y por tanto el infractor debe ser juz-
gado de acuerdo con lo previsto en la citada Ley No. 792 

y' sus reformas.— (fdo.) Demóstenes R. Valenzuela".— 2) 

que apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la Común 
de La Romana, pronunció sentencia en fecha-diez y nueve 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe de-
clarar, como en efecto declara, a la Central Romana Corp. 
en la persona de su Administrador General Edward G. 

Koch, culpable del delito de violación a la Ley de Paten-
tes, por el hecho de ejercer un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $400,000.00 amparada por pa-
tente No. 15455 para el 2do. semestre de 1952, teniendo 
una existencia aproximada de $937,028.06 por lo que re - 
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culta un excedente de $537,028.06 que no está amparada 
por  patente alguna.— SEGUNDO: que debe condenar, co- 
ro en efecto condena, a la Central Romana Corp. a pa- 
gar-- una multa de RD$16,140.00 (dieciséis mil ciento cua-
renta pesos oro), en virtud a los artículos 29, 30 y 32 de 
i  Ley de Patentes.; TERCERO: que debe ordenar, como 
e n efecto ordena, a la Central Romana Corp. a proveerse 
de la patente correspondiente. CUARTO: que debe conde-
nar, como en efecto condena, a la Central Romana Corpo-
ration, al pago de los costos";— 3) que en fecha veintidós 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, la Cen-
tral Romana Corporation interpuso recurso de apelación 
contra la antes mencionada sentencia; 4) que en la audien-
ia del tres de marzo del corriente año, fijada para el co-

nocimiento de la apelación, el Lic. Julio F. Peynado, pre- ' 
sentó las siguientes conclusiones: "La Central Romana 
Corporation, compañía agrícola-industrial, organizada de 
acuerdo con las leyes del Estado de New York, Estados 
Unidos de América, con domicilio en esta ciudad de La 
Romana, representada por el abogado infrascrito, conclu-
ye dipiéndoos, muy respetuosamente: PRIMERO: que se 
declare regular y válida la apelación interiauesta por la 
Central Romana Corporation contra la sentaicia pronun-
ciada por el Juzgado de Paz de la común de La Romana 
en fecha 19 de diciembre de 1952, que condenó a dicha 
Compañía al pago de una multa de RD$16,140.00, por ale-
gada violación de la Ley de Patentes en el segundo se-
mestre del año 1952; SEGUNDO: que se declare que no se 
ha hecho prueba legal contra la Compañía de las existen-
cias que se dice que ella tuvo en su tienda principal y en 
el depósito de mercancías durante el segundo semestre del 
año 1952, en exceso del límite de las existencias declarado 
Por ella al solicitadla patente para dicho semestre porque: 
a)  La apreciaci(m groso modo que se pretende haber sido hecha de 

acuerdo con el acta levantada por el Inspector 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1481 

1480 	 BOLETÍN JUDICIAL 

de Rentas Internas, señor Demóstenes R. Valenzuel a en 
 fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor probator io 
 alguno ya que la apreciación groso modo que permito el 

 párrafo cuarto de la sección cuarta del capítulo 89  de la 
 Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado dispos i.. 

ciones similares de otras leyes de Patentes anteriores so-
lo procede para la estimación de las existencias que ten. 

ga  un establecimiento en el momento de hacerse esa apre-
ciación, y no para determinar el valor de las existencias 
que haya tenido ese establecimiento en cualquier tiempo  
pasado, ya que la misma disposición que autoriza la apre-

ciación groso modo concede al dueño del establecimiento 
que haya pagado la patente sobre la base de su propia 
declaración, el derecho a realizar un inventario en presen-

cia de un oficial de Rentas Internas dentro de los quince 
días subsiguientes a la notificación que se le haga, conce-

sión que es la salvaguarda del derecho de defensa del 
contribuyente, pues sin ella se pondría en manos de los 

funcionarios de Rentas Internas un poder arbitrario para la 
determinación de la cuantía del impuesto; b) En todo ca-

so, según el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir a 

la apreciación groso modo sino cuando no existan libros 

de contabilidad general en buen orden per los cuales se 

han de guiar el Colector de Rentas Internas o el Tesorero 

Municipal, y en el presente caso existen libros de conta-

bilidad general de la Central Romana Corporation que es-

tán en buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base 

para la determinación de las existencias sujetas a paten-

tes de los establecimientos de dicha compañía; c) Las ac-

tas levántadas por un oficial público no hacen prueba si-

no de los hechos comprobados por dicho funcionario y ro 

de los juicios o apreciaciones que haya podido formular 
dicho oficial como ocurre con las del Inspector de Rentas 
Internas señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que  

nos ocupa, ya que él no pudo comprobar la existencia de  

mercancías que ya no se encontraban en el establecimien- 

to en  el momento de su inspección; d) El Juez de Paz des- ro  
los libros de comercio del Central Romana Corpora-

tion, como medio de establecer la prueba en que debía 
fundarse su fallo, alegando que se trataba de libros de con-
tabilidad general y no del negocio de tienda de dicha Com-
pañía ; e) La condenación impuesta a la Compañía no se 
funda en ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien es 
preciso probarle el hecho que se le imputa, en este caso la 
violación de la Ley de Patentes y de un modo preciso el 
valor de las existencias en exceso de su declaración de pa-
tentes; TERCERO: Que, en consecuencia, se revoque la 
sentencia apelada y se descargue a la Central Romana Cor-
poration por falta de prueba, de la inculpación de haber 
violado la Ley de Patentes en lo que respecta a lá decla-
ración de sus existencias para el segundo semestre del año 
1952; Subsidiariamente, para el improbable caso en que 
no se acojan los medios opuestos en las conclusiones an-
teriores, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir 
en casación por violación de las reglas sobre la prueba en 
materia penal, o en materia de evaluación de las existen- 
cias  

 sujetas a patentes, autoricéis a la Central Romana 
Corporation a hacer la prueba contraria a las afirmaciones 
del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas en el 
acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 1952, 
prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el conte-
nido de sus libros de contabilidad que ella presenta para 
esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter técnico 
de ese modo de prueba, designéis un experto contable con 
misión de. examinar esos libros, y de rendir un informe 
acerca del valor más alto a que llegaron las existencias 
de la tienda principal y del depósito de mercancías --de la 
Central Romana Corporation en el segundo semestre del 

I
l°  1952"; 5) que posteriormente, el Juzgado de Primera 
nstancia del Distrito Judicial de La Altagracia, apodera- 
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de Rentas Internas, señor Demóstenes R. Valenzuela en 
fecha 14 de noviembre de 1952, no tiene valor probato rio 

 alguno ya que la apreciación groso modo que permite el 
 párrafo cuarto de la sección cuarta del capítulo 89 de la 

 Ley de Patentes No. 3433 y que han autorizado disposi-
ciones similares de otras leyes de Patentes anteriores so-
lo procede para la estimación de las existencias que ten-

ga un establecimiento en el momento de hacerse esa apre-

ciación, y no para determinar el valor de las existencias 
que haya tenido ese establecimiento en cualquier tiempo  
pasado, ya que la misma disposición que autoriza la apre-
ciación groso modo concede al dueño del establecimiento 
que haya pagado la patente sobre la base de su propia 

declaración, el derecho a realizar un inventario en presen-

cia de un oficial de Rentas Internas dentro de los quince 

días subsiguientes a la notificación que se le haga, conce-

sión que es la salvaguarda del derecho de defensa del 

contribuyente, pues sin ella se pondría en manos de los 

funcionarios de Rentas Internas un poder arbitrario para la 

determinación de la cuantía del impuesto; b) En todo ca-

so, según el citado párrafo cuarto, no se puede recurrir a 

la apreciación groso modo sino cuando no existan libros 

de contabilidad general en buen orden per los cuales se 

han de guiar el Colector de Rentas Internas o el Tesorero 

Municipal, y en el presente caso existen libros de conta-

bilidad general de la Central Romana Corporation que es-

tán en buen orden, y, en consecuencia, deben ser la base 

para la determinación de las existencias sujetas a paten-

tes de los establecimientos de dicha compañía; c) Las ac-

tas levántadas por un oficial público no hacen prueba si-

no de los hechos comprobados por dicho funcionario y no 

de los juicios o apreciaciones que haya podido formular 
dicho oficial como ocurre con las del Inspector de Rentas 
Internas señor Demóstenes R. Valenzuela en el caso que  

nos ocupa, ya que él no pudo comprobar la existenci
a de  

mercancías que ya no se encontraban en el establecimien- 

to en  el momento de su inspección; d) El Juez de Paz des- aro  
los libros de comercio del Central Romana Corpora- 

tion, como medio de establecer la prueba en que debía 
fundarse su fallo, alegando que se trataba de libros de con-
tabilidad general y no del negocio de tienda de dicha Com-
pañía; e) La condenación impuesta a la Compañía no se 
funda en ninguna otra prueba válida, y es a ella a quien es 
preciso probarle el hecho que se le imputa, en este caso la 
violación de la Ley de Patentes y de un modo preciso el 
valor de las existencias en exceso de su declaración de pa-
tentes; TERCERO: Que, en consecuencia, se revoque la 
sentencia apelada y se descargue a la Central Romana Cor-
poration por falta de prueba, de la inculpación de haber 
violado la Ley de Patentes en lo que respecta a H decla-
ración de sus existencias para el segundo semestre del año 
1952; Subsidiariamente, para el improbable caso en que 
no se acojan los medios opuestos en las conclusiones an-
teriores, y bajo reserva expresa del derecho de recurrir 
en casación por violación de las reglas sobre la prueba en 
materia penal, o en materia de evaluación de las existen-
cias sujetas a patentes, autoricéis a la Central Romana 
Corporation a hacer la prueba contraria a las afirmaciones 
del Inspector Demóstenes R. Valenzuela, contenidas en el 
acto de sometimiento de fecha 14 de noviembre de 1952, 
prueba que la Compañía ofrece hacer mediante el conte-
nido de sus libros de contabilidad que ella presenta para 
esos fines, y que a ese efecto, y dado el carácter técnico 
de ese modo de prueba, designéis un experto contable con 
misión de. examinar esos libros, y de rendir un informe 
acerca del valor más alto a que llegaron las existencias 
de la tienda principal y del depósito de mercancías -de la 
Central Romana Corporation en el segundo semestre del 
año 1952"; 5) que posteriormente, el Juzgado de Primera . nstdncia del Distrito Judicial de La Altagracia, apodera- 
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do del recurso de apelación, pronunció la sentencia aho 
impugnada, la cual contiene el dispositivo que se copi a a 

 continuación: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar, y 
declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto por el señor Edward G. Koch a 

 nombre de la Central Romana Corporation, en su calidad 
de' Administrador General de la misma, contra sentencia 
de fecha dieciséis del mes de diciembre del año mil no-
vecientos cincuentidós (1952), rendido por el Juzgado de 
Paz de esta común cte La Romana, que la condenó a pa-
gar dieciséis mil ciento cuarenta pesos (RD$16,140.00) de 
multa, por violación a la Ley de Patentes, SEGUNDO: 
que debe modificar, y modifica, la sentencia objeto del 
presente recurso, en cuanto a la multa de dieciséis mil cien-
to cuarenta pesos (RD$16,140.00), que en ella se impone, 
por la de ocho mil setenta pesos (RD$8,070.00), más los 

recargos adeudados siguientes: 10% de acuerdo con la Ley 
Nq. 273, ascendente a la suma' de ochocientos siete pesos 

(RD$807.00); 10% por declaración tardía, de conformidad 
con el artículo 29 de la Ley No. 2378, equivalente a la 

suma de ochocientos siete pesos oro (RD$807.00); 60(,; por 

seis meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 de 

la Ley No. 2378, ascendente a la suma de cuatro mil ocho-

cientos cuarentidós pesos (RD$4,842.00); y 20% de acuer-

do con la sección IV, letra e) de la Ley anteriormente 
mencionada, ascendente a la suma de mil seiscientos ca-

torce pesos (RD$1,614.00); que hacen un total de ocho mil 

setenta pesos (RD$8,070.00); que sumados al impuesto de-

jado de pagar asciende a una multa de dieciséis mil cien-

to cuarenta pesos (RD$16,140.00); TERCERO: que debe 

ordenar, como'al efecto ordena, a la Central Romana Cor-

poration, a proveerse de la patente correspondiente; CUAR-
TO: que debe condenar, como al efecto condena, a la Cen-
tral Romana Corporation, al pago de las costas de alzada 

Considerando, en cuanto al primer medicf en el cual 
se invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pú-
blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia 
del Inspector de lentas Internas, sin calidad para ello en 
este caso"; pero, 

Considerando que en materia correccional y de simple 
policía el tribunal se apodera por citación directa hecha a 
requerimiento idel ministerio público o de la parte civil; 
que, en la espgcie, el representante del ministerio público 
ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, citó 
por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botello, a la Central Romana Corpor;ation, para la 
audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez 
y nueve de diciembre del referido año, a fin de ser juz-
gada por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $400,000.00 amparada por pa-
tente No. 15455 para el 2do. semestre 1952, teniendo una 
existencia aproximada de $937,028.06 por lo que se le no-
tifica a Groso Modo una patente adicional por los $537,-
028.06 en exceso"; que, además, la comparecencia volunta-
ria y espontán'ea de las partes implica también el apode-
ramiento del tribunal en materia correccional y de simple 
policía; que, en el presente caso, la actual recurrente com-
pareció, por órgano de su representante calificado, a la 
audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos de invo-
car la irregularidad del apoderamiento, aceptó el debate, 
defendiéndose de la prevención; que, finalmente, aún en 
la hipótesis de que el artículo 39 de la Ley de Patentes, 
estableciese un modo excepcional de apoderamiento en los 
casos previstos por el artículo 32 de dicha ley, el medio 
sería inadmisible por aplicación del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento as  Casación, según cuyas disposicio-
nes no se admitirán como medios de casación, las nulida- 
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do del recurso de apelación, pronunció la sentencia aho ra 

 impugnada, la cual contiene el dispositivo que se copia a 

 continuación: "FALLA: PRIMERO: que debe declarar, y 
declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recurs o 

 de apelación interpuesto por el señor Edward G. Koch a 

 nombre de la Central Romana Corporation, en su calidad 
de' Administrador General de la misma, contra sentencia 
de fecha dieciséis del mes de diciembre del año mil no-
vecientos cincuentidós (1952), rendido por el Juzgado de 

Paz de esta común de La Romana, que la condenó a pa-
gar dieciséis mil ciento cuarenta pesos (RD$16,140.001 de 
multa, por violación a la Ley de Patentes, SEGUNDO: 
que debe modificar, y modifica, la sentencia objeto del 
presente recurso, en cuanto a la multa de dieciséis mil cien-
to cuarenta pesos (RD$16,140.00), que en ella se impone, 
por la de ocho mil setenta pesos (RD$8,070.00), más los 
recargos adeudados siguientes: 107c de acuerdo con la Ley 
Nq. 273, ascendente a la suma • de ochocientos siete pesos 
(RD$807.00); 10% por declaración tardía, de conformidad 
con el artículo 29 de la Ley No. 2378, equivalente a la 
suma de ochocientos siete pesos oro (RD$807.00); 605 por 
seis meses transcurridos, de acuerdo con el artículo 30 de 
la Ley No. 2378, ascendente a la suma de cuatro mil ocho-
cientos cuarentidós pesos (RD$4,842.00); y 20% de acuer-
do con la sección IV, letra e) de la Ley anteriormente 
mencionada, ascendente a la suma de mil seiscientos ca-
torce pesos (RD$1,614.00); que hacen un total de ocho mil 
setenta pesos (RD$8,070.00); que sumados al impuesto de-
jado de pagar asciende a una multa de dieciséis mil cien-
to cuarenta pesos (RD$16,140.00); TERCERO: que debe 
ordenar, como•al efecto ordena, a la Central Romana Cor-
poration, a proveerse de la patente correspondiente; CUAR-
TO: que debe condenar, como al efecto condena, a la 

Cen-

tral Romana Corporation, al pago de las costas de alzada 

Considerando, en cuanto al primer medie? en el cual 
se invoca la violación del artículo 39 de la Ley de Paten-
tes, No. 2378, "por haber sido apoderado de la acción pú-
blica el Juzgado de Paz en virtud de un acto de denuncia 
del Inspector de lentas Internas, sin calidad para ello en 
este caso"; pero, 

Considerando que en materia correccional y de simple 
policía el tribunal se apodera por citación directa hecha a 
requerimiento Adel ministerio público o de la parte civil; 
que, en la espgcie, el representante del ministerio público 
ante el Juzgado de Paz de la común de La Romana, citó 
por acto de fecha diez y siete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, instrumentado por el ministerial 
José A. Botello, a la Central Romana Corpor iation, para la 
audiencia que celebró dicho tribunal el día viernes diez 
y nueve de diciembre del referido año, a fin de ser juz-
gada por el hecho de "ejercer un negocio de comercio con 
una existencia declarada de $400,000.00 amparada por pa-
tente No. 15455 para el 2do. semestre 1952, teniendo una 
existencia aproximada de $937,028.06 por lo que se le no-
tifica a Groso Modo una patente adicional por los $537,- 
028.06 en exceso"; que, además, la comparecencia volunta-
ria y espontán'ea de las partes implica también el apode-
ramiento del tribunal en materia correccional y de simple 
policía; que, en el presente caso, la actual recurrente com-
pareció, por órgano de su representante calificado, a la 
audiencia del diez y nueve de diciembre, y lejos de invo-
car la irregularidad del apoderamiento, aceptó él debate, 
defendiéndose de la Prevención; que, finalmente, aún en 
la hipótesis de que el artículo 39 de la Ley de Patentes, 
estableciese un modo excepcional de apoderamiento en los 
casos previstos por el artículo 32 de dicha ley, el medio 
sería inadmisible por aplicación del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento dei  Casación, según cuyas disposicio-
nes no se admitirán como medios de casación, las nulida- 
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des cometidas en primera instancia que no hubiesen sido 
alegadas en apelación, ya que la actual recurrente no adu-
jo el referido medio en grado de apelación; que, en tales 
condiciones, el Tribunal a quo no ha cometido, en el fallo 
impugnado, la violación de la ley denunciada en el pre-

sente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 

el elemento 'moral de la infracción imputado a la compa-

ñía, y ausencia de motivos y . de base legal, y desnaturali-
zación de los hechos en lo tocante al elemento material de 

la infracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para decla-
rar la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, 
aplicarle, consecuentemente, las sanciones éstablecidas por 

la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, 
redactada por el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 

R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en false-
dad, de los hechos materiales relativos a la infracción, com-
probados personalmente por el redactor del acta; que, en 
efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente que 
"fué constatado por un Inspector de Rentas Internas, que 

la Central Romana Corporation, ejercía un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de RD$400,000. 00 

 (cuatrocientos mil pesos), amparada por patente No. 15455. 
para el segundo semestre del año 1952; teniendo -  en el 

momento de dicha Inspección un excedente de quinientos 
treintisiete mil veintiocho pesos con seis centavos (RDS -

537,028.06) considerada a Groso Modo, sin estar sujeta al 
pago de la patente correspondiente"; que, además; resul-
ta evidente que los jueces del fondo reconocieron implí- 

cita  ente el elemento moral de la incriminación, carac-
terizado, en la especie, por el propósito de la recurrente 
de  dejar de pagar los impuestos correspondientes, sobre el 
valor de las existencias no declaradas, lo cual implica, ne-
cesariamente, su voluntad culpable de violar una ley que 
debe presumirse conocida; que, por tanto, el Tribunal a quo 
ha justificado, en el aspecto que ahora se examina, legal-
mente su decisión, sin cometer ninguno de los vicios que 
se denuncian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 
invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 815, Orgá-
nica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la 
sección IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la cómpañía basándose en un acto de de-
nuncia de la infracción que no constituye prueba admisi-
ble ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Código 
de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias de 
las infracciones de las leyes de rentas internas, levantadas 
por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe, hasta 
inscripción en falsedad, de los hechos materiales relativos 
a la infracción comprobados personalmente porel redac-
tor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones con-
tenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los hechos 
materiales que se comprueban, constituyen una prueba le-
gal absoluta del delito perseguido, y su autoridad sólo pue-
de ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la re-
pscurrenblicote, que "la única prueba invocada por el . Ministerio 

  está constituida por el acta No. 27 de denun-
cia por violación de la Ley 'de Patentes, redactada por el 
Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 1952", 
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des cometidas en primera instancia que no hubiesen sido 
alegadas en apelación, ya que la actual recurrente no adu-
jo el referido medio en grado de apelación; que, en tales 
condiciones, el Tribunal a quo no ha cometido, en el fallo 
impugnado, la violación de la ley denunciada en el pre- 

sente medio; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el cual 
se alega la "violación de los artículos 195 del Código de 
Procedimiento Criminal y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación, por ausencia de motivos sobre 
el elemento moral de la infracción imputado a la compa-
ñía, y ausencia de motivos y de base legal, y desnaturali-
zación de los hechos en lo tocante al elemento material de 

la infracción"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal a quo, para decla-
rar la culpabilidad de la Central Romana Corporation, y, 
aplicarle, consecuentemente, las sanciones establecidas por 
la ley, se fundó en el acta comprobatoria de la infracción, 
redactada por el Inspector de Rentas Internas Demóstenes 

R. Valenzuela, la cual hace fe hasta inscripción en false-
dad, de los hechos materiales relativos a la infracción, com-
probados personalmente por el redactor del acta; que, en 
efecto, en dicha sentencia se consigna expresamente que 
"fue constatado por un Inspector de Rentas Internas, que 
la Central Romana Corporation, ejercía un negocio de co-
mercio con una existencia declarada de RD$400,000. 00 

 (cuatrocientos mil pesos), amparada por patente No. 15455. 
para el segundo semestre del año 1952; teniendo en el 
momento de dicha Inspección un excedente de quinientos 
treintisiete mil veintiocho pesos con seis centavos (RDS -

537,028.06) considerada a Groso Modo, sin estar sujeta al 
pago de la patente correspondiente"; que, además, resul-
ta evidente que los jueces del fondo reconocieron impli- 
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ci  ente el elemento moral de la incriminación, carac-
terizado, en la especie, por el propósito de la recurrente 

de dejar de pagar los impuestos correspondientes, sobre el 
valor de las existencias no declaradas, lo cual implica, ne-
cesariamente, su voluntad culpable de violar una ley que 
debe presumirse conocida; que, por tanto, el Tribunal a quo 
ha justificado, en el aspecto que ahora se examina, legal-
mente su decisión, sin cometer ninguno de los vicios que 
se denuncian en el presente medio; 

Considerando, en cuanto al tercer medio en el cual se 
invoca la "violación de los artículos 154, 189 y 191 del 
Código de Procedimiento Criminal, 21 de la Ley 815, Orgá-
nica de Rentas Internas y 39 y los incisos c) y d) de la 
seccióp IV del Capítulo IV de la Ley de Patentes por ha-
ber condenado a la compañía basándose en un acto de de-
nuncia de la infracción que no constituye prueba admisi-
ble ni válida de la misma"; 

Considerando que de conformidad con los artículos 21 
de la Ley Orgánica de Rentas Internas y 154 del Código 
de Procedimiento Criminal, las actas comprobatorias de 
las infracciones de las leyes de rentas internas, levantadas 
por los Inspectores de Rentas Internas, hacen fe, hasta 
inscripción en falsedad, de los hechos materiales relativos 
a la infracción comprobados personalmente por el redac-
tor del acta; que, en consecuencia, las enunciaciones con-
tenidas en dichas actas, en cuanto concierne a los hechos 
materiales que se comprueban, constituyen una prueba le-
gal absoluta del delito perseguido, y su autoridad sólo pue-
de ser combatida por la inscripción en falsedad; 

Considerando que si es cierto, como lo afirma la re-
currente, que "la única prueba invocada por el Ministerio 
Público  está constituida por el acta No. 27 de denun-
cia por violación de la Ley de Patentes, redactada por el 
Inspector de Rentas Internas el 25 de noviembre de 1952", 
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la cual se ha copiado textualmente en otro lugar del p 
sente fallo, también es cierto que la referida acta se bas 
por sí sola para el establecimiento de los hechos materia-
les constitutivos del delito, puesto que en ella se hace una 
mención expresa del acta comprobatoria de la infracción, 
redactada por el mismo Inspector de Rentas Internas en 
fecha catorce de noviembre de mil novecientos cincuen 
y dos, y en ella se consigna, además, que la actual recu-
rrente ejercía "un negocio de comercio con una existencia 
declarada de $400,000.00 amparada por patente No. 15455 
para el 2do. semestre 1952, teniendo una existencia apro-
ximada de $937,028.06 por lo que se le notifica a Groso. 
modo una patente adicional por los $537,028.06 en exce-
so"; que, además, en el fallo impugnado consta que "la 
Central Romana fué notificada en la persona de su ad-
ministrador Edward G. Koch, por el Inspector de Rentas 
Internas, para que en el término de diez días  pagara 
el impuesto y los recargos correspondientes, sin que se 
efectuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y habien-
do sido apoderado el Juzgado de Paz de la común de La 
Romana después de ,vencido dicho plazo, es evidente que 
el Tribunal a quo ha aplicado correctamente los artículos 
21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la Ley de 
Patentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, al declarar próbada la infracción puesta a cargo de la 

compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación gro-
so modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial de 
que la apreciación groso modo del valor de las existencias 
sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la sec-
ción IV de la Ley de Patentes, cuando el comerciante no 
haya hecho inventario y cuando sus libros no están en buen 
orden que permitan determinar el balance de sus exis- 

tencias; que, ciertamente, la apreciación groso modo cons-
tituye, como lo sostiene la recurrente, un medio puramen-
te subsidiario autorizado por la ley en ausencia de los otros 
dos medios que ella indica: el inventario o el balance que 
arroje la contabilidad del comerciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al segundo semes-
-: :e del año 1952, como erróneamente la han calificado el 
Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal 
a quo, sino de una valoración de las existencias, realizada 
personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los da- 
tos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados "por el propio elncargado de la contabilidad de 
tiendas" de la compañía recurrente; que, por consiguiente, 
en la sentencia impugnada no se han podido violar los in-
cisos c) y d) de la sección IV, /el Capítulo IV de la Ley de 
Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone de 
manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el rechaza- 
miento 

 
 de las conclusiones principales de la compañía re- 

Al+ 
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la cual se ha copiado textualmente en otro lugar del p 
sente fallo, también es cierto que la referida acta se bas 
por sí sola para el establecimiento de los hechos materia_ 
les constitutivos del delito, puesto que en ella se hace una 
mención expresa del acta comprobatoria de la infracción 
redactada por el mismo Inspector de Rentas Internas e n 

 fecha catorce de noviembre de mil novecientos cincuen 
y dos, y en ella se consigna, además, que la actual recu-
rrente ejercía "un negocio de comercio con una existencia 
declarada de $400,000.00 amparada por patente No. 15455 
para el 2do. semestre 1952, teniendo una existencia apro-
ximada de $937,028.06 por lo que se le notifica a Groso 
modo una patente adicional por los $537,028.06 en exce-
so"; que, además, en el fallo impugnado consta que "la 
Central Romana fué notificada en la persona de su ad-
ministrador Edward G. Koch, por el Inspector de Rentas 
Internas, para que en el término de diez días  pagara 
el impuesto y los recargos correspondientes, sin que se 
efectuara dicho pago"; que, en tales condiciones, y habien-
do sido apoderado el Juzgado de Paz de la común de La 
Romana después de ,vencido dicho plazo, es evidente que 
el Tribunal a quo ha aplicado correctamente los artículos 
21 de la Ley Orgánica de Rentas Internas, 39 de la Ley de 
Patentes y 154 y 189 del Código de Procedimiento Crimi-. 
nal, al declarar próbada la infracción puesta a cargo de la 

compañía recurrente; 

Considerando que, por otra parte, la recurrente invo-. 
ca en este medio "la inadmisibilidad de la apreciación gro-
so modo" hecha por el Inspector de Rentas Internas que 
sorprendió la infracción, sobre el fundamento esencial de 
que la apreciación groso modo del valor de las existencias 
sólo es procedente, de acuerdo con el inciso d) de la sec-
ción IV de la Ley de Patentes, cuando el comerciante no 
haya hecho inventario y cuando sus libros no están en buen 
orden que permitan determinar el balance de sus exi 
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tencias; que, ciertamente, la apreciación groso modo cons-
tituye, como lo sostiene la recurrente, un medio puramen-
te subsidiario autorizado por la ley en ausencia de los otros 
dos medios que ella indica: el inventario o el balance que 
arroje la contabilidad del comerciante; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que el Inspector de Rentas Internas que sorprendió la in-
fracción declaró en la audiencia de primera instancia que 
"la suma apreciada groso modo" la obtuvo de los "esta-
dos preparados y presentados por el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; que, en 
tales condiciones, es evidente que en la especie no se ha 
tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al segundo semes- 
:e del año 1952, como erróneamente la han calificado el 

Inspector Demóstenes Remigio Valenzuela y el Tribunal 
a quo, sino 'de una valoración de las existencias, realizada 
personalmente por dicho Inspector, de acuerdo con los da-
tos que comprobara al amparo de los estados que fueron 
preparados "por el propio dncargado de la contabilidad de 
tiendas" de la compañía recurrente; que, por consiguiente, 
en la sentencia impugnada no se han podido violar los in-
cisos c) y d) de la sección Capítulo IV de la Ley de 
Patentes, invocada en este medio; 

Considerando, en cuanto al cuarto medio, en el cual 
se opone la "violación del artículo 195 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y del artículo 27, inciso 5, de la Ley 
sobre Pr9cedimiento de Casación, por no haber contestado 
la sentencia impugnada los medios de defensa formulados 
por la compañía prevenida en conclusiones formales"; 

Considerando que el examen del fallo atacado pone de 
manifiesto que el Tribunal a quo ha motivado el rechaza-
miento de las conclusiones principales de la compañía re- 

1 
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currente, tendiente a su descargo por falta de pruebas, de 
la inculpación de haber violado la Ley de Patentes en lo 
que respecta a la declaración de sus existencias para el se-
gundo semestre del año 1952, al declarar establecida su 
culpabilidad al amparo de la prueba legal que resulta del 
acta de denuncia redactada por el Inspector de Rentas In-
ternas que sorprebdió la infracción; que, por otra parte, la 

circunstancia de que el Tribunal a quo no haya motivado 

expresamente su sentencia en relación con la inadmisibi-
lidad de la apreciación groso modo del valor de las exis-

tencias, invocada por IP, actual recurrente, no vicia la sen-

tencia impugnada, pues como se ha expresado ya en el exa-
men del tercer medio, no se trata en el presente caso de 
una valoración groso modo hecha de conformidad con el 
inciso d) de la sección IV del capítulo IV de la Ley de 
Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo con 
los "estados preparados y wesentados por el propio en-
cargado de la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; 
que, finalmente,, en cuanto concierne a la falta de motivos 
sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza probato-
ria del acto del Inspector de Rentas Internas, en cuanto al 
valor de las existencias, en razón de que este valor no es 
un hecho comprobado por el Inspector, sino el resultado 
de su simple apreciación"; que es evidente que al decla-
rar la culpabilidad de la Central Romana Corp., el Tribu-

nal a quo contestó este punto implícitamente, puesto que 

si se hubiese tratado de una simple "apreciación" y no de 
una "comprobación" realizada por el propio Inspector al 
examinar personalMente "los estados que fueron presenta- 
dos y preparados por el encargado de la contabilidad de 
tiendas", el acta comprobatoria de la infracción no le hu- 
biese bastado por sí sola al Tribunal a quo, corno en efecto 

le bastó, para justificar la condenación de la compañía; 
, que, consecuentemente, el medio que se examina carece de 

fundamento y debe ser rechazado;  
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Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 
y 191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho 
de defensa de la compañía prevenida", sobre el funda-
mento de que la sentencia impugnada rehusó los pedimen-
tos contenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes 
a "hacer la prueba contraria de las afirmaciones del Ins-
pector Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de 
sometimiento de fecha 25 de noviembre de 1952", median-
te sus libros de contabilidad y la designación de "un ex- . 

 perto contable con misión de examinar esos libros y rendir 
un informe al tribunal acerca del valor más alto de 1a 
existencia de la compañía en el segundo semestre del año 
1952"; pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa-
men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perseguido, que ex-
cluye la posibilidad de ser combatidas por toda prueba con-
traria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al re-
chazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual se' 
alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de 
la sección 4 1  del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por 
haberse apoyado en la apreciación groso modo, procedi-
miento instituído por estas disposiciones para el cobro del 
impuesto del semestre siguiente a la declaración o para el 
semestre en curso, como si fuera un procedimiento insti-
tuído para establecer, con valor retroactivo, la insuficien- 
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currente, tendiente a su descargo por falta de pruebas, de 
la inculpación de haber violado la Ley de Patentes en lo 
que respecta a la declaración de sus existencias para el se-
gundo semestre del año 1952, al declarar establecida su 
culpabilidad al amparo de la prueba legal que resulta del 
acta de denuncia redactada por el Inspector de Rentas In-
ternas que sorprendió la infracción; que, por otra parte, la 

circunstancia de que el Tribunal a quo no haya motivado 

expresamente su sentencia en relación con la inadmisibi-
lidad de la apreciación groso modo del valor de las exis-
tencias, invocada por 12, actual recurrente, no vicia la sen-
tencia impugnada, pues como se ha expresado ya en el exa-
men del tercer medio, no se trata en el presente caso de 
una valoración groso modo hecha de conformidad con el 
inciso d) de la sección IV del capítulo IV de la Ley de 
Patentes, sino de una valoración realizada de acuerdo con 
los "estados preparados y presentados por el propio en-
cargado de la contabilidad de tiendas de dicha compañía"; 
que, finalmente,. en cuanto concierne a la falta de motivos 
sobre el medio fundado en la "carencia de fuerza probato-
ria del acto del Inspector de Rentas Internas, en cuanto al 
valor de las existencias, en razón de que este valor no es 

un hecho comprobado por el Inspector, sino el resultado 
de su simple apreciación"; que es evidente que al decla-
rar la culpabilidad de la Central Romana Corp., el Tribu-

nal a quo contestó este punto implícitamente, puesto que 

si se hubiese tratado de una simple "apreciación" y no de 
una "comprobación" realizada por el propio Inspector al 
examinar personalmente "los estados que fueron presenta-
dos y preparados por el encargado de la contabilidad de 
tiendas", el acta comprobatoria de la infracción no le hu-
biese bastado por sí sola al Tribunal a quo, como en efecto 

le bastó, para justificar la condenación de la compañía; 
, que, consecuentemente, el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser rechazado; 
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Considerando, en cuanto al quinto medio, en el cual 
se sostiene la "violación del inciso d) de la sección IV del 
Capítulo IV de la Ley de Patentes, de los artículos 189 
y 191 del Código de Procedimiento Criminal, de los artícu-
los 8, 9, 10 y 11 del Código de Comercio y del derecho 
de defensa de la compañía prevenida", sobre el funda-
mento de que la sentencia impugnada rehusó los pedimen-
tos contenidos en sus conclusiones subsidiarias, tendientes 
a "hacer la prueba contraria de las afirmaciones del Ins-
pector Demóstenes Valenzuela, contenidos en el acta de 
sometimiento de fecha 25 de noviembre de 1952", median-
te sus libros de contabilidad y la designación de "un ex-
perto contable con misión de examinar esos libros y rendir 
un informe al tribunal acerca del valor más alto de la . 

 existencia de la compañía en el segundo semestre del año 
1952"; pero 

Considerando que, como se ha expresado ya en el exa 
men del tercer medio, las actas comprobatorias de las in-- 
fracciones a las leyes de rentas internas, están investidas 
de una autoridad absoluta, en cuanto concierne a los he-
chos materiales constitutivos del delito perseguido, que ex-
cluye la posibilidad de ser combatidas por toda prueba con-
traria testimonial o escrita; que, por consiguiente, al re-
chazar la prueba contraria ofrecida por la actual recu-
rrente, el Tribunal a quo no ha cometido ningún atentado 
a su derecho de defensa, ni tampoco ha incurrido en las 
violaciones de la ley imputadas en este medio; 

Considerando, en cuanto al sexto medio, en el cual se 
alega la "violación por falsa aplicación del inciso d) de 
la sección 4a del Capítulo IV de la Ley de Patentes, por 
haberse apoyado en la apreciación groso modo, procedi-
miento instituído por estas disposiciones para el cobro del 
impuesto del semestre siguiente a la declaración o para el 
semestre en curso, como si fuera un procedimiento insti-
tuído para establecer, con valor retroactivo, la insuficien- 
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cia de los pagos del impuesto de patente correspondien-
te a semestres vencidos, ya que la propia sentencia mani-
fiesta en el primer considerando que el excedente que se 
le reprocha a la compañía en el segundo semestre de 1952 
fué comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 
25 de Nov. de 1952, y existía en el 'momento de la inspec-

ción"; 
Considerando que el fallo impugnado no ha podido in- 

currir en las violaciones de la ley denunciadas en este 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han justifi- 
cado el rechazamiento del tercer medio, justifican también, 
por vía de consecuencia, el rechazamiento del presente, ya 
que ha quedado establecido que en la especie no se ha 

.tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al segundo semes-
tre del año 1952, sino de una valoración realizada perso-
nalmente por el Inspector que sorprendió la infracción, 
al tenor de los datos que comprobara al amparo de los es-
tados que fueron preparados "por-el propio encargado de 
la contabilidad de tiendas de la compañía recurrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del artículo 1 del Código .Penal y 
cle los artículos, 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección 
' V del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 
1 de la Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la re-
urrénte sostiene que "la violación de estos otros textos le-

gales, ha sido, en la especie, una consecuencia necesaria 
de las violaciones cometidas por el Juez a quo, respecto 

de los artículos de ley y principios invocados en los otros 
medios de este recurso, y el fundamento de estos medios 
constituye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana . Corp., le sir- 

;ni ; -,/en de base al que ahora se examina, y como aquellos me- 

dios fueron rechazados por improcedentes e infundados, 
:procede, consecuentemente, desestimar el presente medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual se 
aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 155 
del Código de Procedimiento Criminal por haberse aceptado 
como prueba del delito imputado a la Compañía declaracio-
nes de personas que no constan en la sentencia impugna-

.da que prestaron el juramento legal requerido"; que el ar-
tículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación es-
tablece que "no se admitirán como medios de casación, las 
nulidades cometidas en primera instancia, si no hubieren 
sido aducidas ante el juez de la apelación excepto la nuli-
dad por causa de incompetencia"; que el examen del fa-
llo impugnado pone de manifiesto que la actual recurren-
te no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante le Tri-
bunal a quo, la excepción de nulidad ahora invocada; que, 
consecuentemente, el medio de que se trata debe ser de-
clarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
e alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 

sección IV del Capítulo IV y la del artículo 29 de la - 
ey de Patentes, por no ser de ningltn maiiiyáplicables los 
ecargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
s, No. 2378, de 1950, dispone que "toda persona sujeta 

1 impuesto establecido por esta ley que no presente su 
eclaración en la forma y en los plazos señalados, estará 
jeta al pago de un recargo de diez por ciento del valor 

el impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto le-
al se aplica invariablemente a toda declaración insince-
a; que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el 
alor total de sus existencias, es obvio que esa circunstan-
a equivale a una falta de declaración por el exceso no 

comprendido en la misma; 
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cia de los pagos del impuesto de patente correspondien-
1 te a semestres vencidos, ya que la propia sentencia mani-

fiesta en el primer considerando que el excedente que se 
le reprocha a la compañía en el segundo semestre de 1952 
fué comprobado por el Inspector de Rentas Internas el 
25 de Nov. de 1952, y existía en el 'momento de la insr;ec-

ción"; 
Considerando que el fallo impugnado no ha podido in-

currir en las violaciones de la ley denunciadas en este 
medio; que, en efecto, las mismas razones que han justifi-
cado el rechazamiento del tercer medio, justifican también, 
por vía de consecuencia, el rechazamiento del presente, ya 
que ha quedado establecido que en la especie no se ha 

;tratado de una "apreciación groso modo" del valor de las 
existencias que tenía la actual recurrente cuando hizo su 
declaración de patente correspondiente al segundo semes-
tre del año 1952, sino de una valoración realizada perso-
nalmente por el Inspector que sorprendió la infracción, 
al tenor de los datos que comprobara al amparo de los es-
tados que fueron preparados "por-el propio encargado de 
1 a contabilidad de tiendas de la compañía recurrente"; 

Considerando, en cuanto al séptimo medio, en el cual 
se opone "la violación del artículo 1 del Código .Penal y 
de los artículos, 29, 30 y 32 del inciso e) de la sección 
V del Capítulo IV de la Ley de Patentes y del artículo 

1 de la Ley No. 273"; que en apoyo de este medio la re-
,Airrénte sostiene que "la violación de estos otros textos le- 
ales, ha sido, en la especie, una consecuencia necesaria 

de las violaciones cometidas por el Juez a quo, respecto 
de los artículos de ley y principios invocados en los otros 
medios de este recurso, y el fundamento de estos medios 
constituye así el fundamento del presente"; 

Considerando que como el fundamento de los medios 
anteriores invocados por la Central Romana. Corp., le sir- 

*, -den de base al que ahora se examina, y como aquellos me- 
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,dios fueron rechazados por improcedentes e infundados, 
procede, consecuentemente, desestimar el presente medio; 

Considerando, en cuanto al octavo medio, en el cual se 
aduce "la violación de las reglas de los artículos 154 y 155 
del Código de Procedimiento Criminal por haberse aceptado 
como prueba del delito imputado a la Compañía declaracio-
nes de personas que no constan en la sentencia impugna-
a que prestaron el juramento legal requerido"; que el ar-

tículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación es-
tablece que "no se admitirán como medios de casación, las 
nulidades cometidas en primera instancia, si no hubieren 
sido aducidas ante el juez de la apelación excepto la nuli-
dad por causa de incompetencia"; que el examen del fa-
llo impugnado pone de manifiesto que la actual recurren-
te no propuso, ni expresa ni implícitamente, ante le Tri-
unal a quo, la excepción de nulidad ahora invocada; que, 

consecuentemente, el medio de que se trata debe ser de-
clarado inadmisible; 

Considerando, en cuanto al noveno medio, en el cual 
-se alega la violación "por falsa aplicación del inciso e) de 
a sección IV del Capítulo IV y la del artículo 29 de la - 

Ley de Patentes, por no ser de ningún nnaly áplicables los 
ecargos de esos textos al caso de la compañía"; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley de Paten-
No. 2378, de 1950, dispone que "toda persona sujeta 

impuesto establecido por esta ley que no presente su 
laración en la forma y en los plazos señalados, estará 
eta al pago de un recargo de diez por ciento del valor 

dO impuesto"; que el recargo prescrito por dicho texto le- 
la se aplica invariablemente a toda declaración insince- 
ra; que, en efecto, cuando el contribuyente no declara el 

Ifilkdor total de sus existencias, es obvio que esa circunstan- 
tia equivale a una falta de declaración por el exceso no 

roprendido en la misma; 
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Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la s ee_ 
ción IV del capítulo IV de la referida ley, que establece 

 un recargo de un veinte por ciento sobre el valor de la pa._ 
tente adicional que debe ser expedida en caso de rectifica-
ción de la declaración original, no es privativo del caso a 
que se refiere el inciso d) de la sección IV; que dicho re-
cargo es aplicable de modo general en todos los casos en que 

 resultare una diferencia entre la declaración original dei 
contribuyente y la valoración hecha posteriormente por el 
Oficial de Rentas Internas que sorprenda la infracción; 
que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha aplicado erec-
tamente los textos arriba indicados a los hechos de la cau-

sa; 
Considerando, en cuanto al décimo y último medio, en 

el cual se invoca la "'violación del artículo 42 de la Ley de 
Patentes y del artículo 19  del Código de Procedimiento 
Criminal, por ordenar que la compañía prevenida se pro-
vea de una patente adicional, conforme el pedimento del 
Ministerio Público y sin intervención de los Oficiales de 
Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la recurren-
te sostiene que esta orden "equivale a una condenación al 
pago del impuesto y de sus recargos, puesto que la paten-
te no se puede obtener sin efectuar ese pago", y que como 
"la acción en cobro del impuesto no está afribuída por la 
ley al Ministerio Público sino a los Oficiales de Rentas In-
ternas, a falta de intervención de estos Oficiales en el pro-
ceso penal, para ejercer accesoriamente a la acción pública 
la acción civil que les corresponde, el Tribunal debió li-
mitarse a estatuir sobre la acción pública, aunque para la 
fijación de la multa tuviera que determinar el importe del 
impuesto y de los recargos aplicables al delito de que es-
taba apoderado"; pero 

Considerando que contrariamente a las pretensiones 
de la Central Romana Corp. el Tribunal a quo pudo orde-
narle, de oficio, que se proveyera de la patente corre&pon- 
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diente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Patentes, 
No. 2378, vigente en el momento del hecho, que sanciona 
las declaraciones falsas sobre la valoración de las existen-
cias que el contribuyente posea, establece en su parte fi-
nal, que las penas señaladas se impondrán, por cada in-
fracción, sin perjuicio de la obligación en que está dicho 
contribuyente de proveerse de la patente correspondien-
te"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de vio-
lar los textos señalados en el medio que ahora se exami-
na, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una dis-
posición imperativa de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la senten-
cia impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún 
vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Alva- . 

rez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.-
Ernesto Curiel hijo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada pbr mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando, por otra parte, que el inciso e) de la see_ 
ción IV del capítulo IV de la referida ley, que establec e 

 un recargo de un veinte por ciento sobre el valor de la pa.. 
tente adicional que debe ser expedida en caso de rectifica 
ción de la declaración original, no es privativo del caso a 
que se refiere el inciso d) de la sección IV; qu.. dicho re-
cargo es aplicable de modo general en todos los casos en que  
resultare una diferencia entre la declaración original del 
contribuyente y la valoración hecha posteriormente por el 
Oficial de Rentas Internas que sorprenda la infracción; 
que, en consecuencia, el Tribunal a quo ha aplicado coree-
tamente los textos arriba indicados a los hechos de la cau-

sa; 
Considerando, en cuanto al décimo y último medio, en 

el cual se invoca la `violación del artículo 42 de la Ley de 

Patentes y del artículo 1 9  del Código de Procedimiento 
Criminal, por ordenar que la compañía prevenida se pro-
vea de una patente adicional, conforme el pedimento del 
Ministerio Público y sin intervención de los Oficiales de 
Rentas Internas"; que, en apoyo de este medio la recurren-
te sostiene que esta orden "equivale a una condenación al 
pago del impuesto y de sus recargos, puesto que la paten-
te no se puede obtener sin efectuar ese pago", y que como 
"la acción en cobro del impuesto no está afribuída por la 

ley al Ministerio Público sino a los Oficiales de Rentas In-
ternas, a falta de intervención de estos Oficiales en el pro-
ceso penal, para ejercer accesoriamente a la acción pública 
la acción civil que les corresponde, el Tribunal debió li-
mitarse a estatuir sobre la acción pública, aunque para la 

fijación de la multa tuviera que determinar el importe del 
impuesto y de los recargos aplicables al delito de que es-

taba apoderado"; pero 
Considerando que contrariamente a las pretensiones 

de la Central Romana Corp. el Tribunal a quo pudo orde-

narle, de oficio, que se proveyera de la patente correspon- 
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diente; que, en efecto, el artículo 32 de la Ley de Patentes, 
No. 2378, vigente en el momento del hecho, que sanciona 
las declaraciones falsas sobre la valoración de las existen-
cias que el contribuyente posea, establece en su parte fi-
nal, que las penas señaladas se impondrán, por cada in-
fracción, sin perjuicio de la obligación en que está dicho 
contribuyente de proveerse de la patente correspondien-
te"; que, por consiguiente, el Tribunal a quo, lejos de vio-
lar los textos señalados en el medio que ahora se exami-
na, lo que ha hecho es ordenar el cumplimiento de una dis-
posición imperativa de la ley; 

Considerando, finalmente, que examinada la senten-
cia impugnada en sus demás aspectos, no contiene ningún 
vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia correccional pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia, en fecha diez de abril del co-
rriente año (1953), cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo; y SEGUNDO: Condena a la recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados): H Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— A. Alva-
rez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.-
Ernesto Curiel hijo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada pbr mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 29 de mayo de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Arturo Peña 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo hoy día 
seis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 

años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 

249  de la Era de Trujillo, dicta en sentencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arturo 
Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado de 
comercio, domiciliado y residente en Villa Altagracia, por-
tador de la cédula de identidad personal No. 6061, serie 
34, cuyo sello de renovación no figura en el expediente. 
contra sentencia de la Corté de Apelación de San Cristó-
bal de fecha veintinueve de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría de la Corte a qua, en fecha primero de junio de 
il novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 355 y 463, escala 6a., del Có-

So Penal; 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
tión; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitres de enero de mil novecientos cin- 
cuenta y tres Homero García presentó querella por ante el 
Sargento de la Policía Nacional Emilio Rodríguez destaca- 
do en Villa Altagracia, contra Arturo Peña por haberle 
éste sustraído a su hija menor de edad de nombre Alejan- 
drina Frías, la cual abandonó en estado de gravidez; b) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo fué resuelto por sentencia de 
fecha diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De- 
clara que el prevenido Arturo Peña es culpable de los de- 
litos de sustracción y gravidez de la joven Alejandrina 
Frías, menor de dieciseis años (161 de edad, y, en conse- 
cuencia, lo condena: a) a sufrir un' año de prisión correc- 
cional; y b) al pago de una multa de doscientos pesos (RD$ 

4 200.00), compensables con prisión en caso de insolvencia; 
todo en virtud del principio del 'no cúmulo de penas'; SE-
GUNDO: lo condena, además, al pago de las costas"; c) que 
sobre el recurso de alzada del prevenido, la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, dictó la sentencia ahora impug-
nada, que contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto a la pena, la sentencia contra la cual se apela, dic-
tada en fecha 17 de marzo del año en curso por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo 
Y cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del pre- 
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sente fallo; y, obrando por propia autoridad, condena 
nombrado Arturo Peña, acogiendo en su favor circunstan 
cias atenuantes, a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional y a pagar una multa de RD$100.00, por sus 

 delitos de sustracción y gravidez en perjuicio de la jove 
Alejandrina Frías, menor de 16 años de edad; y TERCE. 

RO:  Condena a dicho prevenido al pago de las costas. I po r 
 esta nuestra sentencia, así se pronuncia, ordena, manda y 

firma"; 

Considerando que para declarar la culpabilidad del 
prevenido e imponerle las sanciones anteriormente indica- :. 

das, la Corte a qua ha establecido, mediante pruebas re- . 
 gularmente administradas, y especialmente por la confe-

sión de dicho prevenido, que éste sustrajo e hizo grávida 
a la menor Alejandrina Frías; que la menor era honesta < 

 en el momento de la sustracción y de la gravidez, y que 
tenía entonces la edad de dieciseis años; 

Considerando que los delitos de sustracción y gravi-
dez están sancionados con las penas de prisión correccio-
nal de uno a dos años y multa de doscientos a quiniento 
pesos, cuando la joven agraviada sea menor de 16 años d 
edad; 

Considerando que en los casos en que sean acogidas . 

 circunstancias atenuantes, cuando el Código pronuncie si-
multáneamente las penas de prisión y multa, los tribuna-
les correccionales están autorizados a reducir el tiempo de; 
la prisión a menos de seis días y la multa a menos de cin-
co pesos aún en el caso de reincidencia; 

Considerando que al ser comprobados los hechos y ca- ' 
lificados como delitos de sustracción y gravidez, la Corte 

a qua procedió correctamente al aplicar las penas del ar-
tículo 355 del Código Penal, atenuadas en virtud del apar-
tado 6o. del artículo 463 del.mismo Código; 

Considerando que examinada la sentencia en sus cle-
ás aspectos, ésta no contiene vicio alguno que pueda con-
acir a su anulación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Arturo Peña, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal de fecha veintinue-
e de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dis-
ositivo se copia en 'otro lugar del presente fallo; y SE-
UNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
iguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
orel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
ontín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

o, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
nores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

adiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
é firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genaral, 
e certifica.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
18 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 
Recurrente: José Octaviano Fernández. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prim 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segund 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
Morel, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y Manu 
A. Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sa 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrit 
de Santo Domingo, hoy día seis del mes de agosto de m 
novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indep anden 

cia, 909  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, di 
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguie 

te sentencia: 
Sobre recurso de casación interpuesto por José Oc 

viano Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, a 
cultor, domiciliado y residente en Los Ranchos de Ba 
sitos, de la común de Santiago, portador de la cédula p 
sonal de identidad No. 28849, serie 31, cuyo sello de ren 
vación no se menciona en el expediente, contra sentenc 
de la Corte de Apelación de Santiago, dictada en fecha di 
ciocho de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cu 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 

de la República;  
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Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la secretaría lie la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha diecinueve de junio de mil novecientos 
cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 295 y 304, párrafo final, del 
Código Penal,; 277 del Código de Procedimiento Criminal, 
y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada constan 
los siguiente hechos: a) que ocurrido un hecho de sangre 
en el cual perdió la vida la joven Blasina Durán, fué apo-
derado del hecho el Juzgado de Instrucción de la Segun-
da Circunscripción del Distrito Judicial de Santiago, quien 
instruyó la sumaria correspondiente y dictó providencia 
calificativa en fecha trece de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos, por la cual declara que existen car-
gos e indicios suficientes para acusar a José Octaviano Fer-
nández (a) Bánico, del crimen de homicidio voluntario en 
perjuicio de Ana Blasina Durán, y, en consecuencia, orde-

, na que sea enviado por ante la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, en sus atribuciones criminales; b) que la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, dictó sentencia en fecha nueve 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y dos que de-
clara: lo. a José Octaviano Fernández (a) Bánico, culpa-
ble de homicido voluntario en perjuicio de Ana Blasina 
Durán, y en consecuencia le condena a sufrir la pena de 
quince años de trabajos públicos; 2o. ordena la confisca-
ción del arma que figura como cuerpo de delito, y 3o. le 
condena además al pago de las costas; 

Considerando que José Octaviano Fernández (a) Bá-
nico, interpuso recurso de apelación, y la Corte de Ape-
lación de Santiago dictó la sentencia, objeto del presente 
recurso, con el siguiente dispositivo: - "FALLA: PRIMERO: 
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clara: lo. a José Octaviano Fernández (a) Bánico, culpa-
ble de homicido voluntario en perjuicio de Ana Blasina 
Durán, y en consecuencia le condena a sufrir la pena de 
quince años de trabajos públicos; 2o. ordena la confisca-
ción clel arma que figura como cuerpo de delito, y 3o. le 
condena además al pago de las costas; 

Considerando que José Octaviano Fernández (a) Bá-
nico, interpuso recurso de apelación, y la Corte de Ape-
lación de Santiago dictó la sentencia, objeto del presente 
recurso, con el siguiente dispositivo: -"FALLA: PRIMERO: 
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Declara regular y válido en cuanto a la forma, el presen-
te recurso de apelación; SEGUNDO: Rechaza el pedimen-
to formulado por el acusado José Octaviano Fernández (a) 
Bánico, de generales anotadas, tendiente a que se acoja en 
su provecho la excusa legal de la provocación, por no es-
tar justificada; TERCERO: Modifica en cuanto a la pena 
impuesta, la sentencia apelada, la cual ha sido dictada en 
fecha nueve de diciembre del año mil novecientos cincu?n-
ta y dos, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, median-
te cuya parte dispositiva condenó al procesado José Octa-
viano Fernández (a) Bánico, a la pena de quince años de 
trabajos públicos y al pago de las costas, por el crimen de 
homicidio voluntario en la persona de la nombrada Ana 
Blasina Durán, y, actuando por propia autoridad, lo con-
dena a sufrir la pena de diez años de trabajos públicos, 
como autor del mencionado crimen; CUARTO: Condena 
al procesado y apelante José Octaviano Fernández (a) 
Bánico, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido. 
mediante la ponderación de las pruebas aportadas al de-
bate, que el acusado José Octaviano Fernández dió muer-
te, voluntariamente, a Ana Blasina Durán, en fecha vein-
tidós de septiembre de mil novecientos cincuenta y dos. 
sin que mediaran agresiones de parte de la víctima; que. 
en consecuencia, al declarar al acusado culpable del cri-
men de homicidio voluntario, calificó correctamente el he-
cho puesto a cargo de dicho acusado, y al condenarlo a la 
pena de diez años de trabajos públicos, modificando en cuan 
to a la pena la sentencia apelada, hizo una correcta apli-
cación de los artículos 295 y 304, última parte, del Código 
Penal, que examinada la sentencia impugnada en sus de-
más aspectos, no contiene vicio alguno que la haga anula-
ble; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Octaviano Fernández (a) Bá-
nico contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santiago, en fecha dieciocho de junio de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo, y SEGUNDO: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo-Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico: (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

4 	1, 
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Declara regular y válido en cuanto a la forma, el presen-
te recurso de apelación; SEGUNDO: Rechaza el pedimen-
to formulado por el acusado José Octaviano Fernández (a) 
Bánico, de generales anotadas, tendiente a que se acoja en 
su provecho la excusa legal de la provocación, por no es-
tar justificada; TERCERO: Modifica en cuanto a la pena 
impuesta, la sentencia apelada, la cual ha sido dictada en 
fecha nueve de diciembre del año mil novecientos cincuen-
ta y dos, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, median-
te cuya parte dispositiva condenó al procesado José Octa-
viano Fernández (a) Bánico, a la pena de quince años de 
trabajos públicos y al pago de las costas, por el crimen de 
homicidio voluntario en la persona de la nombrada Ana 
Blasina Durán, y, actuando por propia autoridad, lo con-
dena a sufrir la pena de diez años de trabajos públicos, 
como autor del mencionado crimen; CUARTO: Condena 
al procesado y apelante José Octaviano Fernández (a) 
Bánico, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas aportadas al de-
bate, que el acusado José Octaviano Fernández dió muer-
te, voluntariamente, a Ana Blasina Durán, en fecha vein-
tidós de septiembre de mil novecientos cincuenta y dos, 
sin que mediaran agresiones de parte de la víctima; que. 
en consecuencia, al declarar al acusado culpable del cri-
men de homicidio voluntario, calificó correctamente el he-
cho puesto a cargo de dicho acusado, y al condenarlo a la 
pena de diez años de trabajos públicos, modificando en cuan 
to a la pena la sentencia apelada, hizo una correcta apli-
cación de los artículos 295 y 304, última parte, del Código 
Penal, que examinada la sentencia impugnada en sus de-
más aspectos, no contiene vicio alguno que la haga anula-
ble; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Octaviano Fernández (a) Bá-
nico contra sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de Santiago, en fecha dieciocho de junio de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lu-
gar del presente fallo, y SEGUNDO: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo-Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, 
fecha 15 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Limbert Feliz. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, .Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día seis 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 
249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Limbert Feliz, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Polo, común de Cabral, 
de la provincia de Barahona, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 3784, serie 18, cuyo sello de renova-
ción no figura en el expediente, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal de fecha quince de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha dieciocho de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Barahona, dictó sentencia en defecto con-
tra Carlos Limbert Feliz por la cual lo condenó a la pena 
de un año de prisión correccional, por el delito de sustrac-
ción de la menor de diecisiete arios Nidia Altagracia Feliz 
o Báez, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
b) que esta sentencia le fué notificada personalmente al 
prevenido en fecha veintiuno de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y tres; c) que contra esta sentencia interpu-
so recurso de apelación el prevenido en fecha nueve de 
marzo delinismo año; 

Considerando que sobre ese recurso de alzada, la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, dispuso, por la senten-
cia ahora impugnada, lo siguiente: "PRIMERO: declara 
inadmisible por tardío el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Carlos Limbert Feliz contra sentencia de 
fecha dieciocho de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y dos dictada por el Juzgado de Primera Instancia de 
Barahona; y SEGUNDO: condena a dicho prevenido al pa-
go de las costas"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 203 
del Código de Procedimiento Criminal, habrá caducidad 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, al 
fecha 15 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Limbert Féliz. 

Dios, Patria y Libertad, 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, .Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día seis 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 909  de la Restauración y 
249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 

Limbert Féliz, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Polo, común de Cabral, 
de la provincia de Barahona, portador de la cédula perso-
nal de identidad No. 3784, serie 18, cuyo sello de renova-
ción no figura en el expediente, contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal de fecha quince de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositiv 5 
copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha dieciocho de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Barahona, dictó sentencia en defecto con-
tra Carlos Limbert Féliz por la cual lo condenó a la pena 
de un año de prisión correccional, por el delito de sustrae- 1, 
ción de la menor de diecisiete añós Nidia Altagracia Féliz 
o Báez, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
b) que esta sentencia le fué notificada personalmente al 
prevenido en fecha veintiuno de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y tres; e) que contra esta sentencia interpu-
so recurso de apelación el prevenido en fecha nueve de 
marzo del/mismo año; 

Considerando que sobre ese recurso de alzada, la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, dispuso, por la senten-
cia ahora impugnada, lo siguiente: "PRIMERO: declara 
inadmisible por tardío el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Carlos Limbert Feliz contra sentencia de 
fecha dieciocho de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y dos dictada por el Juzgado de Primera Instanc 1  de 
Barahona; y SEGUNDO: condena a dicho prevenido al pa-
go de las costas"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 203 
del Código de Procedimiento Criminal, habrá caducidad 
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del recurso de apelación, salvo el caso señalado en el ar-
tículo 205 del mismo Código, si la declaración de apelar 
no se ha hecho en la Secretaría del Tribunal que ha pro-
nunciado la sentencia, diez días a más tardar del pro-
nunciamiento de ésta; y si la sentencia se ha dictado en 
defecto, diez días .a más tardar después del de la notifica-
ción que se le haya hecho a la parte condenada o en su 
domicilio, contándose un día más por cada tres leguas de 
distancia; 

Considerando que la Corte a qua al computar el pla-
zo de la apelación interpuesta por el actual recurrente y 
declarar inadmisible dicho recurso por tardío, tuvo en 
cuenta que la sentencia de primera instancia fué dictada 
en defecto y que el prevenido reside en la sección de Po-
lo distante unos cuarenta kilómetros de la ciudad de Ba-

rahona, asiento del Tribunal que dictó la sentencia; que. 
además, la Corte a qua ha admitido correctamente que ha-
biéndole sido notificada al prevenido la sentencia por de-
fecto el veintiuno de febrero de mil novecientos cincuenta 
y tres, y habiendo apelado el nueve de marzo del mismo 
año, el recurso fué interpuestdá los diez y seis días, cuan-
do ya estaba vencido el plazo de la apelación y el aumen-
to a que había lugar en razón de la distancia; que, en ta-
les condiciones, la sentencia impugnada, que en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio, que justifique su 
casación, ha aplicado correctamente el artículo 203 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Carlos Limbert Féliz, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha quince de junio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica. (Firmado)': Ernesto Curiel hijo. 
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del recurso de apelación, salvo el caso señalado en el ar-
tículo 205 del mismo Código, si la declaración de apelar 
no se ha hecho en la Secretaría del Tribunal que ha pro-
nunciado la sentencia, diez días a más tardar del pro-
nunciamiento de ésta; y si la sentencia se ha dictado en 
defecto, diez días .a más tardar después del de la notifica-
ción que se le haya hecho a la parte condenada o en su 
domicilio, contándose un día más por cada tres leguas de 
distancia; 

Considerando que la Corte a qua al computar el pla-
zo de la apelación interpuesta por el actual recurrente y 
declarar inadmisible dicho recurso por tardío, tuvo en 
cuenta que la sentencia de primera instancia fué dictada 
en defecto y que el prevenido reside en la sección de Po-
lo distante unos cuarenta kilómetros de la ciudad de Ba-
rahona, asiento del Tribunal que dictó la sentencia; que, 
además, la Corte a qua ha admitido correctamente que ha-
biéndole sido notificada al prevenido la sentencia por de-
fecto el veintiuno de febrero de mil novecientos cincuenta 
y tres, y habiendo apelado el nueve de marzo del mismo 
año, el recurso fué interpuesto 'u los diez y seis días, cuan-
do ya estaba vencido el plazo de la apelación y el aumen-
to a que había lugar en razón de la distancia; que, en ta-
les condiciones, la sentencia impugnada, que en sus de-
más aspectos no contiene ningún vicio. que justifique su 
casación, ha aplicado correctamente el artículo 203 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Carlos Limbert Feliz, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha quince de junio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en 
cuanto a la forma, los presentes recursos de apelación; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el señor Juan Ma- 
ría Vargas, parte civil constituída, por no haber compare- 
cido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente ci- 
tado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sen- 
tencia apelada, la cual ha sido dictada en fecha veintinue- 
ve  de enero del año en curso (1953), por el Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago Rodrí- 
guez, de la cual es el siguiente dispositivo: 'PRIMERO: 
Que debe variar y varía la calificación dada en el Juzga- 
do ce Instrucción al hecho cometido por el acusado Ramón 
Antonio Paulino (Cholón) del crimen de estupro por la del 
delito de sustracción momentánea en agravio de Juana 
Enedina Vargas, mayor de diez y ocho años y menor de 
veintiuno y en consecuencia que debe condenar y conde- 
na a sufrir la pena de un mes de prisión correccional y al 
pago de una multa de RD$50.00 (cincuenta pesos oro), aco- 
giendo en su favor circunstancias atenuantes; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara regular y válida la constitu- 
ción en parte civil hecha en audiencia por el señor Juan 
Vargas, padre de la menor agraviada y en consecuencia 
condena al nombrado Ramón Antonio Paulino (Cholón) al 
pago de una indemnización de RD$100.00 (cien pesos oro) 
en favor de dicha parte civil constituida, como justa re- 
paración de los daños morales y materiales causados con 
su hecho; TERCERO: Que debe condenar y condena al 

' mencionado Ramón Antonio Paulino (Cholón) al pago de 
‘ las costas penales y civiles del procedimiento, declarando 

distraídas las últimas en provecho del Dr. Antonio José 
Grullón Chávez, quien afirmó haberlas avanzado en su 
mayor parte; CUARTO: Que debe declarar y declara que 
con la multa como la indemnización serán compensables 

 un día de prisión por cada peso dejado de pagar'; 

Ir 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentericia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 10 

de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Antonio Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, rIgularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día on-
ce del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 909 de la Restauración y 
249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Paulino, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado y residente en la sección de Pata de Vaca, ju-
risdicción de la común de Santiagó Rodríguez, provincia 
del mismo nombre, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 6417, de la serie 46, sello No. 129004, con-
tra sentencia criminal de la Corte de Apelación de Santia-
go de fecha diez de junio de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentericia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 10 

de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Antonio Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día on-
ce del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 
249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Paulino, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado y residente en la sección de Pata de Vaca, ju-
risdicción de la común de Santiago Rodríguez, provincia 
del mismo nombre, portador de la cédula personal de iden-
tidad número 6417, de la serie 46, sello No. 129004, con-
tra sentencia criminal de la Corte de Apelación de Santia-
go de fecha diez de junio de mil novecientos cincuenta y 
tres, cuyo dispositivo se copia a continuación: 

"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en 
cuanto a la forma, los presentes recursos de apelación; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el señor Juan Ma-
ría Vargas, parte civil constituída, por no haber compare-
cido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada, la cual ha sido dictada en fecha veintinue-
ve de enero del año en curso (1953), por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago Rodrí-
guez, de la cual es el siguiente dispositivo: 'PRIMERO: 
Que debe variar y varía la calificación dada en el Juzga-
do de Instrucción al hecho cometido por el acusado Ramón 
Antonio Paulino (Cholón) del crimen de estupro por la del 
delito de sustracción momentánea en agravio de Juana 
Enedina Vargas, mayor de diez y ocho años y menor de 
veintiuno y en consecuencia que debe condenar y conde-
na a sufrir la pena de un mes de prisión correccional y al 
pago de una multa de RD$50.00 (cincuenta pesos oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara regular y válida la constitu-
ción en parte civil hecha en audiencia por el señor Juan 
Vargas, padre de la menor agraviada y en consecuencia 
condena al nombrado Ramón Antonio Paulino (Cholón) al 
pago de una indemnización de RD$100.00 (cien pesos oro) 
en favor de dicha parte civil constituída, como justa re-
paración de los daños morales y materiales causados con 
su hecho; TERCERO: Que debe condenar y condena al 
mencionado Ramón Antonio Paulino (Cholón) al pago de 
las costas penales y civiles del procedimiento, declarando 
distraídas las últimas en provecho del Dr. Antonio José 
Grullón Chávez, quien afirmó haberlas avanzado en su 
mayor parte; CUARTO: Que debe declarar y declara que 
tanto la multa como la indemnización serán compensables 
con un día de prisión por cada peso dejado de pagar'; 
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CUARTO: Condena al procesado Ramón Antonio Paulino 
alias Cholón, al pago de las costas de esta instancia"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído er dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el once de junio del corriente 

año; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 1, 34 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto pronuncia-
das en última instancia no pueden ser impugnadas en ca-
sación, mientras tanto esté abierto el plazo de la oposición, 
ni aún por aquellas partes respecto de quienes la senten-
cia es contradictoria; que, por tanto, cuando la parte ci-
vil no comparece ante el tribunal de apelación y éste es-
tatuye en defecto contra dicha parte, el recurso de casa-
ción del acusado es prematuro si el plazo de la oposición 
otorgado a la parte civil que ha hecho defecto no se ha 
cumplido; 

Considerando que las sentencias pronunciadas en de-
fecto en materia criminal contra la parte civil son suscep-
tibles de oposición; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que Juan María Vargas, constituido en parte ci-
vil, y apelante del fallo de primera instancia, no compa-
reció a la audiencia fijada para la vista de la causa; 

Considerando que el recurrente no ha establecido que 
la referida sentencia le fuese notificada a la parte civil 
que hizo defecto, y que, consecuentemente, el plazo de la 
oposición estuviese vencido el día en que se interpuso el 
presente recurso de casación; que, en tales condiciones, di-
cho recurso es prematuro, por haber sido interpuesto aún 
antes de empezar a correr el plazo de la oposición; 
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Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Ramón Antonio Pau-
lino contra sentencia de la Corte de Apelación de Santia-
go de fecha diez de junio del corriente año (1953), cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE-
GUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General > 

 que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Ramón Antonio Pau-
lino contra sentencia de la Corte de Apelación de Santia-
go de fecha diez de junio del corriente año (1953), cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE-
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 8 de junio de 1953• 

Materia: Penal. 

Recurrente: Arquimedes Calcaño Pierrot. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte dl 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licenci; 
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román. 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera. 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo. 
hoy día once del mes de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 90 9  de la 
Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arqui-
medes Calcaño Pierrot, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, domiciliado y residente en la sección de los Roba-
los, jurisdicción de la común de Samaná, provincia del 
mismo nombre, portador de la cédula personal de identi-
dad No. 2724. de la serie 66, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, contra sentencia criminal de la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís de fecha 
ocho de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO:  

admite en la forma los recursos de apelación interpuestos 

por el acusado, por el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Samaná, y por las partes civiles constituidas con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Samaná, de fecha treinta de enero del 
año 1953, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: que debe 
declarar y declara culpable del crimen de asesinato al 
nombrado Arquímedes Calcaño Pierrot (a) Quimito, cuyas 
generales constan, en la persona del que en vida se llamó 
Carlos de Jesús Calcaño, hecho ocurrido en Los Robalos, 
sección de la común de Samaná, en fecha 20 del mes de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y dos, en 
consecuencia condena a dicho acusado a sufrir la pena de 
veinte años de trabajos públicos en la Cárcel Pública de 
esta ciudad; SEGUNDO: que debe acoger y acoge en pro-
vecho de dicho acusado el beneficio de las circunstancias 
atenuantes; TERCERO: que debe declarar y declara bue-
a y válida la constitución en parte civil hecha en audien-
a por el Dr. Próspero Caonabo Antonio y Santana en 

epresentación del Dr. L. Osiris Duquela, y en consecuen-
la condena a dicho acusado a pagar la suma de RD$5,000.- 
O de indemnización en favor de la señora Juliana de la 

Cruz Vda. Calcaño, tutora de sus hijos menores Inés, Enér-
ida, Inocencio, Orígenes, Rosa, Milay y Miguelina; y asi-

mismo al pago de la suma de RD$2,000.00 para Cirilo Cal-
caño Espino como justa reparación de los daños morales y 
materiales sufridos por éstos; CUARTO: que debe confis-
car y confisca uná escopeta de cartucho No. 1229944 mar-
ca Winchester calibre 16, cuerpo del delito; QUINTO: que 
debe condenar y condena a dicho acusado al pago de las 
costas penales, con distracción de las civiles en provecho 
del Dr. L. Osiris Duquela representado por el Dr. Prós-
pero Caonabo Antonio y Santana, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte; SEGUNDO: Reforma la sen-
tencia recurrida, y obrando por propia autoridad condena 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 
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hoy día once del mes de agosto de mil novecientos cin-
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Restauración y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
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consta en el expediente, contra sentencia criminal de la 
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dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
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por el acusado, por el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Samaná, y por las partes civiles constituídas con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Samaná, de fecha treinta de enero del 

año 1953, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: que debe 
declarar y declara culpable del crimen de asesinato al 
nombrado Arquimedes Calcaño Pierrot (a) Quimito, cuyas 
generales constan, en la persona del que en vida se llamó 
Carlos de Jesús Calcaño, hecho ocurrido en Los Robalos, 
sección de la común de Samaná, en fecha 20 del mes de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y dos, en 
consecuencia condena a dicho acusado a sufrir la pena de 
veinte años de trabajos públicos en la Cárcel Pública de 
esta ciudad; SEGUNDO: que debe acoger y acoge en pro-
vecho de dicho acusado el beneficio de las circunstancias 
atenuantes; TERCERO: que debe declarar y declara bue-
a y válida la constitución en parte civil hecha en audien-
ia por el Dr. Próspero Caonabo Antonio y Santana en 
epresentación del Dr. L. Osiris Duquela, y en consecuen-

cia condena a dicho acusado a pagar la suma de RD$5,000.- 
00 de indemnización en favor de la señora Juliana de la 

ruz Vda. Calcaño, tutora de sus hijos menores Inés, Enér-
ida, Inocencio, Orígenes, Rosa, Milay y Miguelina; y asi-

mismo al pago de la suma de RD$2,000.00 para Cirilo Cal-
caño Espino como justa reparación de los daños morales y 
materiales sufridos por éstos; CUARTO: que debe confis-
car y confisca uná escopeta de cartucho No. 1229944 mar-
ca Winchester calibre 16, cuerpo del delito; QUINTO: que 
debe condenar y condena a dicho acusado al pago de las 
costas penales, con distracción de las civiles en provecho 
del Dr. L. Osiris Duquela representado por el Dr. Prós-
pero Caonabo Antonio y Santana, quien afirma haberlas 
avanzado en su mayor parte; SEGUNDO: Reforma la sen- 
tencia recurrida, y obrando por propia autoridad condena 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 8 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Arquimedes Calcaño Pierrot. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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al acusado Arquimedes Calcaño Pierrot, alias Quimito, po 
el crimen de homicidio voluntario en perjuicio del qu 
en vida se llamó Carlos de Jesús Calcaño, a sufrii- la pena 
de veinte años de trabajos públicos y al pago de las cos-
tas penales de afiribas instancias; TERCERO: Pronuncia 
defecto contra las partes civiles constituidas; CUARTO: 
Declara regular la constitución en parte civil de la seño-
ra Juliana de la Cruz Vda. Calcaño, por sí y como tuto-
ra legal de sus hijos Inés, Enércida, Inocencio, Orígenes, 
Rosa Milady y Miguelina, y en consecuencia le acuerda 
una indemnización de cinco mil pesos oro a cargo del ci-
tado acusado Arquímedes Calcaño Pierrot, por los daños 
y perjuicios causádosle con el referido crimen; QUINTO: 
Rechaza la constitución en parte civil del Sr. Cirilo Cal 
caño Espino, por no haber establecido su calidad; SEXTO-
Condena al acusado al pago de las costas civiles de la ac-
ción intentada por la señora Juliana de la Cruz Viuda 
Calcaño, correspondiente al primer grado, distrayéndolas 
en favor del Dr. Luis Osiris Duquela, por afirmar haber-
las avanzado; SEPTIMO: Condena a Cirilo Calcaño Espi-
no al pago de las costas de su acción civil; OCTAVO: Con-
fisca la escopeta de cartucho Núm. 1229944 que figura 
como cuerpo del delito"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua el once de junio del corriente 
año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 34 y 71 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto pronuncia-
das en última instancia no pueden ser impugnadas en ca-
sación, mientras tanto esté abierto el plazo de la oposición, 
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aún por aquellas partes respecto de quienes la senten-
es contradictoria; que, por tanto, cuando la parte ti-
no comparece ante el tribunal de apelación y éste es-
ye en defecto contra dicha parte, el recurso de casa-

n del acusado es prematuro si el plazo de la oposición 
rgado a la parte civil que ha hecho defecto no se ha 
plido; 

Considerando que las sentencias pronunciadas en de-
en materia criminal contra la parte civil son suscep-

les de oposición; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
revela que Cirilo Calcaño Espino y Juliana de la 
Vda. CalcVño, constituidos en parte civil, y apelan-

del fallo de primera instancia, no compareciéron a la 
iencia fijada para la vista de la causa; 

Considerando que el recurrente no ha establecido que 
referida sentencia le fuese notificada a la parte civil 

hizo defecto, y que, consecuentemente, el plazo de la 
ición estuviese vencido el día en que se interpuso el 
ente recurso de casación; que, en tales condiciones, di-
recurso es prematuro, por haber sido interpuesto aún 
s de empezar a correr el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
o de casación interpuesto por Arquímedes Calcaño 

ot contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
cisco de Macorís del ocho de julio del corriente año, 
3). cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presen-
llo; y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de 

costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
el Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

rel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
tín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
Secret ario General. 
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aún por aquellas partes respecto de quienes la renten- 
es contradictoria; que, por tanto, cuando la parte ci-
no comparece ante el tribunal de apelación y éste es-
ye en defecto contra dicha parte, el recurso de casa-
del acusado es prematuro si el plazo de la oposición 

gado a la parte civil que ha hecho defecto no se ha 
plido; 

Considerando que las sentencias pronunciadas en Je-
to en materia criminal contra la parte civil son suscep-
les de oposición; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
a revela que Cirilo Calcaño Espino y Juliana de la 
z Vda. Calcdño, constituidos en parte civil, y apelan-
del fallo de primera instancia, no compareciéron a la 
iencia fijada para la vista de la causa; 

Considerando que el recurrente no ha establecido que 
referida sentencia le fuese notificada a la parte civil 

hizo defecto, y que, consecuentemente, el plazo de la 
ición estuviese vencido el día en que se interpuso el 
ente recurso de casación; que, en tales condiciones, di-
recurso es prematuro, por haber sido interpuesto aún 
s de empezar a correr el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
urso de casación interpuesto por Arquímedes Calcaño 

ot contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
cisco de Macorís ?  del ocho de julio del corriente año, 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
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----- 
La presente sentencia ha sido dada y firmada po r  los 

 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la  
audiencia pública del día, mes y año en él expresados

' 
 y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 

sentencia  impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 31 de 
octubre de 1952. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Manuel Guzmán García.— Abogado: Dr. Octavio Ant-

e() Báez. 

Intimado: Emilio Alvarez Menéndez.— Abogados: Dres. Ml. R. 
Sosa Vasallo y René Alfonso Franco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constitllída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente. . Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituir, de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con- 

Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 90° de la Restauración y 
249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Guzmán García, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Hato del Yaque, sección 
rural de la común y provin,, ia de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad número 5230, serie 31, con 
sello número 1277690, contra sentencia de la Cámara Civil 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada po r  los 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la  

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 31 de 
octubre de 1952. 

Materia: Trabajo• 

Recurrente: Manuel Guzmán García.— Abogado: Dr. Octavio Ani-

co Báez. 

Intimado: Emilio Alvarez Menéndez.— Abogados: Dres. MI. R. 
Sosa Vasallo y René Alfonso Franco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constitoída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente. Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustitutr, de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tí-.1 Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día once 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 
249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Guzmán García, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en Hato del Yaque, sección 
rural de la común y provincia de Santiago, portador de 
la cédula personal de identidad número 5230, serie 31, con 
sello número 1277690, contra sentencia de la Cámara Civil 
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y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, dictada en sus atribuciones de Tri-
bunal de Trabajo de segundo grado, en fecha treinta y uno 
de octubre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo se indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator, 

Oído el Dr. Alfredo Mere Márquez, portador de la cé-
dula personal de identidad número 4557, serie 1, con se-
llo número 8878, en nombre y representación de los doc-
tores Manuel R. Sosa Vassallo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 15802, serie 47, con sello nú-
mero 492, y René Alfonso Franco, portador de la cédula 
personal de identidad número 33348, serie 31, con selle 
número 19509. abogados de la parte intimada, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el Dr 
Octavio Anico Báez, portador de la cédula personal de 
identidad número 29759, serie 31, sello número 1278800. 
abogado del recurrente, en el cual se alegan las violaciones 
de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por los abo-
gados de la parte intimada, Emilio Alvarez Menéndez, es-
pañol, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago, portador de la cédula 
personal de identidad número 9346, serie 1, con sello nú-
mero 278; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimante. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 7, 71, 72 y 73 de la Le 
sobre Procedimiento de Casación, y 1033 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) que 
con motivo de la demanda intentada por Manuel Guzmán 
García contra Emilio Alvarez Menéndez, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción de la común de *San-
tiago dictó en fecha ocho de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos una sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Que debe admitir como al efec-
to admite, como regular en la forma, y justo y comprobada 
en cuanto al fondo, la demanda intentada por el señor 
Manuel Guzmán, contra su patrono Emilio Alvarez, y en 
`consecuencia condena a éste a pagarle al Sr. Manuel Guz-
mán, la suma de RD$500.00 (quinientos pesos oro), a títu-
lo de indemnización, por los daños y perjuicios sufridos 
por éste; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al se-
ñor Emilio Alvarez, parte que sucumbe, al pago de las 
.costas"; b) que contra esta sentencia interpuso formal re-
curso de apelación Emilio Alvarez, en tiempo oportuno; 

Conciderando que el dispositivo de la sentencia im-
pugnada es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar y declara bueno y válido en cuanto a la forma 
y el fondo, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: 
Que por las razones expuestas, debe revocar y revoca en 
todas sus partes la sentencia dictada en fecha ocho de sep-
tiembre del año en curso, por el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción de esta Común, cuyo dispositivo 
reza: 'FALLA: PRIMERO: Que debe admitir y como al 
efecto admite, como regular en la forma, y justa y compro-
bada en cuanto al fondo, la demanda intentada por el se-

. flor Manuel Guzmán, contra su patrono Emilio Alvarez, 
y en consecuencia condena a éste a pagarle al Sr. Manuel 
Guzmán, la suma de RD$500.00 (quinientos pesos oro), a 
titulo de indemnización, por los daños y perjuicios sufri-
dos por éste; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al 
señor Emilio Alvarez, parte qué sucumbe, al pago de las 
costas'; y en consecuencia, debe descargar y descarga al 
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y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Santiago, dictada en sus atribuciones de Tri-
bunal de Trabajo de segundo grado, en fecha treinta y uno 
de octubre de mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dis-
positivo se indica más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator, 

Oído el Dr. Alfredo Mere Márquez, portador de la ce- . 
 dula personal de identidad número 4557, serie 1, con se-

llo número 8878, en nombre y representación de los doc-
tores Manuel R. Sosa Vassallo, portador de la cédula per-
sonal de identidad número 15802, serie 47, con sello nú-
mero 492, y René Alfonso Franco, portador de la cédula 
personal de identidad número 33348, serie 31, con sello 
número,19509, abogados de la parte intimada, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el Dr. 
Octavio Anico Báez, portador de la cédula personal de 
identidad número 29759, serie 31, sello número 1278800,. 
abogado del recurrente, en el cual se alegan las violaciones 
de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por los abo-
gados de la parte intimada, Emilio Alvarez Menéndez, es-
pañol, mayor de edad, casado, comerciante, domiciliado y 
residente en la ciudad de Santiago, portador de la cédula 
personal de identidad número 9346, serie 1, con sello nú-
mero 278; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 7, 71, 72 y 73 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, y 1033 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) que 
,con motivo de la demanda intentada por Manuel Guzmán 
.García contra Emilio Alvarez Menéndez, el Juzgado de 
_Paz de la Primera Circunscripción de la común de 'San-
llago dictó en fecha ocho de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y dos una sentencia cuyo dispositivo dice 
_así: "FALLA: PRIMERO: Que debe admitir como al efec-
to admite, como regular en la forma, y justo y comprobada 

• en cuanto al fondo, la demanda intentada por el señor 
'Manuel Guzmán, contra su patrono Emilio Alvarez, y en 

cuencia condena a éste a pagarle al Sr. Manuel Guz-
, la suma de RD$500.00 (quinientos pesos oro), a títu-

de indemnización, por los daños y perjuicios sufridos 
éste; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al se-
Emilio Alvarez, parte que sucumbe, al pago de las 

"; b) que 'contra esta sentencia interpuso formal re-
de apelación Emilio Alvarez, en tiempo oportuno; 

Conciderando que el dispositivo de la sentencia im- 
ada es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
ar y declara bueno y válido en cuanto a la forma 

fondo, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: 
por las razones expuestas, debe revocar y revoca en 
sus partes la sentencia dictada en fecha ocho de sep- 

bre del año en curso, por él Juzgado de Paz de la 
era Circunscripción de esta Común, cuyo dispositivo 

: 'FALLA: PRIMERO: Que debe admitir y como al 
to admite, como regular en la forma, y justa y compro- 

en cuanto al fondo, la demanda intentada por el se- 
Manuel Guzmán, contra su patrono Emilio Alvarez, 

en consecuencia condena á éste a pagarle al Sr. Manuel 
án, la suma de RD$500.00 (quinientos pesos oro), a 

o de indemnización, por los daños y perjuicios sufri-
por éste; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al 
✓ Emilio Alvarez, parte qué sucumbe, al pago de las 

'; y en consecuencia, debe descargar y descarga al 
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señor Emilio Alvarez Menéndez, de todas las condenacio-
nes pronunciadas contra él por la mencionada sentencia; 
y TERCERO: Que debe condenar y condena al Sr. Manuel 
Guzmán al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación los medios que se indican a continuación: 
lro. Violación del artículo 683 del Código Trujillo dP Tra-
bajo, en su primera parte, combinado con el artículo 684 
del mismo Código, y de los artículos 6 y 8 de la Ley No. 
385, sobre Accidentes del Trabajo; 2do. Violación de los 
artículos 1382 y 1383 del Código Civil, y 3ro. Violación de 
las reglas que rigen los deberes; que, por su lado la par-
te intimada propone en sus conclusiones principales la ca-
ducidad del recurso, por haberle sido notificado tardíamen-
te; 

Considerando que de conformidad con el artículo 7 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación habrá caducidad 
del recurso, siempre que el intimante no emplace al inti-
mado en el término de treinta días a contar de aquél en que 
fué proveído por el Presidente de la Suprema Corte el au-
to de admisión; caducidad que será pronunciada a pedi-
mento de parte o de oficio; 

Considerando que este plazo de treinta días es franco 
y se aumenta en razón de la distancia; 

Considerando que, en la especie, el intimante Manuel 
Guzmán García está domiciliado en la sección de Hato del 
Yaque, distante menos de 15 kilómetros de la ciudad de 
Santiago y el intimado Emilio Alvarez Menéndez en esta 
última ciudad, distante 175 kilómetros de la Capital de ' 
la República; que habiendo sido dictado el auto de admisión 
del presente recurso de casación el nueve de febrero de 
mil novecientos cincuenta y tres, y habiendo sido notifica- 
do el emplaza viento a la parte intimada el veintisiete de 
marzo del mismo año, esto es, cuarentisiete días después 
de haber sido proveído dicho auto de admisión, es eviden-.. 
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te que dicho emplazamiento fué notificado tardíamen'l 
puesto que el plazo de treinta días sólo se aumentaba en,  
caso en seis días, en razón de la distancia; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara la caducid 
del recurso de casación interpuesto por Manuel Guzm 
García contra sentencia dictada en fecha treinta y uno 
octubre de mil novecientos cincuenta y dos, por la Cány¿ 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia ( 
Distrito Judicial de Santiago en sus atribuciones de Trié 
nal de Trabajo, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
presente fallo, y SEGUNDO: Condena a la parte intinu 
te al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés 
Contín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, e 

audiencia pública del día, mes y año en él expresado 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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señor Emilio Alvarez Menéndez, de todas las condenacio-
nes pronunciadas contra él por la mencionada sentencia; 
y TERCERO: Que debe condenar y condena al Sr. Manuel 
Guzmán al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación los medios que se indican a continuación: 
lro. Violación del artículo 683 del Código Trujillo dp Tra-
bajo, en su primera parte, combinado con el artículo 684 
del mismo Código, y de los artículos 6 y 8 de la Ley No. 
385, sobre Accidentes del Trabajo; 2do. Violación de los 
artículos 1382 y 1383 del Código Civil, y 3ro. Violación de 
las reglas que rigen los deberes; que, por su lado la par-
te intimada propone en sus conclusiones principales la ca-
ducidad del recurso, por haberle sido notificado tardíamen- 
te; 

Considerando que de conformidad con el artículo 7 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación habrá caducidad 
del recurso, siempre que el intimante no emplace al inti-
mado en el término de treinta días a contar de aquél en que 
fué proveído por el Presidente de la Suprema Corte el au-
to de admisión; caducidad que será pronunciada a pedi-
mento de parte o de oficio; 

Considerando que este plazo de treinta días es franco 
y se aumenta en razón de la distancia; 

Considerando que, en la especie, el intimante Manuel 
Guzmán García está domiciliado en la sección de Hato del 
Yaque, distante menos de 15 kilómetros de la ciudad de 
Santiago y el intimado Emilio Alvarez Menéndez en esta 
última ciudad, distante 175 kilómetros de la Capital de 
la República; que habiendo sido dictado el auto de admisión 
del presente recurso de casación el nueve de febrero de 
mil novecientos cincuenta y tres, y habiendo sido notifica-
do el emplaza viento a la parte intimada el veintisiete de 
marzo del mismo año, esto es, cuarentisiete días después 
de haber sido proveído dicho auto de admisión, es eviden-.. 
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te que dicho emplazamiento fué notificado tardíamente 
puesto que el plazo de treinta días sólo se aumentaba en,  
caso en seis días, en razón de la distancia; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara la caducici 
del recurso de casación interpuesto por Manuel Guzm 
García contra sentencia dictada en fecha treinta y uno 
octubre de mil novecientos cincuenta y dos, por la Cárn¿ 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
Distrito Judicial de Santiago en sus atribuciones de Trié 
nal de Trabajo, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
presente fallo, y SEGUNDO: Condena a la parte intimz 

te al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés 
Contín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, e 

audiencia pública del día, mes y año en él expresado 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fee 
19 de febrero de 1953. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Francisco Marte.— Abogadó: Lic. Héctor Sánchez 

Morcelo. 

Intimado: César Brache Viñas.— Abogados: Lic. Francisco José 
Alvarez y Dr. Hugo Feo. Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licencia 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pr . 

 Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se 
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan' 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y N 
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 1 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Di 
trito de Santo Domingo, hoy día once del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la In-

dependencia, 90 9  'de la Restauración y 24 9  de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, coito corte de casa-

ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francis-
co Marte, dominicano, mayor de edad, casado, motoris 
domiciliado y residente en la ciudad de La Vega, corre 
del mismo nombre, portador de la cédula personal de id 
tidad serie 47, número 400, con sello de renovación n 

BÓLETÍÑ jÚDICIAL 
	

rb-21 .  

412, contra sentencia de la COrte de Apelación de La 
ga, de 'fecha diecinueve de febrero de mil novecientos. 
uentitrés, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. José Rafael Molina Ureña, portador de la 
cédula personal de identidad serie 25, número 10228, con 
sello de renovación número 13727, en representación del 
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, portador de la cédula perso-
nal de identidad serie era., número 20224, con sello de re-
novación número 10100, abogado del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez Valencia, portador de la 
cédula personal de identidad serie era., número 46696, con 
sello de renovación número 20175, en representación del 
Lic. Francisco José Alvarez, portador de la cédula personal 
de identidad serie 47, número 160, con sello de renovación 
número 1079, y del Dr. Hugo Francisco Alvarez V., porta-
dor de la cédula personal de identidad serie 47, número 
20267, con sello de renovación número 18533, abogados de 
la parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el 
bogado de la parte recurrente, en el cual se alegan las 
iolaciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo-
gado de la parte recurrida César Brache Viñas, dominica-
no, mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente 
en la ciudad de La Vega, portador de la cédula personal 
de identidad serie 47, número 15548, con sello de renova-
ción número 383; 

Visto el memorial de ampliación de la parte recu-
rrente; 

Visto el memorial de ampliación de la parte recurrida; 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de f 
19 de febrero de 1953. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Francisco Marte.— Abogadó: Lic. Héctor Sán 

Morcelo. 

Intimado: César Brache Viñas.— Abogados: Lic. Francisco Jo 
Alvarez y Dr. Hugo Feo. Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ji 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prirn 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun 
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez a y Né 
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en 1 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Di 
frito de Santo Domingo, hoy día once del mes de agos 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la I 

dependencia, 90 9 -de la Restauración >y 249  de la Era 
Trujillo, dicta en audiencia pública, corno corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fran 
co Marte, dominicano, mayor de edad, casado, motori 
domiciliado y residente en la ciudad de La Vega, co 
del mismo nombre, portador de la cédula personal de id 
tidad serie 47, número 400, con sello de renovación n  

5412, contra 'sentencia de la Corte de Apelación de La, 
vega, de fecha diecinueve de febrero dé mil novecientbá; 
e incuentitrés, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. José Rafael Molina Ureña, portador de la 
cédula personal de identidad serie 25, número 10228, con 
sello de renovación número 13727, en representación del 
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, portador de la cédula perso-
nal de identidad serie ira., número 20224, con sello de re-
novación número 10100, abogado del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez Valencia, portador de la 
cédula personal de identidad serie fra., número 46696, con 
sello de renovación número 20175, en representación del 
Lic. Francisco José Alvarez, portador de la cédula personal 
de identidad serie 47, número 160, con sello de renovación 
número 1079, y del Dr. Hugo Francisco Alvarez V., porta-
dor de la cédula personal de identidad serie 47, número 
20267, con sello de renovación número 18533, abogados de 
la parte intimada, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por el 
bogado de la parte recurrente, en el cual se alegan las 
iolaciones de la ley que luego se Indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo-
gado de la parte recurrida César Brache Viñas, dominica-
no, mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente 
en la ciudad de La Vega, portador de la cédula personal 
de identidad serie 47, número 15548, con sello de renova-
ción número 383; 

rrentVei;sto el memorial de ampliación de la parte recu-
rrente; 

 el memorial de ampliación de la parte recurridall. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber d el. 

berado, y vistos los artículos 473, 545, 551, 691, reformad
or  694, 728 y 729, reformados, del Código de Procedimiento, 

Civil; 1315, 1317, 2209 y 2213 del Código Civil, y 1 9  y 71 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta l o 

 siguiente: "a) que, en fecha diez y seis del mes de junio 

 del año mil novecientos cincuenta, Francisco Marte  consti-
tuyó en hipoteca en favor de César Brache Viñas una par-
te de la parcela No. 142 del Distrito Catastral No. 11 de la 
Común de La Vega, con una extensión de una hectárea, 
veinte y ocho áreas y noventa y ocho centiáreas, a fin de 
garantizar un préstamo de cuatrocientos pesos oro; b) que, 
el día diez y seis de septiembre del año mil novecient 
cincuenta y dos, al no haber pagado su deuda el serio 
Francisco Marte, la hipoteca mencionada fué ejecutada y e 
inmueble afectado vendido en pública subasta por ante la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega y en virtud del Art. 
706 del Código de Procedimiento Civil, se declaró adjudi-
catario al acreedor persiguiente señor César Brache Viñas 
por el precio de Doscientos Pesos Oro, más los costos y 119- 
norarios del procedimiento, precio este, fijado por el peik-
siguiente de acuerdo con lo dispuesto por el Art. 690 de' 
Código de Procedimiento Civil, reformado por la Ley No. 
764; c) que, al ser insuficiente la suma producida por la 
subasta, para cubrir el total de la deuda de Cuatrocientos 
Pesos, más los intereses vencidos y no pagados por Fran-
cisco Marte, el acreedor, César Brache Viñas, en virtud de 
lo dispuesto por el Art. 2209 del Código Civil, en fecha dos 
de octubre del año mil novecientos cincuenta y dos, le hi-
zo al señor Marte, un nuevo mandamiento de pago por el 
resto de la suma que aún le adeudaba; d) que, en fecha 
diez y ocho de Noviembre del año mil novecientos cincuen-

ta y dos, se procedió a embargar en pc -rjuicio del señor 
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Francisco Marte otro inmueble de su propiedad o sea la 
parcela No. 28-A-18 del Distrito Catastral No. 11 de la 
Común de La Vega, ce,43 todas sus mejoras, denunciándose 
ea fecha diez y nueve de noviembre a Marte dicho embar-
go;  e) que, fijada para el día veinte y tres de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y dos para llegar a la ven-
ta de ese otro embargo, el señor Francisco Marte, el día 
doce de diciembre del año indicado, notificó al señor Bra-

,che Viñas, un acto de abogado a abogado, para que el día 
diez y seis del precitado mes y año, a las diez horas de la 
mañana, compareciera por ante la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
.de La Vega a fin de responder o contestar la demanda 
-en nulidad del nuevo embargo trabado por él contra el se-
ñor Francisco Marte fundándose en varias razones, que él 
considera de derecho; f) que, en fecha veinte y dos de di-
"embre del año mil novecientos cincuenta y dos, dicha cá-

inara rindió sentencia designando tres peritos para valorar 
la parcela No. 142 del Distrito Catastral No. 11 de la co- 

ún de La Vega, parcela ésta, que en virtud de otra sen-
tencia había sido ya adjudicada al señor César Brache 

g) que, el día veinte y tres de diciembre del año mil 
ovecientos cincuenta y dos el señor César Brache Viñas 
terpuso recurso de apelación contra dicha sentencia y se 
jó la audiencia del día tres de febrero del año mil nove-

cientos cincuenta y tres para conocer de dicho recurso"; 

Considerando que sobre el referido recurso la Corte de 
Apelación de La Vega dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno en la forma el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Avocando el fondo, revocar en todas sus par-
tes la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 

Vega, en fecha veinte y dos de diciembre del año mil 
vecientos cincuenta y dos por la cual se ordenó un pe- 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber d el. 

berado, y vistos los artículos 473, 545, 551, 691, reformad
o'  694, 728 y 729, reformados, del Código de Procedimiento 

 Civil; 1315, 1317, 2209 y 2213 del Código Civil, y 19  y 7 1 

 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
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 del año mil novecientos cincuenta, Francisco Marte consti-
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te de la parcela No. 142 del Distrito Catastral No. 11 de la 
Común de La Vega, con una extensión de una hectárea, 
veinte y ocho áreas y noventa y ocho centiáreas, a fin de 
garantizar un préstamo de cuatrocientos pesos oro; b) que, 
el día diez y seis de septiembre del año mil novecientos 
cincuenta y dos, al no haber pagado su deuda el señor 
Francisco Marte, la hipoteca mencionada fué ejecutada y el 
inmueble afectado vendido en pública subasta por ante la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega y en virtud del Art. 
706 del Código de Procedimiento Civil, se declaró adjudi-
catario al acreedor persiguiente señor César Brache Viñas 
por el precio de Doscientos Pesos Oro, más los costos y IT9- 
norarios del procedimiento, precio ste, fijado por el peil;- 
siguiente de acuerdo con lo dispuesto por el Art. 690 de' 
Código de Procedimiento Civil, reformado por la Ley No. 
764; c) que, al ser insuficiente la suma producida por la 
subasta, para cubrir el total de la deuda de Cuatrocientos 
Pesos, más los intereses vencidos y no pagados por Fran-
cisco Marte, el acreedor, César Brache Viñas, en virtud de 
lo dispuesto por el Art. 2209 del Código Civil, en fecha dos 
de octubre del año mil novecientos cincuenta y dos, le hi-
zo al señor Marte, un nuevo mandamiento de pago por el 
resto de la suma que aún le adeudaba; d) que, en fecha 
diez y ocho de Noviembre del año mil novecientos cincuen

-

ta y dos, se procedió a embargar en perjuicio del señor 
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Francisco Marte otro inmueble de su propiedad o sea la 
parcela No. 28-A-18 del Distrito Catastral No. 11 de la 
común de La Vega, cbu todas sus mejoras, denunciándose 
en fecha diez y nueve de noviembre a Marte dicho embar-
go;  e) que, fijada para el día veinte y tres de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y dos para llegar a la ven-
ta de ese otro embargo, el señor Francisco Marte, el día 
doce de diciembre del año indicado, notificó al señor Bra-
che Viñas, un acto de abogado a abogado, para que el día 
diez y seis del precitado mes y año, a las diez horas de la 
mañana, compareciera por ante la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega a fin de responder o contestar la demanda 
en nulidad del nuevo embargo trabado por él contra el se-
ñor Francisco Marte fundándose en varias razones, que él 
considera de derecho; f) que, en fecha veinte y dos de di-
ciembre del año mil novecientos cincuenta y dos, dicha cá-

• mara rindió sentencia designando tres peritos para valorar 
la parcela No. 142 del Distrito Catastral No. 11 de la co-
mún de La Vega, parcela ésta, que en virtud de otra sen-
tencia había sido ya adjudicada al señor César Brache Vi-
ñas; g) que, el día veinte y tres de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta y dos el señor César Brache Viñas 
interpuso recurso de apelación contra dicha sentencia y se fijó la audiencia del día tres de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y tres para conocer de dicho recurso"; 

Considerando que sobre el referido recurso la Corte de 
Apelación de La Vega dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno en la forma el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Avocando el fondo, revocar en todas sus par-
tes la sentencia dictada por la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha veinte y dos de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta y dos por la cual se ordenó un pe- 
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ritaje, designando como peritos a los señores Rafael Persia. 
José González y Manuel Ramón Hernández, para que, des_ 
pués de prestar el juramento de ley, examinen y digan en 
su informe el justo valor de la porción dentro de la paree 
laNo. 142 del Distrito Catastral No. 11 de la Común de 
La Vega, la cual fué embargada y subastada al señor Fran-
cisco Marte a diligencia y persecución del señor César 
Brache Viñas reservándose las costas, y obrando por propia 
autoridad, declara bueno y válido el embargo inmobilia-
rio trabado por César Brache Viñas en perjuicio de Fran-
cisco Marte de la Parcela No. 28-A-18 del Distrito Catastral 
No. 11 de la común de La Vega con todas sus mejoras y ane-
xidades del sitio de Matanzas, que limita por un lado con 
una calle sin nombre, al Norte y al Oeste con Cándida Matil-
de Alvarez y al Sur con la Avenida Rivas en fecha diez 
y ocho de noviembre del año mil novecientos cincuenta y-
dos, rechazando así por improcedente y m, i fundada la 
demanda incidental de embargo intentada por el señor' 
Francisco Marte en fecha doce de diciembre del año mil no-
vecientos cincuenta y dos; TERCERO: Se Fija el plazo de -
Treinta Días, para que se proceda a la venta de la parcela 
No. 28-A-18 del Distrito Catastral No. 11 de la Común de 
La Vega, el cual se empezará a contar a partir del día de 
la notificación de la presente sentencia; y CUARTO: Se 
Condena al señor Francisco Marte al pago de las costas y 
honorarios del procedimiento de ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente invoca, en apoyo de su 
recurso, los siguientes medios: "Primer medio: Violación 
de los artículos 694, 728 y 729 reformado del Código de 
Procedimiento Civil"; "Segundo medio: Violación del art. 
2209 del Código Civil y falsa aplicación del artículo 691 
reformado del Código de Procedimiento Civil"; "Tercer 
medio: Violación de los artículos 545 y 551 del Código de 
Procedimiento Civil, 2213 y 1317 del Código .ivil y falta 
de motivos"; "Cuarto medio: Violación del art. 1315 del 

Código Civil e insuficiencia de motivos"; "Quinto medio: 
Violación del art. 473 del Código de Procedimiento Civil, 
exceso de Poder y vulneración del Derecho de Defensa"; 

Considerando que' por el Primer Medio del recurso se 
invoca la violación de los artículos 694, 728 y 729, reforma-
dos, del Código de Procedimiento Civil, y se alega, esen-
cialmente, que la Corte a qua no ordenó la lectura del plie-
go de condiciones, sino que autorizó "la venta en subasta 
de la parcela No. 28-A-18 fijando un plazo de treinta (30) 
días a partir de la notificación' de la sentencia dictada ex-
tremo que sólo podía adoptar si se hubiera tratado de nu-
lidades posteriores a la lectura y publicación del Pliego de 
Condiciones, gobernados por el art. 729 in-fine del Código 
de Procedimiento Civil"; y, por otra parte, se argumenta 
que "la lectura del Pliego de condiciones había sido fijada 
para el día veintitrés de Diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y dos, y el incidente en nulidad se conoció el die-
ciséis del mismo mes y se falló el veintidós, siendo apela-
do el día veintitrés"  "por consiguiente el Pliego de 
condiciones no podía leerse conforme al art. 694 del Código 
de Procedimiento Civil"; pero 

Considerando que la Corte a qua fué apoderada del re-
curso de apelación del ahora intimado César Brache Viñas, 
contra la sentencia de fecha veintidós de diciembre de mil 
novecientos cincuentidós, de la Cámara Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, por la cual se ordenó un peritaje y se designaron 
los peritos para que estos examinasen y dijesen "en su in-
forme el justo valor de la Porción dentro de la Parcela No. 
142, del Distrito Catastral No. 11, de la Común de La Ve-
ga, de la cual fué embargada y subastada al señor Francis-
co Marte, a diligencia y persecución del señor César Brache 
Viñas"; que ésta sentencia fué dictada, cuando ya había 
sido fijada, para el día veintitrés de diciembre de mil no-
vecientos cincuentidós, la lectura y publicación del Pliego 
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cialmente, que la Corte a qua no ordenó la lectura del plie-
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de la parcela No. 28-A-18 fijando un plazo de treinta (30) 
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, por la cual se ordenó un peritaje y se designaron 
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de Condiciones, en la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega 
para llegar a la venta del referido inmueble, requisito que 
se cumplió, según certificación del Secretario de la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, en la misma fecha 
para el cual había sido dispuesto, y fué suspendida, asi-
mismo, la adjudicación, que había sido fijada para el día 
veintisiete de Enero de mil novecientos cincuentitrés, "en 
razón de haberse apelado la sentencia interlocutoria rendi-
da" por dicha Cámara Civil y Comercial, el día veintidós 
de diciembre de mil novecientos cincuentidós; 2ue, además, 
es constante, en el expediente que César Bracle Viñas in-
timó a Francisco Marte a tomar comunicación del pliego 
de condiciones, a hacer los reparos que creyera de lugar 
y a asistir a la lectura y publicación del mismo, por acto 
de alguacil de fecha dos de diciembre de mil novecientos 
cincuentidós; y 

Considerando que, en tales condiciones, al avocar el 
fondo del asunto, la Corte de Apelación de La Vega y fi-
jar un plazo de treinta días, a partir de su notificación, 
para proceder a la venta del inmueble embargado, en la 
sentencia impugnada, no se ha violado ninguno de los tex-
tos legales citados por el recurrente en el medio examina-
do, puesto que si es cierto que rechazó la demanda inci-
dental en nulidad de embargo intentada por Francisco Mar-
te, en fecha doce de diciembre de mil novecientos cincuen-
tidós, tal fallo fué pronunciado cuando ya se había proce-
dido a la lectura y publicación del pliego de condiciones 
en la 'Cámara Civil y Comercial del Juzgado Oré Primera 
Instancia del. Distrito Judicial de La Vega lo que pudo ha-
cerse válidamente sin 'violar el Art. 728, reformado, del 
Código de Procedimiento Civil ya que la sentencia de esta 
Cámara que fué apelada no admitió ni rechazó los medios 
de nulidad propuestos por el ahora recurrente, sino que  

acogió las conclusiones subsidiarias de éste y ordenó un 
peritaje; que, por otra parte, la apelación de una sentencia 
sobre incidente de embargo inmobiliario no suspende sino 
la adjudicación, pudiendo llevarse a efecto la lectura del 
pliego de condiciones, y los otros actos preliminares; que, 
consecuentemente, el Primer Medio del recurso carece de 
fundamento; 

Considerando que por el Segundo Medio se alega, prin-
cipalmente, que "nada se opone a que el Juez apoderado 
de un embargo practicado al amparo del Art. 2209 del Có-
digo Civil, estatuya libremente en el sentido de estimar 
si existe o no insuficiencia de bienes hipotecados capaz de 
dar lugar a la aplicación de dicho texto"; que "el Juez de 
la Cámara Civil y Comercial bien podía ordenar como lo 
hizo un avalúo Pericial de la Parcela 28-A-18 del Distrito 
Catastral No. 11 de la común de La Vega, sin quebrantar 
los dictados del Art. 691 del Código de Procedimiento Ci-
vil en cuanto prohibe oposiciones al monto del precio de 
la primera puja señalado en el Pliego de Condiciones" y 
que "la Corte de La Vega al pronunciarse como lo ha hecho 
en forma revocatoria de la decisión del primer grado violó 
el Art. 2209 del Código Civil y erróneamente se ha apoyado 
en el Art. 691 (penúltimo párrafo) del Código de Proce-
dimiento Civil del que ha hecho una impropia aplicación"; 
pero 

Considerando que al •estimar la Corte a qua que al ser 
subastado, y adjudicado, en provecho del acreedor persi-
guiente, el inmueble hipotecado por la suma de Doscientos 
Pesos Oro, se evidencia con ello que esa suma era insu-
ficiente para cubrir la totalidad de la deuda de cuatrocien-
tos pesos oro, y que, por consiguiente, dicho acreedor "po-
día legalmente embargar, como lo hizo, la parcela No. 28 
A-18 del Distrito Catastral No. 11 de la común de La Vega 
a fin de obtener el pago total de su acreencia," lejos de 
violar así los artículos 2209 del Código Civil y 691 del Có- 
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de nulidad propuestos por el ahora recurrente, sino que  

acogió las conclusiones subsidiarias de éste y ordenó un 
peritaje; que, por otra parte, la apelación de una sentencia 
sobre incidente de embargo inmobiliario no suspende sino 
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los dictados del Art. 691 del Código de Procedimiento Ci-
vil en cuanto prohibe oposiciones al monto del precio de 
la primera puja señalado en el Pliego de Condiciones" y 
que "la Corte de La Vega al pronunciarse como lo ha hecho 
en forma revocatoria de la decisión del primer grado violó 
el Art. 2209 del Código Civil y erróneamente se ha apoyado 
en el Art. 691 (penúltimo párrafo) del Código de Proce-
dimiento Civil del que ha hecho una impropia aplicación"; 
pero 

Considerando que al .estimar la Corte a qua que al ser 
subastado, y adjudicado, en provecho del acreedor persi-
guiente, el inmueble hipotecado por la suma de Doscientos 
Pesos Oro, se evidencia con ello que esa suma era insu-
ficiente para cubrir la totalidad de la deuda de cuatrocien-
tos pesos oro, y que, por consiguiente, dicho acreedor "po-
día legalmente embargar, como lo hizo, la parcela No. 28 
A-18 del Distrito Catastral No. 11 de la común de La Vega 
a fin de obtener el pago total de su acreencia," lejos de 
violar así los artículos 2209 del Código Civil y 691 del Có- 
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digo de Procedimiento Civil, o de hacer de este último una 
"impropia aplicación", hizo de ambos una correcta aplica-
ción, puesto que no hay mejor forma de verificar la insu-
ficiencia de los bienes hipotecados para cubrir una deuda 
que cuando la venta en pública subasta de los mismos sólo 
produce una suma inferior a aquella, y, porque, por otra 
parte, cualquiera que sea el precio de primera puja fijado 
por el persiguiente a lo cual lo autorizaba el propio Art. 
691 reformado, del Código de Procedimiento Civil , siempre 
el deudor embargado estará garantizado por la publicidad 
de la adjudicación a la cual concurrirán subastadores si el 
precio de la primera puja es poco elevado y por la institu-
ción de la puja ulterior organizada por el Art. 708, refor-
mado, del Código de Procedimiento Civil, amén de la obli-
gación legal del acreedor persiguiente de hacerse-  adjudica-
tario, cuando, como en la especie, no concurren subastado-
res; que, de todo lo expuesto se establece que el Segundo 
Medio del recurso, también carece de fundamento; 

Considerando que por el Tercer Medio se invoca la vio-
lación de los artículos 545 y 551 del Código de Procedimien-
to Civil y 2213 y 1317 del Código Civil y el vicio de falta de 
motivos o el de motivos contradictorios o falsos, basando 
su argumentación: a) en que la Corte a qua designa como 
acto auténtico y ejecutorio un título desprovisto de tal ca-
rácter, y b) en que la admisión hecha por diclz: Corte "de 
que se trata de una deuda cuya existencia es Tobjeto de li-
tigio y su afirmación luego de que falta seriedad a la 
contestación no puede justificarse con el simple decir de 
que "frente a los documentos que obran en el expediente 
los jueces aprecian que los créditos del señor César Bra-
che Viñas no han sido seriamente contestados", porque ello 
equivale a motivación contradictoria y a ausencia de moti-
vos, amen de conllevar también motivos falsos, como son 
los que declaran que la existencia y el monto del crédito  

del persiguiente se determinan por actos auténticos que los 
comprueban"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada revela que la Corte a qua al ponderar el alegato del 
ahora recurrente de que "al ejecutarse la hipoteca consen-
tida por él en favor de César Brache Viñas, éste no tiene 
título ejecutorio y que por lo tanto, el embargo sobre la par-
cela 28-A-18 del D. C. No. 11 de la Común de La Vega es 
nulo",, establece que tal "alegato, presentado por primera 
vez en apelación resulta un medio nuevo por no haber si-
do presentado en primera instancia y por consiguiente es 
inadmisible, pues por excepción en materia de embargo 
inmobiliario, la parte embargada no puede proponer en 
apelación otros medios que aquellos que fueron presenta-
dos en primera instancia" y que sólo de manera hipotéti-
ca, anteponiendo a su razonamiento la frase "pero de no 
haber sido inadmisible como lo es, por la causa ya dicha 
este alegato", la Corte a qua trata el punto relativo a si 
Francisco Marte tenía o no un título ejecutorio; que, con-
secuenemente, tal motivación que no tuvo influencia en el 
dispositivo del fallo no puede ser objeto de crítica, ni mu-
cho menos dar lugar a casación, sólo por esta circunstancia, 
sin que sea necesario examinar si es o no conforme a de-
recho; que, por otra parte, la Corte a qua apreció sobera-
namente, que "una acreencia es cierta, cuando tiene exis-
tencia actual e indudable y en el presente caso la acreen-
cia del señor Brache Viñas, es cierta, porque tiene existen-
cia actualmente, pues Francisco Marte le quedó a deber 
la suma de doscientos pesos más los intereses vencidos y no 
pagados después de la adjudicación la cual se hizo por dos-
cientos pesos oro de la parcela No. 142 del Distrito Catas-
tral No. 11; y es líquida, cuando su monto es determinado 
y no está seriamente contestada, y en el presente caso, 
Francisco Marte, tenía una deuda de cuatrocientos pesos y 
al efectuarse la adjudicación de la parclea No. 142 del Dis- 
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digo de Procedimiento Civil, o de hacer de este último una 
"impropia aplicación", hizo de ambos una correcta aplica-
ción, puesto que no hay mejor forma de verificar la insu-
ficiencia de los bienes hipotecados para cubrir una deuda 
que cuando la venta en pública subasta de los mismos sólo 
produce una suma inferior a aquella, y, porque, por otra 
parte, cualquiera que sea el precio de primera puja fijado 
por el persiguiente a lo cual lo autorizaba el propio Art. 
691 reformado, del Código de Procedimiento Civil, siempre 
el deudor embargado estará garantizado por .1a publicidad 
de la adjudicación a la cual concurrirán subastadores si el 
precio de la primera puja es poco elevado y por la institu-
ción de la puja ulterior organizada por el Art. 708, refor-
mado, del Código de Procedimiento Civil, amén de la obli-
gación legal del acreedor persiguiente de hacerse-  adjudica-
tario, cuando, como en la especie, no concurren subastado-
res; que, de todo lo expuesto se establece que el Segundo 
Medio del recurso, también carece de fundamento; 

Considerando que por el Tercer Medio se invoca la vio-
lación de los artículos 545 y 551 del Código de Procedimien-
to Civil y 2213 y 1317 del Código Civil y el vicio de falta de 
motivos o el de motivos contradictorios o falsos, basando 
su argumentación: a) en que la Corte a qua designa como 
acto auténtico y ejecutorio un título desprovisto de tal ca-
rácter, y b) en que la admisión hecha por dicl Corte "de 
que se trata de una deuda cuya existencia es objeto de li-
tigio y su afirmación luego de que falta seriedad a la 
contestación no puede justificarse con el simple decir de 
que "frente a los documentos que obran en el expediente 
los jueces aprecian que los créditos del señor César Bra-
che Viñas no han sido seriamente contestados", porque ello 
equivale a motivación contradictoria y a ausencia de moti-
vos, amen de conllevar también motivos falsos, como son 

los que declaran que la existencia y el monto del crédito  

del persiguiente se determinan por actos auténticos que los 
comprueban"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada revela que la Corte a qua al ponderar el alegato del 
ahora recurrente de que "al ejecutarse la hipoteca consen-
tida por él en favor de César Brache Viñas, éste no tiene 
título ejecutorio y que por lo tanto, el embargo sobre la par-
cela 28-A-18 del D. C. No. 11 de la Común de La Vega es 
nulo",, establece que tal "alegato, presentado por primera 
vez en apelación resulta un medio nuevo por no haber si-
do presentado en primera instancia y por consiguiente es 
inadmisible, pues por excepción en materia de embargo 
inmobiliario, la parte embargada no puede proponer en 
apelación otros medios que aquellos que fueron presenta-
dos, en primera instancia" y que sólo de manera hipotéti-
ca, anteponiendo a su razonamiento la frase "pero de no 
haber sido inadmisible como lo es, por la causa ya dicha 
este alegato", la Corte a qua trata el punto relativo a si 
Francisco Marte tenía o no un título ejecutorio; que, con-
secuenemente, tal motivación que no tuvo influencia en el 
dispositivo del fallo no puede ser objeto de crítica, ni mu-
cho menos dar lugar a casación, sólo por esta circunstancia, 
sin que sea necesario examinar si es o no conforme a de-
recho; que, por otra parte, la Corte a qua apreció sobera-
namente, que "una acreencia es cierta, cuando tiene exis-
tencia actual e indudable y en el presente caso la acreen-
cia del señor Brache Viñas, es cierta, porque tiene existen-
cia actualmente, pues Francisco Marte le quedó a deber 
la suma de doscientos pesos más los intereses vencidos y no 
pagados después de la adjudicación la cual se hizo por dos-
cientos pesos oro de la parcela No. 142 del Distrito Catas-
tral No. 11; y es líquida, cuando su monto es determinado 
y no está seriamente contestada, y en el presente caso, 
Francisco Marte, tenía una deuda de cuatrocientos pesos y 
al efectuarse la adjudicación de la parclea No. 142 del Dis- 
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trito Catastral No. 11 en favor de César Brache Viñas por 
la suma de doscientos pesos, y al paga4de ese modo esos 
doscientos pesos, él sabe que quedó a deber la suma de dos-
cientos pesos más los intereses vencidos y no pagados y 
por consiguiente, en el presente caso se trata de una deuda 
líquida por ser su monto claramente deterininado" ....... 
y "frente a los documentos que obran en el expediente, los 
jueces aprecian, que los créditos del señor César Brache 
Viñas no han sido seriamente contestados"; que tal moti-
vación, contrariamente a lo alegado por el recurrente, re-
sulta suficiente y no es contradictoria ni falsa; que, con-
secuentemente, el Tercer Medio del recurso es, también 
infundado; 

Considerando que por el Cuarto Medio del recurso se 
pretende que ha sido vtiolado en la sentencia impugnada 
"el artículo 1315 del Código Civil y sus proyecciones sus-
tanciales en el sentido de que nadie puede crear un título 
para beneficio de sí mismo", y el Art. 141 del Código de 
Procedimiento Civil, porque "la Corte a qua en todo el 
cuerpo de su fallo no ofrece motivos justificadores del ca-
so omisa que hiciera a las alegaciones categóries del ex-
ponente en el sentido de que a César Brache Viñas incum-
bía la prueba de la insuficiencia de bienes que le corres-
pondía como paso previo a la protección del art. 2209 del 
Código Civil prueba que no se desprendía de la sentencia 
de adjudicación, alegaciones que por demás fueron consig-
nadas en las conclusiones pasadas ante la Cámara Civil y 
Comercial de La Vega, a los que había que referirse, me-
diante análisis y examen al avocar el fondo del asunto"; 
pero 

Considerando que por las razones anteriores dadas en 
relación con el examen del Segundo Medio, se pone de 
manifiesto que la Corte a qua halló la prueba de la insu-
ficiencia del bien embargado para cubrir el crédito adeu-
dado, en la propia sentencia de adjudicación; que, a este  

respecto, la referida Corte dió motivos suficientes, acerca 
de si incumbía la prueba de dicha insuficiencia de bienes 
al acreedor persiguiente, o si por el contrario, correspon-
día al deudor embargado, inclinándose, en la especie, a es-
timar que correspondía a este último, pero considerando 
que aún aceptando la primera hipótesis, tal prueba ha si-
do aportada; que, en tales condiciones, las alegadas viola-. 
ciones y los vicios señalados en el Cuarto Medio carecen 
de fundamento; 

Considerando en cuanto al Quinto y último Medio, por 
el cual se alega la violación del artículo 473 del Código de 
Procedimiento Civil, porque en el dispositivo del fallo im-
pugnado, "primero, se avoca y luego se retracta la deci-
sión objeto de la alzada"; que, además, "la Corte a qua ha 
cometido un exceso de Poder al hacer uso de la facultad 
de avocación en un sentido más amplio que el autorizado 
y previsto por el legislador"; y que, finalmente, tal exceso 
de poder es "lesivo al derecho de defensa"; que, en primer 
término, la simple falta o el mero error en' el orden lógico 
que debió seguir el segundo ordinal del dispositivo de la 
sentencia impugnada, en que se inicia "avocando el fon-
do", para, a seguidas, "revocar en todas sus partes la sen-
tencia apelada"; no puede constituir una violación del ar-
tículo 473 del Código de Procedimiento Civil, puesto que 
se cumple el voto de la ley, cuando, como en la especie, en 
que se trata de una sentencia interlocutoria apelada, ésta 
se revoca, como se ha hecho, y el pleito se hallaba en es-
tado de recibir sentencia definitiva, tal como fué compro-
bado por la Corte a qua, lo que la facultaba para resolver 
el fondo; que, por otra parte, por las consideraciones rela-
tivas al Primer Medio se establece que la Corte a qua pu-
do correcctamente fijar plazo para proceder a la venta del 
bien embargado, sin que con ello se cometiera un exceso 
de poder, ni .  se vulnerara el derecho de defensa del ahora 
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trito Catastral No. 11 en favor de César Brache Viñas po r 
 la suma de doscientos pesos, y al paga4de ese modo esos 

doscientos pesos, él sabe que quedó a deber la suma de dos-
cientos pesos más los intereses vencidos y no pagados y 
por consiguiente, en el presente caso se trata de una deuda 
líquida por ser su monto claramente deterMinado" ....... 
y "frente a los documentos que obran en el expediente, los 
jueces aprecian, que los créditos del señor César Brache 
Viñas no han sido seriamente contestados"; que tal moti-
vación, contrariamente a lo alegado por el recurrente, re-
sulta suficiente y no es contradictoria ni falsa; que, con-
secuentemente, el Tercer Medio del recurso es, también 
infund'ado; 

Considerando que por el Cuarto Medio del recurso se 
pretende que ha sido vtiolado en la sentencia impugnada 
"el artículo 1315 del Código Civil y sus proyecciones sus-
tanciales en el sentido de que nadie puede crear un título 
para beneficio de sí mismo", y el Art. 141 del Código de 
Procedimiento Civil, porque "la Corte a qua en todo el 
cuerpo de su fallo no ofrece motivos justificadores del ca-
so omisa que hiciera a las alegaciones categórlas del ex-
ponente en el sentido de que a César Brache Viñas incum-
bía la prueba de la insuficiencia de bienes que le corres-
pondía como paso previo a la protección del art. 2209 del 
Código Civil prueba que no se desprendía de la sentencia 
de adjudicación, alegaciones que por demás fueron consig-
nadas en las conclusiones pasadas ante la Cámara Civil y 
Comercial de La Vega, a los que había que referirse, me-
diante análisis y examen al avocar el fondo del asunto"; 
pero 

Considerando que por las razones anteriores dadas en 
relación con el examen del Segundo Medio, se pone de 
manifiesto que la Corte a qua halló la prueba de la insu-
ficiencia del bien embargado para cubrir el crédito adeu-
dado, en la propia sentencia de adjudicación; que, a este  

respecto, la referida Corte dió motivos suficientes, acerca 
de si incumbía la prueba de dicha insuficiencia de bienes 
al acreedor persiguiente, o si por el contrario, correspon-
día al deudor embargado, inclinándose, en la especie, a es-
timar que correspondía a este último, pero considerando 
que aún aceptando la primera hipótesis, tal prueba ha si-
do aportada; que, en tales condiciones, las alegadas viola-
ciones y los vicios señalados en el Cuarto Medio carecen 
de fundamento; 

Considerando en cuanto al Quinto y último Medio, por 
el cual se alega la violación del artículo 473 del Código de 
Procedimiento Civil, pprque en el dispositivo del fallo im-
pugnado, "primero, se avoca y luego se retracta la deci-
sión objeto de la alzada"; que, además, "la Corte a qua ha 
cometido un exceso de Poder al hacer uso de la facultad 
de avocación en un sentido más amplio que el autorizado 
y previsto por el legislador"; y que, finalmente, tal exceso 
de poder es "lesivo al derecho de defensa"; que, en primer 
término, la simple falta o el mero error en' el orden lógico 
que debió seguir el segundo ordinal del dispositivo de la 
sentencia impugnada, en que se inicia "avocando el fon-
do", para, a seguidas, "revocar en todas sus partes la sen-
tencia apelada"; no puede constituir una violación del ar-
tículo 473 del Código de Procedimiento Civil, puesto que 
se cumple el voto de la ley, cuando, como en la especie, en 
que se trata de una sentencia interlocutoria apelada, ésta 
se revoca, como se ha hecho, y el pleito se hallaba en es-
tado de recibir sentencia definitiva, tal como fué compro-
bado por la Corte a qua, lo que la facultaba para resolver 
el fondo; que, por otra parte, por las consideraciones rela-
tivas al Primer Medio se establece que la Corte a qua pu-
do correcctamente fijar plazo para proceder a la venta del 
bien embargado, sin que con ello se cometiera un exceso 
de poder, ni .  se vulnerara el derecho de defensa del ahora 
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recurrente; que, como consecuencia de todo lo anterior- 
mente expuesto el último medio del recurso es también in- 

fundado; 
Por tales motivos, Primero. Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Francisco Marte, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha diecinueve 
de febrero de mil novecientos cincuentitrés, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de lás costas, cuya distrac-
ción se ordena en provecho de los abogados Dr. Hugo F. 
Alvarez y Lic. Francisco José Alvarez. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía. 
—Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 

A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés-
tor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firittada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 
de enero de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Juan Andrés Beato Valdez.— Abogado Dr. Juan E 
Ariza Mendoza. 

Intimado: Joaquín Gregorio Ortega.— Abogado: Lic. J. Alcibíades 
Roca. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nes-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día once del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Inde-
pendencia, 90 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en sentencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
drés Beato Valdez, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en la ciudad de San 
Francisco de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad número 1827, serie 56, con sello número 174374, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
diecinueve de enero de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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recurrente: que, como consecuencia de todo lo anterior- 
mente expuesto el último medio del recurso es también in- 

fundado; 
Por tales motivos, Primero. Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Francisco Marte, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha diecinueve 
de febrero de mil novecientos cincuentitrés, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas, cuya distrac-
ción se ordena en provecho de los abogados Dr. Hugo F. 
Alvarez y Lic. Francisco José Alvarez. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía. 
—Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
A. Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Nés-
tor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 

ral. 
La presente sentencia ha sido dada y firda por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifica.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953 

e ntonelo,  impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 
de enero de 1953. 

atería: Tierras. 

urrente: Juan Andrés Beato Valdez.— Abogado Dr. Juan E 
Ariza Mendoza. 

:limado: Joaquín Gregorio Ortega.— Abogado: Lic. J. Alciblades 
Roca. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día once del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Inde-
pendencia, 90 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en sentencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan An-
drés Beato Valdez, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en la ciudad de San 
Francisco de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad número 1827, serie 56, con sello número 174374, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
diecinueve de enero de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dri  Juan A. Ariza Mendoza, portador de la 

cédula personal de identidad No. 47326, serie 1, sello No. 
20858, en la lectura de las conclusiones que presentara a 
nombre del recurrente; 

Oído el licenciado J. Alcibíades Roca, portador de la 
cédula personal de identidad número 67, serie 47, sello N o. 
13142, abogado de la parte intimada, en la lectura de su s 

 conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación presentadoéor el doc-

tor Santiago C. Cotes B., portador de la cédula personal 
de identidad número 8687, serie 25, sello número 13973, 
abogado del recurrente, en el cual se alegan las violacio-
nes de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el Lic. 
J. Alcibíades Roca, abogado de la parte intimada, Joaquín 
Gregorio Ortega, dominicano, mayor de edad, hacendado, 
viudo, domiciliado y residente en la ciudad de San Fran-
cisco de Macorís, portador de la cédula personal de identi-
dad número 675, serie 56; 

VistO el memorial de ampliación de la parte intimada; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 11, inciso 9, 71, 72, acápite 
b), 139 y 271 de la Ley de Registro de Tierras; 1318 del 
Código Civil; 214 del Código de Procedimiento Civil; 1, 6, 
modificado por la Ley No. 293, del año 1940, y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha catorce de febrero de mil novecientos 
treinta y cinco, el Tribunal Superior de Tierras dictó su 
decisión No. 1, por virtud de la cual confirmó la decisión 
No. 1, dada en jurisdicción original, en fecha catorce de 
septiembre de mil novecientos treinta y cuatro, que orde- 
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rió el registro del derecho de propiedad de la parcela No. 

34 y sus mejoras, del Distrito Catastral No. 4 de la común 
de San Francisco de Macorís, en favor de Joaquín Grego-

rio Ortega; b) que en fecha catorce de enero de mil nove-
cientos cincuenta y dos fué expedido el Decreto de Regis-

tro correspondiente; c) que en fecha veinte y dos de mayo 

de mil novecientos cincuenta y dos, Juan Andrés Beato 

Valdez elevó una instancia al Tribunal Superior de Tierras 
en revisión por fraude, contra Joaquín Gregorio Ortega, 
quien fué investido con'el derecho de propiedad de las men-
cionada parcela; 

Considerando que el fallo dictado en relación con la 
presente litis contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
1,— Se rechaza, por infundada, la instancia de fecha 22 de 
mayo de 1952 dirigida por el señor Juan Andrés Beato Val-

dez contra el señor Joaquín Gregorio Ortega, en revisión 
por fraude del Decreto de Registro No. 52-33 expedido en 
fecha 14 de enero del año 1952, para amparar la Parcela 
No. 34 del Distrito Catastral No. 4 de la común de San.  
Francisco de Macorís, (antiguo D.C. No. 112), Provincia 
Duarte; 2o.— Se mantiene en toda su fuerza y vigor el 
mencionado Decreto de Registro"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: "a) Violación del 
Artículo 71 de la Ley de Registro de Tierras; b) Violación 
del acápite (b) del artículo 72 de la Ley de Registro de 
Tierras; c) Violación del Artículo 139 de la Ley de Registro 
de Tierras; d) Violación del artículo 271 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; e) Violación del artículo 1318 del Códi-
go Civil; f) Violación del artículo 214 del Código de Proce-
dimiento Civil"; que, por su lado, la parte intimada pre-
senta en su memorial ampliativo una excepción fundada 
en la nulidad del emplazamiento introductivo del presen-
te recurso de casación; lo cual será tratado después que se 
examine el incidente de que se hablará a continuación; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dry  Juan A. Ariza Mendoza, portador de 

cédula personal de identidad No. 47326, serie 1, sello N 
20858, en la lectura de las conclusiones que presentara 
nombre del recurrente; 

Oído el licenciado J. Alcibíades Roca, portador de lg 
cédula personal de identidad número 67, serie 47, sello No. 
13142, abogado de la parte intimada, en la lectura de 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentadolhor el doc-
tor Santiago C. Cotes B., portador de la cédula personal 
de identidad número 8687, serie 25, sello número 13973, 
abogado del recurrente, en el cual se alegan las violacio-
nes de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el Lic. 
J. Alcibíades Roca, abogado de la parte intimada, Joaquín 
Gregorio Ortega, dominicano, mayor de edad, hacendado, 
viudo, domiciliado y residente en la ciudad de San Fran-
cisco de Macorís, portador de la cédula personal de identi-
dad número 675, serie 56; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intimada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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b), 139 y 271 de la Ley de Registro de Tierras; 1318 del 
Código Civil; 214 del Código de Procedimiento Civil; 1, 6, 
modificado por la Ley No. 293, del año 1940, y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha catorce de febrero de mil novecientos 
treinta y cinco, el Tribunal Superior de Tierras dictó sil 
decisión No. 1, por virtud de la cual confirmó la decisión 
No. 1, dada en jurisdicción original, en fecha catorce de 
septiembre de mil novecientos treinta y cuatro, que orde- 

el registro del derecho de propiedad de la parcela No. 
y sus mejoras, del Distrito Catastral No. 4 de la común 

de San Francisco de Macorís, en favor de Joaquín Grego-
rio Ortega; b) que en fecha catorce de enero de mil nove-
cientos cincuenta y dos fué expedido el Decreto de Regis-
ro correspondiente; c) que en fecha veinte y dos de mayo 

de  mil novecientos cincuenta y dos, Juan Andrés Beato 
aldez elevó una instancia al Tribunal Superior de Tierras 

en revisión por fraude, contra Joaquín Gregorio Ortega, 
quien fué investido con'el derecho de propiedad de las men-
cionada parcela; 

Considerando que el fallo dictado en relación con la 
presente litis contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
1,— Se rechaza, por infundada, la instancia de fecha 22 de 
mayo de 1952 dirigida por el señor Juan Andrés Beato Val-
dez contra el señor Joaquín Gregorio Ortega, en revisión 
por fraude del Decreto de Registro No. 52-33 expedido en 
fecha 14 de enero del año 1952, para amparar la Parcela 
No. 34 del Distrito Catastral No. 4 de la común de San 
Francisco de Macorís, (antiguo D.C. No. 112), Provincia 
Duarte; 2o.— Se mantiene en toda su fuerza y vigor el 
mencionado Decreto de Registro"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
ial los siguientes medios de casación: "a) Violación del 

Artículo 71 de la Ley de Registro de Tierras; b) Violación 
del acápite (b) del artículo 72 de la Ley de Registro de 
Tierras; c) Violación del Artículo 139 de la Ley de Registro 
de Tierras; d) Violación del artículo 271 de la Ley de Re-
gistro de Tierras; e) Violación del artículo 1318 del Códi-
go Civil; f) Violación del artículo 214 del Código de Proce-
dimiento Civil"; que, por su lado, la parte intimada pre-
senta en su memorial ampliativo una excepción fundada 
en la nulidad del emplazamiento introductivo del presen-
te recurso de casación; lo cual será tratado después que se 
examine el incidente de que se hablará a continuación; 
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Considerando que el día que se conoció del prese nte 
 recurso de casación, el Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza-

declaró en audiencia que venía a sustituir al Dr. Cotes 
Bobadilla en la representación del recurrente, por haber' 
dicho abogado renunciado al mandato, según lo informó 
por carta dirigida al Secretario de la Suprema Corte d e 

 Justicia, y después de leer las conclusiones solicitó que se 
le concediera un plazo de diez días para préducir un me_ 
morial de ampliación; 

Considerando que no habiéndose opuesto la parte in-
timada a la constitución del nuevo abogado, procede exa-
minar el pedimento que éste hizo; 

Considerando que encontrándose el asunto en estado 
cuando se hizo la constitución del nuevo abogado, es ob-
vio que éste no puede tener más derecho que el que hu 
biese tenido el abogado constituído originalmente; 

Considerando que la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación no autoriza a que se le conceda al intimante un pla-
zo suplementario para producir un memorial ampliativo 
cuando dicho abogado ha dejado transcurrir los plazos le-
gales para hacer el escrito de réplica o el memorial amplia-
tivo a que tiene derecho; que, por consiguiente, la solici-
tud hecha por el Dr. Ariza Mendoza debe ser desestimada; 

Considerando, en cuanto a la excepción de nulidad, 
que, en apoyo de esta excepción la parte intimada sostie-
ne que el abogado que constituyó el recurrente, Dr. Cotes 
Bobadilla, no obstante tener su domicilio y su estudido de 
abogado en la casa No. 115 de la calle Padre Billini de 
Ciudad Trujillo, hizo elección de domicilio en el acto de 
emplazamiento en la casa No. 5 de la calle San Francisco, 
esquina a la Duarte, de San Francisco de Macorís, lo que 
constituye una violación del articuló 6 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, modificada por la Ley No. 295, 
del 30 de mayo de 1940, el cual dispone de una manera 
general que el abogado del recurrente deberá hacer 'elec- 

ción de domicilio en la Capital de la República cuando no 

tenga su estudio en esta ciudad, y que, si lo tiene, no po-
drá hacer elección de domicilio fuera de la misma; 

Considerando que la nulidad de que se trata no es de 
orden público, sino de interés privado, y es, por tanto, sus-
ceptible de ser cubierta por presentar conclusiones al fon-
do la parte adversa; que, en la especie, la parte inti-
mada notificó su memorial de defensa y su memorial am-
pliativo en el estudio del abogado que tenía entonces cons-
tituido el recurrente y presentó la excepción de nulidad 
en el memorial ampliativo, esto es, cuando ya ella misma 
había concluido al fondo en su memorial de defensa; que, 
en tales condiciones, dicha nulidad ha quedado cubierta; 

Considerando en cuanto a los medios del recurso, que 
por el tercer medio, que lógicamente debe ser examinado 
el primero, el recurrente denuncia que el Tribunal a quo 
ha violado el artículo 139 de la Ley de Registro de Tie-
rras; 

Considerando que el referido artículo 139 de la Ley 
de Registro de Tierras al exigir que la parte que eleva una 
instancia en revisión por fraude debe, para que el tribu-
nal quede apoderado, darle copia a la parte contra quien 
persigue la acción, ha consagrado una disposición que 
tiende principalmente a garantizar el derecho de defensa 
del demandado; que en el presente caso la instancia en re-
visión por fraude elevada por Juan Andrés Beato Valdez, 
según resulta del fallo impugnado, fué enviada a Joaquín 
Gregorio Ortega, por correo certificado; que el día de la 
causa comparecieron tanto el demandante y su represen-
tante Pedro García Mota como la parte demandada y su 
abogado Lic. J. Alcibíades Roca; que en esa audiencia la 
parte demandada no hizo ninguna objeción sobre la for-
ma en que fué introducida la demanda y expresó, por el 
contrario, que deseaba que en el informativo que se iba 
a practicar en ese mismo momento fueran oídos los testi- 
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n tales condiciones, dicha nulidad ha quedado cubierta; 

Considerando en cuanto a los medios del recurso, que 
por el tercer medio, que lógicamente debe ser examinado 
el primero, el recurrente denuncia que el Tribunal a quo 
ha violado el artículo 139 de la Ley de Registro de Tie-
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Considerando que el referido artículo 139 de la Ley 
de Registro de Tierras al exigir que la parte que eleva una 
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gos que al efecto indicó; que, en tales condiciones, en el 
fallo impugnado no se podía declarar como se declaró en 
los motivos, que el tribunal estaba irregularmente apode.. 
rado; 

Considerando, no obstante, que tal vicio no puede con-
ducir a la casación de la sentencia, porque el Tribunal Su-
perior de Tierras examinó subsidiariamente el fondo del 
asunto y rechazó, por infundada, la instancia en revisión 
por fraude; que, por consiguiente, procede examinar aho-
ra los demás medios del recurso; 

Considerando que por el primer medio el recurrente 
alega que se ha violado él artículo 71 de la Ley de Regis-
tro de Tierras, porque el acta notarial en que se funda la 
decisión impugnada no fué reconocida por él; pero, 

Considerando que de conformidad con el mismo tex-
to legal, que reproduce al aspecto lo consagrado por los 
artículos 1319 y 1322 del Código Civil, son las actag bajo 
firma privada las que deben ser reconocidas por aquellos, 
a quienes se oponen y no las actas auténticas, las cuales 
hacen fe de las comprobaciones del oficial público actuan-
te, hasta inscripción en falsedad; que, por tanto, este medio 
debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se alega la 
violación del artículo 72, inciso b) de la misma Ley de Re-
gistro de Tierras que declara nulos los actos que previa 
investigación del Tribunal de Tierras se declaren falsos, 
fraudulentos o nulos con motivo de algún defecto mate-
rial o vicio aparente o no; 

Considerando que el Tribunal de Tierras no ha decla-
rado nulo en ningún momento el contrato que sirvió de 
apoyo al adjudicatario para reclamar el terreno en el sa 
neamiento; que, por el contrario, dicho tribunal examinó 
en la sentencia impugnada el acta que comprueba las ven-
tas otorgadas por Juan Andrés Beato Valdez en favor de 
-Santiago Pérez y de éste en favor de Joaquín Gregorio Or- 

lega, acta instrumentada por el notario Otacilio A. Pérez 
Páez, en fecha veinticuatro de diciembre de mil novecien-
tos treinta y uno, y declaró que los hechos imputados por 

Valdez a Ortega se remontan a una fecha anterior al sanea-
miento, y ha apreciado, además, soberanamente, que Orte-
ga no ha cometido, ni durante ni después del saneamien-
to. ninguno de los hechos constitutivos del fraude previs-
tos por los artículos 137 y siguientes de la Ley de Regis-
tro de Tierras; que, por todo lo expuesto, este medio ca-
rece de eficacia; 

Considerando que por el cuarto medio se alega que el 
Tribunal a quo ha desconocido las reglas de la administra-
ción de la prueba, al limitarse aun sólo medio de prueba; 
pero 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras se 
ha  fundado para rechazar la instancia elevada por el ac-
tual recurrente, tanto en la prueba literal como en la tes-
timonial y admitió que por esta última no se estableció 
ningún elemento que pudiera destruir la prueba precons-
tituída que fué aportada; 

Considerando que en el fallo impugnado no se ha in-
currido tampoco en la violación del artículo 1318 del Có-
digo Civil, denunciada en el quinto medio, porque este 
texto se limita a declarar que el documento que no es au-
téntico por la incompetencia o la incapacidad del oficial o 
por defecto de forma, vale como acta bajo firma privada 
si está firmado por las partes, y el documento que se im-
pugnaba no ha sido declarado nulo por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, como ya se ha visto; 

Considerando que por el sexto y último medio el re-
currente invoca la violación del artículo 214 del Código de 
Procedimiento Civil, sobre el fundamento de que "en la 
improbable hipótesis de que el acto fuere auténtico, no se 
Preocupó de averiguar si era falso o simulado el acto"; pero 
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gos que al efecto indicó; que, en tales condiciones, en el 
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rado nulo en ningún momento el contrato que sirvió de 
apoyo al adjudicatario para reclamar el terreno en el sa-
neamiento; que, por el contrario, dicho tribunal examinó 
en la sentencia impugnada el acta que comprueba las ven-
tas otorgadas por Juan Andrés Beato Valdez en favor de 
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tega, acta instrumentada por el notario Otacilio A. Pérez 
Páez, en fecha veinticuatro de diciembre de mil novecien-
tos treinta y uno, y declaró que los hechos imputados por 
Valdez a Ortega se remontan a una fecha anterior al sanea-
miento, y ha apreciado, además, soberanamente, que Orte-
ga no ha cometido, ni durante ni después del saneamien-
to. ninguno de los hechos constitutivos del fraude previs-
tos por los artículos 137 y siguientes de la Ley de Regis-
tro de Tierras; que, por todo lo expuesto, este medio ca-
rece de eficacia; 

Considerando que por el cuarto medio se alega que el 
Tribunal a quo ha desconocido las reglas de la administra-

• ción de la prueba, al limitarse aun sólo medio de prueba; 
pero 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras se 
ha fundado para rechazar la instancia elevada por el ac-
tual recurrente, tanto en la prueba literal como en la tes-
timonial y admitió que por esta última no se estableció 
ningún elemento que pudiera destruir la prueba precons-
tituída que fué aportada; 

Considerando que en el fallo impugnado no se ha in-
currido tampoco en la violación del artículo 1318 del Có-
digo Civil, denunciada en el quinto medio, porque este 
texto se limita a declarar que el documento que no es au-
téntico por la incompetencia o la incapacidad del oficial o 
por defecto de forma, vale como acta bajo firma privada 
si está firmado por las partes, y el documento que se im-
pugnaba no ha sido declarado nulo por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, como ya se ha visto; 

Considerando que por el sexto y último medio el re-
currente invoca la violación del artículo 214 del Código de 
Procedimiento Civil, sobre el fundamento de que "en la 
improbable hipótesis de que el acto fuere auténtico, no se 
Preocupó de averiguar si era falso o simulado el acto"; pero 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1541 1540 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que dicho texto legal no ha podido ser. 
violado, porque en la especie no se trata de un falso inci-
dente civil; que, por otra parte, los poderes que tienen los 
jueces de tierras para disponer acerca de cuantas medidas 
estimen convenientes para la mejor solución de los casos 
que se le someten, son puramente discrecionales, como lo 
dice el inciso 9 del artículo 11 de la Ley de Registro de 
Tierras, por lo cual el no ejercicio de dicha facultad no 
puede dar apertura a casación, máxime, cuando el intere-
sado no ha formulado en sus conclusiones ningún pedimen-
to tendiente a esos fines; que, en consecuencia, este otro 
medio carece también de fundamento; 

Por tales motivos; PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto ji,or Juan Andrés Beato Valdez, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras 
en fecha diecinueve de enero de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo, y SEGUNDO: Condena a la parte intimante al 
pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Espaillat, de fecha 16 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lucas de León Lantigua.— Abogado: Dr. Antonio 
Rosario. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer Susti-
tuto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y Manuel A. 
Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día once del mes de agosto de mil no-
vecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Independencia, 
90 9  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucas de 
León Lantigua, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en Villa Trina, jurisdicción de 
la común de Moca, provincia de Espaillat, portador de la 
cédula personal de identidad No. 16417, serie 54, sello No. 
41741, contra sentencia correccional de fecha dieciseis de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, pronunciada en 
grado de apelación, por el Juzgado de Primeda Instancia 
el Distrito Judicial de Espaillat, cuyo dispositivo se co= 
a a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
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Considerando que dicho texto legal no ha podido ser 
violado, porque en la especie no se trata de un falso inch 
dente civil; que, por otra parte, los poderes que tienen los 
jueces de tierras para disponer acerca de cuantas medidas 
estimen convenientes para la mejor solución de los casos, 
que se le someten, son puramente discrecionales, como IQ 

dice el inciso 9 del artículo 11 de la Ley de Registro de 

Tierras, por lo cual el no ejercicio de dicha facultad no 
puede dar apertura a casación, máxime, cuando el intere-
sado no ha formulado en sus conclusiones ningún pedimen-
to tendiente a esos fines; que, en consecuencia, este otro 
medio carece también de fundamento; 

Por tales motivos; PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Juan Andrés Beato Valdez, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras 
en fecha diecinueve de enero de mil novecientos cincuen-
ta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo, y SEGUNDO: Condena a la parte intimante al 

pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE AGOSTO DE 1953 

ntencía impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
Espaillat, de fecha 16 de junio de 1953. 

materia: Penal. 

urrente: Lucas de León Lantigua.— Abogado: Dr. Antonio 
Rosario. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer Susti-
tuto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Damián Báez B., Néstor Contín Aybar y Manuel A. 
Amiama, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de 
Santo Domingo, hoy día once del mes de agosto de mil no-
vecientos cincuenta y tres, años 1109  de la Independencia, 
90° de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lucas de 
ón Lantigua, dominicano, mayor de edad, casado, chó-

fer, domiciliado y residente en Villa Trina, jurisdicción de 
la común de Moca, provincia de Espaillat, portador de la 
cédula personal de identidad No. 16417, serie 54, sello No. 
41741, contra sentencia correccional de fecha dieciseis de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, pronunciada en 

ado de apelación, por el Juzgado de Primeda Instancia 
el Distrito Judicial de Espaillat, cuyo dispositivo se co-
a a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
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y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in.. 
terpuesto por el nombrado Lucas de León Lantigua, con.. 
tra sentencia del Juzgado de Paz de esta común, de fecha 
veinte del mes de marzo del año en curso, que lo conde-
nó a 'sufrir tres días de prisión correccional, a pagar una 
multa de RD$3.00 y a pagar una indemnización a favor 
de Osvaldo Vásquez, a establecer por estado, y al pago de 
las costas, por haber sido intentado dicho recurso, en tiem-
po hábil; SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la sen-
tencia recurrida y descarga al apelante, Lucas de Leó 
Lantigua, de generales que constan, del hecho que se le 
imputa, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Declara 

de oficio las costas"; 
Oído el Magistrado Juez Relator: 
Oído el dictalaen del Magistrado Procurador Genera 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Juzgado a quo, en fecha diecinueve de junio 
de mil novecientos cincuenta y tres, a requerimiento del 
Dr. Antonio Rosario, portador de la cédula personal de 
identidad No. 14083, serie 54, sello No. 1442, abogado cons-

tituido del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 34 y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que las sentencias en defecto pronun-

ciadas en última instancia no pueden ser impugnadas en 
casación, mientras tanto esté abierto el plazo de la oposi-
ción, ni aún por aquellas partes respecto de quienes la sen-
tencia es contradictoria; que, por tanto, cuando la parte 
civil no comparece ante el tribunal de apelación y éste es-
tatuye en defecto contra dicha parte, el recurso de casa-
ción del prevenido es prematuro si el plazo de la oposición 
otorgado a la parte civil que ha hecho defecto no se ha 

cumplido;  
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Considerando que el examen de la sentencia impugna- 
da revela que Osvaldo Vásquez, constituido en parte ci-
vil, no compareció a la audiencia fijada para la vista de 
la causa; que, en consecuencia, aunque dicha sentencia 
no haya pronunciado expresamente el defecto, la parte no 
compareciente puede interponer recurso de oposición; 

Considerando que el recurrente no ha establecido que 
la referida sentencia le fuese notificada a la parte civil 
que hizo defecto, y que, consecuentemente, el plazo de la 
oposición estuviese vencido el día en que se interpuso el 
presente recurso de casación; que, en tales condiciones, di-
cho recurso es prematuro, por haber sido interpuesto aún 
antes de empezar a correr el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Lucas de León Lanti-
gua, contra sentencia correccional de fecha dieciséis de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y tres, pronunciada en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in. 
terpuesto por el nombrado Lucas de León Lantigua, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de esta común, de fecha 
veinte del mes de marzo del año en curso, que lo conde.. 
nó a 'sufrir tres días de prisión correccional, a pagar una 
multa de RD$3.00 y a pagar una indemnización a favor 
de Osvaldo Vásquez, a establecer por estado, y al pago de 
las costas, por haber sido intentado dicho recurso, en tiem-
po hábil; SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la sen-
tencia recurrida y descarga al apelante, Lucas de León - 
Lantigua, de generales que constan, del hecho que se le 
imputa, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Declara 

de oficio las costas"; 
Oído el Magistrado Juez Relator: 
Oído el dictdmen del Magistrado Procurador Gener 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Juzgado a quo, en fecha diecinueve de junio 

de mil novecientos cincuenta y tres, a requerimiento del 
Dr. Antonio Rosario, portador de la cédula personal de 
identidad No. 14083, serie 54, sello No. 1442, abogado cons-

tituido del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 34 y 71 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que las sentencias en defecto pronun-

ciadas en última instancia no pueden ser impugnadas en 
casación, mientras tanto esté abierto el plazo de la oposi-
ción, ni aún por aquellas partes respecto de quienes la sen-
tencia es contradictoria; que, por tanto, cuando la parte 

civil no comparece ante el tribunal de apelación y éste es-
tatuye en defecto contra dicha parte, el recurso de casa-
ción del prevenido es prematuro si el plazo de la oposición 
otorgado a la parte civil que ha hecho defecto no se ha 

cumplido; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna- 
da revela que Osvaldo Vásquez, constituido en parte ci- 
vil, no compareció a la audiencia fijada para la vista de 
la causa; que, en consecuencia, aunque dicha sentencia 
no haya pronunciado expresamente el defecto, la parte no 
compareciente puede interponer recurso de oposición; 

Considerando que el recurrente no ha establecido que 
la referida sentencia le fuese notificada a la parte civil 
que hizo defecto, y que, consecuentemente, el plazo de la 
oposición estuviese vencido el día en que se interpuso el 
presente recurso de casación; que, en tales condiciones, di-
cho recurso es prematuro, por haber sido interpuesto aún 
antes de empezar a correr el plazo de la oposición; 

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Lucas de León Lanti-
gua, contra sentencia correccional de fecha dieciséis de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y tres, pronunciada en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; y SEGUNDO: Condena al re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— Damián Báez B.— Néstor Contín Aybar.— Ma-
nuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene- 
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 30 de abril de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Vicente Blanco.— Abogados: Dres. Luis Ruiz Trujillo 

y Miguel Ventura Hylton. 

Interviniente: Arcadio M. Gonell.— Abogado: Lic. Víctor E. Pue• 

san. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Néstor 
Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to de Santo Domingo, hoy día doce del mes de agosto de 

mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen-

dencia, 909  de la Restauración y 249 de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: • 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicente 
Blanco, de nacionalidad española, comerciante, domicilia -

do y residente en esta ciudad, portador de la cédula peno-
nal de identidad número 27187, serie 1, con sello número 
1094, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciuda 

Trujillo de fecha treinta de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Miguel Ventura Hylton, portador de la cé-
dula personal de identidad número 6705, serie 56, con sello 
número 21226, por sí y por el Dr. Luis Ruiz Trujillo, por-
tador de la cédula personal de identidad número 5182, se-
rie 1, con sello número 1427367, abogados del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Víctor E. Puesán, portador de la cédula 
personal de identidad número 13037, serie 1, con sello nú-
mero 21626, abogado de la parte civil constituída e inter-
viniente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
retaría de la Corte a qua en fecha ocho de mayo de mil 

ovecientos cincuenta y tres; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados del recurrente; 

Visto el escrito presentado por el abogado de la par-
civil constituida e interviniente, Arcadio M. Gonell, do-

inicano, mayor de edad, casado, empleado público, de es-
domicilio y residencia, portador de la cédula personal 

e identidad número 107669, serie 56, con sello número 
222; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 367 del Código Penal; 133 y 

41 del Código de Procedimiento Civil, y 7, 27 y 71 de la 
y sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
) que en fecha veintidós de enero de mil novecientos cin-
uenta y tres, Arcadio M. Gonell presentó una querella 
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Materia: Penal. 

Recurrente: Vicente Blanco.— Abogados: Dres. Luis Ruiz Trujil 
y Miguel Ventura Hylton. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 30 de abril de 1953. 

IntervIrtiente: Arcadio M. Gonell.— Abogado: Lic. Victor E. Pue-

sán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nésto 
Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri= 
to de Santo Domingo, hoy día doce del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen-

dencia, 909  de la Restauración y 24 9  de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casació 
la siguiente sentencia: • 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicente 
Blanco, de nacionalidad española, comerciante, domicilia-
do y residente en esta ciudad, portador de la cédula per 
nal de identidad número 27187, serie 1, con sello núme 
1094, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciuda 

Trujillo de fecha treinta de abril de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. Miguel Ventura Hylton, portador de la cé-
dula personal de identidad número 6705, serie 56, con sello 
número 21226, por sí y por el Dr. Luis Ruiz Trujillo, por-
tador de la cédula personal de identidad número 5182, se-
rie 1, con sello número 1427367, abogados del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Víctor E. Puesán, portador de la cédula 
rsonal de identidad número 13037, serie 1, con sello nú-
ero 21626, abogado de la parte civil constituída e inter-

miente, en la lectura de sus conclusiones; 

• Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha ocho de mayo de mil 
novecientos cincuenta y tres; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados del recurrente; 

Visto el escrito presentado por el abogado de la par-
te civil constituída e interviniente, Arcadio M. Gonell, do-
minicano, mayor de edad, casado, empleado público, de es-
te domicilio y residencia, portador de la cédula personal 
de identidad número 107669, serie 56, con sello número 
8222; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367 del Código Penal; 133 y 
141 del Código ale Procedimiento Civil, y 7, 27 y 71 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
que en fecha veintidós de enero de mil novecientos cin- 

cuenta y tres, Arcadio M. Gonell presentó una querella 
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contra Vicente Blanco, ante el Magistrado Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, del te-
nor siguiente: "el miércoles en la noche, como a las 11, 
yo salí de un juego de pelota y entré a dicha Sucursal 
del 1 y 5 (establecimiento de Vicente Blanco) a comprar 
unas uvas y le pagué con una moneda de veinticinco cen-
tavos, entonces yo le entregué 10 centavos y los puse arri-
ba del' mostrador para comprar también arroz con leche, 
y entonces vino Vicente Blanco y me dijo que esos diez 
centavos no eran míos, y que yo me los quería coger, en-
tonces llamó al dicho camarero si él había cogido los diez 
centavos que le habían dejado y dijo que sí"; b) que apo-
derada del caso dicha Cámara Penal dictó sentencia en 
fecha cuatro de febrero del mismo año mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar, como al efecto declara, al nom-
brado Vicente Blanco, de generales anotadas, no culpable 
del delito de difamación en perjuicio de Arcadio M. Go-
nell, y en consecuencia lo descarga de toda responsabili-
dad penal, por insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Que 
debe rechazar, como al efecto rechaza, por infundadas las 
conclusiones de la parte civil constituída, señor Arcadio 
M. Gonell; TERCERO: Que debe rechazar, como al efec-
to rechaza, por infundadas, las conclusiones civiles del 
prevenido; CUARTO: Que debe compensar, como al efecto 
compensa, las costas civiles entre las partes, por haber su-
cumbido mutuamente, en este aspecto; QUINTO: Que de-
be declarar, como al efecto declara, las costas penales de 
oficio"; c) que contra esta sentencia interpuso formal re-
curso de apelación la parte civil constituída, en tiempo 
oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, e]  

presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia en el aspecto civil, único apelado, dictada por la 
primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha 4 de fe-
brero del 1953, en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, como al efecto declara, al nombrado Vicente Blan-
co, de generales anotadas, no culpable del delito de difa-
mación en perjuicio de Arcadio M. Gonell, y en consecuen-
cia lo descarga de toda responsabilidad penal, por insu-
ficiencia de pruebas; SEGUNDO: Que debe rechazar, co-
mo al efecto rechaza, por infundadas las conclusiones de 
la parte civil constituída, señor Arcadio M. Gonell; TER-
CERO: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por in-
fundadas, las conclusiones civiles del prevenido; CUARTO 
que debe compensar, como al efecto compensa, las costas 
civiles entre las partes, por haber sucumbido mutuamente, 
en este aspecto; QUINTO: Que debe declarar como al efec-
to declara, las costas penales de oficio'; TERCERO: Obran-
do por propia autoridad considera a Vicente Blanco, cul-
pable del delito de difamación en perjuicio de Arcadio M. 
Gonell, parte civil constituida, al imputarle públicamen-
te el hecho de 'haberse cogido una moneda de diez cen-
tavos', que se comprobó ser de la pertenencia de la parte 
civil constituida; CUARTO: Acoge las conclusiones de la 
parte civil constituida, señor Arcadio M. Gonell y en con-
secuencia, condena al referido señor Vicente Blanco a pa-
gar a dicha parte civil la cantidad de un peso oro como 
reparación de los daños y perjuicios irrogados a esta, por 
el hecho del cual se le ha considerado culpable; QUINTO: 
Condena al señor Vicente Blanco, al pago de las costas 
de ambas instancias, declarando las mismas, distraídas en 
provecho del Licenciado Víctor E. Puesán. quien afirma 
saberlas avanzado"; 
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contra Vicente Blanco, ante el Magistrado Procurador Fis-
cal de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, del te-
nor siguiente: "el miércoles en la noche, como a las 11, 
yo salí de un juego de pelota y entré a dicha Sucursal 
del 1 y 5 (establecimiento de Vicente Blanco) a comprar 
unas uvas y le pagué con una moneda de veinticinco cen-
tavos, entonces yo le entregué 10 centavos y los puse arri-
ba del mostrador para comprar también arroz con leche, 
y entonces vino Vicente Blanco y me dijo que esos diez 
centavos no eran míos, y que yo me los quería coger, en-
tonces llamó al dicho camarero si él había cogido los diez 
centavos que le habían dejado y dijo que sí"; b) que apo-
derada del caso dicha Cámara Penal dictó sentencia en 
fecha cuatro de febrero del mismo año mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar, como al efecto declara, al nom-
brado Vicente Blanco, de generales anotadas, no culpable 
del delito de difamación en perjuicio de Arcadio M. Go-
nell, y en consecuencia lo descarga de toda responsabili-
dad penal, por insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Que 
debe rechazar, como al efecto rechaza, por infundadas las 
conclusiones de la parte civil constituída, señor Arcadio 
M. Gonell; TERCERO: Que debe rechazar, como al efec-
to rechaza, por infundadas, las conclusiones civiles del 
prevenido; CUARTO: Que debe compensar, como al efecto 
compensa, las costas civiles entre las partes, por haber su-
cumbido mutuamente, en este aspecto; QUINTO: Que de-
be declarar, como al efecto declara, las costas penales de 
oficio"; c) que contra esta sentencia interpuso formal re-
curso de apelación la parte civil constituida, en tiempo 
oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
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presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia en el aspecto civil, único apelado, dictada por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha 4 de fe-
brero del 1953, en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, como al efecto declara, al nombrado Vicente Blan-
co, de generales anotadas, no culpable del delito de difa-
mación en perjuicio de Arcadio M. Gonell, y en consecuen-
cia lo descarga de toda responsabilidad penal, por insu-
ficiencia de pruebas; SEGUNDO: Que debe rechazar, co-
mo al efecto rechaza, por infundadas las conclusiones de 
la parte civil constituida, señor Arcadio M. Gonell; TER-
CERO: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por in-
fundadas, las conclusiones civiles del prevenido; CUARTO 
que debe compensar, como al efecto compensa, las costas 
civiles entre las partes, por haber sucumbido mutuamente, 
en este aspecto; QUINTO: Que debe declarar como al efec-
to declara, las costas penales de oficio'; TERCERO: Obran-
do por propia autoridad considera a Vicente Blanco, cul-
pable del delito de difamación en perjuicio de Arcadio M. 
Gonell, parte civil constituída, al imputarle públicamen-
te el hecho de 'haberse cogido una moneda de diez cen-
tavos', que se comprobó ser de la pertenencia de la parte 
civil constituída; CUARTO: Acoge las conclusiones de la 
parte civil constituida, señor Arcadio M. Gonell y en con-
secueñcia, condena al referido señor Vicente Blanco a pa-
gar a dicha parte civil la cantidad de un peso oro como 
reparación de los daños y perjuicios irrogados a esta, por 
el hecho del cual se le ha considerado culpable; QUINTO: 
Condena al señor Vicente Blanco, al pago de las costas 
de ambas instancias, declarando las mismas, distraídas en 
provecho del Licenciado Víctor E. Puesán. quien afirma 
Saberlas avanzado"; 
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Considerando- que en el memorial que han depositad 
los abogados del recurrente se invoca contra el fallo • 
pugnado los siguientes medios: 1 9  Violación del artículo 
367 del Código Penal y desnaturalización de los hechos. 
29  Insuficiencia de motivos y falta de base legal;3 9  Vio. 
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en apoyo del primer medio se de-
nuncia que la Corte a qua ha cambiado radicalmente las. 
expresiones puestas a cargo del prevenido, porque mien-
tras los testigos y la parte civil constituída dicen que Vi 
cente Blanco le dijo a Goneli "Ud. se quiere coger los diez 
centavos", la Corte a qua pone en boca del prevenido es 
otra expresión: Ud. se "cogió los diez centavos" y lo co 
denó en el dispositivo por "haberse cogido una moneda 
diez centavos"; y que, además, para que exista el delito d 
difamación es necesario que la imputación sea precisa, 
to es, que se refiera a un hecho pretérito, a la realizació 
de un hecho que el agente considera ya consumado por 
víctima: 

Considerando que la Corte a qua transcribió en su 
116 estas dos declaraciones: la del testigo Rómulo Saviii 
quien entre otras cosas dijo: "la discusión vino por di 
centavos"; que oyó cuando el prevenido Blanco le dijo 
Gonell: "Ud. se quiere coger esos diez centavos" y cuan 
Gonell le decía a Blanco: "Ud. me considera como un 
drón"; "que se averiguó luego con el sirviente que 
diez centavos eran de Gonell", y la del testigo Domin 
Reyes. quien expresó entre otras cosas que oyó cuan 
Blanco le decía a Gonell en la discusión "que por q 
se quiere coger esos diez centavos"; que "cuando se ay 
riguó que los diez centavos los había tomado el sirvi 
te, Blanco le pidió excusas a Gonell"; "que considera q 
Blanco le quiso decir a Gonell ladrón al decirle que 
gió los diez centavos* 

Considerando que para declarar culpable al prevenido 
delito de difamación, para los fines de la acción civil 
fué acogida, la Corte a qua da los siguientes motivos. 

e al amparo de los testimonios ya expresados y en res-
do de la aseveración del querellante, que en nada des-
úa la declaración del prevenido, la Corte estima que 

expresión 'cogió los diez centavos' dicha por el preveni-
Vicente Blanco al querellante Arcadio M. Goneli, uni-
a la circunstancia que rodea al presente caso, esto es. 

ue fué en un lugar público como lo es un café donde ha-
la público y tiene en cualquier momento acceso el públi-

constituye el delito de difamación pública, previsto por 
artículos 367 primera parte ;  y 373 del Código Penal". 
Considerando que como se advierte por lo expuesto 

teriormente, uno de los testigos cuyas declaraciones sir-
vieron de fundamento al fallo dijo que el prevenido profi-
" la expresión: Ud. se "cogió los diez centavos", diri-
éndose a Goneli; que, por otra parte, aún cuando el verbo 

er no hubiese. sido usado en tiempo pretérito, el delito 
- difamación no dejaba de estar caracterizado, puesto 

la imputación lanzada por el prevenido de que Gonell 
"quiere coger" esa moneda, teniendo éste en sus ma-

una moneda de igual denominación, se refería a un 
o que ya el prevenido consideraba que aquél lo ha-

realizado; que, en consecuencia, en el fallo impugnado 
se ha violado el artículo 367 del Código Penal ni se han 

aturalizado los hechos de la causa, como lo pretende 
recurrente; 

Considerando que por el segundo medio se alega que 
sentencia impugnada carece de motivos y de base legal 

ue en ella no se ha comprobado el elemento intencio-
al de la infracción; pero 

Considerando que cuando las alegaciones o imputacio-
difamatorias son. por su propio tenor, susceptibles d€ 

sional un perjuicio al honor y a la consideración de 
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Considerando-que en el memorial que han depositado. 
los abogados del recurrente se invoca contra el fallo in ). 
pugnado los siguientes medios: 1° Violación del artículo 
367 del Código Penal y desnaturalización de los hechos: 
2° Insuficiencia de motivos y falta de base legal;3 9  Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil' 

Considerando que en apoyo del primer medio se de-
nuncia que la Corte a qua ha cambiado radicalmente las 
expresiones puestas a cargo del prevenido, porque mien-
tras los testigos y la parte civil constituida dicen que Vi-
cente Blanco le dijo a Gonell "Ud. se quiere coger los diez 
centavos", la Corte a qua pone en boca del prevenido está , 

 otra expresión: Ud. se "cogió los diez centavos" y lo con-
denó en el dispositivo por "haberse cogido una moneda de 
diez centavos - ; y que, además, para que exista el delito de 
difamación es necesario que la imputación sea precisa, es-
to es, que se refiera a un hecho pretérito, a la realizació 
de un hecho que el agente considera ya consumado por la 
víctima: 

Considerando que la Corte a qua transcribió en su fa 
11O estas dos declaraciones: la del testigo Rómulo Savifión, 
quien entre otras cosas dijo: "la discusión vino por diez 
centavos"; que oyó cuando el prevenido Blanco le dijo a. 
Gonell: "Ud. se quiere coger esos diez centavos" y cuando 
Gonell le decía a Blanco: "Ud. me considera como un la-
drón"; "que se averiguó luego con el sirviente que los 
diez centavos eran de Gonell", y la del testigo Doming 
Reyes. quien expresó entre otras cosas que oyó cuando 
Blanco le decía a Gonell en la discusión "que por quí -
se quiere coger esos diez centavos"; que "cuando se ave-
riguó que los diez centavos los había tomado el sirvien -

te, Blanco le pidió excusas a Gonell"; "que considera qu 
Blanco le quiso decir a Gonell ladrón al decirle que 
gió los diez centavos' .  

Considerando que para declarar culpable al prevenido 
.del delito de difamación, para los fines de la acción civil 
que fué acogida, la Corte a qua da los siguientes motivos. 
--que al amparo de los testimonios ya expresados y en res-
naldo de la aseveración del querellante, que en nada des-
virtúa la declaración del prevenido, la Corte estima que 
lo expresión 'cogió los diez centavos' dicha por el preveni-
do Vicente Blanco al querellante Arcadio M. Gonell, uni-
(1.1 a la circunstancia que rodea al presente caso, esto es. 
que fué en un lugar público como lo es un café donde ha-
bía público y tiene en cualquier momento acceso el públi-
co. constituye el delito de difamación pública, previsto por 
los artículos 367 primera parte, y 373 del Código Penal"; 

Considerando que como se advierte por lo expuesto 
anteriormente, uno de los testigos cuyas declaraciones sir-
vieron de fundamento al fallo dijo que el prevenido profi-
rió la expresión: Ud. se "cogió los diez centavos", diri-
giéndose a Gonell; que, por otra parte, aún cuando el verbo 
coger no hubiese. sido usado en tiempo pretérito, el delito 
de- difamación no dejaba de estar caracterizado, puesto 
que la imputación lanzada por el prevenido de que Gonell 
se "quiere coger" esa moneda, teniendo éste en sus ma-
nos una moneda de igual denominación, se refería a un 
hecho que ya el prevenido consideraba que aquél lo ha-
bía realizado; que, en consecuencia, en el fallo impugnado 
no se ha violado el artículo 367 del Código Penal ni se han 
desnaturalizado los hechos de la causa, como lo pretende 
el recurrente; 

Considerando que por el segundo medio se alega que 
la sentencia impugnada carece de motivos y de base legal 
porque en ella no se ha comprobado el elemento intencio-
nal de la infracción; pero 

Considerando que cuando las alegaciones o imputacio- 
nes difamatorias son, por su propio tenor, susceptibles d€ 

sional un perjuicio al honor y a la consideración de 1.¿ 
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persona a la cual van dirigidas, como en la especie, la 
tención delictuosa se presume y es al prevenido a quien 
le corresponde probar que esta intención no existe; que, 
consecuentemente, los jueces del fondo no tenían que dar 
motivos explícitos acerca de la existencia de la intención 
delictuosa del prevenido, ni estaban obligados a exami-
nar tampoco la excusa dada por el prevenido, al ser ob-
vio que esta excusa no podía destruir un delito ya consu-
mado; que, por todo ello, el medio que se examina carece 
de fundamento; 

Considerando que por el tercer y último medio el re-
currente expresa que la Corte a qua ha iiolado el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto en él 
se dispone que la redacción de las sentencias contendrá 
los nombres de los abogados de las partes, y expresa que 
"la sentencia impugnada adolece de un error material en el 
sentido de que hace aparecer en la misma como abogado 
constituido por el señor Vicente Blanco ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, al Dr. Osvaldo García Ra-
món en vez del nombre de uno de los infrascritos aboga-
dos el Dr. Miguel Ventura Hylton, quien fué el abogado 
constituído por el señor Vicente Blanco en la referida au-
diencia"; y solicita, en definitiva, que este error material 
sea subsanado; 

Considerando que no hay en la sentencia ni en el ex-
pediente ningún dato que permita comprobar el error ma-
terial aducido por el recurrente; que, por tanto, el presen-
te medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, PRIMERO: Acepta la intervención 
de la parte civil constituida; SEGUNDO: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto por Vicente Blanco contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fe-
cha treinta de abril de mil novecientos cincuenta y tres-
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fa -  

110, y TERCERO: Condena a dicho recurrente al pago de 
las costas, distrayéndolas en provecho del Lic. Víctor E. 
puesán, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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persona a la cual van dirigidas, como en la especie, la in_ 
tención delictuosa se presume y es al prevenido a quien 
le corresponde probar que esta intención no existe; que, 
consecuentemente, los jueces del fondo no tenían que dar 
motivos explícitos acerca de la existencia de la intención 
delictuosa del prevenido, ni estaban obligados a exami-
nar tampoco la excusa dada por el prevenido, al ser ob-
vio que esta excusa no podía destruir un delito ya consu-
mado; que, por todo ello, el medio que se examina carece 
de fundamento; 

Considerando que por el tercer y último medio el re-
currente expresa que la Corte a qua ha Jiolado el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto en él 
se dispone que la redacción de las sentencias contendrá 
los nombres de los abogados de las partes, y expresa que 
"la sentencia impugnada adolece de un error material en el 
sentido de que hace aparecer en la misma como abogado 
constituído por el señor Vicente Blanco ante la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, al Dr. Osvaldo García Ra-
món en vez del nombre de uno de los infrascritos aboga-
dos el Dr. Miguel Ventura Hylton, quien fué el abogado 
constituido por el señor Vicente Blanco en la referida au-
diencia"; y solicita, en definitiva, que este error material 
sea subsanado; 

Considerando que no hay en la sentencia ni en el ex-
pediente ningún dato que permita comprobar el error ma-
terial aducido por el recurrente; que, por tanto, el presen-
te medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, PRIMERO: Acepta la intervención 
de la parte civil constituida; SEGUNDO: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto por Vicente Blanco contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fe-
cha treinta de abril de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fa -  

no , y TERCERO: Condena a dicho recurrente al pago de 
las costas, distrayéndolas en provecho del Lic. Víctor E. 
Puesán, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmado): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 

de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Molina Guillén.— Abogado: Dr. Luis Edu 

Martínez Pina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licene 
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mej' 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Rom 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro River 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos d 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audie 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, h 
día doce del mes de agosto de mil novecientos cincuente 
tres, años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restaur 
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú 
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobré el recurso de casación interpuesto por Rafa 
Molina Guillén, mayor de edad, casado, empleado, do 
ciliado y residente en esta ciudad, portador de la céd 
personal de identidad número 53843, serie 1, con sello n 
mero 1851891, contra sentencia de la Primera Cámara P 
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi 
cial de Santo Domingo, de fecha dieciséis de junio de mi 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia má 
adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Luis Eduardo Martínez Pina, portador 

de la cédula personal de identidad número 17347, serie 
3, con sello número 21561, abogado del recurrente, en la 

lectuorawdoeelsudsicctoanincelunsidoenl mes; 
agistrhdo Procurador General 

de e leavcrRi es  ett 

secretaría 

rúí 
el
ba  idcaea 

acta del recurso de casación levantada en 

l  ; 

Tribunal a quo, en fecha diecisiete de ju-
io de mil novecientos cincuenta y tres; 

Visto el memorial de casación presentado por el abo-
gado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafo 5, de la Ley No. 
2022, del 10 de junio de 1949; 1315 del Código Civil; 141 
del Código de ProcIdimiento Civil, y 1, 27 y 71 de la Ley 
sobre Procedimieng. de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha nueve de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y tres fué sometido en esta ciudad, a la acción de la 
*usticia Rafael Molina Guillén por el hecho de haber es-

opeado ese mismo día, con el carro placa No. 7523, a Ra-
ón Emilio Silverio; b) que apoderado del caso el Juzga-
o de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito de 

Santo Domingo, dicho tribunal descargó al prevenido del 
delito que se le imputó, por sentencia de fecha once del 

ismo mes de mayo; e) que contra esta sentencia interpu-
o recurso de apelación al Magistrado Procurador Fiscal de 
a Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia de este Distrito Judicial, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ón contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
O: Que debe rechazar y rechaza, por infundado el pedi-
ento de reenvío hecho por el inculpado; SEGUNDO: 
ue debe declarar y declara, bueno y válido el recurso. 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 1 
de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Molina Guillén.— Abogado: Dr. Luis Eduardo 
Martínez Pina. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román . 

Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera. 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., 
Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy 
día doce del mes de agosto de mil novecientos cincuentc y 
tres, años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobré el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Molina Guillén, mayor de edad, casado, empleado, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, portador de la cédula 
personal de identidad número 53843, serie 1, con sello nú-

mero 1851891, contra sentencia de la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo, de fecha dieciséis de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Dr. Luis Eduardo Martínez Pina, portador 

de la cédula personal de identidad número 17347, serie 
23, con sello número 21561, abogado del recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrlado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
la secretaría del Tribunal a quo, en fecha diecisiete de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y tres; 

Visto el memorial de casación presentado por el abo-
gado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafo 5, de la Ley No. , 

2022, del 10 de junio de 1949; 1315 del Código Civil; 141 
del Código de ProcIdimiento Civil, y 1, 27 y 71 de la Ley 
sobre Procedimienffi de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha nueve de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y tres fué sometido en esta ciudad, a la acción de la 
justicia Rafael Molina Guillén por el hecho de haber es-
tropeado ese mismo día, con el carro placa No. 7523, a Ra-
món Emilio Silverio; b) que apoderado del caso el Juzga-
do de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito de 
Santo Domingo, dicho tribunal descargó al prevenido del 
delito que se le imputó, por sentencia de fecha once del 
mismo mes de mayo; c) que contra esta sentencia interpu-
so recurso de apelación al Magistrado Procurador Fiscal de 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia de este Distrito Judicial, en tiempo oportuno; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe rechazar y rechaza, por infundado el pedi-
mento de reenvío hecho ¡por el inculpado; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara, bueno y válido el recurso 
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de apelación interpuesto por el Magistrado Procurador pis. 
cal de la Primera Cámara Penal, contra sentencia del Juz. 
gado de Paz de la lra. Circunscripción de fecha 11 de ma: 
yo del año 1953, cuyo dispositivo es el siguiente: TALLA: 
Declarar, al nombrado Rafael Molina Guillén, de genera. 
les anotadas, no culpable del delito de golpes involunta-
rios en perjuicio del señor Ramón E. Silverio, y, en con-
secuencia, lo descarga de toda responsabilidad penal no r 

 haberse comprobado en audiencia que el prevenido come-
tió el hecho violentado a ello por una fuerza mayor; TER-
CERO: Que debe revocar y revoca, en todas sus partes la 
indicada sentencia, y en consecuencia, se declara a Ra-
fael Molina Guillén, culpable de haber producido golpes 
involuntarios a Ramón E. Silverio, con un vehículo de mo-
tor, sin poseer licencia, y se le condena a 6 meses de pri-
sión y a pagar una multa de RD$180.00 (ciento ochenta 
pesos oro), compensable esta multa, a iazón de un día de 
prisión, por cada peso dejado de pagar; CUARTO: Que 
debe condenar y condena, a Rafael Molina Guillén, al pa. 
go de las costas"; 

Considerando que al ser interpuesto su recurso de ca-
sación el recurrente no expuso ningún medio determinado, 
y presentó luego, un memorial de casación en donde se 
invocan los siguientes medios: PRIMERO: Violación cid 
párrafo 5, del artículo 3, de la Ley No. 2022, del 10 de ju-
nio de 1949 y del artículo 1315 del Código Civil; SEGUN-
DO: Violación de los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre Procedimien-
to de casación; 

Considerando que en apoyo de su primer medio de 
casación el recurrente sostiene que en el fallo impugnado 
se ha violado el párrafo 5, del artículo 3 de la referida 
Ley 2022, y el artículo 1315 del Código Civil, porque el 
juez a quo admitió que el delito había sido cometido con 
la circunstancia agravante de que el prevenido no tenía 

- da para manejar vehículos de motor, no obstante que 

la  prueba de esta circunstancia agravante no resulta de 

ningún documento del expediente ni de ningún otro ele-
mento de convicción recogido en el juicio; 

Considerando que el juez a quo estableció por los 
medios de prueba que fueron sometidos al debate, los si-
guientes hechos: "a) que en las primeras horas de la no-
che del 9 de mayo del año 1953, mientras el carro priva-
do placa 7523, se encontraba estacionado en la calle Lu-
perón, de esta ciudad, el inculpado se introdujo en dicho 
carro y al tratar de hacer funcionar el aparato de radio, 
puso en marcha el vehículo doblando a la izquierda, por 
?a calle Isabel la Católica; b) que en la calle Isabel la Ca-
tólica, el automóvil alcanzó al señor Ramón Emilio Silve-
rio, ocasionándole contusiones que curaron ante de 10 días; 

e) que el inculpado no es chófer, ni poseía licencia para 
manejar vehículos de motor; d) que el inculpado come-
tió una grave imprudencia al entrar a ese automóvil a 
conectar la radio, sin tener el conocimiento indispensable 

para ello; e) que además el inculpado actuó torpe o impru-
dentemente, al tratar de apagar el vehículo, haciendo ma-
niobrar mecanismos que él desconocía y que harían poner 
en marcha el vehículo para peligro de los transeúntes"; 

Considerando que según resulta del fallo impugnado, 
el juez a quo se fundó para establecer que el prevenido 
no estaba provisto de licencia para manejar vehículos de 
motor, en las piezas y en los demás elementos de prueba 
del proceso, en el cual se encuentra la declaración dada 
por el prevenido ante el Juzgado de Paz, donde consta que 
él expresó: "yo nunca había manejado vehículo y el carro 
se subió en la acera"; que, en tales condiciones, la prueba 
de dicha circunstancia agravante, ha sido regularmente es-
tablecida, y carecen por ello de fundamento las pretendi-
das violaciones de la ley invocadas en este medio; 
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de apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Pi s, 
cal de la Primera Cámara Penal, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de la lra. Circunscripción de fecha 11 de roa_ 
yo del año 1953, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA : 

 Declarar, al nombrado Rafael Molina Guillén, de genera-
les anotadas, no culpable del delito de golpes involunta-
rios en perjuicio del señor Ramón E. Silverio, y, en con. 
secuencia, lo descarga de toda responsabilidad penal por' 
haberse comprobado en audiencia que el prevenido come 
tió el hecho violentado a ello por una fuerza mayor; TER. 
CERO: Que debe revocar y revoca, en todas sus partes la 
indicada sentencia, y en consecuencia, se declara a Ra-
fael Molina Guillén, culpable de haber producido golpes 
involuntarios a Ramón E. Silverio, con un vehículo de mo-
tor, sin poseer licencia, y se le condena a 6 meses de pri-
sión y a pagar una multa de RD$180.00 (ciento ochenta 
pesos oro), compensable esta multa, a ¡razón de un día de 
prisión, por cada peso dejado de pagar; CUARTO: Que 
debe condenar y condena, a Rafael Molina Guillén, al pa-
go de las costas"; 

Considerando que al ser interpuesto su recurso de ca-
sación el recurrente no expuso ningún medio determinado, 
y presentó luego, un memorial de casación en donde se 
invocan los siguientes medios: PRIMERO: Violación cid 
párrafo 5, del artículo 3, de la Ley No. 2022, del 10 de ju-
nio de 1949 y del artículo 1315 del Código Civil; SEGUN-
DO: Violación de los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 27, inciso 5 9  de la Ley sobre Procedimien-
to de casación; 

Considerando que en apoyo de su primer medio de 
casación el recurrente sostiene que en el fallo impugnado 
se ha violado el párrafo 5, del artículo 3 de la referida 
Ley 2022, y el artículo 1315 del Código Civil, porque el 
juez a quo admitió que el delito había sido cometido con 
la circunstancia agravante de que el prevenido no tenía 
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licencia para manejar vehículos de motor, no obstante que 

la  prueba de esta circunstancia agravante no resulta de 

ningún documento del expediente ni de ningún otro ele-
//lento de convicción recogido en el juicio; 

Considerando que el juez a quo estableció por los 
medios de prueba que fueron sometidos al debate, los si-
guientes hechos: "a) que en las primeras horas de la no-
che del 9 de mayo del año 1953, mientras el carro priva-
do placa 7523, se encontraba estacionado en la calle Lu-
perón, de esta ciudad, el inculpado se introdujo en dicho 
carro y al tratar de hacer funcionar el aparato de radio, 
puso en marcha el vehículo doblando a la izquierda, por 
la calle Isabel la Católica; b) que en la calle Isabel la Ca-
tólica, el automóvil alcanzó al señor Ramón Emilio Silve-
rio, ocasionándole contusiones que curaron ante de 10 días; 
e) que el inculpado no es chófer, ni poseía licencia para 
manejar vehículos de motor; d) que el inculpado come-
tió una grave imprudencia al entrar a ese automóvil a 
conectar la radio, sin tener el conocimiento indispensable 
para ello; e) que además el inculpado actuó torpe o impru-
dentemente, al tratar de apagar el vehículo, haciendo ma-
niobrar mecanismos que él desconocía y que harían poner 
en marcha el vehículo para peligro de los transeúntes"; 

Considerando que según resulta del fallo impugnado, 
el juez a quo se fundó para establecer que el prevenido 
no estaba provisto de licencia para manejar vehículos de 
motor, en las piezas y en los demás elementos de prueba 
del proceso, en el cual se encuentra la declaración dada 
por el prevenido ante el Juzgado de Paz, donde consta que 
él expresó: "yo nunca había manejado vehículo y el carro 
Se subió en la acera"; que, en tales condiciones, la prueba 
de dicha circunstancia agravante, ha sido regularmente es-
tablecida, y carecen por ello de fundamento las pretendi-
das yiolaciones de la ley invocadas en este medio; 
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Considerando que por el segundo y último medio el 
recurrente alega la v:olación de los artículos 141 del C6. 
digo de Procedimiento Civil y 27, inciso 5, de la Ley 
bre Procedimiento de Casación, sobre el fundamento 
que la sentencia "no contiene ninguna exposición de 1 
puntos de hecho ni ningún fundamento que justifique 
expresada circunstancia agravante"; pero, 

Considerando que lo expuesto en el examen del 
dio que precede pone de manifiesto que la sentencia 
donada contiene motivos que justifican su dispositivo 
una exposición suficientemente explícita de los hechos 
la causa que ha permitido verificar que la ley ha sido 
rrectamente aplicada; que, por consiguiente, este otro 
dio debe ser desestimado; 

Considerando que examinada la sentencia atacada 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que la 
anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO. Rechaza el recurso 
casación interpuesto por Rafael Molina Guillén contra 
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgadb de • 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
fecha dieciseis de junio de mil novecientos cincuen 
tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre 
fallo, y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al 
de las costas. 

(Firmado): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mei' 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan' 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— N" 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel 
jo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario 
ral que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.. 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1953 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 19 de noviembre de 1952. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Leonidas Rodríguez Piña.— Abogado: Lic. Ml. Ma. 

Guerrero. 

timado: Alba Hernández de Espinal.— Abogado: Lic. Angel S. 
Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
ustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día doce del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 de la Inde-
pendencia, 90 9  de la Restauración y 24 de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonidas 
Rodríguez Piña, dominicano, mayor de edad, casado, ha-
cendado y funcionario público, domiciliado y residente en 
San Juan de la Maguana, portador de la cédula personal 
de identidad No. 40, serie 12, renovada con el sello No. 
244, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris- 
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Considerando que por el segundo y último medio 
recurrente alega la volación de los artículos 141 del 
digo de Procedimiento Civil y 27, inciso 5, de la Ley 
bre Procedimiento de Casación, sobre el fundamento 
que la sentencia "no contiene ninguna exposición de 1 
puntos de hecho ni ningún fundamento que justifique 
expresada circunstancia agravante"; pero, 

Considerando que lo expuesto en el examen del 
dio que precede pone de manifiesto que la sentencia 
cionada contiene motivos que justifican su dispositivo 
una exposición suficientemente explícita de los hechos 
la causa que ha permitido verificar que la ley ha sido 
rrectamente aplicada; que, por consiguiente, este otro 
dio debe ser desestimado; 

Considerando que examinada la sentencia atacada 
sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que la 
anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO. Rechaza el recurso 
casación interpuesto por Rafael Molina Guillén contra 
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgad .° de 
ra Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
fecha dieciséis de junio de mil novecientos cincuenta 
tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre 
fallo, y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al 
de las costas. 

(Firmado): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mej' 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Moret— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— N' 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel 
jo-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario 
ral que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.. 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1953 

tetada impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 19 de noviembre de 1952. 

la: Civil. 

urrente: Leonidas Rodriguez Pifia.— Abogado: Lic. Ml. Ma. 

Guerrero. 

o: Alba Hernández de Espinal.— Abogado: Lic. Angel S. 
Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
ustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 

Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B. y Nés-
tor Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, hoy día doce del mes de agosto 
de mil novecientos cincuenta y tres, años 110 de la Inde-
pendencia, 90 9  de la Restauración y 24 de la Era de Tru-
jillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonidas 
Rodríguez Piña, dominicano, mayor de edad, casado. ha- 
cendado y funcionario público, domiciliado y residente en 
San Juan de la Maguana, portador de la cédula personal 
e identidad No. 40, serie 12, renovada con el sello No. 

, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris- 
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tóbal, de fecha diez y nueve de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia más ade_ 
lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Manuel María Guerrero, portador de la 

cédula personal de identidad No. 17164, serie 1, sello No. 
436, obogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-

siones; 
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de la 

cédula personal de identidad No. 334, serie 10, sello No. 
931, abogado de Alba Hernández de Espinal, dominicana, 
mayor de edad, casada, comerciante, domiciliada en la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, y residente en la ciudad 
de New York, Estados Unidos de América, portadora de 
la cédula personal de identidad No. 3696, serie 26, sello 
No. 2036152, parte intimada, en la lectura de sus conclu-

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Ma-

nuel María Guerrero, abogado del recurrente, y deposita-
do en fecha treinta de enero del corriente año, en el cual 
se alegan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. .An-
gel S. Canó Pelletier, abogado de la parte intimada, y no-
tificado el once de abril del corriente año al abogado del 

recurrente; 
Vistos los escritos de ampliación y réplica; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d 
liberado, y vistos los artículos 2102, párrafo 1, del Códig 
Civil; 68, 133 y 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 
6, 18 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) 
que el quince de febrero de mil novecientos cuarenta y 
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nueve Alba Hernández de Espinal demandó a Leonidas Ro-
dríguez Piña y José E. Sacas ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Benefactor a fin de que 
oyeran ordenar la distracción de los muebles embargados 

a requerimiento del primero contra el segundo y pronun-
ciar la nulidad del acta de embargo; b) que, sobre esta de-
manda, el Juzgado de Primera Instancia de Benefactor dic-
tó su sentencia del cinco de octubre de mil novecientos 
cuarenta y nueve, por la cual rechazó la demanda antes 
mencionada, ordenó la continuación de los procedimientos 
del embargo ejecutivo practicado por Leonidas Rodríguez 
Piña contra José E. Sacas, condenó a Alba Hernández de 
Espinal al pago de una indemnización en favor del Leoni-
das Rodríguez Piña, a liquidar por estado, por los daños 
causados en la demanda, y condenó a la demandante al 
pago de las costas; c) que, sobre la alzada interpuesta por 
Alba Hernández de Espinal, la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana dictó sentencia el veintinueve de abril 
de mil novecientos cincuenta, por la cual confirmó el de-
fecto pronunciado en. audiencia contra José E. Sacas por 
falta de comparecer y contra Leonidas Rodríguz Piña, por 
falta de concluir, anuló el fallo objeto de la apelación, y, 
antes de resolver el fondo, acumuló a la causa el benefi-
cio del defecto, y ordenó la reasignación de José E. Sacas, 
reservando las costas; d) que contra esta sentencia inter-
puso oposición Leonidas Rodríguez Piña el veintiocho de 
de junio de mil novecientos cincuenta; e) que por acto de 
abogado de fecha dieciocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta, Alba Hernández de Espinal notificó al oponente 
un escrito de defensa con motivo del recurso de oposición, 
al mismo tiempo que se invitaba al abogado de dicho opo-
nente a concurrir a la audiencia del veintidós a fin de dis-
cutir la oposición"; f) que sobre este recurso de oposición 
pornunció la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na. sentencia en fecha seis de octubre de mil novecientos 
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tóbal, de fecha diez y nueve de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia más ade-

lante; 
Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Manuel María Guerrero, portador de la 

cédula personal de identidad No. 17164, serie 1, sello No. 
436, obogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, portador de la 
cédula personal de identidad No. 334, serie 10, sello No. 
931, abogado de Alba Hernández de Espinal, dominicana, 
mayor de edad, casada, comerciante, domiciliada en la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, y residente en la ciudad 
de New York, Estados Unidos de América, portadora de 
la cédula personal de identidad No. 3696, serie 26, sello 
No. 2036152, parte intimada, en la lectura de sus conclu-

siones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Ma-

nuel María Guerrero, abogado del recurrente, y deposita-
do en fecha treinta de enero del corriente año, en el cual 
se alegan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. An-
gel S. Canó Pelletier, abogado de la parte intimada, y no-
tificado el once de abril del corriente año al abogado del 

recurrente; 
Vistos los escritos de ampliación y réplica; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d 
liberado, y vistos los artículos 2102, párrafo 1, del Código,- 
Civil; 68, 133 y 141 del Código de Procedimiento Civil; 1, 
6, 18 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a' 
que el quince de febrero de mil novecientos cuarenta 

nueve Alba Hernández de Espinal demandó a Leonidas Ro-
dríguez Piña y José E. Sacas ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Benefactor a fin de que 
oyeran ordenar la distracción de los muebles embargados 
a requerimiento del primero contra el segundo y pronun-
ciar la nulidad del acta de embargo; b) que, sobre esta de-
manda, el Juzgado de Primera Instancia de Benefactor dic-
tó su sentencia del cinco de octubre de mil novecientos 
cuarenta y nueve, por la cual rechazó la demanda antes 
mencionada, ordenó la continuación de los procedimientos 
del embargo ejecutivo practicado por Leonidas Rodríguez 
Piña contra José E. Sacas, condenó a Alba Hernández de 
Espinal al pago de una indemnización en favor del Leoni-
das Rodríguez Piña, a liquidar por estado, por los daños 
causados en la demanda, y condenó a la demandante al 
pago de las costas; e) que, sobre la alzada interpuesta por 
Alba Hernández de Espinal, la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana dictó sentencia el veintinueve de abril 
de mil novecientos cincuenta, por la cual confirmó el de-
fecto pronunciado en. audiencia contra José E. Sacas por 
falta de comparecer y contra Leonidas Rodríguz Piña, por 
falta de concluir, anuló el fallo objeto de la apelación, y, 
antes de resolver el fondo, acumuló a la causa el benefi-
cio del defecto, y ordenó la reasignación de José E. Sacas, 
reservando las costas; d) que contra esta sentencia inter-
puso oposición Leonidas Rodríguez Piña el veintiocho de 
de junio de mil novecientos cincuenta; e) que por acto de 
abogado de fecha dieciocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta, Alba Hernández de Espinal notificó al oponente 
un escrito de defensa con motivo del recurso de oposición, 
al mismo tiempo que se invitaba al abogado de dicho opo-
nente a concurrir a la audiencia del veintidós a fin de dis-
cutir la oposición"; f) que sobre este recurso de oposición 
pornunció la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
/la, sentencia en fecha seis de octubre de mil novecientos 
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cincuenta, cuyo dispositivo dice así : "FALLA: PRIMERO: 
Confirma el defecto pronunciado contra Leonidas Rodri-
guez Piña por falta de concluir su' abogado constituido, 
Lic. J. Humberto Terrero; SEGUNDO: Confirma en todas 
sus partes la sentencia dictada por la Corte de fecha 29 de 
abril del año 1950, con el dispositivo siguiente; 'PRIME-
RO: Declara válido en la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por la señora Alba Hernández de Espinal, con-
tra sentencia civil No. 20 de fecha cinco de octubre de 
1949, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Benefactor, de la cual sentencia se trans-
cribe el dispositivo en otro lugar del presente fallo; SE-
GUNDO: Confirma el defecto pronunciado en la audiencia 
del 31 de enero de 1950, contra José E. Sacas, por falta de 
comparecer, y contra Leonidas Rodríguez Piña por falta 
de concluir su abogado constituído Lic. J. Humberto Te-
rrero; TERCERO: Anula la expresada sentencia civil No. 
20 dictada en fecha cinco de octubre de 1949, por el Juz-
gado de Primera Instancia de Benefactor; CUARTO: Antes 
de resolver el fondo de la litis, a) Acumula a la causa el 
benefici,o del defecto, y en consecuencia, ordena la reasig-
nación de José E. Sacas (quien no ha constituído abogado, 
no obstante haber sido citado y emplazado por el acto del 
Alguacil José Montes de Oca (fallecido) de fecha 22 de di-
ciembre de 1949) para que comparezca ante esta Corte, a 

virtud de di-cha reasignación, por ministerio de abogado, 
dentro del plazo y demás formalidades legales, a la au-
diencia que para el efecto sea promovida por la parte in-
teresada, de acuerdo con el artículo 153 del Código de Pro-
cedimiento Civil; b) Comisiona al ministerial Luis Emilio 
Farías, Alguacil de Estrados de esta Corte de Apelación 
para la notificación de José E. Sacas tanto del presente 
fallo cuanto a la reasignación; QUINTO: Costas reservadas 
hasta la decisión del fondo'; TERCERO: Condena a Leo-

nidas Rodríguez Piña al pago de las costas del procedi - 

ento, distrayéndolas en provecho del Lic. Angel Salva-
or Canó Pelletier, por afirmar haberlas avanzado en su 
otalidad"; g) que sobre el recurso de casación interpues-

por Leonidas Rodríguez, intervino la sentencia del vein-
ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
r virtud de la cual fué casado el fallo anterior y envie-

o el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; 
que la Corte de envío dictó la sentencia ahora impug-

da, cuyo, dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
MERO: Rechaza, por los motivos expuestos, la deman-
reconvencional en simulación de traspaso de patente 
la fábrica de quesos y mantequilla de que se trata y 

clamación de daños y perjuicios, intentada por el señor 
nidas Rodríguez Piña en contra de la señora Alba Her-

ández de Espinal; SEGUNDO: Declara a la señora Alba 
ernández de Espinal propietaria de los efectos que inte-

gran la mencionada fábrica de quesos y mantequilla, em-
argados ejecutivamente por el señor Leonidas Rodríguez 
"ña como propiedad del señor José E. Sacas, según proce-

o verbal de embargo instrumentacjo en fecha cinco del 
mes de febrero del año mil novecientos cuarenta y nueve 

r el alguacil de estrados de la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, señor Luis Emilio Farías; y, en con-

cuencia, ordena al guardián designado, señor Leopoldo 
mírez F., restituir todos los efectos embargados a la se-

ora Alba Hernández de Espinal mediante la percepción 
de recibo de descargo, por haber sido indebidamente em-

rgados; TERCERO: Condena a los señores Leonidas Ro-
íguez Piña y José E. Sacas al pago de las costas causa- 
s en ambas instancias, con distracción de las mismas en 
ovecho del abogado licenciado Angel Salvador Canó Pe-

etier, por afirmar haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
urso los siguientes medios de casación: "1.—Violación de 
artículos 2102-1o., párrafo 1, y 2279 del Código Civil"; 
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cincuenta, cuyo dispositivo dice así : "FALLA: PRIMERO: 
Confirma el defecto pronunciado contra Leonidas Rodrí-
guez Piña por falta de concluir su' abogado constituido, 
Lic. J. Humberto Terrero; SEGUNDO: Confirma en todas 
sus partes la sentencia dictada por la Corte de fecha 29 de 
abril del año 1950, con el dispositivo siguiente; 'PRIME-
RO: Declara válido en la forma, el recurso de apelación in-. 
terpuesto por la señora Alba Hernández de Espinal, con-
tra sentencia civil No. 20 de fecha cinco de octubre de 
1949, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-. 
trito Judicial de Benefactor, de la cual sentencia se trae 
cribe el dispositivo en otro lugar del presente fallo; SE.. 
GUNDO: Confirma el defecto pronunciado en la audiencia 
del 31 de enero de 1950, contra José E. Sacas, por falta de 
comparecer, y contra Leonidas Rodríguez Piña por falta 
de concluir su abogado constituído Lic. J. Humberto Te-
rrero; TERCERO: Anula la expresada sentencia civil No. 
20 dictada en fecha cinco de octubre de 1949, por el Juz-
gado de Primera Instancia de Benefactor; CUARTO: Antes 
de resolver el fondo de la litis, a) Acumula a la causa el 
benefici,o del defecto, y en consecuencia, ordena la reasig-
nación de José E. Sacas (quien no ha constituído abogado, 
no obstante haber sido citado y emplazado por el acto del 
Alguacil José Montes de Oca (fallecido) de fecha 22 de di-
ciembre de 1949) para que comparezca ante esta Corte, a 
virtud de dicha reasignación, por ministerio de abogado, 
dentro del plazo y demás formalidades legales, a la au-
diencia que para el efecto sea promovida por la parte in-
teresada, de acuerdo con el artículo 153 del Código de Pro-
cedimiento Civil; b) Comisiona al ministerial Luis Emilio 
Farías, Alguacil de Estrados de esta Corte de Apelación 
para la notificación de José E. Sacas tanto del presente 
fallo cuanto a la reasignación; QUINTO: Costas reservadas 
hasta la decisión del fondo'; TERCERO: Condena a Leo-
nidas Rodríguez Piña al pago de las costas del procedi - 
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ento, distrayéndolas en provecho del Lic. Angel Salva_ 
or Canó Pelletier, por afirmar haberlas avanzado en su 
otalidad"; g) que sobre el recurso de casación interpues-

por Leonidas Rodríguez, intervino la sentencia del vein-
ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
r virtud de la cual fué casado el fallo anterior y envia-

o el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; 
que la Corte de envío dictó la sentencia ahora ímpug-
da, cuyo, dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 

MERO: Rechaza, por los motivos expuestos, la deman-
reconvencional en simulación de traspaso de patente 
la fábrica de quesos y mantequilla de que se trata y 
amación de daños y perjuicios, intentada por el señor 
nidas Rodríguez Piña en contra de la señora Alba Her-
dez de Espinal; SEGUNDO: Declara a la señora Alba 

ernández de Espinal propietaria de los efectos que inte-
an la mencionada fábrica de quesos y mantequilla, em-
gados ejecutivamente por el señor Leonidas Rodríguez 
a como propiedad del señor José E. Sacas, según proce-
verbal de embargo instrumentado en fecha cinco del 

es de febrero del año mil novecientos cuarenta y nueve 
r el alguacil de estrados de la Corte de Apelación de San 
an de la Maguana, señor Luis Emilio Farías; y, en con-
cuencia, ordena al guardián designado, señor Leopoldo 

írez F., restituir todos los efectos embargados a la se-
ra Alba Hernández de Espinal mediante la percepción 
recibo de descargo, por haber sido indebidamente em-
gados; TERCERO: Condena a los señores Leonidas Ro-
guez Piña y José E. Sacas al pago de las costas causa-
en ambas instancias, con distracción de las mismas en 

vecho del abogado licenciado Angel Salvador Canó Pe-
ier, por afirmar haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
urso los siguientes medios de casación: "1.—Violación de 
artículos 2102-1o., párrafo 1, y 2279 del Código Civil"; 
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"2.—Violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil"; "3.— Ausencia de base legal". 

Considerando que el recurrente se opone a que sea 
tomado en consideración el escrito de réplica de la intima-
da, de fecha dos de junio del corriente año, sobre el funda-
mento de que dicho escrito le fué notificado "fuera de los 
plazos y por haber en él medios nuevos y cuestiones de he-
cho falsos que no ha podido contestar, lo que implica — 
según pretende— una violación del derecho de defensa"; 
pero 

Considerando que de conformidad con el artículo 18 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, los abogados 
de las partes "podrán depositar escritos de ampliación de 
sus medios de defensa, de los cuales los del intimante de-
berán estar notificados a la parte contraria, no menos de 
ocho días antes de la audiencia; y los del intimado, en 
cualquier momento anterior a dicha audiencia"; que, en el 
presente caso, el recurrente contestó el memorial de de-
fensa de la intimada de fecha once de abril del corriente 
año, con un escrito de réplica notificado el veintiuno de 
abril, en el cual se refirió, exclusivamente, a la excepción 
de nulidad del emplazamiento propuesto de modo princi-
cipal por la parte intimada en su defensa, y con un escri-
to de ampliación notificado el primero de junio, en el cual, 
luego de haber alegado la falta de interés de la intimada 
de proponer la excepción de nulidad del emplazamiento, 
se refirió a los medios del recurso, contestando las obje-
ciones presentada por la intimada er su memorial de de-
fensa; que estos dos escritos fueron a su vez contestados 
por la parte intimada por ampliaciones notificadas regu-
larmente en fechas dos y nueve de junio, en las cuales no 
se alegan medios nuevos, sino que se limitan, la primera, 
a contestar las objeciones que le hiciera el recurrente a la 
excepción de nulidad del emplazamiento, y la segunda, a 
contrareplicar la ampliación sobre el fondo del recurso ,  

notificado por dicho recurrente el primero de junio; que, 
en tales condiciones, dichos escritos son admisibles y pue-
den, por tanto ser tomados en consideración; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del emplaza-
miento, propuesta de modo principal por la parte intima-
da, sobre el fundamento esencial de "haber sido notifica-
do a la señora Alba Hernández de Espinal en la persona 
del Honorable Magistrado Procurador General de la Re-
pública y no en su domicilio real, situado en la ciudad de 
San Juan de la Maguana"; pero 

Considerando que según consta en el proceso, el ac-
tual recurrente no se limitó a notificarle el emplazamiento 
de casación a la parte intimada en la persona del Procu-
rador General de la República, sino que se lo notificó, ade-
más, regularmente, en su domicilio real situado en la ca-
lle "Duarte", esquina a "Domingo Rodríguez", de la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, en fecha veintiocho de fe-
brero del corriente año; que, en tal virtud, la excepción de 
nulidad propuesta por la parte intimada carece de funda-
mento y debe ser rechazada; 

Considerando en cuanto al primer medio de casación, 
en el cual se invoca la violación de los artículos 2102, pá-
rrafo 19, y 2279 del Código Civil; que la parte intimada 
sostiene que este medio es nuevo por no haber sido pre-
sentado ante los jueces del fondo, y como tal inadmisible 
en casación; 

Considerando que no se puede hacer valer en casación 
ningún medio que no haya sido expresado o implícitamen-
te sometido por la parte que lo invoca al tribunal del cual 
proviene la decisión impugnada, a menos que la ley le ha-
ya impuesto su examen de oficio en un interés de orden 
público; 

Considerando que en la sentencia impugnada no cons-
ta que el recurrente presentara ante la Corte a qua nin- 
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"2.—Violación del artículo 141 del Código de Procedimien 
to Civil"; "3.— Ausencia de base legal". 

Considerando que el recurrente se opone a que se 
tomado en consideración el escrito de réplica de la intima 
da, de fecha dos de junio del corriente año, sobre el funda. 
mento de que dicho escrito le fué notificado "fuera de 1 
plazos y por haber en él medios nuevos y cuestiones de h 
cho falsos que no ha podido contestar, lo que implica 
según pretende— una violación del derecho de defensa' 
pero 

Considerando que de conformidad con el artículo 18 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, los abogados 
de las partes "podrán depositar escritos de ampliación de 
sus medios de defensa, de los cuales los del intimante de-
berán estar notificados a la parte contraria, no menos de 
ocho días antes de la audiencia; y los del intimado, en 
cualquier momento anterior a dicha audiencia"; que, en el 
presente caso, el recurrente contestó el memorial de de-
fensa de la intimada de fecha once de abril del corriente 
año, con un escrito de réplica notificado el veintiuno de 
abril, en el cual se refirió, exclusivamente, a la excepción 
de nulidad del emplazamiento propuesto de modo princi-
cipal por la parte intimada en su defensa, y con un está-
to de ampliación notificado el primero de junio, en el cual; 
luego de haber alegado la falta de interés de la intimada 
de proponer la excepción de nulidad del emplazamiento, 
se refirió a los medios del recurso, contestando las obje-
ciones presentada por la intimada er su memorial de de-
fensa; que estos dos escritos fueron a su vez contestados 
por la parte intimada por ampliaciones notificadas regu-
larmente en fechas dos y nueve de junio, en las cuales no 
se alegan medios nuevos, sino que se limitan, la primera, 
a contestar las objeciones que le hiciera el recurrente a la 

excepción de nulidad del emplazamiento, y la segunda, a 
contrareplicar la ampliación sobre el fondo del recurso, 
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notificado por dicho recurrente el primero de junio; que, 
en tales condiciones, dichos escritos son admisibles y pue-
den, por tanto ser tomados en consideración; 

Considerando, en cuanto a la nulidad del emplaza-
miento, propuesta de modo principal por la parte intima-
da, sobre el fundamento esencial de "haber sido notifica-
do a la señora Alba Hernández de Espinal en la persona 
del Honorable Magistrado Procurador General de la Re-
pública y no en su domicilio real, situado en la ciudad de 
San Juan de la Maguana"; pero 

Considerando que según consta en el proceso, el ac-
tual recurrente no se limitó a notificarle el emplazamiento 
de casación a la parte intimada en la persona del Procu-
rador General de la República, sino que se lo notificó, ade-
más, regularmente, en su domicilio real situado en la ca-
lle "Duarte", esquina a "Domingo Rodríguez", de la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, en fecha veintiocho de fe-
brero del corriente año; que, en tal virtud, la excepción de 
nulidad propuesta por la parte intimada carece de funda-
mento y debe ser rechazada; 

Considerando en cuanto al primer medio de casación, 
en el cual se invoca la violación de los artículos 2102, pá-
rrafo 19, y 2279 del Código Civil; que la parte intimada 
sostiene que este medio es nuevo por no haber sido pre-
sentado ante los jueces del fondo, y como tal inadmisible 
en casación; 

Considerando que no se puede hacer valer en casación 
ningún medio que no haya sido expresado o implícitamen-
te sometido por la parte que lo invoca al tribunal del cual 
proviene la decisión impugnada, a menos que la ley le ha-
ya impuesto su examen de oficio en un interés de orden 

Considerando que en la sentencia impugnada no con-
que el recurrente presentara ante la Corte a qua nin- 
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gún pedimento formal ni implícito, sobre la oponibilidad, 
a la actual intimada, del privilegio que él pretende tener 
sobre todos los bienes muebles llevados por su inquilina 

 José Sacas a la casa alquilada; que, en efecto, el recurren-
te Leonidas Rodríguez Piña, frente a la demanda' en dis-
tracción de los bienes por él embargados en perjuicio de 
su inquilino José Sacas, interpuesta por la intimada seño-
ra Hernández de Espinal, invocando su condición de pro-
pietaria de dichos muebles por haberlos comprado, se li-
mitó a intentar una demanda reconvencional en declara-
ción de simulación; que, los jueces del fondo no estaban 
obligados a examinar de oficio. el medio ahora propuesto, 
pues las cuestiones inherentes al privilegio que pueda te-
ner un acreedor cualquiera sobre los bienes de su deudor 
sólo conciernen a los intereses privados de los litigantes 
y no están, por tanto, vinculados al orden público; que, 
además, en la especie no se trata tampoco de un medio d 
puro derecho, pues su admisibilidad está subordinada a 1 
apreciación de hechos que no han sido invocados ni consi 
derados ante los jueces del fondo, tales como la buena f 
del locador, o sea, la circunstancia de que ignorase, en 
momento mismo de la introducción de los muebles en 1 
casa alquilada, que estos muebles pertenecían a un ter 
ro; que, en consecuencia, el medio de que se trata es nu 
yo, y procede declararlo inadmisible; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el c 
se alega la violación del artículo 141 del Código de Pro 
dimiento Civil, que el recurrente sostiene, en apoyo de 
te medio, lo siguiente: 1) Que "la casación de la senten 
del seis de octubre de mil novecientos cincuenta dej 
subsistentes la sentencia en defecto del veintinueve 
abril de mil novecientos cincuenta y la oposición del 
ponente contra dicha sentencia, recurso del cual debía 
nocer la Corte de envío, la de San Cristóbal, en virtud 
los principios generales que postulan la subsistencia 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1565 - 

el procedimiento anterior a la sentencia casada"; 2) 
"la Corte de San Cristóbal resolvió de una manera ex-

cita el recurso de apelación de la señora Alba Hernán-
de Espinal contra la sentencia del cinco de octubre de 
novecientos cuarenta y nueve, dictada por el Juzga-

' de Primera Instancia de Benefactor, sin decir nada acer-
del recurso de oposición del exponente contra la senten-
de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, 

1 veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta, re-
so del cual estaba apoderado por envío de la Suprema 

rte de Justicia"; 3) Que "como la Corte de San Cristó-
no podía conocer de la apelación de la señora Alba 

ernández de Espinal sin previamente decidir acerca de 
oposición del exponente, fuerza es admitir que al fa-
r el fondo del proceso a favor de dicha señora, esto es, 
resolver la apelación interpuesta por ella, estaba fallan-
implícita pero necesariamente, la oposición del expo-
te contra la sentencia del veintinueve de abril de mil 

vecientos cincuenta"; y 4) Que "ese fallo virtual no es-
justificado por ningún motivo"; pero 

Considerando que, contrariamente a las pretensiones 
recurrente, la Corte a qua, en virtud del envío que se 

mera por la sentencia del veintiocho de septiembre de 
novecientos cincuenta y uno, que casó el fallo de la 

rte de Apelación de San Juan de la Maguana del seis de 
tubre de mil novecientos cincuenta, no estaba apodera-
del recurso de oposición interpuesto por el actual re-
ente contra la sentencia en defecto del veintinueve de 

il de mil novecientos cincuenta, la cual fué confirmada 
todas sus partes por la referida sentencia del seis de 
bre de mil novecientos cincuenta, sino del recurso de 
ación interpuesto por la actual intimada, contra la sen-

cia pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia 
Distrito Judicial de Benefactor, el cinco de octubre de 
novecientos cuarenta y nueve, que rechazó, por impro- 
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gún pedimento formal ni implícito, sobre la oponibilidad. 
a la actual intimada, del privilegio que él pretende tener 
sobre todos los bienes muebles llevados por su inquilino 

 José Sacas a la casa alquilada; que, en efecto, el recurren-
te Leonidas Rodríguez Piña, frente a la demanda' en dis-
tracción de los bienes por él embargados en perjuicio de 
su inquilino José Sacas, interpuesta por la intimada seño-
ra Hernández de Espinal, invocando su condición de pro-
pietaria de dichos muebles por haberlos comprado, se li-, 
mitó a intentar una demanda reconvencional en declara-
ción de simulación; que, los jueces del fondo no estaban 
obligados a examinar de oficio- el medio ahora propuesto 
pues las cuestiones inherentes al privilegio que pueda te-
ner un acreedor cualquiera sobre los bienes de su deudor 
sólo conciernen a los intereses privados de los litigan 
y no están, por tanto, vinculados al orden público; q 
además, en la espécie no se trata tampoco de un medio 
puro derecho, pues su admisibilidad está subordinada a 
apreciación de hechos que no han sido invocados ni co 
derados ante los jueces del fondo, tales como la buena 
del locador, o sea, la circunstancia de que ignorase, en 
momento mismo de la introducción de los muebles en 
casa alquilada, que estos muebles pertenecían a un ter 
ro; que, en consecuencia, el medio de que se trata es nue-
vo, y procede declararlo inadmisible; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, en el c 
se alega la violación del artículo 141 del Código de Pro 
dimiento Civil, que el recurrente sostiene, en apoyo de 
te medio, lo siguiente: 1) Que "la casación de la renten 
del seis de octubre de mil novecientos cincuenta deja 
subsistentes la sentencia en defecto del veintinueve 
abril de mil novecientos cincuenta y la oposición del 
ponente contra dicha sentencia, recurso del cual debía 
nocer la Corte de envío, la de San Cristóbal, en virtud 
los principios generales que postulan la subsistencia 
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el procedimiento anterior a la sentencia casada"; 2) 
e "la Corte de San Cristóbal resolvió de una manera ex-

'cita el recurso de apelación de la señora Alba Hernán-
de Espinal contra la sentencia del cinco de octubre de 
novecientos cuarenta y nueve, dictada por el Juzga-

' de Primera Instancia de Benefactor, sin decir nada acer-
del recurso de oposición del exponente contra la senten-
de la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, 
veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta, re-
so del cual estaba apoderado por envío de la Suprema 

rte de Justicia"; 3) Que "como la Corte de San Cristó-
no podía conocer de la apelación de la señora Alba 
nández de Espinal sin previamente decidir acerca de 

oposición del exponente, fuerza es admitir que al fa-
el fondo del proceso a favor de dicha señora, esto es, 
solver la apelación interpuesta por ella, estaba fallan-

implícita pero necesariamente, la oposición del expo-
te contra la sentencia del veintinueve de abril de mil 
ecientos cincuenta"; y 4) Que "ese fallo virtual no es-

justificado por ningún motivo"; pero 

Considerando que, contrariamente a las pretensiones 
recurrente, la Corte a qua, en virtud del envío que se 
era por la sentencia del veintiocho de septiembre de 
novecientos cincuenta y uno, que casó el fallo de la 

rte de Apelación de San Juan de la Maguana del seis de 
tubre de mil novecientos cincuenta, no estaba apodera-
del recurso de oposición interpuesto por el actual re-
ente contra la sentencia en defecto del veintinueve de 

ril de mil novecientos cincuenta, la cual fué confirmada 
todas sus partes por la referida sentencia del seis de 
bre de mil novecientos cincuenta, sino del recurso de 

lación interpuesto por la actual intimada, contra la sen-
cia pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia 
Distrito Judicial de Benefactor, el cinco de octubre de 
novecientos cuarenta y nueve, que rechazó, por impro- 
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cedente e infundada, "la demanda en reivindicación de efec-
tos embargados, intentada por la señora Alba Hernández 
de Espinal contra el señor Leonidas Rodríguez Piña"; que, 
en efecto, la casación de la sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana el seis de 
octubre de mil novecientos cincuenta, que había confirma-
do en todas sus partes la sentencia en defecto del veinti-
nueve de abril de mil novecientos cincuenta, implicaba la 
anulación de este último fallo y, consecuentemente, la del 
procedimiento posterior al mismo; que, en tales condicio-
nes, la Corte a qua no ha podido fallar implícitamente un 
recurso de oposición dirigido contra una sentencia en de-
fecto virtualmente aniquilada, como consecuencia de la 
casación de la sentencia confirmativa del seis de octubre 
de mil novecientos cincuenta, que incurrió en los mismos 
vicios en que hubo incurrido la sentencia confirmada; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente alega 
que "ante la Corte a qua se promovió un incidente entre 
las partes acerca de quién debía soportar las costas"; que 
este incidente tuvo su origen en la circunstancia de "que 
Alba Hernández de Espinal, por órgano de su abogado, 
notificó un acto al exponente de asentimiento al recurso 
de oposición"; y que "el exponente se negó a aceptar esa 
aquiescencia porque el acto era falso", lo que "determinó 
a las partes a pedir la condenación costas a su favor, como 
se ha dicho más arriba"; pero 

Considerando que, como se ha expresado anteriormen-
te, la Corte a qua sólo estaba apoderada de la apelación 
de la sentencia pronunciada por el Juzgado de Primera 
Instancia de Benefactor el cinco de octubre de mil nove-
cientos cuarentinueve, sobre la cual estatuyó por la sen-
tencia ahora impugnada, condenando en costas al actual 
recurrente, por haber sucumbido, como consecuencia del 
rechazamiento de su demanda reconvencional en declara -

ción de simulación; que el incidente a que se refiere el re- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1567' 

currente era frustratorio, y no podía, por tanto, promover-
se útilmente ante la Corte de envío, puesto que al quedar 
anulada la sentencia en defecto del veintinueve de abril 
de  mil novecientos cincuenta, quedó, consecuentemente 
anulado el recurso de oposición que se había intentado 
contra dicha sentencia; 

Considerando, por último, que el recurrente pretende 
que la Corte a qua, al rechazar su demanda en declaración 

'de simulación, ha debido "no solamente establecer el de-
recho de propiedad de la señora Hernández, sino que ha 
debido, además, comprobar que el exponente era de mala 
fe, que conocía que el inquilino no era propietario de los 
efectos embargados, los cuales habían sido adquiridos por 
la señora Hernández, y así había dado motivos justificati-
vos acerca de la nulidad del embargo y de la restitución 
de bienes embargados a su propietaria"; pero 

Considerando que la Corte a qua no tenía para que 
comprobar la "mala fe" del locador, estableciendo, en he-
cho, que éste "conocía que el inquilino no era propietario 
de los efectos embargados", ya que la cuestión inherente 
a la mala fe del locador no estaba en causa, pues, como se 
ha expresado ya, el actual recurrente no invocó ante los 
jueces del fondo el privilegio consagrado en beneficio del 
locador por el párrafo 1 del artículo 2102 del Código Ci-
vil; 

Considerando, en cuanto al tercero y último medio, en 
el cual se denuncia la ausencia de base legal; que el recu-
rrente fundamenta este medio en las siguientes razones: 
1) En que la sentencia impugnada lo condenó en costas sin 
ponderar el hecho relativo a la aquiescencia dada por la 
actual intimada al recurso de oposición contra la senten- 

a del veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta, 
así como el hecho de que el asentimiento mencionado no 
Podía estar suscrito por la señora Hernández de Espinal, 
a causa de encontrarse fuera del país; 2) En que la sen- 
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cedente e infundada, "la demanda en reivindicación de efec-
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tencia impugnada lo condena en costas, sobre su recurso 
de oposición, sin dar motivos que permitan reconocer si se 

 hizo una aplicación correcta del artículo 130 del Código de 
Procedimiento Civil, sin analizar las razones que tuvo la 
Suprema Corte para casar la sentencia del seis de octubre 
de mil novecientos cincuenta y uno, pronunciada por la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana; y 3) E n 

 que dicho fallo no indica si el exponente era de mala fe 
y conocía que la propiedad de los bienes muebles que 
guarnecían la casa alquilada y que fueron embargados eje-
cutivamente, pertenecían a la actual intimada y no al in-
quilino José Sacas; pero 

Considerando que en el examen del segundo medio 
ha quedado definitivamente establecido: 1) Que la Corte 
a qua sólo podía estatuir sobre el recurso de apelación 
interpuesto por la actual intimada contra la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia de Benefactor, del cinco de 
octubre de mil novecientos cuarentinueve, y no con moti-
vo de los incidentes a que diera lugar el recurso de opo-
sición interpuesto por el recurrente contra la sentencia en 
defecto del veintinueve de abril de mil novecientos cin-
cuenta, el cual dejó de subsistir, en vista de que la sen-
tencia objeto de dicho recurso quedó aniquilada como con 
secuencia de la casación del fallo que la confirmó, de fe-
cha seis de octubre de mil novecientos cincuenta y uno: y 
2) Que la comprobación de la mala fe del locador era in-
diferente para la decisión del litigio, al no haberse preva-
lido el actual recurrente ante los jueces del fondo, del pri-
vilegio que ahora invoca por primera vez en casación; que, 
por consiguiente, el presente medio carece, como los ante-
riores, de todo fundamento y debe, por tanto, ser desesti-

mado; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza por improce -

dente e infundad, la excepción de nulidad del emplaza -

miento de casación, propuesto por la parte intimada; SE- 

'LINDO: Rechaza el recurso de casación interpuesto por -
Leonidas Rodríguez Piña, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha diez 
y nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y TERCERO: Condena al recurrente al pago de las costas, 
cuya distracción se ordena en provecho del Lic. Angel S. 
Canó Pelletier,  abogado, quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
guel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 

orel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
ontín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
mera Instancia del D. J. de Santo Domingo, de fecha 3 
julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lacinio Agustín Pichardo Fernández. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

11. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en lá Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día trece 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, años 

1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 24 9  de 

la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lacinio 
Agustín Pichardo Fernández, dominicano, mayor de edad, 
comerciante, casado, del domicilio y residencia de Santia-
go, portador de la Cédula Personal de Identidad número 
27222 de la serie 31, con el sello de Rentas Internas al día 
para el año 1953, No. 1283, contra sentencia correccional 
dictada, en grado de apelación, por la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo el tres de julio de mil novecientos cin-
,cuenta y tres, cuyo dispositivo se indica luego; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Migstrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de declaración del recurso levantada en 
la Secretaría de la Cámara a qua el mismo tres de julio de 
mil novecientos  cincuenta y tres, a requerimiento del re-
currente; 

 y vistos los artículos 4 de la Ley No. 1014, del 

currente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, 

 1935; lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: A) "que en fecha 11 del mes de Marzo del 
año 1953, fué sometido por ante el Representante del Mi-
nisterio Público del Juzgado de Paz de la lra. Circunscrip-
ción del Distrito Judicial de Santo Domingo, el nombrado 
Lacinio Agustín Pichardo Fernández, prevenido del deli-
to de contrabando; B), que en fecha 24 de abril de 1953, 
el Juzgado de Paz de la lra. Circunscripción dictó una 
sentencia  cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIME-
RO: Rechazar, el pedimento de reenvío por el prevenido 
Lacinio Agustín Pichardo Fernández, tendente a ordenar 
un experticio, peritaje y otras medidas de instrucción; SE-
GUNDO: Declara al nombrado Lacinio A. Pichardo Fernán-
dez, de generales anotadas, culpable del delito de intro-
ducción clandestina de objetos, productos, géneros o mer-
caderías, (326) Trescientas Veintiseis cadenas de oro; (2) 
Dos cadenas de plata; (2) Dos cadenas de metal dorado; 
(Un) paquetito conteniendo (59) cincuentinueve pedacitos 
de cadenas, de oro; (134) Ciento Treinticuatro medallas de metal plateado; (130) Ciento Treinta medallas de oro de di-
ferentes tamaños; de procedencia extranjera en el territo-
rio de la República, con el propósito de eludir el pago de los 

impuestos y derechos correspondientes; hecho previs- 
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to y sancionado por la ley No. 1197, sobre la Represión d 
Contrabando, vigente en la fecha de la comisión del 
cado delito; y, en consecuencia, acogiendo a su favor cir_ 
cunstancias atenuantes lo condena al pago de una multa 
de RD$10,931,54 (Diez Mil Novecientos Treinta y Un pe_ 
sos con Cincuenta y Cuatro Centavos Oro) duplo de los 
derechos e impuestos dejados de pagar por las mercancías; 
introducidas ilegalmente, que en caso de insolvencia com-
pensará con prisióri a razón de un día por cada peso o frac-. 
ción de peso dejado de pagar; TERCERO: Ordena, el co-• 
miso de los objetos, productos, géneros o mercaderías cl 
destinamente introducidos; CUARTO: Condena al inculpa 
do al pago de las costas' "; C), que Lacinio Agustín Pichar , 

 do Fernández interpuso recurso de alzada contra este fa.- 
llo, y la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera. 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo inició el. 
conocimiento del caso en audiencia del tres de julio de znil. 
novecientos cincuenta y tres, en la que el abogado del prez 
venido concluyó así: "Que se reenvíe la causa para que 
se cite al Inspector que hizo el allanamiento y para que. 
se  presenten los formularios de liquidación de la Adua-
na"; y el Ministerio Público dictaminó de este modo: "N 
nos oponemos al reenvío para citar al Inspector pero en 
cuanto a las facturas de liquidación esto no existe porque-
las mercancías no han pasado por la Aduana"; 

Considerando que, el mismo tres de julio de mil  
vecientos cincuenta y tres, la Primera Cámara Penal 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de S 
to Domingo pronunció la sentencia ahora impugnada, 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que de 
Declarar y Declara, bueno y válido en la forma el pres 
te recurso de apelación; SEGUNDO: Que debe Reenviar 
Reenvía, el conocimiento de la presente causa, para la 
diencia de las 9 de la mañana del día lunes 13 de julio 
año 1953; TERCERO: Que debe Ordenar y Ordena, la p 
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sentación de los libros de contabilidad del prevenido, los 
cuales se encuentran en la oficina de la Dirección General 
del Impuesto sobre Beneficios; CUARTO: Que debe Orde-
nar y Ordena, la citación del testigo Hermes Quezada; 
QUINTO: Que debe Reservar y Reserva, la decisión acer-
ca de las demás medidas de instrucción, para cuando el 
Tribunal lo juzgue indispensable; SEXTO: Que debe Re-
servar y Reserva, las costas; SEPTIMO: Que debe Decla-
rar y Declara, que la presente fijación de audiencia vale 
citación para el prevenido"; 

Considerando que el prevenido expone, en la declara-
ción de su recurso y como fundamentos de éste, "que el 
presente recurso de casación lo interpone por no encon-
trarse conforme con ningund de los términos de dicha sen-
tencia por cuanto él solicitó por conclusiones formales que 
se ordenara la presentación y anexión al expediente de to-
dos los documentos y archivos que le fueron incautados a 
requerimiento de la Dirección General de Aduana. así co-
mo la presentación y anexión al expediente de todas las 
liquidaciones correspondientes a las operaciones comercia-
les realizadas por el declarante con la Dirección General 
de Aduanas durante el período en que se acusa cometió el 
contrabando, y medidas que no fueron ordenados por di-
cha Sentencia, ni rechazadas, no obstante haberse solici-
tado. Que así mismo los motivos y medios específicos en 
los cuales fundamenta su recurso, lo expondrá por memo-
rial que dirigirá directamente a la Honorable Suprema 
Corte de Justicia como corte de Casación por ministerio 
de abogado"; pero, que el memorial enunciado no ha sida 
remitido a esta Suprema Corte; 

Considerando que la decisión impugnada expresa lo 
que sigue, para motivar su dispositivo: "que el prevenido 
ha solicitado que se reenvíe el conocimiento de la causa a 
fin de que: lo. Se ordene la citación del Inspector que se 
dice sorprendió el contrabando; 2o. Se presenten los libros 



to y sancionado por la ley No. 1197, sobre la Represión del 
Contrabando, vigente en la fecha de la comisión del 
cado delito; y, en consecuencia, acogiendo a su favor cir_ 
cunstancias atenuantes lo condena al pago de una multa 
de RD$10,931,54 (Diez Mil Novecientos Treinta y Un pe... 
sos con Cincuenta y Cuatro Centavos Oro) duplo de los 
derechos e impuestos dejados de pagar por las mercancías; 
introducidas ilegalmente, que en caso de insolvencia com 
pensará con prisión a razón de un día por cada peso o frac... 
ción de peso dejado de pagar; TERCERO: Ordena, el cc», 
miso de los objetos, productos, géneros o mercaderías clan-
destinamente introducidos; CUARTO: Condena al inculpa 
do al pago de las costas' "; C), que Lacinio Agustín Pichar: 
do Fernández interpuso recurso de alzada contra este fa 
llo, y la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo inició el 
conocimiento del caso en audiencia del tres de julio de • 
novecientos cincuenta y tres, en la que el abogado del p 
venido concluyó así: "Que se reenvíe la causa para que 
se cite al Inspector que hizo el allanamiento y para que. 
se  presenten los formularios de liquidación de la Adua-
na"; y el Ministerio Público dictaminó de este modo: "No. 
nos oponemos al reenvío para citar al Inspector pero en 
cuanto a las facturas de liquidación esto no existe porque-
las mercancías no han pasado por la Aduana"; 

Considerando que, el mismo tres de julio de roa  il no-
vecientos cincuenta y tres, la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo pronunció la sentencia ahora impugnada, con-
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe . 

 Declarar y Declara, bueno y válido en la forma el presen 
te recurso de apelación; SEGUNDO: Que debe Reenviar 
Reenvía, el conocimiento de la presente causa, para la au-
diencia de las 9 de la mañana del día lunes 13 de julio del 
año 1953; TERCERO: Que debe Ordenar y Ordena, la pre- 
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sentación de los libros de contabilidad del prevenido, los 
cuales se encuentran en la oficina de la Dirección General 
del Impuesto sobre Beneficios; CUARTO: Que debe Orde-
nar y Ordena, la citación del testigo Hermes Quezacfa; 
QUINTO: Que debe Reservar y Reserva, la decisión acer-
ca de las demás medidas de instrucción, para cuando el 
Tribunal lo juzgue indispensable; SEXTO: Que debe Re-
servar y Reserva, las costas; SEPTIMO: Que debe Decla-
rar y Declara, que la presente fijación de audiencia vale 
citación para el prevenido"; 

Considerando que el prevenido expone, en la declara-
ción de su recurso y como fundamentos de éste, "que el 
presente recurso de casación lo interpone por no encon-
trarse conforme con ningunci de los términos de dicha sen-
tencia por cuanto él solicitó por conclusiones formales que 
se ordenara la presentación y anexión al expediente de to-
dos los documentos y archivos que le fueron incautados a 
requerimiento de la Dirección General de Aduana. así co-
mo la presentación y anexión al expediente de todas las 
liquidaciones correspondientes a las operaciones comercia-
les realizadas por el declarante con la Dirección General 
de Aduanas durante el período en que se acusa cometió el 
contrabando, y medidas que no fueron ordenados por di-
cha Sentencia, ni rechazadas, no obstante haberse solici-
tado. Que así mismo los motivos y medios específicos en 
los cuales fundamenta su recurso, lo expondrá por memo-
rial que dirigirá directamente a la Honorable Suprema 
Corte de Justicia como corte de Casación por ministerio 
de abogado"; pero, que el memorial enunciado no ha sida 
remitido a esta Suprema Corte; 

Considerando que la decisión impugnada expresa lo 
que sigue, para motivar su dispositivo: "que el prevenido 
ha solicitado que se reenvíe el conocimiento de la causa a 
fin de que: lo. Se ordene la citación del Inspector que se 
dice sorprendió el contrabando; 2o. Se presenten los libros 
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de contabilidad del prevenido; 3o. Se presenten las factu-
ras de las liquidaciones de derechos aduanales pagados por 
el prevenido; 4o. Se presenten todos los documentos que 
se le incautaron al prevenido; que los libros de contabili-
dad del prevenido que figuraban en el expediente, fueron 
enviados a la Dirección General de Impuesto sobre Bene-
ficios a solicitud de esta oficina, para realizar determina-
das investigaciones referentes a las ventas y beneficios ob-
tenidos por el inculpado Lacinio A. Pichardo durante los 
años del 1949 al 1952; que para una mejor sustanciación 
de esta causa, deben ser presentados los indicados libros 
de contabilidad, así como ordenar la citación del testigo 
Hermes Quezada; que en cuanto a las demás medidas de 
instrucción, solicitados por el prevenido, procede reservar 
la decisión acerca de ellas, para cuando el Tribunal lo es-
time indispensable"; que el examen de lo copiado y del 
dispositivo del fallo pone de manifiesto que la Cámara 
a qua hizo uso de los poderes soberanos de que para la 
sustanciación de la causa, estaba investida al disponer 
cuanto dispuso, sin lesionar los derechos del actual recu-
rrente ni cometer violación alguna de la ley; y 

Considerando que ni en el aspecto señalado ni en otro 
alguno, de forma o de fondo, se encuentran en la decisión 
de que se trata vicios que pudieran conducir a su anula-
ción; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-

terpuesto 

 

 por Lacinio Agustín Pichardo Fernández, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
de fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta y tres 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena al recurrente al pago de las cos-

tas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
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Morel.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—. 
Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

ir 
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de contabilidad del prevenido; 3o. Se presenten las factu-
ras de las liquidaciones de derechos aduanales pagados po r 
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se le incautaron al prevenido; que los libros de contabili-
dad del prevenido que figuraban en el expediente, fueron 
enviados a la Dirección General de Impuesto sobre Bene-
ficios a solicitud de esta oficina, para realizar determina-
das investigaciones referentes a las ventas y beneficios ob-
tenidos por el inculpado Lacinio A. Pichardo durante los 
años del 1949 al 1952; que para una mejor sustanciación 
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de contabilidad, así como ordenar la citación del testigo 
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cuanto dispuso, sin lesionar los derechos del actual recu-
rrente ni cometer violación alguna de la ley; y 

Considerando que ni en el aspecto señalado ni en otro 
alguno, de forma o de fondo, se encuentran en la decisión 
de que se trata vicios que pudieran conducir a su anula-
ción; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Lacinio Agustín Pichardo Fernández, contra 
sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, 
de fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta y tres 
cuyo dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del 
presente fallo, y condena al recurrente al pago de las cos-
tas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A- 

orel.— Ambrosio Alvarez Aybar.— Damián Báez B.—
Néstor Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico, (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE AGOSTO DE 1953 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 29 
de enero de 1953. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Laudelina Díaz y Francisco Mercedes.— Abogados: 
Doctores César Lara Mieses e Hipólito Sánchez Báez. 

Intimado: Pedro Hernández Rivera.— Abogado: Dr. D. Primitivo 
Santana Hirujo. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente con stituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-: 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día tre-
ce del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 

249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Laudeli-
na Díaz, dominicana, mayor de edad, soltera, ocupada en 
los quehaceres del hogar, domiciliada en el sitio de San 
Francisco, común y provincia del Seibo, y residencia acci-
dental, en Ciudad Trujillo, portadora de la cédula perso- • 
nal de identidad número 9816, serie 23, con sello número 
789378, quien actúa en su propio nombre y en representa -

ción de sus hermanos Isabel, Teolinda, Elvira, Juana. An- 
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gélica, Lorenzo y Santiago Díaz, sucesores de Tomás Díaz; 
y Francisco Mercedes, dominicano, mayor de edad, vete-
rano del Ejército Nacional, agricultor, casado, domiciliado 
y residente en Hato Mayor, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 3263, serie 27, sello número 98-
2902, por sí y también en nombre y representación de los 
sucesores de Tomás Díaz, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, de fecha veintinueve de enero de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. César Lara Mieses, portador de la cédula 
personal de identidad número 17238, serie 47, con sello 
número 8508, por sí y por el Dr. Hipólito Sánchez Báez, 
portador de la cédula personal de identidad número 32218, 
serie 1, con sello número 7265, abogados, ambos, de la par-
te recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. D. Primitivo Santana Hirujo, portador de 
la cédula personal de identidad número 35916, serie 1, con 
sello número 8933, abogado de la parte intimada, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados de la parte intimante, en el cual se alegan las vio-
laciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo 
• gado de la parte intimada, Pedro Hernández Rivera, nor-

teamericano (puertorriqueño), mayor de edad, casado, do-
micilado y residente en Hato Mayor, portador de la cédu-
la personal de identidad número 2, serie 27, con sello nú-
mero 1855; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 137 y 139 de la Ley de Re- 
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Doctores César Lara Mieses e Hipólito Sánchez Báez. 
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Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
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Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-: 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día tre-
ce del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 
años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restauración y 

249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Laudeli-
na Díaz, dominicana, mayor de
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 dad, soltera, ocupada en 

los quehaceres del hogar, domiciliada en el sitio de San 
Francisco, común y provincia del Seibo, y residencia acci-
dental, en Ciudad Trujillo, portadora de la cédula perso- • 
nal de identidad número 9816, serie 23, con sello número 
789378, quien actúa en su propio nombre y en representa -

ción de sus hermanos Isabel, Teolinda, Elvira, Juana, An- 
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gélica, Lorenzo y Santiago Díaz, sucesores de Tomás Díaz; 
y Francisco Mercedes, dominicano, mayor de edad, vete-
rano del Ejército Nacional, agricultor, casado, domiciliado 
y residente en Hato Mayor, portador de la cédula perso-
nal de identidad número 3263, serie 27, sello número 98-
2902, por sí y también en nombre y representación de los 
sucesores de Tomás Díaz, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, de fecha veintinueve de enero de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se indica 
más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el Dr. César Lara Mieses, portador de la cédula 
personal de identidad número 17238, serie 47, con sello 
número 8508, por sí y por el Dr. Hipólito Sánchez Báez ; 

 portador de la cédula personal de identidad número 32218, 
serie 1, con sello número 7265, abogados, ambos, de la par-
te recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. D. Primitivo Santana Hirujo, portador de 
la cédula personal de identidad número 35916, serie 1, con 
sello número 8933, abogado de la parte intimada, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado por los abo-
gados de la parte intimante, en el cual se alegan las vio-
laciones de la ley que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abo 
• gado de la parte intimada, Pedro Hernández Rivera, nor-

teamericano (puertorriqueño), mayor de edad, casado, do-
/Mellado y residente en Hato Mayor, portador de la cédu-
la personal de identidad número 2, serie 27, con sello nú-
mero 1855; 
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, liberado, y vistos los artículos 137 y 139 de la Ley de Re- 

1 y 



• 

1578 
	 BOLETÍN JUDICIAL 

gistro de Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, 
y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta: a) 
que en fecha veintitrés de abril de mil novecientos cin-
cuenta y uno, Francisco Mercedes, en nombre y represen-
tación de los sucesores de Tomás Díaz, elevó al Tribunal 
Superior de Tierras una instancia en revisión por causa 
de fraude, contra el Decreto No. 51-1771, transcrito en 
en fecha cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y 
uno, por el cual se ordenó el registro de la Parcela No. 
268, del Distrito Catastral No. 38, de la Provincia del Sey-
bo, sitio de San Francisco, en favor de Pedro Hernández 
Rivera; b) que en fecha 'veinticinco de ese mismo mes de 
abril Laudelina (Audita) Díaz, por sí y en nombre y repre-
sentación de los demás sucesores de Tomás Díaz elevó otra 
instancia al Tribunal Superior de Tierras, por medio de 
la cual ratificaba el recurso de ,  revisión que había inter-
puesto Francisco Mercedes, el indicado veintitrés de abril; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: Se declaran inadmisi-
bles los recursos de revisión por causa de fraude intenta-
dos en fecha 24 y 25 de abril del 1952, por los señores 
Francisco Mercedes y Audita o Laudelina Díaz, respectiva-
mente, actuando en nombre de ésta y de los sucesores de 

Tomás Díaz"; 
Considerando que los recurrentes invocan en su me-

morial de casación los siguientes medios: lo. Violación y 
falsa aplicación del artículo 137 de la Ley de Registro de 
Tierras; 2o. Violación y falsa aplicación del artículo 139 de 
la misma ley; 3o. Falta de base legal; medios que serán 
examinados conjuntamente por la relación que tienen en- 

tre sí; 
Considerando que en el desarrollo de su memorial los 

recurrentes alegan en relación con la violación del artícu-
lo 137 de la Ley de Registro de Tierras, lo siguiente: "Los 
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Suc. de Tomás Díaz interpusieron recurso de revisión por 
fraude contra el Decreto de Registro No 51-1771, de fecha 
30 de Mayo del 1951, transcrito en fecha cuatro de junio 
del 1951, en tiempo hábil, en el mes de abril de 1952, por 
instancias suscritas por los señores Francisco Mercedes y 
Laudelina (Audita) Díaz, es decir, dos meses antes del ven-
cimiento del plazo que la Ley les acordaba para ello, y por 
consiguiente el Tribunal a-quo al declarar inadmisible el 
recurso porque las instancias que fueron depositadas en 
tiempo hábil en la Secretaría del Tribunal de Tierras, fue-. 
ron notificadas a la parte contraria (Pedro Hernández Ri-
vera), el 9 de julio de 1952, ha hecho una falsa aplicación 
y ha violado el artículo 137 de la Ley de Registro de Tie-
rras, porque extendió los efectos de este artículo más allá  
de sus previsiones, ya que dicho Art. en ninguna parte di-
ce que la notificación o copia del recurso debe hacerse. 
dentro del plazo de un añil"; y en cuanto al citado artícu-
lo 139 que este otro texto ha sido violado en la sentencia 
impugnada, porque el Tribunal Superior de Tierras ha pre-
tendido fijar un plazo para la notificación, a la parte, del 
recurso de revisión, cuando este artículo no establece nin-
gún plazo para que el recurrente notifique el recurso de 
revisión que conforme al artículo 137 puede interponer an-
te el Tribunal de Tierras en el plazo de un año; pero 

Considerando que la Ley de Regisfro de Tierras al es-
tablecer, en el capítulo XV, el procedimiento a seguir en 
el recurso de revisión por causa de fraude dispone en su 
artículo 137: "Toda persona que fuere privada de un te-
rreno o de algún interés en el mismo, por una sentencia, 
mandamiento o decreto de registro obtenido fraudulenta-
mente, podrá solicitar del Tribunal Superior de Tierras, 
un plazo no mayor de un año después de haber sido trans-
crito el decreto de registro en la oficina del Registrador 
de Títulos correspondiente, la revisión por causa de frau-
de de dicho decreto de registro"; y en el artículo 139: "El 
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gistro de Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil, 
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mente, actuando en nombre de ésta y de los sucesores de 

Tomás Díaz"; 
Considerando que los recurrentes invocan en su me-

morial de casación los siguientes medios: lo. Violación y 
falsa aplicación del artículo 137 de la Ley de Registro de 
Tierras; 2o. Violación y falsa aplicación del artículo 139 de 
la misma ley; 3o. Falta de base legal; medios que serán 
examinados conjuntamente por la relación que tienen en- 

tre sí; 
Considerando que en el desarrollo de su memorial los 
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lo 137 de la Ley de Registro de Tierras, lo siguiente: "Los 
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dentro del plazo de un af19"; y en cuanto al citado artícu-
lo 139 que este otro texto ha sido violado en la sentencia 
impugnada, porque el Tribunal Superior de Tierras ha pre-
tendido fijar un plazo para la notificación, a la parte, del 
recurso de revisión, cuando este artículo no establece nin-
gún plazo para que el recurrente notifique el recurso de 
revisión que conforme al artículo 137 puede interponer an-
te el Tribunal de Tierras en el plazo de un año; pero 

Considerando que la Ley de Registro de Tierras al es-
tablecer, en el capítulo XV, el procedimiento a seguir en 
el recurso de revisión por causa de fraude dispone en su 
artículo 137: "Toda persona que fuere privada de un te-
rreno o de algún interés en el mismo, por una sentencia, 
mandamiento o decreto de registro obtenido fraudulenta-
mente, podrá solicitar del Tribunal Superior de Tierras, 
un plazo no mayor de un año después de haber sido trans-
crito el decreto de registro en la oficina del Registrador 
de Títulos correspondiente, la revisión por causa de frau-
de de dicho decreto de registro"; y en el artículo 139: "El 
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Tribunal Superior de Tierras quedará apoderado del ca 
por instancia en la cual debe figurar para que sea acepta 
da. una constancia de habérsele dado copia a la parte co n 

 tra la cual se persigue la acción"; 

Considerando que aados los términos claros y precis 
de este último texto legal, forzoso es reconocer, que el r 
curso de revisión por causa de fraude debe reputarse 
terpuesto el día en que se le da copia de la instancia 
intimado, toda vez que el Tribunal de Tierras no pue 
aceptar la instancia, y no queda, por tanto, apoderado d 

recurso. si  no se Ie demuestra que el intimado ha sido p11,-. 
to en conocimiento de la acción que contra él se ha e3c: 
cido; 

Considerando que son hechos constantes en el 
impugnado: al que el Decreto de Registro No. 51-1771, qu_ 
ampara la Parcela No. 268, del Distrito Catastral No 35 
de la común del Seybo, dictado en favor de Pedro Hernán-

dez Rivera, fué transcrito en fecha cuatro de julio de mi: 
novecientns cincuenta y uno y las instancias de revisión 
por causa de fraude sometidas por Francisco Mercedes 
Laudelina (Audita) Díaz, tienen fecha veinticuatro y vein-

ticinco de abril del año mil novecientos- cincuenta y uno, 
respectivamente, y b) que dichas instancias fueron notifi-

cadas por acto de alguacil a la parte intimada, el día nue-

ve de julio de mil novecientos cincuenta y dos, esto es. -  

después de un año de haber sido transcrito el Decreto de 
Registro correspondiente: 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente 

que el Tribunal a quo al declarar inadmisibles los recur-

sos de revisión por causa de fraude que les fueron someti 

dos, por haber sido interpuestos tardíamente, ha aplicado 

correctamente los artículos 137 y 139 de la Ley de Regís . 

 tro de Tierras. y que, por lo mismo, debe ser también des-

estimado el medio concerniente a la falta de base legal  

alegado por los recurrentes en el tercer término, fundado 
en  que se le ha dado a los referidos textos legales un al-
cance y una interpretación que no tienen; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Laudelina Díaz y compartes, con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintinueve de enero de mil novecientos cincuenta y tres. 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo. 
y SEGUNDO: Condena a la parte intimante al pago de las 
coostas, distrayéndolas en provecho del abogado de la par-
te intimada, Dr. D. Primitivo Santana Hirujo, quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): H. Herrera 	J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B..— Néstor 
Confin Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



1580 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

Tribunal Superior de Tierras quedará apoderado del cas 
por instancia en la cual debe figurar para que sea acepta 
da. una constancia de habérsele dado copia a la parte con 
tra la cual se persigue la acción"; 

Considerando que aados los términos claros y precis 
de este último texto legal, forzoso es reconocer, que el re.. 
curso de revisión por causa de fraude debe reputarse in 
terpuesto el día en que se le da copia de la instancia a 
intimado, toda vez que el Tribunal de Tierras no pued 
aceptar la instancia, y no queda, por tanto, apoderado de 

recurso. si  no se Ie demuestra que el intimado ha sido pues 
to en conocimiento de la acción que contra él se ha eje 

cido; 

Considerando que son hechos constantes en el fallc 
=pugnado: al que el Decreto de Registro No. 51-1771, qu.: 
ampara la Parcela No. 268, del Distrito Catastral No 35 
de la común del Seybo, dictado en favor de Pedro Hernán-
dez Rivera, fué transcrito en fecha cuatro de julio de mi: 
novecientns cincuenta y uno y las instancias de revisión 
por causa de fraude sometidas por Francisco Mercedes 
Laudelina (Audita) Díaz, tienen fecha veinticuatro y vein-
ticinco de abril del año mil novecientos ,  cincuenta y uno. 
respectivamente, y b) que dichas instancias fueron notifi-
cadas por acto de alguacil a la parte intimada, el día nue-
ve de julio de mil novecientos cincuenta y dos, esto es. 
después de un año de haber sido transcrito el Decreto de 
Registro correspondiente: 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente 
que el Tribunal a quo al declarar inadmisibles los recur-
sos de revisión por causa de fraude que les fueron someti

-

dos, por haber sido interpuestos tardíamente, ha aplicado 
correctamente los artículos 137 y 139 de la Ley de Regis -

tro de Tierras. y que, por lo mismo, debe ser también des-
estimado el medio concerniente a la falta de base legal. 

 

BOLETÍN JUDICIAL 

alegado por los recurrentes en el tercer término, fundado 
en  que se le ha dado a los referidos textos legales un al-
ance y una interpretación que no tienen; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Laudelina Díaz y compartes, con- 

a sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
tinueve de enero de mil novecientos cincuenta y tres. 

o dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo. 
SEGUNDO: Condena a la parte intimante al pago de las 
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intimada, Dr. D. Primitivo Santana Hirujo, quien afirma 
berlas avanzado en su mayor parte. 
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Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.-- Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 7 d e 
 Noviembre de 1950. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Lic. Luis Israel Alvarez Cabrera.— Abogado: Lic. 
Rafael F. Bonnelly. 

Intimado: Juana Carrasco Vda. Tavera y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez , B. y Néstor 
Contín Aybar, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to de Santo Domingo, hoy día trece del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y tres, años 110 9  de la Indepen-

dencia, 909  de la Restauración y 24 9  de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Licen-
ciado Luis Israel Alvarez Cabrera, dominicano, mayor de 
edad, casado, abogado y hacendado, domiciliado y residen-
te en la ciudad de Monte Cristy, portador de la cédula per-
sonal de identidad serie 41, número 31, con sello de reno-
vación No. 185, contra sentencia del Tribunal Superior de  

erras, de fecha siete de noviembre de mil novecientos 
cuenta, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lavRis  República; 

memorial Visto e morial de casación presentado por el Li-
cenciado Rafael F. Bonnelly, portador de la cédula perso-
nal de identidad serie 31, número 128, con sello de reno-
vación número 23338, abogado del recurrente, en el cual 
se alegan las violaciones de la ley que luego se indican; 

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha siete de mayo de mil novecientos cincuentitrés,_ 
por la cual se considera en defecto a los intimados Juana 
Carrasco viuda Tavera, Saturnina Tavera Carrasco, Aqui-
lina Tavera Carrasco, Lorenzo Tavera Carrasco, Marce-
la Tavera Carrasco, Gregoria Tavera Carrasco, José Tave-
ra Carrasco, José Carrasco Alemán y Eulalia Belliard; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 84, 89 y siguientes, 132, 
133, 134 y 136 de la Ley de Registro de Tierras No. 1542, 
de 1947; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada consta lo 
siguiente: a) "que el Juez de Jurisdicción Original en la 
sentencia apelada dió acta al Lic. Alvarez Cabrera de su 
renuncia, formulada respecto de su interés en el procedi-
miento en depuración de títulos del sitio de "Carbonera"; 
b) "que de las notas taquigráficas de la audiencia de juris-
dicción Original se comprueba que el Lic. Luis Israel Al-
varez declaró al Juez a quo que renunciaba a su interés 
en la depuración de títulos, porque prefería aplicar sus tí-
tulos de pesos para apoyar su reclamación de las parce-
las No. 7, 17, 18 y 22 del D. C. No. 21, de la Común de 
Monte Cristy"; y c) "que inconforme con esta decisión el 
Lic. Alvarez Cabrera apeló de ella por estimar que el Juez 
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ra Carrasco, José Carrasco Alemán y Eulalia Belliard; 
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Lic. Alvarez Cabrera apeló de ella por estimar que el Juez 
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a quo dió una mala interpretación a sus palabras, porqu e 
 no ha tenido la intención de renunciar a sus derechos co-

mo accionista del sitio"; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada, es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se Re-
chazan por infundadas, las apelaciones interpuestas p or 

 los señores Manuel de Jesús Cordero (a) Milico y Lic. Is-
rael Alvarez Cabrera, en fechas 1 9  y 22 de noviembre 
1949. respectivamente, contra la Decisión No. 1 del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 8 d e 

 octubre de 1949, relativa a la depuración de títulos del si-
tio de "Carbonera", Distrito Catastral No. 21 de la Co-
mún de Montecristi.— SEGUNDO: Se confirma la Decisión 
de Jurisdicción Original mencionada, con la modificación 
indicada, para que su dispositivo sea como sigue: 1 9— 
Que debe Declarar y Declara bueno y válido, el título de 
fecha 3 de Abril de 1934, instrumentado por el Notario 
Librado Eugenio Beliard, por la cantidad de Veinte Pesos 
de Acciones de Terreno, del sitio de "Carbonera", común 
de Montecristi, en favor de los Sucesores de Pedro María 
Taveras, domiciliado y residente en "Cayuco", sección de 
la común de Dajabón. 2 9— Que debe Declarar y Decla-
ra bueno y válido, el título de fecha 27 de júnio de 1927, 
instrumentado por el Notario Librado Eugenio Beliard, 
por la cantidad de Veinticinco Pesos de Acciones de Te-, 
rreno, del sitio de "Carbonera", común de Montecristi, en 
favor del Sr. José Carrasco, dominicano, mayor de edad, 
casado con Tana Carrasco, agricultor, domiciliado y resi-
dente en "Cayuco", común de Dajabón. 39-- Que debe De-
clarar y Declara bueno y válido, el título de fecha 3 de 
Diciembre de 1941, instrumentado por el ex Notario Cris-
pín José Grullón Chávez, por la cantidad de Veinte Pe -

sos con Ochenta y Tres Centavos de Acciones de Terreno ,  

del sitio de "Carbonera", común de Montecristi, en favor 

de la señora Eulalia Beliard, dominicana, mayor de edad ,  

soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residente en la 

sección del "Copey", común de Montecristi, Cédula No. 
154, serie 41.— 49—Que debe Rechazar y Rechaza por im-
procedente y mal fundada, la reclamación que sobre el ac-
to  de fecha 31 de mayo de 1930, han formulado los "Su-
cesores Crisanty-Metz, domiciliados y residentes en la ciu-
dad de Montecristi. 5 9— Que debe Rechazar y Rechaza 
por improcedente y mal fundada, la reclamación que so-
bre Doscientos Pesos de Acciones de Terreno, del sitio de 
"Carbonera", ha formulado el Sr. Manuel de Jesús Corde-
ro (a) Milico, dominicano, mayor de edad, soltero, hacen-
dado, domiciliado y residente en la calle Beller de la ciu-
dad de Dajabón, Cédula No. 307, Serie 41, Sello 9534. 6 4

—Se Excluyen del cómputo del sitió de "Carbonera", los tí-
tulos depositados por el Lic. Israel Alvarez Cabrera, do-
minicano, mayor de edad, casado, hacendado, domiciliado 
y residente en la casa No. 68 de la calle "Presidente Vás-
quez", de la ciudad de Montecristi, depositados en apoyo 
de sus reclamaciones de las parcelas Nos. 7, 12, 17, 18 y 

, 22 del Distrito Catastral No. 21 de la común de Montecris-
ti. 7 9— Que debe Declarar y Declara, que los títulos de 
pesos o acciones buenos y válidos en el sitio de "Carbo-
nera", de la común de Montécristi, ascienden a la canti-
dad de Sesenta y Cinco Pesos con Ochenta y Tres Centa-
vos de Acciones de Terrenos. Y por esta sentencia definiti-
va, así se pronuncia, ordena, manda y firma"; 

Considerando que en el desarrollo de su memorial de 
casación, el recurrente señala los siguientes medios: 1) "In-
suficiencia de motivos (violación del artículos 84 de la Ley, 
de Registro de Tierras") y "Falta de base legal"; 2) "Vio-
lación del artículo 91 de la Ley de Registro de Tierras"; y 
3) "Insuficiencia de motivos (violación del artículo 84 de 

kde la misma 	
de Tierras) y violación del artículo 15. 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1585, 1584 	 BOLETÍN JUDICIAL 

a quo dió una mala interpretación a sus palabras, porq ue 
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Librado Eugenio Beliard, por la cantidad de Veinte Pesos 
de Acciones de Terreno, del sitio de "Carbonera", común 
de Montecristi, en favor de los Sucesores de Pedro María 
Taveras, domiciliado y residente en "Cayuco", sección de 
la común de Dajabón. 2 9— Que debe Declarar y Decla-
ra bueno y válido, el título de fecha 27 de junio de 1927, 
instrumentado por el Notario Librado Eugenio Beliard, 
por la cantidad de Veinticinco Pesos de Acciones de Te-
rreno, del sitio de "Carbonera", común de Montecristi, en 
favor del Sr. José Carrasco, dominicano, mayor de edad, 
casado con Tana Carrasco, agricultor, domiciliado y resi-

dente en "Cayuco", común de Dajabón. 3 9— Que debe De-
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Diciembre de 1941, instrumentado por el ex Notario Cris-
pin José Grullón Chávez, por la cantidad de Veinte Pe -

sos con Ochenta y Tres Centavos de Acciones de Terreno ,  

del sitio de "Carbonera", común de Montecristi, en favor 

de la señora Eulalia Beliard, dominicana, mayor de edad. 

Soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residente en la 

sección del "Copey", común de Montecristi, Cédula No. 

154, serie 41.— 49—Que debe Rechazar y Rechaza por im-
procedente y mal fundada, la reclamación que sobre el ac-
to  de fecha 31 de mayo de 1930, han formulado los "Su-

cesores Crisanty-Metz, domiciliados y residentes en la ciu-

dad de Montecristi. 5 9— Que debe Rechazar y Rechaza 
por improcedente y mal fundada, la reclamación que so-
bre Doscientos Pesos de Acciones de Terreno, del sitio de 
"Carbonera", ha formulado el Sr. Manuel de Jesús Corde-
ro (a) Milico, dominicano, mayor de edad, soltero, hacen-
dado, domiciliado y residente en la calle Beller de la ciu-
dad de Dajabón, Cédula No. 307, Serie 41, Sello 9534. 6 9— 

e Excluyen del cómputo del sitió de "Carbonera", los tí-
tulos depositados por el Lic. Israel Alvarez Cabrera, do-
minicano, mayor de edad, casado, hacendado, domiciliado 
y residente en la casa No. 68 de la calle "Presidente Vás-
quez", de la ciudad de Montecristi, depositados en apoyo 
de sus reclamaciones de las parcelas Nos. 7, 12, 17, 18 y 
22 del Distrito Catastral No. 21 de la común de Montecris-
ti. 79— Que debe Declarar y Declara, que los títulos de 
pesos o acciones buenos y válidos en el sitio de "Carbo-
nera", de la común de Montecristi, ascienden a la canti-
dad de Sesenta y Cinco Pesos con Ochenta y Tres Centa-
vos de Acciones de Terrenos. Y por esta sentencia definiti-
va, así se pronuncia, ordena, manda y firma"; 

Considerando que en el desarrollo de su memorial de 
casación, el recurrente señala los siguientes medios: 1) "In-
suficiencia de motivos (violación del artículos 84 de la Ley 
de Registro de Tierras") y "Falta de base legal"; 2) "Vio-
lación del artículo 91 de la Ley de Registro de Tierras"; y 
3) "Insuficiencia de motivos (violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras) y violación del artículo 15. 
de la misma ley"; 
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Considerando, en cuanto a todos los medios del recur. 
so, los cuales se reúnen por la relación que tienen entre 
sí, que el examen de la sentencia impugnada revela qu e 

 la apelación del Lic. L. Israel Alvarez Cabrera fué recha-
zada: a) porque el plazo para depositar los títulos de pesos 
para la depuración del sitio de "Carbonera" "había ven. 
cido el dieciocho del mes de abril del año mil novecientos 
cuarentiocho" y "en el plazo indicado el Lic. Luis Israel 
Alvarez debió depositar en la Secretaría del Tribunal de 
Tierras de Santiago sus títulos de pesos; y si sus docu-
mentos se encontraban depositados en este Tribunal en apn. , 

 yo de otras reclamaciones, en otros expedientes, él estaba 
en la obligación de ponerlo en conocimiento del Juez, pe. 
ro siempre dentro del plazo de dos meses que acuerda el 
Art. 91 de la Ley de Registro de Tierras"; y b), porque, 
"además consta en las notas taquigráficas de la audiencia 
de Jurisdicción Original que el Lic. Luis Israel Alvarez 
C. declaró lo siguiente: "como no tengo interés en tener 
más tierra, sino con la tierra que tengo en parcelas me 
basta, yo quiero consolidar los derechos que tengo en mis 
parcelas y prefiero aplicarlos a dichas reclamaciones, etc." 
y luego al preguntársele si renunciaba a su interés en la 
depuración de títulos de "Carbonera" dijo: "si señor, re-
nuncio"; 

Considerando en cuanto a los fundamentos de la sen-
tencia impugnada señaladas en la letra a), que el Tribunal 
a quo al considerar que el plazo para depositar los títulos 
de pesos para la depuración del sitio de "Carbonera" "ha-
bía vencido el dieciocho del mes de abril del año mil nove-
cientos cuarenta y ocho, ya que la tercera y última publi-
cación fué hecha el dieciocho de febrero del año mil no-
vecientos cuarentiocho, y el plazo de dos meses comienza 
a correr según el Art. 91 de la Ley de Registro de Tie-
rras "a contar de la fecha de su última publicación", in -

.dica, como ya se ha puesto de manifiesto, cuáles eran las  

obligaciones del Lic. L. Israel Alvai ez Cabrera, dentro del 
referido plazo, pero al examinar el expediente, en rela-
ción con la conducta del recurrente al respecto, se limita 
a señalar "que en fecha diez de septiembre de mil nove-
vientos cuarenta y nueve el apelante le dirigió al Juez Lic. 
Francisco E. Veras, residente en Santiago, una instancia 
por la cual le suplica requerir del Secretario del Tribunal 
de Tierras el envío de los títulos que tiene depositados en 
el expediente catastral No. 21, común de Montecristi, que 
se refieren al sitio de "Carbonera", sin ponderar las cir-
cunstancias de hecho que puedan inferirse de la carta diri-
gida por el recurrente, en fecha treinta de marzo del mil 
novecientos cuarentiocho, al Juez encargado, en esa época, 
de la depuración de títulos del sitio de "Carbonera", Lic. 
Joaquín Alvarez, en la cual le recuerda que todos sus "do-
cumentos correspondientes al sitio de Carbonera fueron de-
positados en la Secretaría de ese Tribunal"; ni, tampo-
co, de las que puedan deducirse, del oficio No. 257, de fe-
cha siete de septiembre del mil novecientos cuarentinueve, 
del Secretario Delegado del Tribunal de Tierras, en San-
tiago Víctor M. Anzelloti C.; de la carta del Lic. L. I. Al-
varez C., al Lic. Joaquín E. Alvarez, Juez del Tribunal 
de Tierras, en Santiago, en fecha trece de septiembre del 
mil novecientos cuarentinueve; de la carta del mismo, di-
rigida en la indicada fecha, al ya mencionado Secretario 
Delegado Víctor M. Anzelloti C.; del oficio No. 288, de fe-
cha catorce de septiembre del mil novecientos cuarenti-
nueve dirigida por Leoncio Blanco Díaz, Secretario Delega-
do del Tribunal de Tierras en Santiago, al recurrente; de 
la exposición del recurrente al Tribunal Superior de Tie-
rras, de fecha dieciséis de septiembre del mil novecien-
tos cuarentinueve, y de la carta dirigida por el Secretario 
del Tribunal de Tierras, en fecha veintidós de septiembre 
del mil novecientos cuarentinueve; que esta serie de do-
cumntos figuran en el expediente, y fueron sometidos pa- 
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ra examen, a los jueces; que, consecuentemente, el Tribu-
nal a quo, no sólo hizo de los hechos una exposición in-
completa, sino que al no ponderar las circunstancias de he-
cho que se infieren de los referidos documentos, y las cua-
les son susceptibles por sí mismas o unidas en otras cir-
cunstancias, de influir eventualmente en la solución del, 
caso, no ha justificado legalmente, en cuanto a este pun-, 
to, su decisión; 

Considerando que, por otra parte, en cuanto a los fun 
damentos señalados en el letra b), que al limitarse a 
producir en su decisión lo consignado en la sentencia 
jurisdicción original y en las notas taquigráficas de la au 
diencia de la misma jurisdicción, al conocer de un recur-. 
so  de apelación fundado precisamente, en la inconformidad 
del recurrente acerca de la interpretación dada a sus pa-
labras, sin ponderar las declaraciones del recurrente 
que se refiere a su deposición en jurisdicción original, ha-
ce aclaraciones al respecto y niega su renuncia respecto 
a su interés en la depuración de títulos en el sitio de "Car-
bonera", constantes en las notas taquigráficas de la audien 
cia celebrada por el mismo, es evidente que el Trib 
a quo, no motivó suficientemene su decisión, de man 
que permita apreciar el verdadero sentido y alcance 
las frases del recurrente pronunciadas en la audiencia 
jurisdicción original, y que además permitan verificar, 
consecuencia si se ha hecho o no de la ley una correcta a 
catión; que, en tales condiciones, por tódo lo expuesto 
teriormente, la sentencia impugnada carece de base le 

Considerando, por último, que al no ser de orden p 
blico en materia civil la condenación en costas, ya q 
su objeto es regular los intereses puramente privados 
los litigantes, es improcedente pronunciar de oficio, 
condenación, cuando, como en la especie, la parte g 
ciosa no la haya pedido; 

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia pro-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha sie-
te de noviembre de mil novecientos cincuenta (Decisión 
No. 1, Depuración de Títulos, en el Distrito Catastral No. 
21, de la común de Montecristi, sitio de "La Carbonera"), 
en cuanto concierne al interés del recurrente Licenciado 
Luis Israel Alvarez Cabrera, y envía el asunto ante el 
mismo Tribunal Superior de Tierras. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado), Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
10 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Julián Nivar García. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun-
do Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A . 

Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito' de Santo Domingo, hoy día 
catorce del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 

tres, años 1109  de la Independencia, 90 9  de la Restaura-

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julián 
Nivar .García, mayor de edad, soltero, agricultor, domici-
liado y residente en La Vega, portador de la cédula per-
sonal número 57422, serie la., contra sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega de fecha diez de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 

Oído el magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha once de junio del 
corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 332 y 463, apartado 3o., del 
Código Penal, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo que sigue: "a) que con motivo de la querella presenta-
da en fecha veintiuno del mes de octubre del año mil nove-
cientos cincuenta y dos, por la señora Juana Moya, contra 
los nombrados Julián Nivar García, Juan Rodríguez y Ra-
món Vásquez Reyes, ante el Sargento de la Policía Nacional 
destacado en la sección de Hatillo, común de Cotuy, señor 
Julio C. Pimentel Arias, fueron traducidos a la acción de 
la justicia, Julián Nivar García, inculpado del crimen de 
estupro en perjuicio de la menor María Nereida Moya, 
(a) Nélsida y Juan Rodrígúez y Ramón Vásquez Reyes, 
como cómplices del primero en el mencionado crimen"; 
b) que en fecha dieciocho de octubre de mil novecientos 
cincuenta y dos, el Juez de Instrucción del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, dictó una providencia calificati-
va con el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Declarar, 
como al efecto declaramos: a) que existen cargos suficien-
tes para inculpar al procesado Julián Nivar García, de ge-
nerales que constan, como autor del crimen de estupro, 
en perjuicio de la menor de 17 años de edad María Ne-
reida Moya (a) Nélsida; hecho ocurrido en la sección de 
Hatillo de esta jurisdicción el día diecinueve del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y dos; b) que 
también existen cargos suficientes para inculpar a los nom-
brados Ramón Vásquez Reyes y Juan Rodríguez, de gene-
rales que constan, de complicidad en el crimen de estupro, 
de que está acusado Julián Nivar García, en perjuicio de 
la menor de 17 años de edad, María Nereida Moya (a) Nél- 
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sida; hecho ocurrido en la sección de Hatillo de esta ju-
risdicción, el día diecinueve del mes de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y dos; y por tanto, Mandamos 
y Ordenamos: PRIMERO: que los co-procesados Julián 
Nivar García, Juan Rodríguez y Ramón Vásquez Reyes, 
sean enviados al Tribunal Criminal, para que respondan 
de las infracciones a la Ley puestas a sus cargos y allí se 
les juzgue de conformidad con la Ley ... "; e) que apode-
rado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Sánchez Ramírez, previas las formalida-
des de ley, dictó sentencia en fecha diez de febrero de mil 
novecientos cincuenta y tres, y por el dispositivo de dicha 
sentencia declaró a los acusados Julián Nivar García, Juan 
Santiago Rodríguez y Ramón Vásquez Reyes, culpable el 
primero del crimen de estupro, en perjuicio de .María 
Nereida Moya (a) Nélsida, y a los dos últimos, culpables 
de complicidad en el mencionado hecho, y condenó al acu-
sado Julián Nivar García a la pena de un año de prisión 
correccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, y a los acusados Juan Santiago Rodríguez y Ramón 
Vásquez Reyes, a la pena de seis meses de prisión co-
rreccional cada uno, y a todos al pago de las costas pe-
nales; d) que en virtud de la apelación interpuesta por 

los acusados, la Corte a qua dictó la sentencia ahora im-

pugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Da acta de su 
desistimiento a los señores Juan Santiago Rodríguez y Ra-
món Vásquez Reyes; TERCERO: Confirma la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, el diez de febrero de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo copiado tex-

tual-mente, dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara a los nombrados Julián Nivar 
García, Juan Santiago Rodríguez y Ramón Vásquez Re- 

yes, acusados el primero de estupro, en perjuicio de Ma-
ría Nereida Moya (a) Nélsida, y los dos últimos de com-
plicidad en el mismo hecho, culpable del referido crimen 
y  en consecuencia se condena al nombrado Julián Nivar 
García a sufrir la pena de un año de prisión correccional ; 

 acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y los 
nombrados Juan Santiago Rodríguez y Ramón Vásquez 
Reyes a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio-
nal cada uno; SEGUNDO: ,  Condenar además a los acusa-
dos al pago de las costas'.— CUARTO: Condena a los refe-
ridos prevenidos Julián Nivar García, Juan Santiago Ro-
dríguez y Ramón Vásquez Reyes, al pago de las costas de 
la presente alzada"; 

Considerando que Julián Nivar García, al interponer 
su recurso de casación, no expuso ningún medio determi-
nado en apoyo del mismo; que, por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser examinada en todo cuanto concierna al 
interés de dicho recurrente; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba sometidos regularmen-
te al debate, estableció que el día diez y nueve de octubre 
de mil novecientos cincuenta y dos, el acusado Julián Ni-
var García en compañía de los nombrados Ramón Vásquez 
Reyes y Juan Santiago Rodríguez, se presentó a la casa de 
la señora Juana Moya, madre de la menor Nereida Moya 
(a) Nélsida, y después de- ingerir bebidas alcohólicas, co-
rno a la una de la madrugada, Julián Nivar García propu-
so llevarse a la citada menor y al negarse ésta y oponer-
se la madre, los tres acusados condujeron violentamente 
a la víctima a un puente que hay en la carretera y allí, 
'en un montonpito cercano, el acusado Julián Nivar García 
en presencia de los también acusados Ramón Vásquez Re-
yes y Juan Santiago Rodríguez, mediante violencias y ame-
nazas de muerte ejercidas sobre la menor María Nereida 
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sida; hecho ocurrido en la sección de Hatillo de esta ju-
risdicción, el día diecinueve del mes de octubre del año 
mil novecientos cincuenta y dos; y por tanto, Mandamos 
y Ordenamos: PRIMERO: que los co-procesados Julián 
Nivar García, Juan Rodríguez y Ramón Vásquez Reyes, 
sean enviados al Tribunal Criminal, para que respondan 
de las infracciones a la Ley puestas a sus cargos y allí se 
les juzgue de conformidad con la Ley .. ."; c) que apode-
rado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Sánchez Ramírez, previas las formalida-
des de ley, dictó sentencia en fecha diez de febrero de mil 
novecientos cincuenta y tres, y por el dispositivo de dicha 
sentencia declaró a los acusados Julián Nivar García, Juan 
Santiago Rodríguez y Ramón Vásquez Reyes, culpable el 
primero del crimen de estupro, en perjuicio de , María 
Nereida Moya (a) Nélsida, y a los dos últimos, culpables 
de complicidad en el mencionado hecho, y condenó al acu-
sado Julián Nivar García a la pena de un año de prisión 
correccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, y a los acusados Juan Santiago Rodríguez y Ramón 
Vásquez Reyes, a la pena de seis meses de prisión co-
rreccional cada uno, y a todos al pago de las costas pe-
nales; d) que en virtud de la apelación interpuesta por 
los acusados, la Corte a qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Da acta de su 
desistimiento a los señores Juan Santiago Rodríguez y Ra-
món Vásquez Reyes; TERCERO: Confirma la sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez, el diez de febrero de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente, dice así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara a los nombrados Julián Nivar 
García, Juan Santiago Rodríguez y Ramón Vásquez Re- 

yes, acusados el primero de estupro, en perjuicio de Ma-
ria Nereida Moya (a) Nélsida, y los dos últimos de com-
plicidad en el mismo hecho, culpable del referido crimen 
y" en consecuencia se condena al nombrado Julián Nivar 
.García a sufrir la pena de un año de prisión correccional ; 

 acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, y los 
nombrados Juan Santiago Rodríguez y Ramón Vásquez 
Reyes a sufrir la pena de seis meses de prisión correccio-
nal cada uno; SEGUNDO:= Condenar además a los acusa-
dos al pago de las costas'.— CUARTO: Condena a los refe-
ridos prevenidos Julián Nivar García, Juan Santiago Ro-
dríguez y Ramón Vásquez Reyes, al pago de las costas de 
a presente alzada"; 

Considerando que Julián Nivar García, al interponer 
su recurso de casación, no expuso ningún medio determi-
nado en apoyo del mismo; que, por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser examinada en todo cuanto concierna al 
interés de dicho recurrente; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba sometidos regularmen-
te al debate, estableció que el día diez y nueve de octubre 
de mil novecientos cincuenta y dos, el acusado Julián Ni-
var García en compañía de los nombrados Ramón Vásquez 
Reyes y Juan Santiago Rodríguez, se presentó a la casa de 
la señora Juana Moya, madre de la menor Nereida Moya 
(a) Nélsida, y después de- ingerir bebidas alcohólicas, co-
mo a la una de la madrugada, Julián Nivar García propu-
so llevarse a la citada menor y al negarse ésta y oponer-
se la madre, los tres acusados condujeron violentamente 
a la víctima a un puente que hay en la carretera y allí, 
en un monton;ito cercano, el acusado Julián Nivar García 
en presencia de los también acusados Ramón Vásquez Re-
yes y Juan Santiago Rodríguez, mediante violencias y ame-
nazas de muerte ejercidas sobre la menor María Nereida 
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Moya (a) Nélsida, tuvo con ésta ayuntamiento carnal nor- 

mal e ilícito; 
Considerando que en los hechos y circunstancias así 

comprobados y admitidos por la Corte a qua está carac-
terizado el crimen de estupro cometido en perjuicio de la 
menor de diez y siete años María Nereida Moya (a) Nélsi-
da, puesto a cargo del recurrente; que al condenar a éste a 
la pena de un año de prisión correccional, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, los jueces del fondo han 
hecho una correcta aplicación de los artículos 332 inciso 2, 

y ,463, inciso 3, del Código Penal; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

la sentencia impugnada no presenta vicio alguno que jus- 

tifique su casación; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Julián Nivar García, contra sen. , 

 tencia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha diez 
de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUN-
DO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 1953. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 18 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

urrente: César Severino Pereyra. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo' Sustitut9 de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César 
Severino Pereyra, dominicano, de veinte años de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en las Yayas de 
Azua, portador de la cédula personal de identidad No. 
10467, serie 3ra., con sello de renovación No. 1542715, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha dieciocho de junio de junio de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por la que- 



lA 

BOLETÍN JUDICIAL . BOLETÍN-  JUDICIAL 

Moya (a) Nélsida, tuvo con ésta ayuntamiento carnal nor- 

mal e ilícito; 
Considerando que en los hechos y circunstancias así 

comprobados y admitidos por la Corte a qua está carac-
terizado el crimen de estupro cometido en perjuicio de la 
menor de diez y siete años María Nereida Moya (a) Nélsi-
da, puesto a cargo del recurrente; que al condenar a éste a 
la pena de un año de prisión correccional, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, los jueces del fondo han 
hecho una correcta aplicación de los artículos 332 inciso 2, 

y Y4, inciso 3, del Código Penal; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

la sentencia impugnada no presenta vicio alguno que jus- 

tifique su casación; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Julián Nivar García, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega de fecha diez 
de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUN-
DO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 1953. 

ncia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 18 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: César Severino Pereyra. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-
gundo Sustitut9 de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
dieciocho del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 
y tres, años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por César 
Severino Pereyra, dominicano, de veinte años de edad, sol-
tero, agricultor, domiciliado y residente en las Yayas de 
Azua, portador de la cédula personal de identidad No. 
10467, serie 3ra., con sello de renovación No. 1542715, con-
tra sentenció de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha dieciocho de junio de junio de mil novecientos 
cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por la que- 
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rellante Cristiana Beriguete; SEGUNDO: Revoca en todas 
sus partes la sentencia contra la cual se apela y cuyo dis-
positivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo. 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en fecha 5 de diciembre del año 1952; 
y. obrando por propia autoridad, declara al nombrado Cé-
sar Severino Pereyra. padre del menor César Augusto. de 
2 años de edad; TERCERO: Condena al mencionado preve-
nido César Severino Pereyra a sufrir la pena de dos años 
de prisión correccional, por su delito de violación a la Ley 
No. 2402, en perjuicio del referido menor César Augusto. 
que tiene procreado con la señora Cristiana Beriguete; 
CUARTO: Fija en la cantidad de cinco pesos oro (RD$5.001- 
la pensión mensual que el supra dicho prevenido deberá 
suministrar .a la querellante señora Cristiana Beriguete 
para subvenir a las necesidades del menor César Augusto. 
a partir de la fecha de la querella; QUINTO: Ordena la 
ejecución provisional de la presente sentencia; -y SEXTO: 
Condena al expresado inculpado César Severino Pereyrza 
al pago de las costas de ambas instancias"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha dieciocho del mes de junio del corriente . 

 año, por no estar conforme con la Sentencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 
de 1950; y 1 9. 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una  

que exceda de seis meses de prisión correccional no 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en 

d provisional bajo fianza; 
Considerando que el recurrente fué condenado a la 
de dos años de prisión correccional; que no se ha es-

ecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
e haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 

ensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; que, por tan-
el presente recurso no puede ser admitido; 
Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
so de casación interpuesto por Césár Severino Perey-

, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
'tal de fecha dieciocho de junio de mil novecientos cin-

nta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
ente fallo; y SEGUNDO: Condena al recurrente al pa-

de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
el Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A.  

rel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
ntín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

o, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
udiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
é firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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rellante Cristiana Beriguete; SEGUNDO: Revoca en todas 
sus partes la sentencia contra la cual se apela y cuyo dis-
positivo aparece copiado en otro lugar del presente fallo. 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en fecha 5 de diciembre del año 1952: 
y. obrando por propia autoridad, declara al nombrado Cé-
sar Severino Pereyra. padre del menor César Augusto. de 
2 años de edad; TERCERO: Condena al mencionado preve-
nido César Severino Pereyra a sufrir la pena de dos años 
de prisión correccional, por su delito de violación a la Lev 
No. 2402, en perjuicio del referido menor César Augusto. 
que tiene procreado con la señora Cristiana Beriguete; 
CUARTO: Fija en la cantidad de cinco pesos oro (RD$5.00 , 

 "la pensión mensual que el supra dicho prevenido deberá 
suministrar a la querellante señora Cristiana Beriguete 
para subvenir a las necesidades del menor César Augusto 
a partir de la fecha de la querella; QUINTO: Ordena la 
ejecución provisional de la presente sentencia; y SEXTO: 
Condena al expresado inculpado César Severino Pereyra 
al pago de las costas de ambas instancias"; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha dieciocho del mes de junio del corriente 
año, por no estar conforme con la Sentencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, 

de 1950; y 1°. 40 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 

Considerando que el artículo 40 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una  

que exceda de seis meses de prisión correccional no 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en 

d provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la 
de dos años de prisión correccional; que no se ha es- 

ecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
e haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 

nsión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; que, por tan-
el presente recurso no puede ser admitido; 
Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el 
so de casación interpuesto por Césár Severino Perey-

contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris- 
de fecha dieciocho de junio de mil novecientos cin-

nta y tres, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
ente fallo; y SEGUNDO: Condena al recurrente al pa-

de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
el Ricardo Román. —Raf. Castro Rivera.— Juan A.  

rel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
ntín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-

o, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

udiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
é firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Benefactor, de fecha 7 de mayo , de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Tomás Montero.— Abogado: Lic. Angel S. Canó pe_ 
lletier. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
tín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 

años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 

249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás 
Montero, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en la sección de Jorgillo, Común 
de El Cercado, portador de la cédula personal de identidad 
No. 2805, serie 14, sello No. 113941, para el presente año, 
contra sentencia dictada el siete de mayo de este año por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Benefactor, en grado de apelación, cuyo dispositivo se co- 

pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada ante la Secretaría 
del Juzgado a quo el quince de mayo de este año, a re-
querimiento del Lic. Angel S. Canó Pelletier, en nombre 
del recurrente, parte civil constituída; 

Visto el memorial de casación presentado a esta Su-
prema Corte de Justicia por el mismo Lic. Angel S. Canó 
Pelletier, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 334, serie 10, sello número 931, el veintinueve de ju-
lio de este año, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican en apoyo del recurso de su patroci-
nado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 69, 71, 73, 75 y 76 de la 
Ley de Policía; 185, 191 y 195 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1134 y 1135 del Código Civil; 130 y 131 del 
Código de Procedimiento Civil; 471, apartado 199, del Có-
digo Penal; y 1, 27 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) que el Alcal-
de Pedáneo de la Sección de Jorgillo, de la Común de El 
Cercado sometió por ante el Jefe de Puesto de la Policía 
Nacional en dicha Común a Juan de la Cruz Beriguete 
(a) Cruso, Marcelino Beriguete (a) Pasón, Erinerdo Beri-
guete (a) Cuerdo, Pedro Beriguete, Eladino Jiménez 
(a) Ladino Beriguete y Alejito Beriguete por el he-
cho de tener varias reses sueltas en la Sección de 
Jorgillo, ocasionándole daños en la agricultura de 
Tomás Montero en una siembra de habichuelas; 2) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la común de 
El Cercado, fijó el conocimiento del caso para su audien-
cia del treinta de agosto de mil novecientos cincuenta y 
dos y y en ella el Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nombre de 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
 Benefactor, de fecha 7 de mayo de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Tomás Montero.— Abogado: Lic. Angel S. Canó Pe-
lletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor Con-
fin Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día dieciocho 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y tres, 

años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restauración y 

244  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás 
Montero, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 

domiciliado y residente en la sección de Jorgillo, Común 

de El Cercado, portador de la cédula personal de identidad 
No. 2805, serie 14, sello No. 113941, para el presente año, 

contra sentencia dictada el siete de mayo de este año por 

el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Benefactor, en grado de apelación, cuyo dispositivo se co- 

pia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada ante la Secretaría 
del Juzgado a quo el quince de mayo de este año, a re-
querimiento del Lic. Angel S. Canó Pelletier, en nombre 
del recurrente, parte civil constituida; 

Visto el memorial de casación presentado a esta Su-
prema Corte de Justicia por el mismo Lic. Angel S. Canó 
Pelletier, portador de la cédula personal de identidad nú-
mero 334, serie 10, sello número 931, el veintinueve de ju-
lio de este año, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indican en apoyo del recurso de su patroci-
nado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 69, 71, 73, 75 y 76 de la 
Ley de Policía; 185, 191 y 195 del Código de Procedimien-
to Criminal; 1134 y 1135 del Código Civil; 130 y 131 del 
Código de Procedimiento Civil; 471, apartado 19 9, del Có-
digo Penal; y 1, 27 y 71 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 1) que el Alcal-
de Pedáneo de la Sección de Jorgillo, de la Común de El 
Cercado sometió por ante el Jefe de Puesto de la Policía 
Nacional en dicha Común a Juan de la Cruz Beriguete 
(a) Cruso, Marcelino Beriguete (a) Pasón, Erinerdo Beri-
guete (a) Cuerdo, Pedro Beriguete, Eladino Jiménez 
(a) Ladino Beriguete y Alejito Beriguete por el he-
cho de tener varias reses sueltas en la Sección de 
Jorgillo, ocasionándole daños en la agricultura de 
Tomás Montero en una siembra de habichuelas; 2) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Paz de la común de 
El Cercado, fijó el conocimiento del caso para su audien-
cia del treinta de agosto de mil novecientos cincuenta y 
dos y en ella el Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nombre de 
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Tomás Montero, reclamó por dichos daños una indemni 
zación de RD$300.00 o RD$150.00; 3) que en la misma a 
diencia el Juez de Paz dictó una sentencia cuyo dis 
sitivo se copia más adelante; 

Considerando, que no conforme con esa sentencia, los 
condenados apelaron de la misma el treinta de agosto de 
mil novecientos cincuenta y dos, y que, después de algu-
nos reenvíos, el Juzgado de Primera Instancia del Distri 
to Judicial de Benefactor, en grado de apelación, decidió 
el caso por sentencia del siete de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se copia a continua 
ción: "FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y pro-
nuncia el defecto contra los nombrados Pedro Veriguet 
y Eladino Jiménez (a) Ladino Veriguete, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido no obstante haber si-
do legalmente citados; SEGUNDO: que debe declarar 
declara bueno y válido en la forma el presente recurso de 
apelación interpuesto por los nombrados Pedro Veriguete, 
Juan de la Cruz Veriguete (a) Cruso, Mareclino Veriguete 
(a) Pasón, Eladino Jiménez (a) Ladino Veriguete y Eriner-
bo Veriguete (a) Cuerdo, contra la sentencia número 251, 
de fecha 30 del mes de agosto del año 1952, dictada en 
su contra por el Juzgado de Paz de la común de El Cer-
cado, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: que 
debe condenar como al efecto condena a los nombrados 
Pedro Veriguete, Juan de la Cruz Veriguete (a) Cruso 
Marcelino Veriguete (a) Pasón, Eladino Jiménez (a) Ladi 
no Veriguete y Erinerbo Veriguete (a) Cuerdo, de genera-
les enunciadas, a pagar un peso oro (RD$1.00) de mul 
y las costas procesales cada uno, de acuerdo con el artícu-
lo 471 inciso 19 del Código Penal, y 162 del Código d 
Procedimiento Criminal, por el hecho de dejar pastar 
ganado en terrenos ajenos antes de cosechar la siembr 
SEGUNDO: que debe condenar como al efecto conde 
a los nombrados Pedro Veriguete, Juan de la Cruz Ve 
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guete (a) Cruso, Marcelino Veriguete (a) Pasón, Eladino 
Jiménez (a) Ladino Veriguete y Erinerbo Veriguete (a ) 
Cuerdo, al pago de una indemnización en provecho del 
señor Tomás Montero, montante a la suma de ciento cin- 
cuenta pesos oro (RD$150.00) por el daño que le ocasiona- 
ron en su cultivo de habichuelas, siete reses propiedad 
de los prevenidos indicados más arriba; y en consecuen- 
cia se dispone de acuerdo con el artículo 76 dd la Ley de 
Policía que tanto la indemnización como las costas se sa-
tisfagan con el producido de la venta de los animales apre-
hendidos en caso de que los dueños de los animales no lo 
satisficiesen inmediatamente; TERCERO que debe des-
cargar como al efecto descarga al nombrado Alejito 
Veriguete, de generales enunciadas, por no haber come-
tido el hecho que se le imputa, de acuerdo con el artícu-
lo 191 del Código de Procedimiento Criminal; TERCERO: 
en cuanto al fondo revoca la preindicada sentencia en lo 
referente a los recurrentes por no haber cometido el he-
cho que se les imputa, de dejar pastar su ganado en te-
rreno ajeno antes de cosechar la siembra, y en consecuencia 
se descargan de la multa que le fué impuesta y de la in-
demnización a que fueron condenados, por improcedente 
y del pago de las costas civiles; CUARTO: que debe con-
denar y condena al nombrado Tomás Montero al pago de • 
las costas civiles de las mismas en provecho del Dr. Veti-
lio Valenzuela, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; QUINTO: que debe declarar y declara las costas 
penales de oficio"; 

Considerando que en la sentencia impugnada el Tri-
bunal a quo da por establecido lo siguiente: 1) que los 
agricultores y criadores de la Sección de Jorgillo, La Racha 
y otras de la Común de El Cercado fueron invitados por 
el Gobernador de la Provincia Benefactor a efectuar una 
convención por la cual se comprometieron a proveer de 
cercas las crianzas de animales mientras se efectuaran 
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Tomás Montero, reclamó por dichos daños una indemni-
zación de RD$300.00 o RD$150.00; 3) que en la misma au-
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sitivo se copia más adelante; 
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condenados apelaron de la misma el treinta de agosto de 
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nos reenvíos, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Benefactor, en grado de apelación, decidió -

el caso por sentencia del siete de mayo de mil novecien-
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y Eladino Jiménez (a) Ladino Veriguete, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido no obstante haber si-
do legalmente citados; SEGUNDO: que debe declarar y 
declara bueno y válido en la forma el presente recurso de 
apelación interpuesto por los nombrados Pedro Veriguete, 
Juan de la Cruz Veriguete (a) Cruso, Mareclino Veriguete 
(a) Pasón, Eladino Jiménez (a) Ladino Veriguete y Eriner-
bo Veriguete (a) Cuerdo, contra la sentencia número 251, 
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su contra por el Juzgado de Paz de la común de El Cer-
cado, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: que 
debe condenar como al efecto condena a los nombrad 
Pedro Veriguete, Juan de la Cruz Veriguete (a) Cruso, 
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guete ( a) Cruso, Marcelino Veriguete ( a) Pasón, Eladino 
Jiménez (a) Ladino Veriguete y Erinerbo Veriguete (a) 
Cuerdo, al pago de una indemnización en provecho del 
señor Tomás Montero, montante a la suma de ciento cin- 
cuenta pesos oro (RD$150.00) por el daño que le ocasiona- 
ron en su cultivo de habichuelas, siete reses propiedad 
de los prevenidos indicados más arriba; y en consecuen- 
cia se dispone de acuerdo con el artículo 76 dé la Ley de 
Policía que tanto la indemnización como las costas se sa-
tisfagan con el producido de la venta de los animales apre-
hendidos en caso de que los dueños de los animales no lo 
satisficiesen inmediatamente; TERCERO que debe des-
cargar como al efecto descarga al nombrado Alejito 
Veriguete, de generales enunciadas, por no haber come-
tido el hecho que se le imputa, de acuerdo con el artícu-
lo 191 del Código de Procedimiento Criminal; TERCERO: 
en cuanto al fondo revoca la preind'icada sentencia en lo 
referente a los recurrentes por no haber cometido el he-
cho que se les imputa, de dejar pastar su ganado en te-
rreno ajeno antes de cosechar la siembra, y en consecuencia 
se descargan de la multa que le fué impuesta y de la in-
demnización a que fueron condenados, por improcedente 
y del pago de las costas civiles; CUARTO: que debe con-
denar y condena al nombrado Tomás Montero al pago de • 
las costas civiles de las mismas en provecho del Dr. Veti-
lio Valenzuela, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte; QUINTO: que debe declarar y declara las costas 
penales de oficio"; 

Considerando que en la sentencia impugnada el Tri-
bunal a quo da por establecido lo siguiente: 1) que los 
agricultores y criadores de la Sección de Jorgillo, La Racha 
y otras de la Común de El Cercado fueron invitados por 
el Gobernador de la Provincia Benefactor a efectuar una 
convención por la cual se comprometieron a proveer de 
cercas las crianzas de animales mientras se efectuaran 
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las siembras y se hicieran las cosechas; 2) que Tomás 
Montero después de esa gestión hizo una siembra de ha-
bichuelas de dos quintales; 3) que la siembra fué comi-
da por reses pertenecientes a criadores de La Racha, res-
pecto de los cuales no se ha establecido clara y precisa-
mente si entraron en la convención; 4) que el terreno de 
Tomás Montero no estaba en una zona agrícola debida-
mente declarada; 

Considerando que, además, de la sentencia impugna-
da resulta que Tomás Montero no probó al Juzgado a quo 
que su terreno, aparte de los terrenos de los demás pro-
pietarios, tenía en cultivo de frutos dos o más caballerías 
de extensión; 

Considerando que en apoyo de la casación de dicha 
sentencia el recurrente Tomás Montero, por conducto de 
su abogado Lic. Angel S. Cano Pelletier, alega los siguien-

tes medios: 1 9  Falsa e insuficiente motivación•y en conse-
cuencia violación del artículo 195 del Código de Procedi-
miento criminal y el 27 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación. Desnaturalización de los hechos y de la Conven-
ción y por consiguiente violación de los artículos 1134 y 
1135 del Código Civil; 29  Vi.olación de los artículos 69, 
71 y 73 de la Ley de Policía; Ausencia de motivos a es-
te respecto y en consecuencia violación del artículo 27 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 3 9  Falsa aplica-
ción del artículo 75 de la Ley de Policía; 4 9  Violación del 

artículo 76 de la Ley de Policía; y 5 9  Violación del artícu-

lo 471 apartado 19, de? Código Penal; 

Considerando, respecto del primer medio, que la sen-
tencia impugnada relaciona en cada caso los hechos oeu- 
rridos con la consecuencia legal que de ellos debe resultar, 
citando y explicando los textos legales, por lo cual no ha 
violado el artículo 195 del Código de Procedimiento Cri-
minal, ni tampoco el artículo 27 de la Ley sobre Proce- 
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~lento de Casación por falta de motivosf que si consta 
en la sentencia impugnada que hubo una convención en-
tre los agricultores y criadores de la vecindad de 
Tomás Montero, no queda establecido clara y precisa-
mente en dicha convención que los dueños de las reses 
causantes del daño a Tomás Montero llegaran a formar 
parte de ella; que, por tanto, la sentencia impugnada no ha 
desnaturalizado estos hechos ni violado los artículos 1134 
y 1135 del Código Civil, por lo cual ese medio debe ser 
desestimado; 

Considerando, respecto del segundo medio, que las 
prescripciones de los artículos 69, 71 y 73 de la Ley de 
Policía están dominadas por los artículos 75 y 76 de la 
misma Ley, según los cuáles los agricultores perjudicados 
por daños causados por los animales grandes de lugares 
vecinos sólo pueden reclamar reparación cuando sus la-
branzas estén en zonas agrícolas debidamente declaradas 
o en terrenos de agricultura o destinados a la agricultura, 
siendo estos últimos, evidentemente, para los fines de esos 
textos, los especificados en el apartado 3 9  del artículo 73, 
es decir, las labranzas de dos o más caballerías de cultivo; 
que, por tanto, al revocar la sentencia impugnada la in-' 
demnización en favor de Tomás Montero dispuesta por la 
del Juzgado de Paz de El Cercado, el Juzgado a quo no 
'ha violado los textos legales citados ni dejó de motivar 
su sentencia en este punto; por lo cual ese medio debe 
ser desestimado; 

Considerando, respecto del tercer medio, que en la 
tencia impugnada consta ampliamente que la labran- 
de Tomás Montero ni estaba en zona agrícola debida- 
nte declarada ni reunía, ella sola, las condiciones de ex- 
ión que deben tener los terrenos de agricultura para 
protegidos con daños y perjuicios contra las crianzas 

; que, por tanto, el Juzgado a quo no ha hecho la 
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Policía están dominadas por los artículos 75 y 76 de la 
misma Ley, según los cuáles los agricultores perjudicados 
por daños causados por los animales grandes de lugares 
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falsa aplicación del artículo 75 de la Ley de Policía, de-
nunciada en el presente medio; 

Considerando, respecto del cuarto medio, que como 
se ha dicho antes, para que pueda pronunciarse una recla-
mación en favor de un agricultor por daños de anima-
les grandes en el caso del artículo 76 de la Ley de Po-
licía, es necesario que se trate de una labranza, de un 
lo dueño, que tenga un cultivo mínimo de dos caballe-
rías; y como no se trataba de esto en el caso de To 
Montero, al revocar la indemnización el Juzgado a quo n 
violó dicho artículo 76 ; 

Considerando, respecto del quinto y último medio, que' 
la sanción estableéida en el artículo 471, apartado 19, del.  
Código Penal no es aplicable, después de la vigencia de 
la Ley de Policía de 1911, sino cuando el daño a que di-
cho apartado se refiere ocurra, o bien en terrenos decla-
rados zonas agrícolas, o bien en los terrenos de grandes 
labranzas minuciosamente especificados por la referida 
ley; que, por tanto, en el presente caso el Juzgado a quo 
no ha violado el artículo 471, apartado 19, del Código Pe-
nal; por lo cual ese medio debe ser desestimado; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Tomás Montero contra sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Benefactor, dictada en grado de apelación, en fecha siete 
de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SEGUN-
DO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados):. H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan 
Morel.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.— N" 
Contín Aybar.— Manuel A. Amlama.— Ernesto 
hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
neral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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, SENTENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. dei 
Seibo, de fecha 2 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Victoriano Rainirez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. M 
rel, Ambrosio Alvarez Alvarez, Damián Báez B., Né 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ciocho del mes de agosto de mil-  novecientos cincuenta' 
tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restauración 
y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victo 
no Ramírez, dominicano, casado, agricultor, domiciliado 
residente en la sección de Cibahuete, común de Santa C 
del Seybo, Provincia del Seybo, portadr de la cédula p 
sonal de identidad número 378, serie 25, renovada con 
llo número 39081, contra sentencia del Juzgado de 
mera Instancia del Distrito Judicial del Seybo, de f 
dos de junio de mil novecientos cincuenta y tres, dicta 
en grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más a 
lante; 
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Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta ,contentiva del recurso de casación levan-
da en fecha dos de junio de mil novecientos cincuenta y 
es, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley No. 
688, del año 1948, reformada por la Ley No. 1746, tam-
ién del año 1948, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimien-

de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
entos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 

en fecha nueve de diciembre de mil novecientos cin-
ta y dos el Guardabosques Pablo Ubieras Mercedes pro-
ó a levantar un acta en la cual se expresa que ha com-

bado que el nombrado Victoriano Ramírez, domiciliado 
idente en Cibahuete, común del Seybo, ha cometido 
violación de la Ley No. 1688, modificada por la Ley 
1746, sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, 

consistente en el hecho de haber realizado un corte de ár-
boles maderables sin estar provisto del permiso correspon-
diente; b) que, en consecuencia, Victoriano Ramírez fué 
sometido a la acción de la justicia y que, apoderado del 
hecho el Juzgado de Paz de la común del Seybo, dictó sen-
tencia el diecinueve de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y tres condenando al prevenido a treinta días de pri-
sión correccional, a una multa de RD$25.00 y al pago de 
las costas, por violación del artículo 9 bis de la Ley 1688, 
reformada por la Ley 1746; c) que en la misma fecha en 
que fué dictada la precedente sentencia, el prevenido in-
terpuso recurso de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso el Juzgado a quo 
dicté la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
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, SENTENCIA DE FECHA 18 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. del, 
Seibo, de fecha 2 de junio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Victoriano Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Prim 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo. 
rel, Ambrosio Alvarez Alvarez, Damián Báez B., Né 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se 
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
ciocho del mes de agosto de mil-  novecientos cincuenta 
tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restauraci" 
y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victo 
no Ramírez, dominicano, casado, agricultor, domiciliado 
residente en la sección de Cibahuete, común de Santa Cruz 
del Seybo, Provincia del Seybo, portadr de la cédula per-
sonal de identidad número 378, serie 25, renovada con se -
llo número 39081, contra sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial del Seybo, de fecha 
dos de junio de mil novecientos cincuenta y tres, di 
en grado de apelación, cuyo dispositivo se copia más a 

lante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta .contentiva del recurso de casación levan-
tada en fecha dos de junio de mil novecientos cincuenta y 
tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
'berado, y vistos los artículos 9 bis y 14 de la Ley No. 
688, del año 1948, reformada por la Ley No. 1746, tam-
ién del año 1948, y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimien-

de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
que en fecha nueve de diciembre de mil novecientos cin-
cunta y dos el Guardabosques Pablo Ubieras Mercedes pro- 

dió a levantar un acta en la cual se expresa que ha com- 
bado que el nombrado Victoriano Ramírez, domiciliado 

residente en Cibahuete, común del Seybo, ha cometido 
a violación de la Ley No. 1688, modificada por la Ley 

o. 1746, sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, 
consistente en el hecho de haber realizado un corte de ár-
boles maderables sin estar provisto del permiso correspon-
diente; b) que, en consecuencia, Victoriano Ramírez fué 
sometido a la acción de la justicia y que, apoderado del 
hecho el Juzgado de Paz de la común del Seybo, dictó sen-
tencia el diecinueve de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y tres condenando al prevenido a treinta días de pri-
sión correccional, a una multa de RD$25.00 y al pago de 
las costas, por violación del artículo 9 bis de la Ley 1688, 
reformada por la Ley 1746; c) que en la misma fecha en 
que fué dictada la precedente sentencia, el prevenido in-
terpuso recurso de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso el Juzgado a quo 
dicté la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
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así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como en efec-
to declara regular y válido el recurso de apelación inter-. 
puesto por el prevenido Victoriano Ramírez, contra sen-
tencia del Juzgado de Paz de esta común del Seybo, d e 

 fecha diecinueve del mes de febrero del presente año 1953, 
que lo condenó por violación a los artículos 9 bis y 14 de la 
Ley No. 1688, a sufrir treinta días de prisión correccional 
y al pago de una multa de veinticinco pesos y costos; SE-
GIYNDO: Que debe confirmar como en efecto confirma en 
todas sus partes la referida sentencia; TERCERO: Que de-
be condenar como en efecto condena al preindicado recu-
rrente al pago de los costos de la presente alzada"; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la cau-
sa, dió por comprobado que el prevenido Victoriano Ra-
mírez realizó cortes de árboles maderables, en la especie 
algarrobos, finas, chácharos en la sección de Cibahuete, 
Seybo, sin antes haberse provisto del permiso correspon-
diente de la Secretaría de Estado de Agricultura, Pecua-

ria y Colonización; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
corte de árboles maderables previsto y sancionado por los 
artículos 9 bis y 14 de la Ley 1688, reformada por la Ley 
1746, se encuentran reunidos en los hechos que el Juez 
a quo comprobó y admitió de la manera antes indicada; 
y que, al calificarlo de ese modo, e imponerle al preveni-
do las penas mencionadas, en la sentencia impugnada se 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en sus demás aspectos el fallo n 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Victoriano Ramírez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial del Seybo, de fecha dos de junio de mil novecientos 
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cincuenta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE-
GUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera J. Tomás Mejía.—. 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. --A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.-- Néstor 
Contín A ybar.— Manuel A. Amiama., Ernesto Curiel hi- 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

encia pública del día, mes y año en él expresados, y 
é firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

ue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como en efec-
to declara regular y válido el recurso de apelación inter-. 
puesto por el prevenido Victoriano Ramírez, contra sen-
tencia del Juzgado de Paz de esta común del Seybo, d e 

 fecha diecinueve del mes de febrero del presente año 1953, 
que lo condenó por violación a los artículos 9 bis y 14 de la 
Ley No. 1688, a sufrir treinta días de prisión correccional 
y al pago de una multa de veinticinco pesos y costos; SE-
GlJNDO: Que debe confirmar como en efecto confirma en 
todas sus partes la referida sentencia; TERCERO: Que de.. 
be condenar como en efecto condena al preindicado recu-
rrente al pago de los costos de la presente alzada"; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la cau-
sa, dió por comprobado que el prevenido Victoriano Ra-
mírez realizó cortes de árboles maderables, en la especie 
algarrobos, finas, chácharos en la sección de Cibahuete, 
Seybo, sin antes haberse provisto del permiso correspon-
diente de la Secretaría de Estado de Agricultura, Pecua.. 

ria y Colonización; 

Considerando que todos los elementos del delito de 
corte de árboles maderables previsto y sancionado por los 
artículos 9 bis y 14 de la Ley 1688, reformada por la Ley 
1746, se encuentran reunidos en los hechos que el Jue 
a quo comprobó y admitió de la manera antes indicada; 
y que, al calificarlo de ese modo, e imponerle al preveni-
do las penas mencionadas, en la sentencia impugnada se 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en sus demás aspectos el fallo no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Victoriano Ramírez contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju -

dicial del Seybo, de fecha dos de junio de mil novecientos  

cincuenta y tres, dictada en grado de apelación, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE-
GUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. --A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama., Ernesto Curiel hi- 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

encía pública del día, mes y año en él expresados, y 
é firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

ue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCiA DE PECIA 19 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha . 

6 de julio de 1953. 

Matería: Penal. 

Recurrente: José Ml. García y García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castré ,  Rivera, Juan A. 

Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
diecinueve del mes de agosto de mil novecientos cincuen-

ta y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel García y García, dominicano, mayor de edad, casa-
do, negociante, domiciliado y residente en Moca, portador 
de la cédula personal de identidad número 4211, serie 31, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha seis de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la etaría de la Corte a qua en fecha seis de julio del co- 
ente año;  

Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
ado, y vistos los artículos 405 del Código Penal y 1 y 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
: a) que en fecha once de diciembre de mil novecientos 
cuenta y dos,Sergia Antonia García de Vásquez compa-

reció por ante el despacho de la Policía Nacional en San-
go, y presentó una querella contra José Manuel Gar-
y García, por el delito de estafa; b) que apoderada del 

la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 

veintisiete de abril de ese mismo año, una sentencia por 
medio de la cual condenó al procesado por el referido de-
lito a las penas de ocho meses de prisión correccional y 
doscientos pesos de multa (RD$200.00); e) que contra este 
fallo interpuso el prevenido recurso de apelación, en tiem- 
po oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada, la cual ha sido dictada en fecha veintisiete 
de 

abril del año en curso (1953), por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, de la cual es el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: Que debe declarar y declara, al nombrado Jo-
sé Manuel García, de generales que constan, culpable del 
delito de estafa, en perjuicio de la señora Sergia A. Gar-
cía, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de ocho 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de dos 
Cientos pesos oro (RD$200.00) y, SEGUNDO: Que debe 

1610 
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SÉ11/1tENCiA DE 1'ECI1A 19 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia frapúgnadá: Corte de Apelación de Santiago de fecha: 
6 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: JoSé Ml. García y García. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciad 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer . 

Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segun 
Sustituto de Presidente; Rafael Castró Rivera, Juan 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-

cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 

diecinueve del mes de agosto de mil novecientos cincuen-
ta y tres, años 110° de la Independencia, 91 9  de la Res-

tauración y 244  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 

pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-

nuel García y García, dominicano, mayor de edad, casa-
do, negociante, domiciliado y residente en Moca, portador 
de la cédula personal de identidad número 4211, serie 31, 

contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de 
fecha seis de julio de mil novecientos cincuenta y tres, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
etaría de la Corte a qua en fecha seis de julio del co- 

'ente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delí-
ado, y vistos los artículos 405 del Código Penal y 1 y 

2i de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada cons-
ta: a) que en fecha once de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y dos,Sergia Antonia García de Vásquez compa-
reció por ante el despacho de la Policía Nacional en San-
tiago, y presentó una querella contra José Manuel Ger-
cm y García, por el delito de estafa; b) que apoderada del 
hecho la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 

cia del Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 
veintisiete de abril de ese mismo año, una sentencia por 
medio de la cual condenó al procesado por el referido de-
lito a las penas de ocho meses de prisión correccional y 
doscientos pesos de multa (RD$200.00); c) que contra este 
fallo interpuso el prevenido recurso de apelación, en tiem- 
po oportuno; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regular y válido en la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada, la cual ha sido dictada en fecha veintisiete 
de abril del año en curso (1953), por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, de la cual es el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: Que debe declarar y declara, al nombrado Jo-
sé Manuel García, de generales que constan, culpable del 
delito de estafa, en perjuicio de la señora Sergia A. Gar-
cía, y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de ocho 
fleses de prisión correccional y al pago de una multa de dos 
cientos pesos oro (RD$200.00) y, SEGUNDO: Que debe 
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condenar y 'condena a dicho inculpado al pago de las cos-

tas'; TERCERO: Condena al procesado y apelante José Ma-
nuel García, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que al no haber expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar su recurso de ca-
sación, procede examinar el fallo impugnado en todo cuan-
to concierna al interés de dicho recurrente; 

Considerando que los jueces del fondo, mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron some-
tidos a los debates, establecieron los siguientes hechos:  

a)— que en el curso del mes de noviembre del año mil 
nóvecientos cincuenta y dos, el prevenido José Manuel 
García se presentó a la casa donde se encontraba su her-
mana Sergia Antonia García de Vásquez, en la ciudad de 
Santiago, y le dijo que él y ella eran los herederos únicos 
de Juan María García, quien había dejado una gran can-
tidad de terrenos ubicados en esta ciudad en el lugar del 
Cruce de los Dos Caminos, terrenos éstos que se encontra-
ban en poder de Juan Espaillat, y que podrían ser recla-
mados con éxito y ser vendidos en la cantidad de RD$32,- 
000.00 pero que para reclamar dicha herencia necesitaba 
una suma de dinero para los honorarios de los abogados 
y los gastos; b) que la señora Sergia Antonia García de 
Vásquez, creyendo en la realidad de esa reclamación, le 
entregó ese día la suma de RD$105.00; c) que, con el mis- 
mo pretexto, el procesado siguió visitando a su hermana 
y obtuvo de ella, sea directamente o bien de Ana Josefa 
Jerez y Rafael B. Vásquez su cuñado, la suma total de 
RD$1,400.30 en sumas parciales y sucesivas siempre afir-
mando "que el asunto ya estaba casi listo"; "que sólo fal-
taba unos trámites para llenar"; d) que, para darle más 
visos de verdad a estas maniobras el dicho procesado se 
hizo acompañar de su hermana por dos o más ocasiones 
al estudio del abogado Dr. Puro Miguel García, para que 
éste se encargara definitivamente de la reclamación de 

herencia, expresándole dicho abogado que para él ha- 
cargo de ese pleito, ellos tenían que buscarle los do- 

entos correspondientes, lo cual no hizo el prevenido, 
nvenciéndose ella luego que había sido víctima de enga- 
por parte del mencionado José Manuel García, ya que 

.no existía tal herencia; 

Considerando que la Corte a qua para condenar al pre-
nido por el delito de estafa que se le imputa, ha ad-

-tido correctamente que los actos realizados por dicho 
prevenido para hacerse entregar los fondos que obtuvo 
por aquellos medios, constituyen maniobras frauduleirtas 
que hicieron nacer en el espíritu de la víctima la espe-
ranza  de una reclamación de herencia que resultó com-
pletamente imaginaria; que, en tales condiciones, es evi-
dente que en el fallo impugnado se hizo una correcta apli-
cación del artículo 405 del Código Penal, toda vez que, 
por otra parte, al prevenido se le impusieron las penas 
que señala para el delito por él cometido el mencionado 
texto legal; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que la ha-
ga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Manuel García y García con- 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de fe- 
cha seis de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE- 
GUNDO: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo- Secretario General. 
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condenar y 'condena a dicho inculpado al pago de las cos-
tas'; TERCERO: Condena al procesado y apelante José Ma-
nuel García, al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que al no haber expuesto el recurrente 
ningún medio determinado al intentar su recurso de ca-
sación, procede examinar el fallo impugnado en todo cuan-
to concierna al interés de dicho recurrente; 

Considerando que los jueces del fondo, mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron some-
tidos a los debates, establecieron los siguientes hechos:  

a)— que en el curso del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuenta y dos, el prevenido José Manuel 
García se presentó a la casa donde se encontraba su her-
mana Sergia Antonia García de Vásquez, en la ciudad de 
Santiago, y le dijo que él y ella eran los herederos únicos 
de Juan María García, quien había dejado una gran can-
tidad de terrenos ubicados en esta ciudad en el lugar del 
Cruce de los Dos Caminos, terrenos éstos que se encontra-
ban en poder de Juan Espaillat, y que podrían ser recia-

, mados con éxito y ser vendidos en la cantidad de RD$32,- 
000.00 pero que para reclamar dicha herencia necesitaba 
una suma de dinero para los honorarios de los abogados 
y los gastos; b) que la señora Sergia Antonia García de 
Vásquez, creyendo en la realidad de esa reclamación, le 
entregó ese día la suma de RD$105.00; c) que, con el mis-
mo pretexto, el procesado siguió visitando a su hermana 
y obtuvo de ella, sea directamente o bien de Ana Josefa 
Jerez y Rafael B. Vásquez su cuñado, la suma total de 
RD$1,400.30 en sumas parciales y sucesivas siempre afir-
mando "que el asunto ya estaba casi listo"; "que sólo fal-
taba unos trámites para llenar"; d) que, para darle más 
visos de verdad a estas maniobras el dicho procesado se 
hizo acompañar de su hermana por dos o más ocasiones 
al estudio del abogado Dr. Puro Miguel García, para que 
éste se encargara definitivamente de la reclamación de 

herencia, expresándole dicho abogado que para él ha- 
cargo de ese pleito, ellos tenían que buscarle los do- 

entos correspondientes, lo cual no hizo el prevenido, 
convenciéndose ella luego que había sido víctima de enga- 
ño  por parte del mencionado José Manuel García, ya que 
.no existía tal herencia; 

Considerando que la Corte a qua para condenar al pre-
nido por el delito de estafa que se le imputa, ha ad-

-tido correctamente que los actos realizados por dicho 
evenido para hacerse entregar los fondos que obtuvo 
r aquellos medios, constituyen maniobras fraudulentas 

ue hicieron nacer en el espíritu de la víctima la espe- 
a de una reclamación de herencia que resultó com-

etamente imaginaria; que, en tales condiciones, es evi- 
dente que en el fallo impugnado se hizo una correcta apli-

' •ración del artículo 405 del Código Penal, toda vez que, 
por otra parte, al prevenido se le impusieron las penas 
que señala para el delito por él cometido el mencionado 

-texto legal; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
-en sus demás aspectos no contiene ningún vicio que la ha-
.ga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por José Manuel García y García con- 
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago de fe- 
cha seis de julio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y SE- 
GUNDO: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar. —Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar. —Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo. Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y. 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DE 1953. 

ntencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. de Santiago, de fecha 3 de 
octubre de 1952. 

terca: Trabajo. 

urrentes: María del Carmen Estevez de Morel y Lucrecia 
Mercedes Cabrera.— Abogado: Dr. Daniel O. Anico Báez. 

Intimado: Sociedad Anónima Iphaco. Abogado: Dr. Máximo Sán-
chez F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tiuno del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109  de la Independencia, 919 de la Restaura-

. 15n y 249 de la Era de Trujillo, dicta en: audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
del Carmen Estévez de Morel, dominicana, mayor de edad, 
casada, portadora de la cédula personal número 14613, se-
rie 31, renovada con el sello No. 128963, y Lucrecia Mer-
edes Cabrera, de diecinueve años de edad, soltera, de cé- 
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Intimado: Sociedad Anónima Iphaco. Abogado: Dr. Máximo Sán-
chez F. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
A. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tiuno del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-
ción y 24 9  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
del Carmen Estévez de Morel, dominicana, mayor de edad, 
casada, portadora de la cédula personal número 14613, se-
rie 31, renovada con el sello No. 128963, y Lucrecia Mer-

des Cabrera, de diecinueve años de edad, soltera, de cé- 
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dula número 33305, serie 31, renovada con el sello número 
1289970, ambas domiciliadas en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, de la provincia de Santiago y de ocupación 
enmanilladoras de tabaco, contra sentencia dictada, como 
tribunal de trabajo de segundo grado, por la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago el tres de octubre de mil novecientos 
cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado, el diecisie-
te de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, por el 
doctor Daniel Octavio Anico Báez, portador de la cédula 
personal número 29759, serie 31, renovada con el sello de 
R. I. No. 1278800, abogado de las recurrentes, que no acu-
dió a la audiencia, memorial en que se alega que en la de-
cisión impugnada existen los vicios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado, el cinco de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
MáXimo Sánchez F., portador de la cédula número 25640, 
serie 31, renovada con el sello No. 12830, abogado de la 
parte intimada que no concurrió a la audiencia, y que lo 
era la Sociedad Anónima Iphaco, compañía establecida de 
acuerdo con las leyes holandesas, con domicilio estableci-
do en la ciudad de Santiago de los Caballeros, de la pro-
vincia de Santiago; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intiman- 

te; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 15 de la Ley No. 637 sobre 

Contratos de Trabajo del año 1944; 10, 12, 132, 606 a 614, 
688 y 690 del Código Trujillo del Trabajo, del año 1951; 
lo. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo que sigue: A), "que en fecha veintiseis del mes de ju-
lio del año en curso, el Alguacil de Estrados del Juzgado 
de  Paz de la Tercera Circunscripción de la común de San-
tiago, ciudadano Humberto Rojas Cerda, actuando a re-
querimiento de las Sras.: María del Carmen Estévez de 
Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera, citaron y emplazaron 
a la Compañía Anónima Iphaco, para que el día treinta 
del citado mes de julio del año mil novecientos cincuenta 
y dos, a las diez horas de la mañana, compareciera por an-
te el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de la 
Común de Santiago, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo", para los fines siguientes: a), "que el juez acoja 
como buen6 y válido tanto en el fondo como en la forma 
la presente reclamación; b) que sea declarada violadora 
del Código Trujillo de Trabajo en perjuicio de las obreras 
reclamantes; c) que sea condenada en principal al pago de 
las prestaciones que a cada una le corresponde según el 
tiempo que se comprueba tuvo vigencia cada contrato, por 
haberlas despedido sin causa justificada; d) que en acce-
sorio sea condenada al pago de los salarios dejados de per-
cibir desde el día de la demanda hasta el de la sentencia 
y que no excedan de noventa días, intertanto; e) que sea 
condenada al pago de los intereses legales a contar desde 
la demanda y sobre el monto de lo principal; f I que sea 
condenada al pago de las costas. Todo bajo la más expre-
sa reserva de otros derechos y acciones, tales como lo de 
pedir la comparecencia personal del gerente de dicha com-
pañía y el desplazamiento de los libros de contabilidad"; 
B), que, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de la común de Santiago dictó, el doce de agosto de mil 
novecientos cincuenta y dos, una sentencia por la cual fué 
rechazada la demanda indicada, decisión cuyo dispositivo 
se encuentra copiado en el del fallo ahora impugnado que 
más adelante se expresa; C), "que María del Carmen Es- 
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dula número 33305, serie 31, renovada con el sello número 
1289970, ambas domiciliadas en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, de la provincia de Santiago y de ocupación 
enmanilladoras de tabaco, contra sentencia dictada, com o 

 tribunal de trabajo de segundo grado, por la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago el tres de octubre de mil novecientos 
cincuenta y dos, cuyo dispositivo se copia después; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación presentado, el diecisie-
te de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, por el 
doctor Daniel Octavio Anico Báez, portador de la cédula 
personal número 29759, serie 31, renovada con el sello de 
R. I. No. 1278800, abogado de las recurrentes, que no acu-
dió a la audiencia, memorial en que se alega que en la de-
-cisión impugnada existen los vicios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado, el cinco de 
junio de mil novecientos cincuenta y tres, por el doctor 
Mákimo Sánchez F., portador de la cédula número 25640, 
serie 31, renovada con el sello No. 12830, abogado de la 
parte intimada que no concurrió a la audiencia, y que lo 
era la Sociedad Anónima Iphaco, compañía establecida de 
acuerdo con las leyes holandesas, con domicilio estableci-
do en la ciudad de Santiago de los Caballeros, de la pro-
vincia de Santiago; 

Visto el memorial de ampliación de la parte intiman- 

te; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 15 de la Ley No. 637 sobre 
Contratos de Trabajo del año 1944; 10, 12, 132, 606 a 614, 
688 y 690 del Código Trujillo del Trabajo, del año 1951; 
lo'. y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que sigue: A), "que en fecha veintiseis del mes de ju- 

lo del año en curso, el Alguacil de Estrados del Juzgado 
Paz de la Tercera Circunscripción de la común de San- 

, 
lago, ciudadano Humberto Rojas Cerda, actuando a re- 
uerimiento de las Sras.: María del Carmen Estévez de 
orel y Lucrecia Mercedes Cabrera, citaron y emplazaron 

a la Compañía Anónima Iphaco, para que el día treinta 
del citado mes de julio del año mil novecientos cincuenta 
y dos, a las diez horas de la mañana, compareciera por an-
te el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de la 
Común de Santiago, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo", para los fines siguientes: a), "que el juez acoja 
como buen6 y válido tanto en el fondo como en la forma 
la presente reclamación; b) que sea declarada violadora 
del Código Trujillo de Trabajo en perjuicio de las obreras 
reclamantes; c) que sea condenada en principal al pago de 
las prestaciones que a cada una le corresponde según el 
tiempo que se comprueba tuvo vigencia cada contrato, por 
haberlas despedido sin causa justificada; d) que en acce-
sorio sea condenada al pago de los salarios dejados de per-
cibir desde el día de la demanda hasta el de la sentencia 
y que no excedan de noventa días, intertanto; e) que sea 
condenada al pago de los intereses legales a contar desde 
la demanda y sobre el monto de lo principal; f) que sea 
condenada al pago de las costas. Todo bajo la más expre-
sa reserva de otros derechos y acciones, tales como lo de 
pedir la comparecencia personal del gerente de dicha com-
pañía y el desplazamiento de los libros de contabilidad"; 
B), que, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de la común de Santiago, dictó, el doce de agosto de mil 
novecientos cincuenta y dos, una sentencia por la cual fué 
rechazada la demanda indicada, decisión cuyo dispositivo 
se encuentra copiado en el del fallo ahora impugnado que 
más adelante se expresa; C), "que María del Carmen Es- 
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tévez de Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera apelaron 
contra el fallo que acaba de ser señalado, y la Cámara  Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis

-trito Judicial de Santiago conoció del asunto en audienci a 
 pública del diez de septiembre de mil novecientos cincuen_ 

ta y dos, en la que los apoderados especiales de las ape-
lantes presentaron estas conclusiones: 'Por esos motivos 
Honorable Magistrado, los demás que tengáis a bien su-
plir con vuestro imparcial criterio jurídico en rededor de 
los elementos producidos, las reclamantes, por nuestra 
mediación y muy respetuosamente concluyen pidiendo, 
plazca: a).— Acoger como buena tanto en la forma como 
en el fondo la presente apelación considerándola justa y 
razonable descansando en pruebas legales; b) que revo-
quéis en todas sus partes la sentencia apelada por injus-

ta y carente de motivaciones por parte del juez de prin—r 
grado; c) que obrando por vuestra propia autoridad, de-

claréis a la Compañía Anónima Iphaco,, como violadora 
del Código Trujillo de. Trabajo, en perjuicio de las ape-
lantes; d) que la condenéis en principal a pagar a cada 
una lo correspondiente en concepto de anticipación y ce-

santía por haberlas despedido no probando la justa u-

sa; e) que en accesoria, la condenéis al pago de los sala-

rios dejados de percibir durante la nueva temporada en 
no más de noventa días entre la demanda y la sentencia 
o los que se hayan consumido; f) que sea condenada al pa-

go de los intereses legales a partir de la demanda sobre 

el monto de la reclamación principal y g) que sea cowle-
nada al pago de las costas'; y el abogado que figuraba co-
mo apoderado especial de la compañía intimada concluyó 

así: 'Por tanto, por las razones expuestas y por las que 
su-

plirá vuestro ilustrado criterio jurídico la Sociedad Anó-
nima Iphaco, por mediación del infrascrito, su apoderado 
especial concluye suplicándoos: 1.— que confirméis en to-
das sus partes la sentencia dictada por el Juzgado de Pa 
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Circunscripción de la común de Santiago 
nes de Tribunal de Trabajo, en fecha doce del 

roes de agosto del año en curso, sentencia dictada en fa-
vor  del concluyente y a cargo de las señoras María del C. 
Estévez de Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera; y 2.— que 
condenéis a las referidas señoras María del C. Estévez de 
Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera al pago de las cos-
tas"; 

Considerando que, en fecha tres de octubre de mil no-
' tos cincuenta y dos, la Cámara Civil y Comercial 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

ago  pronunció la sentencia ahora impugnada, con el 
itivo que a continuación se transcribe: "FALLA: 

PRIMERO: Que por las razones expuestas, debe confirmar -
y confirma en todas sus partes, la sentencia dictada en fe-
cha 12 de agosto del presente año, por el Juzgado de Paz . 

 la Primera Circunscripción de esta común, cuyo dis-
tivo reza así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe recha-

zar y recchaza la demanda intentada por las señoras Ma-
ría del C. Estévez de Morel y Lucrecia Mercedes Cabre-
ra contra la Sociedad Anónima Iphaco, por improcedente 
y mal fundada; SEGUNDO: Que debe acoger y acoge las 
conclusiones del Dr. Máximo Sánchez F., quien actúa a 
nombre y representación de la demandada Sociedad Anó-
nima Iphaco, por ser jtistas y reposar en prueba legal, de- 

do que su representada no ha violado ninguna de 
disposiciones de la Ley 2920 (Código Trujillo de Tra- 

o); TERCERO: Que debe condenar y condena a las de-
mandantes, parte que sucumben, al pago de las costas'; y 
SEGUNDO: Que debe condenar y condena a las Sras. Ma-
ria del Carmen Estévez de Morel y Lucrecia Mercedes 
Cabrera, al pago de las costas"; 

Considerando que las intimantes alegan que la sen-
tencia pqr ellas atacada adolece de los vicios que señalan 
en los medios siguientes: Primero: "Violación y aplicación 

1618 
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tévez de Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera apelaro n 
 contra el fallo que acaba de ser señalado, y la Cámara Ci-

vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Di s

-trito Judicial de Santiago conoció del asunto en audiencia 
pública del diez de septiembre de mil novecientos cincuen_ 
ta y dos, en la que los apoderados especiales de las ope-

rantes presentaron estas conclusiones: 'Por esos motivos 
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ta y carente de motivaciones por parte del juez de prin7r 
grado; e) que obrando por vuestra propia autoridad, de-
claréis a la Compañía Anónima Iphaco,, como violadora 
del Código Trujillo de. Trabajo, en perjuicio de las ape-
lantes; d) que la condenéis en principal a pagar a cada 
una lo correspondiente en concepto de anticipación y ce-

santía por haberlas despedido no probando la justa u-

sa; e) que en accesoria, la condenéis al pago de los sala-

rios dejados de percibir durante la nueva temporada en 

no más de noventa días entre la demanda y la sentencia 
o los que se hayan consumido; f) que sea condenada al pa-

go de los intereses legales a partir de la demanda sobre 

el monto de la reclamación principál y g) que sea conde-

nada al pago de las costas'; y el abogado que figuraba co-
mo apoderado especial de la compañía intimada concluyó 

así: 'Por tanto, por las razones expuestas y por las que su-
plirá vuestro ilustrado criterio jurídico la Sociedad Anó-
nima Iphaco, por mediación del infrascrito, su apoderado 

especial concluye suplicándoos: 1.— que confirméis en to-

das sus partes la sentencia dictada por el Juzgado de Paz 

de la Primera  Circunscripción de la común de Santiago en  funciones de Tribunal de Trabajo, en fecha doce del 
otes de agosto del año en curso, sentencia dictada en fa-
vor del concluyente y a cargo de las señoras María del C. 
Estévez de Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera; y 2.— que 
,condenéis a las referidas señoras María del C. Estévez de 
Morel y Lucrecia Mercedes Cabrera al pago de las cos-tas » ;  

Considerando que, en fecha tres de octubre de mil no-entos cincuenta y dos, la Cámara Civil y Comercial 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
tiago pronunció la sentencia ahora impugnada, con el 
sitivo que a continuación se transcribe: "FALLA: 

PRIMERO: Que por las razones expuestas, debe confirmar - 
y 'confirma en todas sus partes, la sentencia dictada en fe- .  cha 12 de agosto del presente año, por el Juzgado de Paz 
de la Primera Circunscripción de esta común, cuyo dis-positivo reza así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe recha-
zar y recchaza la demanda intentada por las señoras Ma-
ria del C. Estévez de Morel y Lucrecia Mercedes Cabre-
ra contra la Sociedad Anónima Iphaco, por improcedente 

al fundada; SEGUNDO: Que debe acoger y acoge las 
»s. usiones del Dr. Máximo Sánchez F., quien actúa a 

nombre y representación de la demandada Sociedad Anó-
zajáa Iphaco, por ser justas y reposar en prueba legal, de- 

do que su representada no ha violado ninguna de 
disposiciones de la Ley 2920 (Código Trujillo de Tra-

o); TERCERO: Que debe condenar y condena a las de-
mandantes, parte que sucumben, al pago de las costas'; y 
SEGUNDO: Que debe condenar y condena a las Sras. Ma-
ría del Carmen Estévez de Morel y Lucrecia Mercedes 
Cabrera, al pago de las costas"; 

Considerando que las intimantes alegan que la sen-
tencia por ellas atacada adolece de los vicios que señalan 

Len los medios siguientes: Primero: "Violación y aplicación 
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indebida del Código Trujillo del Trabajo; aplicándolo en 
una parte mayor que de pleno derecho corresponde limi-
tativamente a la Ley No. 637 sobre contratos de trabaja_ 
dores hasta el 24 de octubre de mil novecientos cincuenta 
y uno, fecha en que fué puesto en vigor el Código Truji_ 
llo de Trabajo, creando nueva definición de ciertos con-. 
tratos, en violación de derechos adquiridos a virtud de los 
arts. 15 y 16 de la Ley No. 637 por más de 5 años tenido , 

 el contrato por indefinido, en la especie manteniéndose-
ese carácter con un pero que invita a violar el principio 
de la retroactividad de la Ley no estando ello previsto"; 
Segundo Medio: "Violación al fundamental principio de 
que lo principal arrastra a lo accesorio"; Tercero y último, 
medio: "Violación del art. 12 y 132 del Código Trujillo d 

Trabajo"; 
Considerando, en lo concerniente al primer medio: 

que lo aducido en éste es que, al haber estado trabajando 
las recurrentes desde hacía algunos años anteriores a la 
entrada en vigor del Código Trujillo de Trabajo, éste no 
era el aplicable al caso sino la Ley No. 637, sobre Contra-
tos de Trabajo, del año 1944, contrariamente a lo resuel-

to por el fallo impugnado; pero, 
Considerando que el Código Trujillo de Trabajo en-

tró en vigor, según el artículo 690 del mismo, el veinti-
cuatro de octubre de 1951; que al tratarse, en las alega-
. ciones de las intimantes, de hechos ocurridos en el año 
1952, era el Código Trujillo de Trabajo y no la Ley 637 
la aplicable al caso; que, por otra parte, la sentencia de 
que se trata establece, en su considerando segundo y en 
él tercero, que "María del Carmen Estevez de Morel y 
Lucrecia Mercedes Cabrera no probaron ante el tribunal 
de primer grado que fueron despedidas injustamente, co-
sa que tampoco han hecho ante este Tribunal de alzada"

, 

 y que "existe además en el expediente, una carta de la 
`Productos Dominicanos C. por A.' en la cual se afirma que 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1621 

ambas obreras trabajaron en los almacenes de esa empre-
sa  durante la semana del catorce al diecinueve de julio 
del año en curso, afirmación seria y verídica que no se 
compadece con la propia declaración de las demandantes 
en el sentido de que ambas fueron despedidas de la Socie-
dad Anónima Iphaco el día quince de ese mismo mes de 
julio del año en curso"; que esto último fija el sentido de 
lo afirmado sobre la falta de pruebas por parte de las re-
currentes, como que se refiere a la existencia misma del 
despido, y no al carácter de éste; que los jueces del fon-
do gozan de un poder soberano para la apreciación de los 
hechos que les sean sometidos como pruebas, y de tal po-
der hizo uso la Cámara a qua, sin incurrir en desnaturali-
zación alguna; que la falta de pruebas establecida en los 
párrafos de la sentencia atacada que han sido copiados, 
basta para el fundamento de dicha decisión, tanto bajo la 
vigencia de la Ley No. 637, del año 1944, como bajo el 
Código Trujillo de Trabajo; que, por lo dicho, eL primer 
medio debe ser rechazado; 

Considerando, acerca del segundo medio, en el que se 
alega la "violación al fundamental principio de que lo 
principal arrastra a lo accesorio, como ha resultado con la 
omisión en decidir sobre las prestaciones o derecho a ellas 
durante más de cuatro años como prestatarias de la dicha 
compañia hasta el 14 de octubre de 1952 en que fué pues-
to en vigor el Código Trujillo", y "que por tanto", la 
"sentencia recurrida merece ser casada": lo., que la poca 
claridad de los términos empleados por las recurrentes no 
permiten establecer cuál es la violación de la ley que se 
alega; 2o., que la omisión de estatuir, si hubiere existido, 
sería un medio de revisión civil y no de casación; y 3o., 
que, como se ha expresado en la ponderación del primer 
medio, fué el veinticuatro dé octubre de mil novecientos 
C
incuenta y uno, y no en la fecha en que alegan las recu- 
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indebida del Código Trujillo del Trabajo; aplicándolo en 
una parte mayor que de pleno derecho corresponde Er ni_ 
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tos de Trabajo, del año 1944, contrariamente a lo resuel-

to por el fallo impugnado; pero, 
Considerando que el Código Trujillo de Trabajo en-

tró en vigor, según el artículo 690 del mismo, el veinti-

cuatro de octubre de 1951; que al tratarse, en las alega-
ciones de las intimantes, de hechos ocurridos en el año 
1952, era el Código Trujillo de Trabajo y no la Ley 637 
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`Productos Dominicanos C. por A.' en la cual se afirma que 
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bas obreras trabajaron en los almacenes de esa empre-
durante la semana del catorce al diecinueve de julio 
año en curso, afirmación seria y verídica que no se 
padece con la propia declaración de las demandantes 

el sentido de que ambas fueron despedidas de la Socie-
Anónima Iphaco el día quince de ese mismo mes de 

"o del añó en curso"; que esto último fija el sentido de 
afirmado sobre la falta de pruebas por parte de las re-

entes, como que se refiere a la existencia misma del 
pido, y no al carácter de éste; que los jueces del fon-
gozan de un poder soberano para la apreciación de los 

hechos que les sean sometidos como pruebas, y de tal po- 
der hizo uso la Cámara a qua, sin incurrir en desnaturali- 
zación alguna; que la falta de pruebas establecida en los 
párrafos de la sentencia atacada que han sido copiados, 
basta para el fundamento de dicha decisión, tanto bajo la 
vigencia de la Ley No. 637, del año 1944, como bajo el 
Código Trujillo de Trabajo; que, por lo dicho, el primer 
medio debe ser rechazado; 

Considerando, acerca del segundo medio, en el que se 
alega la "violación al fundamental principio de que la 
principal arrastra a lo accesorio, como ha resultado con la 
omisión en decidir sobre las prestaciones o derecho a ellas 
durante más de cuatro años como prestatarias de la dicha 
compañia hasta el 14 de octubre de 1952 en que fué pues-
to en vigor el Código Trujillo", y "que por tanto", la 
"sentencia recurrida merece ser casada": lo., que la poca 
claridad de los términos empleados por las recurrentes no 
permiten establecer cuál es la violación de la ley que se 
alega; 2o., que la omisión de estatuir, si hubiere existido, 
sería un medio de revisión civil y no de casación; y 3o., 
que, como se ha expresado en la ponderación del primer 
Medio, fué el veinticuatro de octubre de mil novecientos 
cincuenta y uno, y no en la fecha en que alegan las recu- 
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rrentes, cuando entró en vigor el Código Trujillo del Tr a_ 
bajo; que, consecuentemente, el segundo medio carece de 
fundamento; 

Considerando, en cuanto al tercero y último medio: 
que los hechos alegados como fundamento de las preten-
siones de este medio acerca de la violación de los artícu-
los 12 y 132 del Código Trujillo de Trabajo, no se encuen-
tran establecidos en la decisión que es objeto del presen-
te recurso, ni las recurrentes han presentado prueba algu-
na de que se hubiese incurrido en alguna omisión o des-
naturalización a este respecto; que, por lo tanto, la falta 
de consistencia de este medio es evidente; 

Considerando que si bien la sentencia impugnada no 
expresa si en los procedimientos hubo el preliminar de con-
ciliación previsto en el Código Trujillo de Trabajo y, an-
teriormente, en la Ley No. 637, del año 1944, la parte in-
timante conviene, en su memorial de ampliación, que tal 
formalidad fué llenada; que además, el examen completo 
de la decisión de que se trata no revela la existencia de 
vicio alguno que, por concernir al orden público, pudiera 
ser ponderado de oficio por la Suprema Corte; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por María del Carmen Estévez de More' y Lu-
crecia Mercedes Cabrera, contra sentencia de la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, de fecha tres de octubre de 
mil novecientos cincuenta y dos, cuyo dispositivo se en-
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y conde-
na dichas recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi -

jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
priores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.-- (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 29 de mayo de 1953. 

Matera: Penal. 

Recurrente: Alcibíades Pimentel. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan 
A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Nés-
tor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día 
veintiséis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 

y tres, años 1109  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-

ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibía-
des Pimentel, dominicano, soltero, comerciante, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
personal de identidad número 4782, serie 13, renovada con 
sello número 377, contra sentencia de la Corte de 

Apela-

ción 
de Ciudad Trujillo, de fecha veintinueve de mayo de 

mil novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co- 

pia en otra parte del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación le-
vantada en fecha cinco de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la Secretaría de la Corte a qua; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 2, 3, 62 y 66 de la Ley 
de Cheques, No. 2859, del 30 de abril de 1951; 52 del Có-
digo Penal; 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal, 
y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de febrero de mil novecientos cincuenta y 
tres, José Antonio David Rodríguez se presentó ante el 
Magistrado Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe- . 

 nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo y le expuso: 'Que presenta formal que-
rella contra el nombrado Alcibíades Pimentel, residente 
en la calle Delmonte y Tejada No. 56, por el hecho de ha -, 
berme expedido los cheques No. 58, de fecha 19 de no-
viembre de 1952, por la suma de RD$1,500.00; cheque No. 
74, de fecha 24 de noviembre de 1952 por la suma de RD$- 
3,000.00; cheque No. 77 de fecha 3 de noviembre de 1952 
por la suma de RD$2,000.00; sin tener fondos suficientes. 
Dejo depositado los mencionados cheques y copia de la no-
tificación de fecha 20 de enero de 1952, hecha por el Mi-
nisterial Romeo del Valle"; b) que apoderado, del caso la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, lo decidió por su 
sentencia del tres de marzo de mil novecientos cincuenta 
y tres 

que condenó a Alcibíades Pimentel en la forma 
transcrita en el dispositivo de la sentencia impugnada, que 
se copia 

más adelante; c) que disconforme con dicha sen-
tencia el prevenido interpuso recurso de apelación en la 
Misma fecha en que fué dictada aquella decisión; 

J 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 

fecha 29 de mayo de 1953. 

Materk'a: Penal. 

Recurrente: Alcibíades Pimentel. 
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cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
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y tres, años 110 9  de la Independencia, 91 9  de la Restaura-

ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-

ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por 
Alcibía-

des Pimentel, dominicano, soltero, comerciante, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédula 
personal de identidad número 4782, serie 13, renovada con 
sello número 377, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, de fecha veintinueve de mayo de 
mil noveciehtos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se co
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pia en otra parte del presente fallo; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta contentiva del recurso de casación le-
vantada en fecha cinco de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, en la Secretaría de la Corte a qua; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 2, 3, 62 y 66 de la Ley 
de Cheques, No. 2859, d'el 30 de abril de 1951; 52 del Có-
digo Penal; 1 y 3 del Código de Procedimiento Criminal, 
y 1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de febrero de mil novecientos cincuenta y 
tres, José Antonio David Rodríguez se presentó ante el 
Magistrado Procurador Fiscal de la Primera Cámara Pe- . 

 nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santo Domingo y le expuso: "Que presenta formal que-
rella contra el nombrado Alcibíades Pimentel, residente 
en la calle Delmonte y Tejada No. 56, por el hecho de ha-
berme expedido los cheques No. 58, de fecha 19 de no-
viembre de 1952, por la suma de RD$1,500.04; cheque No. 
74, de fecha 24 de noviembre de 1952 por la suma de RD$-
3,000.00; cheque No. 77 de fecha 3 de noviembre de 1952 
por la suma de RD$2,000.00; sin tener fondos suficientes. 
Dejo depositado los mencionados cheques y copia de la no-
tificación de fecha 20 de enero de 1952, hecha por el Mi-
nisterial Romeo del Valle"; b) que apoderado. del caso la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, lo decidió por su 
sentencia del tres de marzo de mil novecientos cincuenta 
y tres que condenó a Alcibíades Pimentel en la forma 
transcrita en el dispositivo de la sentencia impugnada, que 
se 

copia más adelante; c) que disconforme con dicha sen-
tencia el prevenido interpuso recurso de apelación en la 
misma fecha en que fué dictada aquella decisión; 
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Considerando que sobre el expresado recurso de ape-
lación la Corte de Apelación, de Ciudad Trujillo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "PA-
LLA: PRIMERO: Declara regular el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia contra la 
cual se apela, dictada en atribuciones correccionales por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en  fecha 

tres del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: 
que debe Rechazar, como al efecto Rechaza, el pedimento 
de reenvío hecho por el prevenido, por estar suficiente-
mente sustanciada la causa; SEGUNDO: que debe Decla-
rar, como al efecto Declara, al nombrado Alcibíades Pi- 

mentel, 

 

 de generales anotadas, culpable del delito de viola-

ción a la Ley No. 2859, sobre cheques, y en consecuen-
cia se le condena a Un año de prisión correccional, y al pa-
go de una multa de RD$6,500.00 (Seis Mil Quinientos Pe-
sos Oro), compensables con prisión en caso de insolvencia 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar; TER-
CERO: Que debe Declarar, como al efecto Declara, bueno 
y válida la constitución en parte civil hecha por el Sr. 
José A. David, contra el prevenido Alcibíades Pimentel, 
y en consecuencia condena a éste a pagarle a José A. David 
la suma de RD$6,500.00 importe de los cheques librados 
sin provisión, suma ésta que debe ser perseguida con apre- 
mio corporal cuya duración no puede ser mayor de dos 
años; CUARTO: Que debe Condenar, como al efecto Con-
dena a Alcibíades Pimentel, al pago de las costas penales 
y civiles"; TERCERO: Condena a Alcibíades Pimentel, 

pago de las costas"; 

Considerando que al interponer Alcibíades Pimen 

su recurso de casación no ha señalado medios específie 
aor lo que dicho recurso tiene carácter general y pro  

examinar la sentencia impugnada en todo cuanto 'concier-
ne a su interés; 

En cuanto a la acción pública. 
Considerando que la Corte a qua da por establecido, 

como resultado de la ponderación de las pruebas que fue- 
ron administradas regularmente en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: a) que el prevenido Alcibíades Pimen- 
tel expidió a favor de José A. David Rodríguez, comer-
ciante de Ciudad Trujillo, tres cheques por un valor to-
tal de RD$6,500.00, dos contra el Banco de Crédito y Aho-
rros, por RD$4,500.00, y el otro contra el Banco de Re-
servas de la República, por RD$2,000.00; b) que, "al ser 
presentados al cobro, por el señor José A. David, comer-
ciante de Ciudad Trujillo, los cheques Nos. 58 del 19 de noviembre_ de 1952, por Mil Quinientos Pesos Oro (RD$- 
1,500.00) y No. 74 del 24 de Noviembre de 1952, por Tres 
Mil Pesos Oro (RD$3,000.00), ambos contra el Banco de 
Crédito y Ahorros; y el cheque No. /7 de Noviembre 3 de 
1952, por Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) y contra el 
Banco de Reservas de la República, suscritos todos por el 
prevenido Alcibíades Pimentel; las referidas instituciones 
bancarias expresaron en dichos cheques con sellos gomí-
grafos que se lee al frente de los mismos, "Rehusado El 
Pago etc", que la razón de ese rehusamiento, es la falta de 
fondos como ha sido expresado por la parte civil, admiti-
do por el prevenido y comprobada además por esta Cor-
te"; e) que en fecha veinte de enero de mil novecientos 
cincuenta y tres, José A. David Rodríguez, por acto del 
Alguacil Romeo del Valle, intimó a Alcibíades Pimentel 
para que, de acuerdo con lo dispuesto por el párrafo de 
la letra a) del Art. 66 de la Ley de Cheques No. 2859, en 

término de dos días ordinarios, por todo plazo, provea 
ondos suficientes y disponibles en el Banco de Reservas de 
a República y en el Banco .  de Créditos y Ahorros a fin 
e obtener el pago respectivo de :os tres mencionados 
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Considerando que sobre el expresado recurso de ap e_ 

lación la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia contra la 
cual se apela, dictada en atribuciones correccionales por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fecha 
tres del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: 
que debe Rechazar, como al efecto Rechaza, el pedimento 
de reenvío hecho por el prevenido, por estar suficiente-
mente sustanciada la causa; SEGUNDO: que debe Decla-
rar, como al efecto Declara, al nombrado Alcibíades Pi-
mentel, de generales anotadas, culpable del delito de viola-
ción a la Ley No. 2859, sobre cheques, y en consecuen-
cia se le condena a Un año de prisión correccional, y al pa-
go de una multa de RD$6,500.00 (Seis Mil Quinientos Pe-
sos Oro), compensables con prisión en caso de insolvencia 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar; TER- 
CERO: Que debe Declarar, como al efecto Declara, bueno 
y válida la constitución en parte civil hecha por el Sr. 
José A. David, contra el prevenido Alcibíades Pimentel, 
y en consecuencia condena a éste a pagarle a José A. David 
la suma de RD$6,500.00 importe de los cheques librados 
sin provisión, suma ésta que debe ser perseguida con apre- 
mio corporal cuya duración no puede ser mayor de dos 
años; CUARTO: Que debe Condenar, como al efecto Con- 
dena a Alcibíades Pimentel, al pago de las costas penales 
y civiles"; TERCERO: Condena a Alcibíades Pimentel, a 

pago de las costas"; 

Considerando que al interponer Alcibíades Pimen 
su recurso de casación no ha señalado medios específicos 
Jor lo que dicho recurso tiene carácter general y proce( 

examinar la sentencia Impugnada en todo cuanto concier-
ne a su interés; 

En cuanto a la acción pública. 

Considerando que la Corte a qua da por establecido, 
como resultado de la ponderación de las pruebas que fue- 
ron administradas regularmente en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: a) que el prevenido Alcibíades Pimen- 
tel expidió a favor de José A. David Rodríguez, comer-
ciante de Ciudad Trujillo, tres cheques por un valor to-
tal de RD$6,500.00, dos contra el Banco de Crédito y Aho-
rros, por RD$4,500.00, y el otro contra el Banco de Re-
servas de la República, por RD$2,000.00; b) que, "al ser 
presentados al cobro, por el señor José A. David, comer-
ciante de Ciudad Trujillo, los cheques Nos. 58 del 19 de 
noviembre_ de 1952, por Mil Quinientos Pesos Oro (RD$- 
1,500.00) y No. 74 del 24 de Noviembre de 1952, por Tres 
Mil Pesos Oro (RD$3,000.00), ambos contra el Banco de 
Crédito y Ahorros; y el cheque No. 77 de Noviembre 3 de 
1952, por Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.00) y contra el 
Banco de Reservas de la República, suscritos todos por el 
prevenido Alcibíades Pimentel; las referidas instituciones 
bancarias expresaron en dichos cheques con sellos gomí-
grafos que se lee al frente de los mismos, "Rehusado El 
Pago etc", que la razón de ese rehusamiento, es la falta de 
fondos como ha sido expresado por la parte civil, admiti-
do por el prevenido y comprobada además por esta Cor-
te"; e) que en fecha veinte de enero de mil novecientos 
cincuenta y tres, José A. David Rodríguez, por acto del 
Alguacil Romeo del Valle, intimó a Alcibíades Pimentel 
para que, de acuerdo con lo dispuesto por el párrafo de 
la letra a) del Art. 66 de la Ley de Cheques No. 2859, en 
el término de dos días ordinarios, por todo plazo, provea 
fondos suficientes y disponibles en el Banco de Reservas de 
la República y en el Banco* de Créditos y Ahorros a fin 
(k obtener el pago respectivo de :os tres mencionados 
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cheques; d) que el indicado plazo transcurrió sin que el 
prevenido hiciera la provisión de fondos correspondiente; 

Considerando que en los hechos y circunstancias ad-
comprobados y admitidos por la Corte a qua está caracte., 
rizado el delito de emisión de cheques sin provisión p 

visto en la letra a) del artículo 66 de la Ley de Chequ 
No. 2859, del año 1951; que, en efecto, en la especie han 
sido comprobados los elementos constitutivos de dicha 
fracción, que son primero, la emisión de cheques, es de 
de un escrito regido por la legislación sobre cheques; segu 
do, una provisión irregular, esto es, ausencia o insuficien 
de provisión; y tercero, la mala fe del librador; 

Considerando, en lo que concierne al elemento "m 

fe del librador", que el prevenido ha alegado, para justi-
ficar su buena fe, según consta en la sentencia impugna 
"haber dado en depósito a los bancos de Crédito y Aho 

y de Reservas de la República, en donde dice haber t 
do sus cuentas, los cheques números 65, por Mil Doscientos 
Cincuenta (RD$1,250.00) de Noviembre 20 de 1952, No. 
por Ochocientos Cincuenta Pesos Oro (RD$850.00) de N , 

 viembre 18 de 1952, dos sin números, por Mil Pesos O 
(RD$1,000.00) cada uno de fechas 19 y 16 de Noviemb 
de 1952, respectivamente; No. 45, por Mil Quinientos F 
sós Oro (RD$1,500.00) de fecha Noviembre 17 de 1952 
el No. 43, por Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) de fec 
Noviembre 17 de 1952, contra The Royal Bank of Cana 
de Santiago de los Caballeros, librados a su favor por , 
comerciante Ramos de aquella ciudad, cuyos cheques a los 
cuatro o cinco días de la fecha de su libramiento, ya The 
Royal Bank of Canada, como se ve al frente de los mismos, 
había rehusado su pago"; 

Considerando que la Corte a qua desestimó el pre 
dente argumento, expresando que "los cheques librados 
por el prevenido a favor de la parte civil, señor José A. 

David Rodríguez. el primero, es decir el No. 58, su pago 
fué rehusado por el Banco de Crédito y Ahorros el 26 de. 

bre de 1952, pero el No. 74 del mismo Banco, fué 
do el 19 de Enero de 1953 y el No. 77 del Banco de 
as, rehusó su pago el 2 de Febrero de 1953; es decir, 

después de haberse indicado el "Rehusado" de los 
es librados a su favor y contra The Royal Bank of 

da, circunstancias estas que conducen a la Corte, a 
'derar que los alegatos del prevenido a este respecto, 

tienen fundamento alguno, pues como se ha compro-
o, las operaciones que dieron motivo a su prevención, 
leron lugar meses después, del rehusamiento de pago 
los cheques librados a favor del prevenido de los cua-
este prevalece para sostener que tenía provisión de 

dos cuando libró los cheques a favor de la parte civil 
ituída, José A. David Rodríguez"; que, por otra par-
párrafo primero del artículo 3 de la Ley 2859 expre-

que "El cheque sólo puede librarse a cargo de un ban-
que tenga fondos a disposición del librador, y confor-

me a una convención expresa o tácita según la cual el li-
brador tenga derecho de disponer de esos fondos por me-
dio de cheques",. de donde resulta que la provisión, que 

un crédito del librador contra el librado, debe ser pre-
via a la emisión y reunir además ciertos caracteres para 
aermitir la emisión de un cheque, que son la disponibili-
lad, es decir, las condiciones de liquidez y exigibilidad, y 
-rue sea suficiente, esto es, igual al monto del cheque, por 
o que, en la especie, para que Alcibíades Pimentel hu-
biera podido emitir o expedir los tres referidos cheques, 
;in comprometer su buena fe, era preciso que sus banque-
ros, el Banco de Crédito y Ahorros y el Banco de Reser-
:as de la República, hubieran realizado previamente el co-
)ro de los cheques expedidos por el señor Ramos contra 
a Sucursal del Royal Bank of Canada en Santiago y que 
zmentel remitió a sus mencionados banqueros, ya que no 

trataba de efectos aceptados -  para el descuento, ni de 
convenio especial bancario, sino de valores al cobro pa- 
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cheques; dl que el indicado plazo transcurrió sin que el 
prevenido hiciera la provisión de fondos correspondiente ;  

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua está caracte-
rizado el delito de emisión de cheques sin provisión pre-
visto en la letra a) del artículo 66 de la Ley de Cheques. 
No. 2859, del año 1951; que, en efecto, en la especie han 
sido comprobados los elementos constitutivos de dicha in-
fracción, que son primero, la emisión de cheques, es decir, 
de un escrito regido por la legislación sobre cheques; segun-
do, una provisión irregular, esto es, ausencia o insuficiencia 
de provisión; y tercero, la mala fe del librador; 

Considerando, en lo que concierne al elemento "mala 
fe del librador", que el prevenido ha alegado, para justi-
ficar su buena fe, según consta en la sentencia impugnada. 
"haber dado en depósito a los bancos de Crédito y Ahorros 

y de Reservas de la República, en donde dice haber teni-
do sus cuentas, los cheques números 65, por Mil Doscientos 
Cincuenta (RD$1,250.00) de Noviembre 20 de 1952, No. 46. 
por Ochocientos Cincuenta Pesos Oro (RD$850.00) de No-
viembre 18 de 1952, dos sin números, por Mil Pesos Oro 
(RD$1,000.00) cada uno de fechas 19 y 16 de Noviembre 
de 1952, respectivamente; No. 45, por Mil Quinientos Pe-
sos Oro (RD$1,500.00) de fecha Noviembre 17 de 1952 y 
el No. 43, por Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) de fecha 
Noviembre 17 de 1952, contra The Royal Bank of Canada 
de Santiago de los Caballeros, librados a su favor por un 
-comerciante Ramos de aquella ciudad, cuyos cheques a los 
cuatro o cinco días de la fcha de su libramiento, ya The 
Royal Bank of Canada, como se ve al frente de los mismos, 
había rehusado su pago"; 

Considerando que la Corte a qua desestimó el prece-
dente argumento, expresando que "los cheques librado:'  

por el prevenido a favor de la parte civil, señor José A 
David Rodríguez. el primero, es decir el No. 58, su pago - 
fué rehusado por el Banco de Crédito y Ahorros el 26 de  

bre de 1952, pero el No. 74 del mismo Banco, fué 
do el 19 de Enero de 1953 y el No. 77 del Banco de 
as, rehusó su pago el 2 de Febrero de 1953; es decir, 

después de haberse indicado el "Rehusado" de los 
es librados a su favor y contra The Royal Bank of 

da, circunstancias estas que conducen a la Corte, a 
nsiderar que los alegatos del prevenido a este respecto, 
tienen fundamento alguno, pues como se ha compro-

do, las operaciones que dieron motivo a su prevención, 
'tuvieron lugar meses después, del rehusamiento de pago 
:de los cheques librados a favor del prevenido de los cua-
les este prevalece para sostener que tenía provisión de 
londos cuando libró los cheques a favor de la parte civil 
-constituída, José A. David Rodríguez"; que, por otra par-
fe, el párrafo primero del artículo 3 de la Ley 2859 expre-
sa que "El cheque sólo puede librarse a cargo de un ban-
co que tenga fondos a disposición del librador, y confor-
me a una convención expresa o tácita según la cual el li-
brador tenga derecho de disponer de esos fondos por me-
dio de cheques",• de donde resulta que la provisión, que 
es un crédito del librador contra el librado, debe ser pre-
via a la emisión y reunir además ciertos caracteres para 
permitir la emisión de un cheque, que son la disponibili-
dad, es decir, las condiciones de liquidez y exigibilidad, y 
Tue sea suficiente, esto es, igual al monto del cheque, por 
io que, en la especie, para que Alcibíades Pimentel hu-
biera podido emitir o expedir los tres referidos cheques, 
sin comprometer su buena fe, era preciso que sus banque-
ios, el Banco de Crédito y Ahorros y el Banco de Reser-
vas de la República, hubieran realizado previamente el co- 

de los cheques expedidos por el señor Ramos contra 
Sucursal del Royal Bank of Canada en Santiago y que 
entel remitió a sus mencionados banqueros, ya que no 

trataba de efectos aceptados para el descuento, ni de 
convenio especial bancario, sino de valores al cobro pa- 
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ra acreditar en cuenta; que, finalmente, de conformidad 
con lo dispuesto por el párrafo de la letra a) del referido 
artículo 66, la mala fe de Pimentel quedó determinada 
también, sobre el fundamento de la presunción de mala 
fe que establece la citada disposición legal, cuando pasaron 
los dos días hábiles después de la notificación hecha por 

 David Rodríguez en fecha veinte de enero de mil nove-
cientos cincuenta y tres, sin que el librador hiciera la 
provisión correspondiente en el referido plazo; 

Considerando que las condenaciones penales que 
tablece el citado artículo 66 para sancionar el delito de 
emisión de cheques sin provisión son las mismas que 
la estafa dispone el artículo 405 del Código Penal, pero 
crearse ninguna identidad con esta última infracción, 
en cuanto a la multa, se dispone que— ella no "pueda 

inferior al monto del cheque o de la insuficiencia de la 
provisión"; que aún cuando en la sentencia 'impugnada se 
expresa que "tanto ante esta Jurisdicción de alzada, co-
mo ante el Juez a quo, han quedado plenamente admitid 
los hechos y establecidos los elementos constitutivos d 
delito de estafa...", ésta errónea calificación dada por 
Corte a qua no vicia en forma alguna dicho fallo porque 
esos mismos hechos se encuentran los elementos del de! 
to de emisión de cheques sin provisión previsto por 

ley de la materia; 

En cuanto a la acción civil. 

Considerando que el penúltimo párrafo del artí 
66 de la citada Ley No. 2859 expresa que "en caso de 
cedimientos penales contra el librador, el acreedor que 
haya constituido en parte civil podrá demandar ante 1 
Jueces de la acción pública, una suma igual al imp 
del cheque, más los daños y perjuicios, si ha lugar. 

si  lo prefiere, podrá también demandar en pago de su 
clamación ante la jurisdicción correspondiente"; que la 
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dicada demanda en pago del importe del cheque ante los 
jueces de la acción pública, es una ación sui generis en 
restitución, que, aún cuando está fundada sobre la exis-
tencia del crédito en ocasión del cual el cheque ha sido 
emitido, surge con la infracción penal; que, consecuen-
temente, el juez de lo penal puede ordenar la persecución 
por apremio corporal de la condenación impuesta al libra-
dor a este respecto; que en la especie los jueces del fondo, 
acogiendo las conclusiones de la parte civil constituida, 
condenaron a Alcibíades Pimentel al pago de la suma de 
RD$6,500.00, importe de los cheques emitidos, en favor de 
José A. David, y ordenaron el apremio corporal dentro de 
los límites señalados por la ley; que, por tanto, la Corte 
a qua hizo una correcta aplicación del texto legal antes 
mencionado; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que la 
haga anulable; 	' 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Alcibíades Pimentel contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintinueve de mayo de mil novecientos cincuenta 
y tres, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.— 
IVIiguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— JUan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figura en su encabezamiento. en 
la audiencia pública del día, mes y año en él- expresados, 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
eral. que certifico. (Firmado,: Ernesto Curiel hijo. 
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ra acreditar en cuenta; que, finalmente, de conformidad, 
con lo dispuesto por el párrafo de la letra a) del referid, 
artículo 66, la mala fe de Pimentel quedó determinad 
también, sobre el fundamento de la presunción de mai,* 
fe que establece la citada disposición legal, cuando pasaron , 

 loS dos días hábiles después de la notificación hecha poli.. 

David Rodríguez en fecha veinte de enero de mil nove. 
cientos cincuenta y tres, sin que el librador hiciera laí 

prbvisión correspondiente en el referido plazo; 
Considerando que las condenaciones penales que es-

tablece el citado artículo 66 para sancionar el delito de 
emisión de cheques sin provisión son las mismas que para 
la estafa dispone el artículo 405 del Código Penal, pero sin 
crearse ninguna identidad con esta última infracción, y 

en cuanto a la multa, se dispone que— ella no "pueda ser 

inferior al monto del cheque o de la insuficiencia de la 
provisión"; que aún cuando en la sentencia impugnada se 
expresa que "tanto ante esta Jurisdicción de alzada, co-

mo ante el Juez a quo, han quedado plenamente admitidos 
los hechos y establecidos los elementos constitutivos del 
delito de estafa ...", ésta errónea calificación dada por la 

Corte a qua no vicia en forma alguna dicho fallo porque en 
esos mismos hechos se encuentran los elementos del deli-
to de emisión de cheques sin provisión previsto por la 

ley de la materia; 

En cuanto a la acción civil. 

Considerando que el penúltimo párrafo del artículo , 

 66 de la citada Ley No. 2859 expresa que "en caso de pro-
cedimientos penales contra el librador, el acreedor que se 
haya constituido en parte civil podrá demandar ante los 
Jueces de la acción pública, una suma igual al importe 
del cheque, más los daños y perjuicios, si ha lugar. pera ‘ 

 si lo prefiere, podrá también demandar en pago de su 
clamación ante la jurisdicción correspondiente"; que la  

dicada demanda en pago del importe del cheque ante los 
jueces de la acción pública, es una alción sui generis en 
restitución, que, aún cuando está fundada sobre la exis-
tencia del crédito en ocasión del cual el cheque ha sido 
emitido, surge con la infracción penal; que, consecuen-
temente, el juez de lo penal puede ordenar la persecución 
por apremio corporal de la condenación impuesta al libra-
dor a este respecto; que en la especie los jueces del fondo, 
acogiendo las conclusiones de la parte civil constituida, 
condenaron a Alcibíades Pimentel al pago de la suma de 
RD$6,500.00, importe de los cheques emitidos, en favor de 
José A. David, y ordenaron el apremio corporal dentro de 
los límites ,señalados por la ley; que-, por tanto, la Corte 
a qua hizo una correcta aplicación del texto legal antes 
mencionado; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no presenta vicio alguno que la 
haga anulable; 	• 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Alcibíades Pimentel contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha veintinueve de mayo de mil novecientos cincuenta 
-y tres, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini. —J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
os señores Jueces que figura en su encabezamiento, en a audiencia pública del día, mes y año en él- expresados, 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Ge-
eral, que certifico. I Firmado 1: Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
Duarte, de fecha 3 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lorenzo Martínez H. 

República Dominicana. 

Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Flerrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., ¡Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tiséis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de ,la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interptiesto por Loren 
Martínez H., dominicano, casado, agricultor, domiciliad 
y residente en la Sección de La Bajada, jurisdicción de 1 
Provincia Duarte, portador de la cédula personal de identi 
dad número 16366, serie 56, renovada con sello núme 
1674217, contra 'sentencia 041 Juzgado de Primera Instan. 
cia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha tres de juli 
de mil novecientos cincuenta y tres, dictada en grado 
apelación, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
Vista el acta contentiva del recurso de casación levan-

da en fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta 
tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
berado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688 
e 1948, reformados por la Ley No. 1746 también de 1948, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
ue en fecha diecisiete de octubre de mil novecientos cin-

tunta y dos el Guardabosque Luis C. Lantigua Estrella 
levantó un acta en la cual se expresa que ha comproba-
do que Lorenzo Martínez H., domiciliado y residente en 
La Bajada, jurisdicción de la Provincia Duarte, ha come-

tido 

 

 una violación de la Ley No. 1688, sobre Conserva-
ción Forestal y Arboles Frutales, consistente en el hecho 
de haber efectuado un desmonte en las riberas del arroyo 
`El Gato', sin dejar los metros indicados por la ley; b) 
que sometido a la acción de la justicia Lorenzo Martínez.  

H., el Juzgado de Paz de la Común de San Francisco de 
Macorís dictó sentencia el quince de abril de mil nove-
cientos cincuenta y tres, condenando a Lorenzo Martínez 
H., a un mes de prisión correccional, a, veinticinco pesos 

oro -de multa y al pago de las costas, "por haber desmon-
tado la orilla de un río"; e) que en fecha quince de abril 
de mil novecientos cincuenta y tres, el prevenido inter-
puso recurso de apelación contra la precedente sentencia; 

Considerando que sobre la referida apelación el Juz-
gado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, de la cual 
es el dispositivo siguiente: "FALLA: 19— Que debe de-
clarar y declara, bueno y válido en la forma el presente 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido contra 
sentencia de fecha 15 de abril de 1953 del Juzgado de Paz 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
Duarte, de fecha 3 de julio de 1953. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Lorenzo Martínez H. 

República Dominicana. 
Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. Mo-
rel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., ¡Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secreta-
ra) General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tiséis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 de la Independencia, 91 9  de ,la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lorenzo 
Martínez H., dominicano, casado, agricultor, domiciliado 
y residente en la Sección de La Bajada, jurisdicción de la 
Provincia Duarte, portador de la cédula personal de identi-
dad número 16366, serie 56, renovada con sello número 
1674217, contra 'sentencia del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha tres de julio 
de mil novecientos cincuenta y tres, dictada en grado de 
apelación, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta contentiva del recurso de casación levan-

a en fecha tres de julio de mil novecientos cincuenta 

tres, en la secretaría del Juzgado a quo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
berado, y vistos los artículos 2 y 14 de la Ley No. 1688 
e 1948, reformados por la Ley No'. 1746 también de 1948, 
1 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo que sigue: a) 
ue en fecha diecisiete de octubre de mil novecientos cin-
unta y dos el Guardabosque Luis C. Lantigua Estrella 

levantó un acta en la cual se expresa que ha comproba-
do que Lorenzo Martínez H., domiciliado y residente en 

- La Bajada, jurisdicción de la Provincia Duarte, ha come- 
tido una violación de la Ley No. 1688, sobre Conserva- 
ción Forestal y Arboles Frutales, consistente en el hecho 
de haber efectuado un desmonte en las riberas del arroyo 
`El Gato', sin dejar los metros indicados por la ley; b) 
que sometido a la acción de la justicia Lorenzo Martínez.  

H., el Juzgado de Paz de la Común de San Francisco de 
Macorís dictó sentencia el quince de abril de mil nove- 

, cientos cincuenta y tres, condenando a Lorenzo Martínez 
H., a un mes de prisión correccional, a, veinticinco pesos 
oro 'de multa y al pago de las costas, "por haber desmon- 
tado la orilla de un río"; e) que en fecha quince de abril 
de mil novecientos cincuenta y tres, el prevenido inter- 
puso recurso de apelación contra la precedente sentencia; 

Considerando que sobre la referida apelación el Juz- 
gado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, de la cual 
es el dispositivo siguiente: "FALLA: 19— Que debe de- 
clarar y declara, bueno y válido en la forma el presente 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido contra 
sentencia de fecha 15 de abril de 1953 del Juzgado de Paz 
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de San Francisco de Macorís cuyo dispositivo dice así: 
`PRIMERO: que debe condenar y condena al nombrado 
Lorenzo Martínez H., de generales que constan culpable 
de haber violado la Ley No. 1688, al haber desmontado la 
orilla de un río. SEGUNDO: que debe condenarlo y lo con-
dena al pago de una multa de RD$25.00, un mes de pri-
sión y al pago de las costas'. 2°— En cuanto al fondo se 
rechaza el recurso y se confirma en todas sus partes la re-
ferida sentencia. 3 9— Que debe condenar y condena al pre-
venido al pago de las costas de su recurso"; 

Considerando que el Juez a quo, fundándose en prue-
bas regularmente producidas en la instrucción de la cau-
sa. dió por comprobado que el prevenido Lorenzo Martí-
nez H. realizó en la sección de La Bajada, jurisdicción 
de la Provincia Duarte, desmontes en las riberas del arro-
yo denominado "El Gato", sin observar la distancia de 
treinta metros de ancho establecida por la ley; 

Considerando que todos los elementos del delito pre-
visto en el apartado b)— del artículo 2, y sancionado por 
el párrafo I del artículo 14, de la Ley No. 1688, reforma-
dos por la Ley No. 1746, se encuentran reunidos en los 
hechos que el Juez a quo comprobó y admitió de la mane-
ra antes indicada; y que al calificarlo de ese modo e im-
ponerle al inculpado las penas antes indicadas, la sentencia 
impugnada hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que en sus demás aspectos el fallo im-
pugnado no contiene vicio alguno que lo haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Lorenzo Martínez H., contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte, de fecha tres de julio de mil novecien -

tos cincuenta y tres, dictada en grado de apelación, cu -

yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, 
y SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas.  

(Firmados): H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel. —A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año.  en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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(Firmados): H. Herrera Billini.— Juan Tomás Mejía.— 
iffiguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
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fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953.. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco 

Macorís, de fecha 12 de junio de 1953. 

Mater:a: Penal. 

Recurrente: Turín Brito. — Abogados: Licdos. J. Forturiato ca. 

naán y Narciso Conde Pausas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 

Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-

dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Rornán, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 

Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-

diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domigo, 
hoy día veintiséis del mes de agosto de mil novecie'itos 

cincuenta y tres, años, 110 9  de la Independencia, 919  de la 

Restauración y 24 4  de la Era de Trujillo, dicta en audien-

cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Turín 
Brito, de 34 años de edad, casado, dominicano, agricultor, 
domiciliado y residente `en la sección de Rincón Hondo, co-
mún de Castillo, provincia Duarte, portador de la cédula 
personal de identidad No. 1653, serie 59, con sello para este 
año No. 21243, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, de fecha doce de junio de mil 
novecientos cincuenta y tres, cuyo dispositivo se cordal 

más adelante;  

Oído el Magistrado Juez Rolator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
la secretaría de la Corte a qua el veinte de junio de este 
año, a requerimiento de los licenciados J. Fortunato Ca-
naán y Narciso Conde Pausas, abogados, portador el pri-
mero de la cédula personal No. 9381, serle 56, sello reno-
vado para este año No. 946, y el segundo portador de la 

'dula número 6363, serie 56, sello renovado para este 
año No. 11864, acta en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después, de haber de-
liberado, y vistos los artículos 184 y 311 del Código Pe-
nal; 56 de la Ley No. 392, del año 1943, sobre comercio, 
porte y tenencia de armas; 1382 del Código Civil; y 19 y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha veinte y siete de abril de mil 
novecientos cincuenta y tres, la señora Bárbara Frías Cor-
dero, del domicilio y residencia de la sección de Rincón 
Hondo, de la común de Castillo, presentó ante el Jefe 
de Puesto de la Policía Nacional de aquella población for-
mal querella contra el nombrado Turín Brito, acusándolo 
de violación de domicilio, de ejercer violencias contra la 
persona de la querellante y de porte ilegal de arma blan-
ca; b) que apoderado del caso por la vía directa la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte, lo decidió por sentencia dictada el trein-
ta de abril de este año, y por el dispositivo de la misma 
declaró a Turín Brito, culpable de los hechos de violación 
de domicilio, violencias y porte ilegal de arma blanca en 
perjuicio de Bárbara Frías Cordero, y haciendo aplicación 
de la regla que prohibe el cúmulo de penas, lo condenó a 
tres meses de prisión, cincuenta pesos de multa y al pago 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. 

ji 

Sentencia impugnada: Corte dé Apelación de San Francisco 

Macorís, de fecha 12 de junio de 1953. 

Mater:a: Penal. 

Recurrente: Turín Brito.— Abogados: Licdos. J. Fortunato e 
naán y Narciso Conde Pausas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces licencia-
dos H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, 
Primer Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, 
Segundo Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, 
Juan A. Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez 
B., Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
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hoy día veintiséis del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y tres, años, 110 de la Independencia, 919  de la 

Restauración y 24 4  de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Turín 
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Oído el Magistrado Juez Ralator; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge-
peralvisdeta  la Raeeptúa  b ldel 

; recurso de casación levantada en 
secretaría de la Corte a qua el veinte de junio de este 
o, a requerimiento de los licenciados J. Fortunato Ca-

aán  y Narciso Conde Pausas, abogados, portador el pri-
ero de la cédula personal No. 9381, serie 56, sello reno-

ado para este año No. 946, y el segundo portador de la 
cédula número 6363, serie 56, sello renovado para este 
año No. 11864, acta en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 184 y 311 del Código Pe- 
nal; 56 de la Ley No. 392, del año 1943, sobre comercio, 
porte y tenencia de armas; 1382 del Código Civil; y 19 y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
lo siguiente: a) que en fecha veinte y siete de abril de mil 
novecientos cincuenta y tres, la señora Bárbara Frías Cor-
dero, del domicilio y residencia de la sección de Rincón 
Hondo, de la común de Castillo, presentó ante el Jefe 
de Puesto de la Policía Nacional de aquella población for-
mal querella contra el nombrado Turín Brito, acusándolo 
de violación de domicilio, de ejercer violencias contra la 
persona de la querellante y de porte ilegal de arma blan-
ca; b) que apoderado del caso por la vía directa la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
dicial de Duarte, lo decidió por sentencia dictada el trein- ta de abril de este año, y por el dispositivo de la misma 
declaró a Turín Brito, culpable de los hechos de violación 
de domicilio, violencias y porte ilegal de arma blanca en 

« perjuicio de Bárbara Frías Cordero, y haciendo aplicación 
de la regla que prohibe el cúmulo de penas, lo condenó a tres meses de prisión, cincuenta pesos de multa y al pago 
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de las costas; declaró regular la constitución en parte 
civil de la señora Bárbara Frías y Cordero, en contra de 
prevenido, y lo condenó a una indemnización de  trescien-

tos pesos, y al pago de las costas civiles con distracción 
de estas en favor del Lic. Francisco Tapia por haberlas 
avanzado en su mayor parte, y finalmente, ordenó la con-
fiscación del cuchillo que portaba el prevenido en la comi-
sión de su hecho; c) que contra esta sentencia interpuso el 
prevenido recurso de apelación en forma legal y tiempo 

hábil"; 

Considerando que el fallo ahora impugnado contiene 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Turín Brito, contra la sentencia de la Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, de fecha 30 de abril del año 1953, cuyo dispositi-
vo dice así: 'PRIMERO: que debe declarar como en efec-
to declara, al nombrado Turín Brito, de generales cono-
cidas, culpable de los hechos de violación de domicilio, 
violencia y porte ilegal de arma blanca, en perjuicio de 
Bárbara Frías, y en virtud del no cúmulo de penas lo con-
dena a tres (3) meses de prisión y RDS50.00 de multa y 
pago de las costas; SEGUNDO: que debe declarar y decla-
ra, regular la constitucción en parte civil de la señora 
Bárbara Frías y Cordero, en contra del acusado y en conse-
cuencia lo condena a una indemnización de RD$300.00 y 

además lo condena al pago de las costas civiles distrayén-
dolas en favor del Lic. Francisco Tapia por haberlas avan-
zado en su mayor parte; TERCERO: que debe ordenar y 

ordena, la confiscación del cuchillo'; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia apelada en el sentido de condenar como al 
efecto condena al prevenido Turín Brito, a la pena de 
15 días de prisión correccional y RDS50.00 de multa, por 
los delitos mencionados, aplicando la regla del no cúmu-
lo de penas, y a pagar una indemnización de RDS$150.

00  
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(ciento cincuenta pesos) en favor de la señora Bárbara 
Frías Cordero, parte civil constituida, por los daños y per-
juicios ocasionádoles con los indicados delitos; TERCERO: 

Condena al prevenido al pago de las costas penales y ci-
viles de ambas instancias, distrayendo las últimas en fa- 
vor del licenciado José Francisco Tapia, por haberlas avan-
zado en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a qua, fundándose en prue-
bas admitidas por la ley y regularmente producidas en la 
causa, dió por comprobado que en la noche del veintiséis 
de abril de este año, el prevenido Turín Brito, quien re-
quería de amores a Bárbara Frías Cordero, quiso tener 
contacto carnal con ésta, y penetró ejerciendo violencias 
y armado de un cuchillo en el aposento de la casa de Bár-
bara Frías Cordero mientras ésta dormía acompañada de 
sus dos hijos y de su hija de crianza Carmencita García, 
que allí el prevenido ejerció violencias y vías de hecho 
contra Bárbara Frías Cordero, que no le produjeron nin-
guna enfermedad, pero si se vió constreñida a abandonar 
su casa por esa noche acompañada de su mencionada hi-
ja de crianza, para ir a refugiarse en casa de su padre 
Felipe Frías, cercana al lugar del hecho, y regresar mo- 
mentos después para recoger a dos niñas que había aban-
donado en su huida; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos de los delitos de porte de arma blan-
ca; violencias y vías de hecho que no ocasionaron ninguna 
enfermedad, y violación de domicilio; que la referida Cor-
te al calificar como lo hizo los hechos mencionados e im-
ponerle al prevenido quince días de prisión correccional 
y cincuenta pesos de multa, y el pago de las costas, apli- 
cando la regla del no cúmulo de penas, hizo una correcta 
aplicación de la ley; 
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de las costas; declaró regular la constitución en parte 
civil de la señora Bárbara Frías y Cordero, en contra de 
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hábil"; 
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to declara, al nombrado Turín Brito, de generales cono-
cidas, culpable de los hechos de violación de domicilio, 
violencia y porte ilegal de arma blanca, en perjuicio de 
Bárbara Frías, y en virtud del no cúmulo de penas lo con-
dena a tres (3) meses de prisión y RDS50.00 de multa y 
pago de las costas; SEGUNDO: que debe declarar y decla-
ra, regular la constitucción en parte civil de la señora 
Bárbara Frías y Cordero, en contra del acusado y en conse-
cuencia lo condena a una indemnización de RD$300.00 y 
además lo condena al pago de las costas civiles distrayén-
dolas en favor del Lic. Francisco Tapia por haberlas avan-
zado en su mayor parte; TERCERO: que debe ordenar y 

ordena, la confiscación del cuchillo'; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia apelada en el sentido de condenar como al 
efecto condena al prevenido Turín Brito, a la pena de 

15 días de prisión correccional y RDS50.00 de multa, por 
los delitos mencionados, aplicando la regla del no cúmu

-

lo de penas, y a pagar una indemnización de RD$$150.
00  
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(ciento cincuenta pesos) en favor de la señora Bárbara 
Frías Cordero, parte civil constituida, por los daños y per-
juicios ocasionádoles con los indicados delitos; TERCERO: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales y ci-
viles de ambas instancias, distrayendo las últimas en fa- 
vor del licenciado José Francisco Tapia, por haberlas avan-
zado en su mayor parte"; 

Considerando que la Corte a gua, fundándose en prue-
bas admitidas por la ley y regularmente producidas en la 
causa, dió por comprobado que en la noche del veintiséis 
de abril de este año, el prevenido Turín Brito, quien re-
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donado en su huida; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad- 
mitidos por la Corte a gua se encuentran reunidos los ele- 
mentos constitutivos de los delitos de porte de arma blan- 
ca; violencias y vías de hecho que no ocasionaron ninguna 
enfermedad, y violación de domicilio; que la referida Cor-
te al calificar como lo hizo los hechos mencionados e im-
ponerle al prevenido quince días de prisión correccional 
y cincuenta pesos de multa, y el pago de las costas, apli- 
cando la regla del no cúmulo de penas, hizo una correcta 
aplicación de la ley; 
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Considerando que en lo que atañe a las condenacio-
nes civiles contenidas en el fallo impugnado, que "todo 
hecho del hombre que cause un daño a otro obliga a aquél 
por cuya culpa sucedió a repararlo"; que en la especie la 
Corte a qua consideró correctamente que el hecho delic-
tuoso cometido por el prevenido ocasionó un daño moral 
a la parte civil constituida, y al condenar a dicho preve-
nido a pagar una indemnización que fué apreciada sobe-
ranamente en RD$150.00 (ciento cincuenta pesos) en favor 
de Bárbara Frías Cordero, constituída en parte civil, hizo 
una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus otros aspectos, no presenta vicio alguno que pueda 

conducir a su anulación; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Turín Brito contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, de fe-
cha doce de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 

SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. , 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

23 de junio de 1953. 

Mater:a: Penal. 

Recurrente: Pedro Julio Pierret.— Abogado: Lic. Héctor Sánchez 
Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad, 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tiseis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249  de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Julio Pierret, de treinta y dos años de edad, soltero, chó-
fer, natural de Sánchez y domiciliado en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula personal de identidad número 2080, 
serie 66, contra sentencia de la Corté de Apelación de La 
Vega, de fecha veintitrés de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Considerando que en lo que atañe a las condenacio-
nes civiles contenidas en el fallo impugnado, que "todo 
hecho del hombre que cause un daño a otro obliga a aquél 
por cuya culpa sucedió a repararlo"; que en la especie la 
Corte a qua consideró correctamente que el hecho delic-
tuoso cometido por el prevenido ocasionó un daño moral 
a la parte civil constituida, y al condenar a dicho preve-
nido a pagar una indemnización que fué apreciada sobe-
ranamente en RD$150.00 (ciento cincuenta pesos) en favor 
de Bárbara Frías Cordero, constituída en parte civil, hizo 
una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 

en . sus otros aspectos, no presenta vicio alguno que pueda 

conducir a su anulación; 
Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Turín Brito contra sentencia de 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, de fe-
cha doce de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 

SEGUNDO: Condena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.— 

Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi- 

jo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la 

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1953. , 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
23 de junio de 1953. 

Mater'a: Penal. 

Recurrente: Pedro Julio Pierret.— Abogado: Lic. Héctor Sánchez 
Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad, 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan Tomás Mejía, Primer 
Sustituto de Presidente; Miguel Ricardo Román, Segundo 
Sustituto de Presidente; Rafael Castro Rivera, Juan A. 
Morel, Ambrosio Alvarez Aybar, Damián Báez B., Néstor 
Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, hoy día vein-
tiseis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
tres, años 1109 de la Independencia, 919 de la Restaura-
ción y 249 de la Era de Trujillo, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Julio Pierret, de treinta y dos años de edad, soltero, chó-
fer, natural de Sánchez y domiciliado en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula personal de identidad número 2080, 
serie 66, contra sentencia de la Corté de Apelación de La 
Vega, de fecha veintitrés de junio de mil novecientos cin-
cuenta y tres, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el veinticuatro de junio de es-
te año, a requerimiento del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, 
portador de la cédula personal de identidad No. 20224, 
serie la., con sello para este año número 16281, apodera-
do del prevenido, en la cual no se invoca ningún medio 

determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 3, apartado e) de la Ley No. 
2022, del alo 1949; 10 y 11 de la Ley sobre Libertad Pro-
visional Bajo Fianza, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi- 

miento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo siguiente: a) "que con motivo de un accidente automo-
vilístico ocurrido el día cinco del mes de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y uno, en el Puente Generalísi-
mo Trujillo, junto a la caseta de la Guarnición del Ejérci-
to Nacional, kilómetro 93 de la carretera Duarte, en el 
cual resultó lesionado el señor Anselmo Antonio Cruz, fué 
traducido a la acción de la justicia el nombrado Pedro Ju-
lio Pierret Jiménez, prevenido del delito de violación de la 
Ley 2022; b) que apoderado del caso la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, y fijada la vista de la causa para la audiencia pú-
blica del día seis de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno, ésta fué reenviada, conociéndose en la del vein-
ticuatro del mes de febrero del año mil novecientos cin-
cuenta y tres, fecha esta última en la cual dictó sentencia 
con el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Se pronuncia de-
fecto contra el nombrado Pedro Julio Pierret, por no ha-
ber comparecido a esta audiencia para la cual fué citado 
legalmente; SEGUNDO: Se declara culpable del delito de 
golpes y heridas ir intencionales en perjuicio de Anselmo 

Antonio Cruz, que curaron después de 20 días y en conse- 
cuencia, se le condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión y al pago de una multa de RD$100.00; TERCERO: 
Se declara vencida la fianza prestada por el prevenido por 
no haberse presentado a la causa sin motivo legítimo de 
excusa; CUARTO: Se, aplica el valor de la fianza al pago 
de los gastos hechos por el Ministerio Público, al pago de 
la multa indicada en esta sentencia y el resto para el Es- 
tado; QUINTO: Se ordena el arresto inmediato del proce- 
sado Pedro Julio Pierret; SEXTO: Se condena además al 
pago de las costas"; c) que el prevenido Pedro Julio Pie- 
rret Jiménez interpuso recurso de oposición contra la sen- 
tencia más arriba indicada, y fijada nuevamente la vista 
de la causa, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó sentencia eI 
veintiuno de abril de mil novecientos cincuenta y tres, con 
el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Se pronuncia defec-
to contra el nombrado Pedro Julio Pierret por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual fué citado legal-
mente; SEGUNDO: Se declara nula la oposición interpues-
ta por el prevenido contra sentencia de esta Cámara Pe-
nal de fecha 24 del mes de febrero, 1953, que lo condenó 
a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional y al 
pago de una multa de RD$ 100.00 por el delito de viola-
ción a la Ley No. 2022, en perjuicio de Anselmo Antonio 
Cruz; TERCERO: Se condena al pago de las costas"; d) 
que el prevenido Pedro Julio Pierret, interpuso recurso 
de apelación contra las sentencias antes mencionadas y la 
Corte de Apelación de La Vega, dictó el fallo ahora im-
pugnado, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia dictada por la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga, el veintiuno del mes de abril del año mil novecientos 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el veinticuatro de junio de es-
te año, a requerimiento del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, 
portador de la cédula personal de identidad No. 20224, 
serie la., con sello para este año número 16281, apodera-
do del prevenido, en la cual no se invoca ningún medio 

determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado, y vistos los artículos 3, apartado e) de la Ley No. 
2022, del aSo 1949; 10 y 11 de la Ley sobre Libertad Pro-
visional Bajo Fianza, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi- 

miento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta 

lo siguiente: a) "que con motivo de un accidente automo-
vilístico ocurrido el día cinco del mes de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y uno, en el Puente Generalisi-
mo Trujillo, junto a la caseta de la Guarnición del Ejérci-
to Nacional, kilómetro 93 de la carretera Duarte, en el 
cual resultó lesionado el señor Anselmo Antonio Cruz, fué 
traducido a la acción de la justicia el nombrado Pedro Ju-
lio Pierret Jiménez, prevenido del delito de violación de la 
Ley 2022; b) que apoderado del caso la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, y fijada la vista de la causa para la audiencia pú-
blica del día seis de diciembre de mil novecientos cincuen-
ta y uno, ésta fué reenviada, conociéndose en la del vein-
ticuatro del mes de febrero del año mil novecientos cin-
cuenta y tres, fecha esta última en la cual dictó sentencia 
con el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Se pronuncia de-
fecto contra el nombrado Pedro Julio Pierret, por no ha-
ber comparecido a esta audiencia para la cual fué citado 
legalmente; SEGUNDO: Se declara culpable del delito de 
golpes y heridas inintencionales en perjuicio de Anselmo 
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Antonio Cruz, que curaron después de 20 días y en conse- 
cuencia, se le condena a sufrir la pena de seis meses de 
prisión y al pago de una multa de RD$100.00; TERCERO: 
Se declara vencida la fianza prestada por el prevenido por 
no haberse presentado a la causa sin motivo legítimo de 
excusa; CUARTO: Se, aplica el valor de la fianza al pago 
de los gastos hechos por el Ministerio Público, al pago de 
la multa indicada en esta sentencia y el resto para el Es- 
tado; QUINTO: Se ordena el arresto inmediato del proce- 
sado Pedro Julio Pierret; SEXTO: Se condena además al 
pago de las costas"; e) que el prevenido Pedro Julio Pie- 
rret Jiménez interpuso recurso de oposición contra la sen- 
tencia más arriba indicada, y fijada nuevamente la vista. 
de la causa, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó sentencia el. 
veintiuno de abril de mil novecientos cincuenta y tres, con 
el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Se pronuncia defec-
to contra el nombrado Pedro Julio Pierret por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual fué citado legal-
mente; SEGUNDO: Se declara nula la oposición interpues-
ta por el prevenido contra sentencia de esta Cámara Pe-
nal de fecha 24 del mes de febrero, 1953, que lo condenó 
a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional y al 
pago de una multa de RD$ 100.00 por el delito de viola-
ción a la Ley No. 2022, en perjuicio de Anselmo Antonio 
Cruz; TERCERO: Se condena al pago de las costas"; d) 
que el prevenido Pedro Julio Pierret, interpuso recurso 
de apelación contra las sentencias antes mencionadas y la 
Corte de Apelación de La Vega, dictó el fallo ahora im-
pugnado, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia dictada por la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga, el veintiuno del mes de abril del año mil novecientos 
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cincuenta y tres, que declaró nula la oposición interpues-
ta por el prevenido Pedro Julio Pierret, de generales co-
nocidas, contra sentencia de aquella Cámara de fecha vein-
ticuatro del mes de febrero del año en curso, que lo con-
denó, en defecto, a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, al pago de una multa de cien pesos y las cos-
tas por el delito de violación a la Ley No. 202 en perjui-
cio de Anselmo Antonio Cruz; y TERCERO:

2 
 Condena al 

referido Pedro Julio Pierret, al pago de las costas de la 

presente instancia"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción el prevenido declaró que no estaba conforme con la 
expresada sentencia, y que depositaría un memorial en la 
Suprema Corte de Justicia, a lo cual no ha dado cumpli- 

miento; 
Considerando que la Corte a qua da por establecido, 

como resultado de la ponderación de las pruebas que fue-
ron legalmente aducidas en la instrucción de la causa, lo 
siguente: 1) que el inculpado después de haber tomado al-
gunas copas de bebidas alcohólicas se puso a guiar el ca-
mión placa No. 10728, propiedad de Pedro Núñez quien 
se lo confió; 2o  que al llegar al puente sobre el río 
Yuna 'sufrió una completa volcadura de la cual resultó con 
lesiones de cierta gravedad Anselmo Antonio Cruz, las cua-
les de conformidad con el certificado médico que obra en el 

expediente curaron después de los veinte días ... 3 "que el 
inculpado cometió además de su falta de manejar habien-
do ingerido bebidas alcohólicas la imprudencia de transi

-

tar a una velocidad exagerada de cuarenta y cinco kiló-
metros por hora, tal como lo declara él mismo cuando iba 
a llegar a un sitio donde muros colocados en la carretera 
le ordenaban, de acuerdo con la más elemental prudencia, 
reducir casi a cero la velocidad para, de no hacerlo así. 
tener que frenar con violencia como lo hizo y ocasionar 
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volcadura del vehículo. . .", y que hay entre la falta y 
,ej hecho una evidente relación de causa a efecto; 

Considerando, además, que la Corte a qua, después de 
haber establecido los hechos anteriormente expuestos, ha 
expresado que "procede la confirmación de las sentencias 
apeladas", lo cual pone de manifiesto que dicha Corte ha 
estatuido sobre el recurso de apelación interpuesto contra 
la sentencia en defecto del veinticuatro de febrero del co-
rriente año; 

Considerando que en los hechos y circunstancias ad-
mitidos por la Corte a qua, están caracterizados los ele-
mentos del delito de golpes y heridas involuntarios causa-
dos con el manejo de un vehículo de motor, puesto a car-
go del prevenido; que, por otra parte, al confirmar la sen-
tencia que declaró nula la oposición, así como la que con-
denó en defecto a dicho prevenido a las penas de seis me-
ses de prisión correccional y cien pesos de multa, y al de-
clarar vencida la fianza y disponer lo pertinente en cuan-
to a la distribución de su valor, la Corte a qua ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que el fallo atacado no contiene en sus 
demás aspectos ningún vicio que lo haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Pedro Julio Pierret, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha vein-
titrés de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del presen-
te fallo, y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 
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ti 

cincuenta y tres, que declaró nula la oposición interpues-
ta por el prevenido Pedro Julio Pierret, de generales co-
nocidas, contra sentencia de aquella Cámara de fecha vein-
ticuatro del mes de febrero del año en curso, que lo con-
denó, en defecto, a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, al pago de una multa de cien pesos y las cos-
tas por el delito de violación a la Ley No. 2022 en perjui-
cio de Anselmo Antonio Cruz; y TERCERO: Condena al 
referido Pedro Julio Pierret, al pago de las costas de la 

presente instancia"; 

Considerando que al interponer su recurso de casa-
ción el prevenido declaró que no estaba conforme con la 
expresada sentencia, y que depositaría un memorial en la 
Suprema Corte de Justicia, a lo cual no ha dado cumpli- 

miento; 
Considerando que la Corte a qua da por establecido, 

como resultado de la ponderación de las pruebas que fue-
ron legalmente aducidas en la instrucción de la causa, lo 

siguente: 1) que el inculpado después de haber tomado al-
gunas copas de bebidas alcohólicas se puso a guiar el ca-
mión placa No. 10728, propiedad de Pedro Núñez quien 
se lo confió; 2o  que al llegar al puente sobre el río 

Yuna 'sufrió una completa volcadura de la cual resultó con 

lesiones de cierta gravedad Anselmo Antonio Cruz, las cua-
les de conformidad con el certificado médico que obra en 

el 

expediente curarondespués de los veinte días . . . 39 "que 
el 

inculpado cometió además de su falta de manejar habien-
do ingerido bebidas alcohólicas la imprudencia de transi

-

tar a una velocidad exagerada de cuarenta y cinco kiló-
metros por hora, tal como lo declara él mismo cuando 

iba 

a llegar a un sitio donde muros colocados en la carretera 
le ordenaban, de acuerdo con la más elemental prudencia 
reducir casi a cero la velocidad para, de no hacerlo 

así 

tener que frenar con violencia como lo hizo y ocasionar 

la  volcadura del vehículo. . .", y que hay entre la falta y 
el hecho una evidente relación de causa a efecto; 

Considerando, además, que la Corte a qua, después de 
haber establecido los hechos anteriormente expuestos, ha 
expresado que "procede la confirmación de las sentencias 
apeladas", lo cual pone de manifiesto que dicha Corte ha 
estatuido sobre el recurso de apelación interpuesto contra 
la sentencia en defecto del veinticuatro de febrero del co-
rríente año; 

Considerando que en los hechos y circunstancias ad-
mitidos por la Corte a qua, están caracterizados los ele-
mentos del delito de golpes y heridas involuntarios causa-
dos con el manejo de un vehículo de motor, puesto a car-
go del prevenido; que, por otra parte, al confirmar la sen-
tencia que declaró nula la oposición, así como la que con-
denó en defecto a dicho prevenido a las penas de seis me-
ses de prisión correccional y cien pesos de multa, y al de-
clarar vencida la fianza y disponer lo pertinente en cuan-
to a la distribución de su valor, la Corte a qua ha hecho 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que el fallo atacado no contiene en sus 
demás aspectos ningún vicio que lo haga anulable; 

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Pedro Julio Pierret, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha vein-
titrés de junio de mil novecientos cincuenta y tres, cuyo 
dispositivo se encuentra copiado en otro lugar del presen-
te fallo, y SEGUNDO: Condena a dicho recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— J. Tomás Mejía.—
Miguel Ricardo Román.— Raf. Castro Rivera.— Juan A. 
Morel.— A. Alvarez Aybar.— Damián Báez B.— Néstor 
Contín Aybar.— Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os 

 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, •en la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen e_ 

ral, que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hipa. 

LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DURANTE EL MES DE AGOSTO DE 1953. 

A SABER : 

1 

Causa disciplinaria conocida:  	1 

Autos admitiendo recursos de casación: 	 9 

Autos designando Jueces Relatores: 	  32 

Autos pasando expedientes al Magistrado Procu-
rador General de la República para fines de dic-
tamen:   

Autos fijando causas: 	  

Total de asuntos: 	 203 

Ciudad Trujillo, agosto 31, 1953. 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la 

Suprema Corte de Justicia. 

Recursos de casación conocidos: 	  30 

Recursos de casación civiles fallados: 	8 

Recursos de casación penales fallados: 	 28 

Sentencias administrativas: 	  29 

Sentencia sobre suspensión de ejecución de sen-
tencia: 

35 

30 
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